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A.-EI Problema de Ja Determinación de la Responsabilidad por Muerte. 

Desde el momento en que el hombre aprendió a entrar en relación 
con su vecino surgió la necesidad de regir esa nueva experiencia y, de 
manera especial, cuando surgió la primera diferencia de opinión. 

Durante larga época esa relación fue 1·egida por la fuerza física. El 
más fuerte imponía su decisión y se hacía su voluntad. No se hacía 
ningún juicio crítico-valorativo de ningún tipo sobre el mérito del re­
sultado. El Derecho, por decirlo así, estaba del lado del más fuerte. (') 

Después y debido a Ja influencia del cristianismo, entre otros fac­
tores, aunado a la superstición que reinaba en esa época (superstición 
que. bondadosamente, podemos considerar como religión mal entendida 
y mal practicada). dichas relaciones humanas, presentado el conflicto 
de intereses, se resolvían aplicando el Juicio de Dios, en aquellos casos 
en que no se le había encargado al Rey, emisario de Dios, el resolver 
el conflicto. 

Este supuesto Juicio de Dios se reducía a combate entre los intere­
sados o sus campeones y se decía que el vencedor era el que tenía la 
razón, que la .Justicia Divina lo había apoyado. La función del Rey o del 
Señor feudal, dado el caso, se reducía a actuar como árbitro para ver 
que las reglas del combate se observaran. (2) 

Después presenciamos el renacimiento del Derecho Romano y el 
principio de la consolidación de la organización estatal, que trajo consigo 
diferentes cuerpos de leyes que van a regir las relaciones de los hom­
bres entre sí, y que van a dar nuevos medios para resolver conflictos de 
intereses. 

Estas leyes, burdas originalmente, en la mayoría de los casos fue­
ron el resultado de una positivización de las costumbres de los diferen­
tes pueblos. Podemos decir que para el fin de la Edad Media y al prin­
cipiar el Renacimiento, casi toda la Europa tenía una administración de 
justicia en la que la defensa privada se vino prohibiendo, hasta que que­
dó completamente proscrita con el afianzamiento de la organización es­
tatal. (3) 

Dentro del esquema muy general que hemos trazado, se puede in­
cluir al pueblo inglés que recibió un férreo sistema judicial, altamente 
centralizado, después de la conquista de los sajones por el Normando 
Gui11evmo, en el año 1066. El Rey se conservó la instancia última, coor­
dinó la administración de justicia y respetó el derecho substantivo sa­
jón. Debido a la influencia de la escolástica, se conservó el uso del latín, 
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altamente anglicanizado. Todavía a fines del siglo XVII, el latín era el 
idioma usado en los tribunales ingleses en la forma híbrida que mencio­
namos arriba.(•) 

Así, a grandes rasgos, 11egamos a nuestros días en los que vemos 
que la Ley rige las relaciones de los hombres entre sí y que, para ase­
gurar una armonía en la sociedad tan complicada en que vivimos, el Es­
tado es el encargado de dirimir los conflictos de intereses que se pre­
sentan. Estos conflictos surgen del incumplimiento de una obligación, 
ya sea para con la sociedad en general. ya sea para con un individuo en 
particular. 

Se reconocen como fuentes de obligaciones, aparte de la Ley o sus 
equivalentes, los contratos y todas aquellas instituciones extra-contrac­
tuales que, de alguna forma u otra, son sancionadas por el Derecho. 

Entre las diversas fuentes de obligaciones que encontramos agru­
padas bajo el rubro de extra-contractuales se encuentran los actos ilí­
citos.(•) 

En el transcurso de nuestra vida cotidiana, ya tan agitada, es muy 
frecuente la situación en que una persona sufre algún tipo de daño co­
mo resultado que se atribuye a la conducta de un tercero. Este daño pue­
de manifestarse en múltiples formas, daño que debe repararse: puede 
resultar dañado nuestro automóvil, por ejemplo, o podemos resultar le­
sionados física o moralmente. 

Si la conducta, causa del daño. se encuadra dentro del Derecho Pe­
nal generalmente es el Estado, a través del órgano correspondiente. el 
que perseguirá al culpable, aquí autor del delito, pidiéndole a los tribu­
nales que lo castiguen como lo establece la Ley, para proteger a la So­
ciedad y, a la vez, pidiendo que el delincuente le repare el daño a la víc­
tima. La reparación del dafio generalmente se lleva a cabo restaurando 
la cosa dañada al estado que guardaba antes y cuando ésto no es posi­
ble, se ordena al culpable que pague una indemnización a título de da­
ños y perjuicios, indemnización que se reduce a una suma de dinero fi­
jada por el tribunal. 

Pero si la conducta que causó el daño no viene a constituir un delito 
entonces es la víctima, o sus herederos o dependientes. quien deberá 
pei·seguir al culpable, demandándolo ante los tribunales civiles, pidién­
dole a éstos que ordenen la reparación del dafio sufrido. 

En este segundo caso, como en el primero, la reparación debe con­
sistir en restablecer la situación anterior al daño. pero cuando ésto no 
es posible, de igual manera que en el caso penal, la reparación se redu­
ce a una indemnización. Digo se reduce porque la indemnización es un 
substituto que se emplea en Jugar de la reparación que, en muchos ca­
sos, jamás será completamente compensatoria del daf'io sufrido. 

El Doctor Manuel Borja Soriano ( 6
) hace ver de una manera paten­

te la universalidad de la obligación de reparar el daño causado, al citar 
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los artículos correspondientes de Jas leyes indicadas de países tales como: 
Francia.~Código Napoleón, artículo 1382: 

"Todo hecho cualquiera del hombre que causa a otro un dli.iio obli-
ga a repararlo a aquél por cuya falta ha acontecido". • 

AJemania.-Bundesgesetzbuch, artículo 823 : 

"El que por un hecho contrario a derecho, ataca, con intención o 
negligencia, la vida, e] cuerpo. la salud, la libertad, la propiedad, o cual­
quier otro derecho de otra persona, está obligado para con ésta a la re­
paración del daño que de aquél hecho ha resultado". 

Suiza.-Código de las Obligaciones, artículo 41: 

"El que causa de una manera ilícita un daño a otro, sea intencio­
nalmente. sea por negligencia o imprudencia, está obligado a repararlo. 
El que causa intencionalmente un daño a otro por hechos contrarios 
a las costumbres, está igualmente obligado a repararlo". 

La generalidad de Jos países cuyos sistemas jurídicos son del tipo 
o, ·más bien dicho, de la famiJia romanista, se apegan en una forma más 
o menos exacta a Jos ejemplos que cita el Doctor Borja Soriano. Entre 
ellos encontramos al Código Civil del Distrito y Territorios Federales, 
que en su articulo 1910 dice lo siguiente: 

"El que obrando ilícitamente o contra las buenas costumbres cau­
se daño a otro. está obligado a repararlo, a menos que demuestre que 
el daño se produjo como consecuencia de culpa o negligencia inexcusa­
ble de la víctima"_ 

Los países socialistas también reconocen esta obligación como lo 
demuestra el Código Civil de Rusia (U.R.S.S.) en su artículo 403 ('): 

"El que ha causado un daño a la persona o al bien de otro, está obli­
gado a repararlo. Queda librado de esta obligación si prueba que no po­
día prevenir este daño o que tenía el poder legal de causarlo, o que se 
produjo como resultado de Ja premeditación o de Ja negligencia burda 
de la víctima misma". 

El Derecho inglés, en su Common Law, reconoce esta fuente de 
obligaciones como se ha establecido a través del tiempo y de innumera­
bles casos resueltos por los tribunales. Generalmente basan la obligación 
de reparar el daño en Ja falta de advertencia, total o parcial, de Ja con­
ducta que observa el causante del daño, o en la falta de visión, total o 
parcial, en cuanto a las consecuencias que pueden resultar de esa con­
ducta, y en otros casos en el incumpJimiento de un estricto deber de cui­
dado para con la víctima de parte del responsable. ( 8 ) 

Así. hoy en día, cuando una persona es dañada por otra sin justi­
ficación alguna, acude a Jos tribunales, "el armado campeón es reem­
plazado por el abogado" ( 9 ) para que éstos y no él mismo se encarguen 
de hacer justicia, o sea, para que los tribunales ordenen la reparación. 
Castillo Larrañaga y de Pina nos dicen que "el proceso moderno preten­
de haber superado este estadio bárbaro de Ja justicia" en que el más 
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fuerte era el que tenía la razón después de demostrarlo en combate per­
sonal. ( 'º) 

El daño a que nos venimos refiriendo puede presentarse como da­
no material, también llamado patrimonial y aún, pecuniario. Al respec­
to, el !Illismo Doctor Borja Soriano nos dice que "el perjuicio material 
(refiriéndose al daño material) es el perjuicio patrimonial" ( 11 ). Amplian­
do ésto Rafael Rojina Viilegas nos dice que "implica todo menoscabo 
sufrido en el patrimonio por virtud de un hecho ilícito, así corno la pri­
vación de cualquiera ganancia que legítimamente la víctima debió ha­
ber obtenido y no obtuvo como consecuencia de ese hecho".( 12 ) 

Como ejemplo de este tipo de daños podemos mencionar los gastos 
necesarios para reparar un automóvil dañado, el costo de rentar otro 
mientras que aquél se repara, gastos médicos y de hospitalización, pér­
didas sufridas en los ingresos de la víctima, etc. 

El daño puede también presentarse en relación a la persona. Aquí 
se ven Jos daños a la vida y salud de la víctima y Jos llamados daños per­
sonales. Estos daños generalmente no se pueden traducir en una suma 
de dinero aunque, a su vez, traen consigo daños patrimoniales. Bajo es­
te rubro están Ja muerte, el dolor y el sufrimiento. la angustia mental, 
Ja pérdida o disminución de la capacidad de gozar de Ja vida, Ja reduc­
ción en la esperanza de Ja vida, la herida misma, etc.( 13 ) 

Por último. el daño se puede presentar con el Ilamado daño moral 
que, al decir del Doctor Borja Soriano, "es el perjuicio extra-patrimonial, 
no económico"(' 4

). Rojina Viilegas abunda diciendo que "es toda lesió~"l 
sufrida por la víctima en sus valores espirituales: honor, honra, senti­
zn.ientos y afecciones" ( 15

). Desde nuestro punto de vista, esos cuatro 
encabezados se pueden reducir a dos que serían el honor y los sentimien­
tos. ya que para nosotros la honra es un efecto del honor y las afeccio­
nes son una especie del género sentimientos. 

Presentado el caso ante los tribunales pidiéndose que se reparen 
daños sufridos, no se tiene problema alguno en relación a los daños .ma­
teriales ya que la fijación de la indemnización se reduce, prácticamente, 
a un cálculo matemático como resultado del cumplimiento adecuado a 
este fin de la carga procesal de la prueba. 

Cuando el juez se ve obligado a fijar Ja indemnización por un daño 
de los que hemos llamado personales surgen los problemas. Aquí se tie­
ne un daño visible generalmente, muchas veces físico. pero el bien afec­
tado es de naturaleza intangible como lo son, por ejemplo, la vida y la 
salud tanto física como mental. El juez tiene la delicada tarea de fijarle 
un valor, en dinero, a un bien intangible, incalculable. Se encuentra fren­
te a un problema que. a primera vista, no tiene solución. pero que debe 
resolverlo, la justicia lo reclama. En muchos casos, por ejemplo, el da­
ño· que sufrió Ja víctima es el máximo, la muerte, y el juez, aunque pa­
rezca imposible y hasta repugne, debe fijarle un valor a la vida de la 
víctima para otorgar Ja indemnización, ya que en estos casos, es bien 
claro, es imposible restablecer la situación anterior al daño. 
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Frente a este problema los diferentes sistemas jurídicos del mun­
do han buscado diferentes soluciones. Generalmente se recurren a dos 
métodos_ que so~ diametraln1.ente opues~os. Unos .sistemas han adoptado 
tablas r1g1das fIJando un valor monetario a los diferentes dafios de este 
tipo: tanto por la pérdida de la vida, tanto por la pérdida de una pier­
~a, etc. Otros no ven como justo ese camino y tratan a cada caso como 
un1co, tomando en cuenta cuanto factor estimen necesario para llegar 
a una suma que, a sus ojos, será Ja :más justa ( 1 •). 

Este problema es aún más agudo cuando se trata de indemnizar un 
daño moral. Aquí el dafio en sí, al igual que el bien dafiado, es intangi­
ble. Le es muy difícil al tribunal indemnizar la mella que ha sufrido 
en sus sentimientos la víctima, por ejemplo o los parientes cercanos de 
la víctima, habiendo muerto ésta. ' 

Aquí se trata de la valoración de bienes netamente incalculables en 
dinero y se ha tratado el problema de diferente manera: unos sistemas 
no indemnizan alegando que son valores incapaces de ser estimados en 
dinero, o que no se otorga la indemnización por considerarse ésta en es­
tos casos como un consuelo que daría el tribunal y que la :función de los 
tribunales no es consolar a la víctima sino hacer justicia. (' 7 ). Otros 
sistemas si indemnizan estos dafios, pero unos lo hacen refiriendo la in­
demnización hecha por este concepto a la indemnización otorgada por 
concepto de dafios patrimoniales que se hayan sufrido('ª), mientras que 
otros lo hacen sin referirse a los dafios materiales.('~). 

Ahora bien, cuando mencionamos los diferentes tipos de dafios per­
sonales que se pueden presentar (sin pretensión de que la lista fuese ex­
haustiva), quedaron incluidas la muerte y la reducción de la duración 
de la vida. Por reducción de la duración de la vida debe entenderse que 
la duración que se esperaba tuviera la vida de la víctima (fijada ya sea 
por cálculo actuaria! del gobierno, o de una compafiía de seguros, o de 
alguna institución pública o privada especializada en ésto, o simplemen­
te establecida por el testimonio de médicos) se ve reducida como conse· 
cuencia de heridas sufridas, etc. ( 20 ) 

Estos dos encabezados de dafios personales son los más graves que 
puede sufrir la victima de un acto ilícito ya que es generalmente acep­
tado que la vida ocupa el primer lugar en la jerarquía estimativa que 
guardan los bienes que posee el hombr.e. Cuando la víctima de un acto 
ilícito pierde la vida como consecuencia de éste, se causa un gran daño, 
en primer lugar, a la víctima misma, en segundo lugar, a sus descen­
dientes y familiares, en tercer lugar, a sus dependientes económicos, si 
los tiene, y en cuarto lugar, a la Sociedad en que vive. 

Ya hemos dicho que el juez, al conocer un caso de esta naturaleza 
(con dafios como la pérdida de la vida). debe otorgar una indemnización, 
por encontrarse frente a una imposibilidad de hecho irrefutable como 
lo es el llevar a cabo una orden de reparar el daño restableciendo la si· 
tuación anterior a él. Debe, por lo tanto, determinar la responsabilidad 
del autor del acto ilícito que produjo la muerte, fijando una indemniza. 
ción. Le debe :fijar, por decirlo así, un precio a la vida de la víctima. 
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Desde luego nos preguntamos cómo va un juez a fijarle un precio 
a la vida, cómo va a proceder para decir que determinada vida vale cier­
ta cantidad de dinero. Este es el tema que nos va a ocupar en este en· 
sayo de Derecho Comparado. 

Antes de limitar el campo de este ensayo y de entrar de lleno en 
él, creemos conducente mencionar que el bien Vida se puede estimar. 
desde nuestro punto de vista y a grandes rasgos. desde dos ángulos dis­
tintos: subjetivo y objetivo. 

Desde el ángulo subjetivo, la vida tiene el valor que le ati:ibuye una 
persona a la suya propia. Aquí la pregunta sería: ¿Qué es lo que vale 
mi vida?, o más bien, ¿Qué es mi vida y, sabiendo ésto, cuánto puede 
valer para mí? 

El Doctor Luis Recasens Siches nos dice que "la vida humana es 
la realidad primera y radical y, a la vez, la base y ámbito de todos los 
demás seres y la clase para Ja explicación de éstos". Agrega que "todo 
cuanto es, lo es en Ja vida humana, y como un componente de ella". ( 21 ) 

Tomando la opinión del Doctor Recasens Siches como Ja exponemos 
arriba, llega~os a Ja conclusión de que nuestra vida no es susceptible de 
ser valorizada en moneda y que, si por una aventura descabellada de 
nuestra parte, le llegáramos a poner precio, al poco tiempo no estaría­
mos satisfechos con éste y Je pondríamos otro más alto. Se nos ocurre 
un ejemplo para mejor explicar . ésto: supongamos que una persona se 
nos presenta y nos dice que nos dará la suma de dinero que nosotros 
fijemos y que podremos hacer con dicha suma lo que nos plazca. pero 
que. una vez agotada dicha suma, nos matará. Ahora, supongamos que 
el trato se acepta, que gastamos el dinero y que se nos presenta nuestro 
"benefactor" para cobrar su parte del acuerdo. Nuestra reacción inme­
diata sería el decir que nuestra vida vale mucho más (a no ser que su­
framos de algún desequilibrio mental) y que queremos subir el precio. 
Todavía, presumiendo que se nos concediera nuestro deseo y que mu­
riéramos antes de que se nos acabara el dinero por segunda vez, mientras 
aún tuviéramos vida. en nuestro fuero interno, seguiríamos creyendo, 
justificadamente desde el ángulo que venimos examinando este proble­
ma. que nuestra vida valía aún mucho más sin que realmente pudiéra­
mos fijar el precio. ¿Por qué? Porque no Jo tiene para nosotros. 

Desde el ángulo objetivo, Ja vida sí es susceptible de ser valorizada 
aunque debe quedar claro que el valor al que se llegará jamás podrá. 
ser el correcto. Desde esta posición se considera lo que esa vida vale 
para Jos descendientes y familiares del sujeto cuya vida se valoriza, así 
como lo que vale para sus dependientes económicos, si es que los tiene; 
se toma en cuenta lo que significaba esa vida dentro de su campo de 
acción e influencia de su área determinada de la Sociedad, se toma en 
cuenta su productividad económica como consideración básica Y. objeti­
vamente, única de quien está encargado de valorizarla. Aquí, pues, se 
trata de establecer lo que vale una vida humana para las otras vidas 
con las que tiene relaciones. 

De la exposición de ideas anteriores se puede ver que existen dos 
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métodos para llevar a cabo la valorización de la vida, dos caminos par'.l 
intentar fijarle un precio a la vida; uno más viable que el otro, siendo 
éste el objetivo. 

Si tratamos de aplicar el método subjetivo nos perderemos en con­
sideraciones filosóficas y aun religiosas sin llegar a ningún . resultado 
positivo. Se puede llegar a la conclusión de que no procede la reparación 
del daño sufrido por tratarse de un valor espiritual que jamás podrá 
traducirse en dinero. Si se llega a ésto, se olvida. como dice Rojina Vi­
llegas, "que se cometería una mayor injusticia si ante la imposibilidad 
de una reparación perfecta, el derecho no impusiera por lo menos una. 
reparación imperfecta". ( 22 ) 

Como reacción a la complejidad del problema se puede dar el caso 
que el legislador, al tratar de resolverlo, imponga una tarifa rígida, im­
personal, que establezca una suma como única para indemnizar una muer­
te causada por un acto ilícito. Aquí no creemos que se haga una valori­
zación como resultado de un verdadero juicio estimativo. ni que el juez 
haga derecho cuando la aplica. Más bien se fija una suma de manera 
arbitraria aunque de buena fe y la justicia, hasta cierto punto, se au­
tomatiza. 

Si aplicamos el método objetivo existe la posibilidad de fijar una 
suma que aunque a la postre resultare una "reparación imperfecta", co­
mo dice Rojina Villegas ( 23). por lo menos, resulta un efecto positivo 
de la labor del juez. Se evita la automatización de la justicia y se trata 
cada caso como único, realizándose hasta cierto grado el ideal de "dar­
le a cada quien lo suyo" ( 24). tomando en cuenta las dificultades del pro­
blema. 

Si, mediante este método, se llega a establecer una tarifa, ésta de­
be ser lo más flexible posible, fijando una base para la indemnización 
que podría considerarse como mínima (aunque con ésto existe el ries­
go de una injusticia para con el responsable de la muerte), pudiéndose 
fijar sumas mayores según lo ameriten las circunstancias de cada caso 
en particular. 
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B.-Breve Introducción al Derecho Comparado y Limitación del Campo 
de Nuestro Estudio. 

Ya que hemos establecido cuál va a ser la materia de nuestro estu­
dio, nos toca ahora limitar el campo de nuestro trabajo. para que así 
nos sea :factible llevarlo a cabo, así como señalar Ja finalidad que tene­
mos para llevarlo a su :fin, o sea, establecer cuál va a ser la :función de 
este ensayo de Derecho Comparado. 

Como nuestra labor está enfocada precisamente desde el punto de 
vista del Derecho Comparado, creemos conveniente hacer, en este mo­
mento. una muy breve introducción a esta Jnateria. 

Sin meternos directamente a Ja historia del Derecho Comparado 
que ya ha sido materia de amplio estudio (2"), diremos que una de las 
primeras discusiones que se presentaron a la atención de Jos compara­
tistas :fue la que versó sobre si se debiera considerar al Derecho Compa­
rado como una disciplina jurídica autónoma tal como el Derecho CiviJ, 
el Derecho Mercantil, el Derecho Penal. etc. Dicho de otra manera, era 
necesario saber si el Derecho Comparado era una rama del Derecho. 

La doctrina ha quedado de acuerdo en que no lo es y podemos to­
mar la opinión de René David como la opinión de la generalidad. cuan­
do nos dice que el Derecho Comparado no es rama de la ciencia. jurídica 
análoga a las que siempre hemos tenido a la vista tales como : el De­
recho Civil, el Derecho Mercantil. el Derecho Administrativo, o el De­
recho Penal. Nos dice que no es un conjunto de reglas de la conducta 
de los ciudadanos, de las personas de derecho público, ni del Estado. ( 26

) 

Al decidir que el Derecho Comparado no es una disciplina jurídica 
en el sentido que expusimos arriba, se nos hace necesario saber si el De­
recho Comparado es un método de estudio o si constituye una ciencia 
independiente. 

David piensa que el Derecho Comparado no es otra cosa que un 
:método de estudio al decir que "el Derecho Comparado no es, de hecho, 
otra cosa más que la comparación de derechos. es el método comparati­
vo aplicado en el campo de Ja ciencia jurídica". ( 27

) 

Castán Tobeñas nos dice lo contrario, pues según él " •.. el Dere­
cho Comparado podrá ser y será una ciencia, siempre que responda a 
las condiciones consustanciales a toda disciplina científica; siempre que 
no se reduzca a ser un cúmulo de hechos, un inventario de normas, sino 
que obedezca a un propósito investigativo y crítico que permita llenar 
Ja misión de toda ciencia, de plantear problemas relacionados con las 
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palpitaciones de la vida (en este caso. la vida social y jurídica). edificar 
teorías en torno a ellos y construir, en fin, con método y sistema, sínte­
sis armónicas ... ( 20 ) 

Nosotros coincidimos más con Castán Tobeñas que con David. Pen­
samos que cuando un estudio de Derecho .Comparado reúne las condicio­
nes que marca Castán Tobeñas, se ha llevado a cabo una verdadera obra 
científica, pero que el Derecho Comparado. menos que una ciencia in­
dependiente, es más bien una ciencia auxiliar del jurista, que tiende a 
perfeccionar a éste capacitándolo para mejor realizar su función, que 
para lograr ésto último utiliza el método comparativo. 

Enseguida nos toca examinar el punto relativo a la función del De­
recho Comparado; nos preocupamos, ahora, por saber qué finalidades 
puede llenar un ensayo de Derecho Comparado. 

El consenso general nos dice que el Derecho Comparado exig.e una 
finalidad, ya sea científica o práctica, para que la labor que se lleve a 
cabo pueda traer como resultado algo que positivamente pueda llamar­
se precisamente eso, Derecho Comparado. El hecho de coleccionar leyes 
y exponerlas juntas no es hacer Derecho Comparado, coleccionando se 
llega a la erudición mas no a la sabiduría, se cae en un trabajo vacío, 
sin resultado positivo. 

El .mismo José Castán Tobeñas nos dice que el Derecho Comparado 
exige una finalidad, ya sea científica o práctica y habla de fines pura­
mente teóricos que pueden realizarse en el campo de la Filosofía, de la 
Teoría o en la Historia del Derecho. Agrega que se puede llevar a cabo 
una labor de Derecho Comparado con fines culturales para facilitar la 
comprensión entre los pueblos así como para lograr una educación más 
completa de juristas. Finalmente, como fines prácticos del Derecho .Com­
parado, dice que éste puede tener como función el mejor conocimiento o 
reforma del derecho nacional así como una mejor construcción y apJi. 
cación de normas de Derecho Internacional Privado. ( 29

) 

Sobre este punto David nos dice que en un principio la. unificación 
del Derecho era la única finalidad del Derecho Comparado, pero que, 
hoy en día, ésto ya no es cierto. (ªº). La labor de unificación del Derecho 
en general se puede llevar a cabo a través de dos métodos distintos: la 
unificación en sí, que significa elaborar una convención internacional so­
bre determinada materia, necesitándose la firma de todos los Estados 
interesados pasando, después, a la ratificación del documento por los res­
pectivos poderes legislativos. Aquí se trata de un tratado internacional 
El segundio medio que existe para lograr la unificación del Derecho es 
la armonización: aquí se elabo1·a lo que se llama una ley modelo y se 
procura que ésta sea adoptada por los países interesados directamente 
por sus respectivos poderes legislativos. 

Continúa David diciendo que, ahora, el Derecho Comparado también 
tiene como función el facilitar la comprensión internacional, de lograr 
el poder entender el punto de vista jurídico extranjero y poder hacer 
ver: el nuestro ( 31 ). Nos habla de los cambi<?B que ha sufrido el mundo 
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en que v1v1mos y nos dice que «el mundo actual no es más el mundo 
del siglo pasado, en donde todos estaban de acuerdo en reconocer la pre­
eminencia del Occidente europeo y donde parecía ser claro que las re­
laciones internacionales debiesen ser organizadas según las formas de 
pensar de los juristas de tradición romanista. Los países del habla in­
glés. donde los juristas son formados de acuerdo con otra tradición, ya 
no aceptan como en otros tiempos esta pre-eminencia; los países del cam­
po socialista la rechazan, y los países del tercer :mundo igualmente de­
mandan el hacer oír su voz". ( 32

) 

Debido a lo anterior, vemos bien clara la necesidad de una discipli­
na que venga a facilitar dicha comprensión y el Derecho Comparado nos 
Ja viene a satisfacer. 

El mismo David asevera que el Derecho Comparado debe tener co­
mo una de sus funciones el mejor conocimiento del Derecho Nacional, 
pues como él dice " ... nos debe servir para mejor conocer, comprender 
y penetrar nuestro propio derecho". (ª3 ) 

En este punto el Derecho Comparado evita que nos encerremos den­
tro de los confines estrechos de nuestro propio derecho y nos permite 
ampliar nuestro criterio jurídico para mejor comprender un prohlema y 
darle, igualmente, mejor solución. 

El Doctor Roberto Molina Pasquel, en el curso de Introducción al 
Derecho Coinparado que impartió durante la celebración de los cursos 
de Verano de Derecho Comparado, llevados a cabo bajo la dirección del 
Instituto de Derecho Comparado de la Universidad Nacional Autónoma 
de México. durante los meses de julio y agosto del presente año, al ha­
blar de las diferentes escuelas doctrinales de Derecho Comparado, dijo 
que la reinante, la Ecléctica, le da variadas funciones al Derecho .Compa­
rado. todas de sentido práctico. Por ejemplo: mejorar la legislación na­
cional a través de los diferentes medios posibles, dar una legislación co. 
mún especializada (aquí se ve la unificación del derecho), etc. (3 4

) 

Al respecto de mejorar la legislación nacional. Felipe de Solá Cañi­
zares, uno de los eclécticos que menciona Molina Pasquel, habla del per­
feccionamiento de la legislación nacional teniendo en cuenta los antece­
dentes legislativos de otros países, estudiando las causas que motivaron 
esa legislación, así como el medio social en que se aplica y su éxito o fra· 
caso en la práctica y, además, las razones de ese éxito o fracaso. ( 35) 

Así. hemos podido constatar, con sobrada claridad, que las funcio. 
nes del Derecho Comparado son muchas y muy variadas y que cualquier 
tarea que querramos desarrollar dentro de esta disciplina requiere, in­
eludiblemente, tener en cuenta una de ellas, o alguna parecida, si no. nos 
salimos del Derecho Comparado y entramos al campo de la antología 
jurídica. 

Ahora, para terminar esta breve introducción, nos falta dar una 
definición de Derecho Comparado que nos deje satisfechos. 
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Desde nuestro punto de vista se han dado dos tipos de definiciones 
que se pueden distinguir por el hecho de que unas toman en cuenta el 
fin o la función, por decirlo así. del Derecho Comparado y, otras. tratnu 
de dar una fórmula amplia que haga caso omiso de las finalidades pa­
ra evitar quedar incompletas. 

Como ejemplo del primer tipo, podemos tomar la definición que 
nos da Eduardo García Maynez. Este autor nos dice que el Derecho Com­
parado "consiste en el estudio comparativo de instituciones o sistemas 
jurídicos pertenecientes a diversos lugares o épocas, con el fin de deter­
minar las notas comunes y las diferencias que entre ellos existen, y 
derivar de tal examen conclusiones sobre la evolución de tales institu­
ciones o sistemas y criterios para su perfeccionani.iento y reforma". (3 6 ) 

Esta definición queda incompleta por no tomar en cuenta. como di­
ce Castán Tobeñas. "una de las principales finalidades del Derecho Com­
parado. que es la de servir y ayudar a la inteligencia, interpretación y 
aplicación de los Derechos que se comparan". ( 37

) 

Este es. precisamente, el problema de quienes quieran definir al 
Derecho Comparado tomando en cuenta las finalidades del mismo al ha­
cerlo de una manera suista; siempre resultará manca la definición dada 

Como ejemplo del segundo tipo de definiciones. aquellas que pres­
cinden de las aplicaciones. o funciones de lo definido, podemos citar la 
que da Solá Cañizares. Nos dice este ilustre comparatista que el Dere­
cho Comparado "consiste en Ja comparación científica de sistemas jurí­
dicos vigentes distintos o de un aspecto de los mismos y de las causas 
que los han producido y los efectos que han resultado en los medios so-
ciales respectivos". ( 30 ) • 

Aquí vemos el esfuerzo expreso que llevó a cabo Solá Cañizares por 
darnos una fórmula amplia, pero creemos que este tipo de definición 1·e­
sulta vaga al no hacer ah.Jsión alguna a la finalidad que se puede tener 
en cuenta. 

El tantas veces citado Castán Tobeñas quiere salvar ésto dándonos 
una definición que, a la vez de ser fórmula amplia, hace referencia a 
las finalidades y nos dice que el Derecho Comparado es "la confronta­
ción de los sistemas jurídicos de los diversos países. en su estructura ge­
neral o con relación especial a instituciones concretas. para determinar. 
con distintas finalidades teóricas o prácticas. pero siempre sistemática y 
metódicamente y en conexión con los fines sociales y los ideales perse­
guidos por tales sistemas. lo que de común y diferencial existe en ellos ... 
(3•) . 

Nos parece que esta definición es la mejor que nos ofrece la doctri 
na aunque tomando en cuenta que una definición debe ser una fórmu­
la '10 más sencilla posible para facilitar la comprensión de lo definido. 
creemos que podría mejorarse reduciéndose a una fórmula como la que 
ofrecemos: 

El Derecho Comparado es la ciencia auxiliar del Derecho que tiene 
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por objeto el cotejo de los diversos sistemas jurídicos, o de una institu­
ción jurídica de éstos, entre si, seiíalando las semejanzas y diferencias. 

. que presentan, para realizar una finalidad predeterminada. 

Una vez que hemos fijado el concepto de Derecho Comparado, dan­
do sus funciones y estableciendo el contenido de su actividad se puede 
pensar que ya podemos entrar de lleno a nuestra labor. Este no es el 
caso. Pensarnos que para poder llevar a cabo un ensayo de Derecho Com­
parado es preciso tener en cuenta una clasificación de los sistemas de 
Derecho que nos ofrece este mundo en que vivimos, que nos permitirá. 
escoger entre ellos los que van a ser materia de nuestra labor, así como 
poder llevar ésta a cabo de una manera metódica. 

Entre las varías que nos ofrece Ja doctrina Ja que más nos satis­
face es la de René David, que se basa en dos criterios complementarios 
para elaborarla: por un lado toma en cuenta ]a evolución histórica y so­
ciológica de Jos pueblos y por el otro lado. toma en cuenta Jos principios· 
filosóficos, políticos o económicos que iluminaron Jos diferentes sistemas. 
a clasificar. ( 4 º) 

René David considera que Jos sistemas jurídicos contemporáneos se· 
pueden clasificar en cuatro grandes familias. La primera que él consi­
dera es Ja que él llama Ja Familia romano-germánica en Ja cual la cien­
cia del Derecho está formada sobre la base del Derecho romano. ( 4 ') 

Molina Pasquél, al comentar sobre ésto, nos dice que esta familia,. 
tiene una formación histórica semejante y un tronco común: se derivan 
de la historia del Derecho romano y del Sacro Imperio Romano-germá.. 
nico. Nos dice que el Derecho romano, después del .Código de Justinia­
no, en el Siglo IV, sufre un colapso durante la primera mitad de Ja Edad 
Medía y que es víctima de Jos glosadores y post-glosadores al hacer és­
tos sus interpolaciones. Nos hace ver que esta familia reconoce las .mis. 
mas fuentes de Derecho y que pasó por su época de Derecho consuetu­
dinario y que para los fines de la Edad Media y principios del Renaci­
miento, la enseñanza del Derecho ya se llevaba a cabo en las Universi­
dades. Ya en la Edad Contemporánea se definen Jos sistemas de Dere­
cho presentándose en Alemania el fenómeno de Ja recepción del Derecho· 
:romano como resultado de Ja obra de los Pandectistas. El sistema germá­
nico le da valor máximo a las leyes que es donde se encuentra Ja norma 
de Derecho, la jurisprudencia no tiene importancia ante la iJ'!terpreta­
ción auténtica. Este sistema tiene una estructura general semeJante con 
categorías iguales y reconoce las mismas fuentes de Derecho guardan­
do éstas la misma jerarquía que guardan en los sistemas netamente· 
romanistas. 

Para terminar Molina Pasquél sus comentarios sobre esta familia .. 
nos dice que tiene tres sub-grupos que son: 

1.-Países de Europa latina: Francia, Italia, España, Portugal, Ru­
mania y Escocia. 

2.--Grupo germánico: Alemania (occidental), Austria, Eséandina­
vía y Suiza. 
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3.-América Latina: México, <!entro y sud América y dos casos hí­
bridos (la provincia del Quebec, en Canadá y el estado de Louisiana, en 
los ,Estados Unidos de Norte América). ( 42

) 

La segunda familia que considera David es la Familia del Common 
Law, o sea, el Derecho de Inglaterra y los Derechos que han sido mode.­
lados sobre el Derecho inglés. 

Nos dice David que "la regla de Derecho del Common Law, menos 
abstracta que la regla de Derecho de la familia romano-germánica, es 
una regla que va a dar solución a un proceso, no a formular una regla 
general de conducta para el futuro". Agrega que " ... su preocupación 
inmediata siendo la de restablecer la paz y no de establecer las bases 
del orden social". Ter1nina diciendo que este Derecho " ... aparece como 
siendo un derecho público, las pretensiones y contestaciones entre los 
particulares no les interesan a las cortes del Common Law sino en la me­
dida en que ellas ponen en juego el interés de la Corona o del reino". ( 4 3) 

Molina Pasquél, al respecto nos dice que la norma de Derecho, en 
este sistema, se encuentra escrita en las sentencias de Jos jueces, se apli­
ca la regla del sta.re decisis. Se presentan dos jurisdicciones, el Comnton 
Law y el E<luity, siendo la segunda complementaria de la primera y que 
son aplicad-.s, hoy en día, por los mismos tribunales. 

Como sub-grupos de esta familia, el mismo Molina nos menciona 
.tres: 

!.-Inglaterra y los países del Com:monwealth británico. 
2.-Estados Unidos de Norte América, Puerto Rico y Filipinas. 
3.-Las grandes capitales de la India y de la China, en su derecho 

privado, por razones históricas. ( 44 ) 

La tercer familia que David toma en cuenta es la Familia de los De· 
rechos Socialistas cuyos orígenes se pueden ver en la familia romano­
germánica, pero que ahora incluyen un nuevo elemento, distinto éste de 
los elementos de la familia romano-germánica y que separa a los Dere­
chos socialistas: la llamada legalidad revolucionaria, predominando el 
concepto de justicia partidista. David agrega que los juristas socialis· 
tas proclaman el fin de crear las condiciones de un orden nuevo en el 
cual desaparecerán las nociones mismas de Estado y de Derecho. ( 45

) 

El tantas veces citado Molina Pasquél nos dice que en esta familia 
se encuentran los sistemas jurídicos de Rusia (U.R.S.S.) y de las llama­
das democracias populares de Europa oriental asi como las república::; 
populares de Asia. ('' 6

) 

Para terminar con los comentarios sobre esta familia, David dice 
que es en Rusia y en las democracias populares de Europa oriental donde 
se ve la persistencia de los rasgos pertenecientes a la familia romano­
germánica y que, al hablar de las repúblicas populares de Asia hay que 
preguntarse cómo se concilian los conceptos nuevos, en la práctica, con 
los principios de civilización oriental que gobernaban la sociedad antes 
.de la era del socialismo. ("") 
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Por último, David nos habla de los Sistemas Filosóficos o Religio­
sos. Aquí declina el uso de la palabra :familia pues dice que los sistemas 
que se encuentran en este grupo realmente son completamente indepen 
dientes entre sí. 

Aquí podemos considerar al derecho musulmán, al derecho indo, al 
judío, etc. (4°) 

Molina Pasquél, al comentar sobre el derecho musulmán, nos dice 
que éste es el conjunto de reglas religiosas aplicables a los partidarios 
de la i·eligión islamita, estén donde estén ; no es aplicable a los habitan­
tes de un país sino a los islamitas, cuya Ley máxima es el .Corán, que 
no omite nada. ( 4 •) 

Después de esta introducción y exposición de la clasificación de sis­
temas de Derecho que hemos adoptado, estamos en condiciones aptas pa­
ra limitar el campo de nuestro estudio. 

En cuanto a los sistemas que compararemos, es obvio que el mexi­
cano será uno, por ser el nuestro y, i·emitiéndonos a la clasificación que 
acabamos de exponer, diremos que se encuentra ubicado en el sub-grupo 
de los sistemas jurídicos de los países de América Latina, en la :familia 
romano-germánica. 

Hemos escogido al sistema jurídico inglés, que se encuentra ubica­
do dentro de la :familia del sistema jurídico del Conunon Law, como aquel 
con el cual llevaremos a cabo nuestra labor porque pensamos que nos 
ayudaría mucho ver un enfoque completamente distinto para la resolu­
ción de un mismo problema ya que, como veremos después, Inglaterra 
aplica el método objetivo, al que aludimos en el inciso anterior ("º), al 
tratar de resolver el problema que nos ocupa, o sea, el de determinar la 
responsabilidad por muerte en los actos ilícitos, y México, desde nuestro 
punto de vista, al aplicar el método subjetivo ( 51 ), nos da una resolución 
distinta. 

Así, compararemos un sistema jurídico romano-germánico con un 
sistema jurídico de la familia del Connnon Law. 

Al escoger el sistema de Derecho inglés sobre cualquier otro siste. 
ma de derecho de la :familia del Conunon Law, lo hicimos por la razón 
histórica de que allá, en ese país, tuvo su origen el Common La.w y, ade­
más, quisimos evitar el estudio del sistema jurídico de los Estados Uni­
dos de Norte América por dos razones: ese país nos presenta un sistema 
jurídico federal que nos puede presentar cincuenta y una resoluciones 
distintas al mismo problema y, por otro lado, debido a un mayor des. 
arrollo económico, llega a conclusiones jurídicas prácticas exageradas, 
desde nuestro punto de vista, específicamente en cuanto a las indemni­
zaciones que fijan los jueces en ese país. Exageración que ya empieza a 
hacerse notar entre los juristas de ese país. 

En cuanto a la :finalidad que nos impulsa a llevar a cabo este ensa­
yo, diremos que ésta es el mejoramiento de nuestra legislación median­
te reforma a la ley aplicable a nuestro problema, específicamente el Có-

-19 -



digo Civil para el Distrito y Territorios Federales de 1928, en los ar­
tículos relativos a la determinación de la responsabilidad por muerte en 
los actos ilícitos. En nuestras conclusiones hablaremos sobre el medio 
específico que se puede emplear para llevar a cabo esta finalidad, o sea, 
qué reforma. creemos nosotros conducente para una mejor solución de 
nuestro problema. 

C.-Ma:ni:festaciones Sociológicas Sobre la Vida y la Muerte en México 
y en Inglaterra. 

Ya que nos he1nos propuesto el llevar a cabo un ensayo de Derecho 
Comparado consideramos necesario estudiar, aunque sea someramente, 
la. forma en que ven la. vida los pueblos cuyos Derechos vamos a estudiar, 
para mejor comprender la solución que éstos le han dado a nuestro pro­
blema. específico, siendo este último el de la responsabilidad por la muer. 
te en los actos ilícitos. 

!.-Estudio del Mexicano. 

Al estudiar la vida que lleva el mexicano nos encontramos con una· 
paradoja. claramente marcada. Vemos que el mexicano es uno de los se­
res humanos más alegres de los que habitan esta Tierra. de los que más 
goza de la vida y. sin embargo, nos muestra. un gran desprecio por la 
vida. una despreocupación por su respeto y conservación. ( 5 2) Esto se 
hace patente hasta en la música popular en la cual abundan referencias 
como aquella que nos dice. que "la vida no vale nada". ( 53

) 

Vemos, pues, un gran gusto por la vida unido a un desprecio cons­
tante a la misma que llega al extremo de presentarnos una cierta fasci­
nación con la muerte pudiendo mencionar, para :mejor marcar ésto. esa 
costumbre tan mexicana de la reverencia rendida a la muerte en el Día 
de los Muertos. (54) 

I.a explicación de ésto nos la da la Historia, y Santiago Ramírez· 
nos remonta hasta la conquista de México y nos dice que los indígenas 
sometidos vieron con gran esperanza la llegada. de los españoles. a la vez 
que los indígenas que los so:rnetían los vieron llegar con un gran temor. 
( 55 ) Sigue diciendo que "podríamos a.firmar que lo que conquistó al :mun­
do indígena fue la imagen que el propio indígena proyectó en el conquis­
tador; imagen idealiza.da. de fuerza, de inmortalidad y de leyenda que 
el indígena llevaba en sus entrañas y que circunstancialmente colocó en. 
el español ... ( 56 ) 

Gracias a esa imagen el español vio :mucho :más fácil su tarea de 
conquista. caracterizada. ésta por nuestro autor como "ese encuentr,_,. 
extraordinariamente sádico en que una de las partes habría de renunciar a 
sus formas de vida". ( 57

) 

El español desprecia a la mujer indígena y a los hijos que ésta le 
da con la consecuencia de que "el mestizo va a equiparar paulatinamen­
te una serie de categorías: fuerza, masculinidad. capacidad de conquis-
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ta, predominio social y filiación ajena al suelo, van a cargarse con un 
:fuerte signo masculino". (ªª) Esta tendencia se vino desarrollando len­
tamente de tal suerte que en nuestros días ". . . el mexicano equipara 
lo indígena con lo débil y lo pasivo ... " ( 59

) 

Así, en la vida cotidiana se exalta todo lo masculino ( 60 ) surgiendo 
de esta forma el machismo del mexicano que "no es en el fondo sino la 
inseguridad de la propia masculinidad ; el barroquismo de la viriji.dad". 
(•') 

Este Inachislllo, al decir de Samuel Ramos, acusa un cierto comple­
jo de inferioridad puesto que "debe suponerse la existencia de un com­
plejo de inferioridad en todos los individuos que manifiestan una exage­
rada preocupación por afirmar su personalidad; que se interesan viva­
mente por todas las cosas o situaciones que significan poder, y que tie­
nen un afán inmoderado de p1:edo1ninar, de ser en todo los primeros" ( • 2 ). 

De esta manera se nos empieza a hacer más fácil el comprender el 
por qué "el mexicano surge a la vida con la necesidad de expresar que 
él es "muy hombre". (•>) 

El mismo Sarnuel Ramos estudia el carácter de un tipo humano 
netamente mexicano: el pelado, y nos dice que "es un ser de naturaleza 
explosiva cuyo trato es peligroso, porque estalla al roce más leve. Sus 
explosiones son verbales, y tienen corno tema la afirmación de sí mismo 
en un lenguaje grosero y agresivo". (H) Más adelante aclara que este 
"espíritu belicoso no se explica, en este caso, por un sentimiento de hos­
tilidad al género humano. El "pelado" busca la riña corno un excitante 
para elevar el tono de su "yo" deprimido". ( 65 ) 

El mismo autor continúa diciendo que el pelado anda en búsqueda 
constante de un signo de poder y que "el falo sugiere al "pelado" la idea 
del poder. De aquí ha derivado un concepto muy empobrecido del hom­
bre. Como él es, en efecto, un ser sin contenido substancial, trata de lle­
nar su vacío con el único valor que está a su alcance: el del macho. Este 
concepto popular del hombre se ha convertido en un prejuicio :funesto 
para todo mexicano". ("6 ) 

Nos encontramos con que el mexicano, al carecer de una voluntad 
:fuerte que pueda controlar sus movimientos, es pasional, agresivo en su 
trato con los extranjeros y extraiios y guerrero listo a luchar, todo por 
debilidad. ( 67 ) Qui.ere presentarse ante sus semejantes, ante el mundo 
entero, como un hombre cuya marca distintiva, que lo separa de los de­
más y lo pone por encima de todos, es su valentía acoplada a su poder. ( 68 ) 

El cuadro que hemos venido estudiando nos presenta aún otra ca­
racterística muy peculiar: la de que el pelado asocia su concepto de hom­
oría con el de nacionalidad, "creando el error de que la valentía es la 
nota peculiar del mexicano". ( 69 ) De esta actitud se obtiene el resultado 
que apunta Santiago Ramírez: "Se atacará lo gachupín o lo gringo, a la 
vez que se le admirará y anhelará. Se hará burla de ello y objeto de des­
precio, pero internamente se tratará de alcanzarlo'". ( 70 ) 

Después, el mismo Rrunos examina la posición del burgués ·que por 
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¡ su mejor situación económica está mejor armado que el pelado para en­
gañarse a sí mismo. Este mexicano. en sus relaciones, no acepta superio­
ridad alguna en ningún campo de la vida y se nos presenta como real­
mente "ingenioso para desvalorar al prójimo hasta el aniquilamiento. 
F~ctica la maledicencia con una crueldad de antropófago". ('') 

Sobre este uso peculiar del lenguaje, Octavio Paz nos explica que 
es una de las armas que el mexicano emplea para defenderse del exterior 
al sentirse inferior y tratar de mostrarse superior a los demás seres hu­
manos que lo rodean. ( 72 ) 

Para terminar este breve estudio del mexicano analizaremos cinco 
tipos de mexicanos bm;ándonos en el trabajo realizado por Francisco 
González Pineda. ( 73 ) 

Nuestro autor examina las agresiones peculiares al Inspector de una 
Oficina de Gobierno, de un automovilista, de un periodista, de un agen­
te de policía y de un asesino de pueblo. 

Encuentra que en todos existe un cierto nivel de belicosidad: desde 
amagos hasta el asesinato pasando por la mentira y Ja extorsión. Ante 
ésto se pregunta por qué buscan este nivel y no el que teóricamente se 
nos presenta como mucho mejor y más deseable: el de Ja honradez. (7 4 ) 

Cada uno de los sujetos que examina le da respuestas variadas aun­
que, al final, encuentra una razón común a todos ellos. 

Nos dice que al Inspector no le place agredir por agredir, pero que 
se ve obligado a hacerlo para probarse, por Jo menos de vez en cuando, 
que en alguna parte es poderoso y que sí le es posible obtener lo que 
quiere. ( 75

) "Porque", agrega, "para él es masculino no sólo el agresor 
que desa:fía el hombre, sino el poderoso que todo lo tiene y todo lo puede, 
el que -en esta psicología mexicana-- se logra mediante la recreación 
de una gran madre". ( 76 ) 

El automovilista "cree (como todos los demás automovilistas) que 
maneja bien, que uti1iza su carro para comodidad, transporte y -oca­
sionalmente- como exhibición de riqueza y poder. Destinos realistas del 
carro los dos usos primeros; búsqueda de admiración y de envidia, el ter­
cero". ( 7 ') 

Sin embargo, la vida de este automovilista es una mezcla aglutina­
da y caótica de enojo, pleito, sumisión y rencor; en un nlomento se nos 
presenta como prendido de una audacidad temeraria y en el siguiente, 
de una timidez exage1·ada; tiene instantes en que el miedo Jo pasa de 
largo y otros en que lo ahoga. En Jo más íntimo de su ser sabe que con 
la masa grande y pesada de su automóvil se puede defender mejor y 
mayor puede ser su agresión, que con esta arma puede someter a los de­
más. pero siempre está la posibilidad de que el prójimo tenga un vehícu­
lo más grande que el suyo y, por ende, él está en peligro de ser someti­
do. ('ª) 

Pasando al periodista, vemos que éste se encuentra provisto de un 
cinismo que, a la vez de ser arma, es una defensa contra cualquier agre-
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sión de los d.emás para con él. Debajo de este carapazón se encuentra 
el recinto al cual en ·m.uy raras ocasiones encuentra albergue: el que 
guarda sus creencias, sus ideales. El encontrarse ahí le produce tal me­
lancolía y dolor que corre a la botella para alimentar su medio de de­
fensa. su cinismo. ('") "Porque", dice nuestro autor, "este compatriota 
agresivo, queriendo ser amable y amado, no encontró más camino que 
ser líder del odio convertido en ideal, y rechazar por remordimiento el 
amor de sus verdaderos amores". (ºº) 

Al pasar a estudiar al agente de policía nuestro autor afirma que 
"de entre sus compañeros m.exicanos es él el que tiene menos conflictos. 
Si acaso, i·esiente la arbitraria autoridad de sus jefes; pero aun con eIJa 
sus secretos y su silencio han logrado transacciones satisfactorias". (•') 
Su problema radica en que él sabe que jamás podrá ser ejemplo de jus. 
ticia, a no ser que la vejez lo obligue a enmendar sus modos, que su vida 
consistirá en destrucción sin razón. o, si mucho, destrucción para neu­
tralizar destrucción. Lo único que le da aliento son sus hijos en cuyas 
caras engalanadas quiere verse algún día, vestido con las galas que él 
jamás cree poder usar. (" 2 ) 

Para terminar su estudio, González Pineda analiza el asesino de pue­
blo, el matón tan trágicamente presente en nuesti·a vida y lo bautiza 
con el nombre de Chara.co. Sobre él nos dice: "Characo quier.e ser hom­
bre, pero no sabiendo cómo serlo, se dedica a decir a todos que lo es por­
que puede destruir con la escopeta todo miedo configurado en rival. Quie­
re poder, quiere seguridad. sobre todo, de que los signos masculinos es­
tén en su lugar ... " (•') 

González Pineda termina su estudio diciendo qu.e "en todos ellos, en 
última instancia, aparecen preocupaciones y sentimientos ambivalentes; 
hacia ·la madre y sus representaciones simbólicas. Se la ama y busca,. 
pero también se la odia y se quiere destruirla". ( 84

) Evidencia de éste> 
creemos nos basta señalar las innumerables referencias que sufre la ima. 
gen de la madre en el gran repertorio de insultos del m.exicano. 

De esta forma, creemos que es más fácil comprender la paradoja' 
del mexicano, de su postura ante la vida. Esperamos que este somero· 
estudio nos enseñe qué fuerzas impulsan al mexicano a despreciar la vida.: 
gustando tanto de eIJa. Que quede bien claro que es un complejo de in­
ferioridad. nacido de la historia, con múltiples manifestaciones lo que· 
empuja al mexicano a jugar con la muerte para, así, demostrarse supe­
rior a los demás seres humanos que lo rodean. 

II.-Estudio del Inglés. 

El iIJglés nos presenta otro cuadro caracterológico con respecto a la 
vida. Tradicionalmente ha sido mucho más calmado en sus reacciones y 
en la expresión de sus afectos que el mexicano. Siempre le ha preocupado 
dar una impresión de dignidad y decencia respecto de lo que hace, em­
pleando para tal fin el recato de sus acciones y sus expresiones sin im­
portar que su tarea sea vitalmente importante para él en lo personal7 
para su país y aún para el mundo. 
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Unido a esa calma en sus acciones y expresiones nos encontramos 
eon un gran respeto por su vida y por la de sus semejantes (ª 5

) que po­
dríamos explicar en ese afán de dignidad y decencia que busca impri­
mirle a su vida. Este respeto es tan grande que John Ruskin llegó a 
afirmar que "no hay riqueza sino vida". (••) 

Como consecuencia de ese sumo respeto a Ja vida el inglés no siente 
ninguna atracción hacia la muerte. No le fascina la idea de morir. ni 
juega con la idea, ni se deja acornpafiar por ella en su vida, como lo hace 
·el mexicano que Ja Uega a reverenciar. ( 87 ) 

Al estudiar la vida del inglés una de las notas de su carácter que 
más nos llama la atención es su afecto hacia los animales, especialment~ 
los perros y los caballos. No somos pocos a los que nos extraña el grado 
de cuidado que ]es propicia como resultado de su alta preocupación po.t• 
el bienestar de éstos. Sin embargo, Osear Wilde llegó a criticar uno de 
los usos más comunes de los perros y caballos en Inglaterra desaprobando 
la caza de la zorra precisamente por la crueldad al animal perseguido. ("ª.I 

Este amor por los animales que siente el inglés es el resultado de su 
otro gran amor: su amor por el campo y la vida campestre, con sus atrac­
:tivos de paz y tranquilidad que tanto le llaman la atención. 

Sobre este tema, Izaak Walton y Charles Cotton. en su obra The 
Compleat Angler; or Tite Contemplative Man's Recrea.tion, nos elogian 
grandemente al deporte de la pesca, no tanto por el hecho de poder atra­
par un pez sino porque hace posible largos ratos de placer al aire libr.! 
dejándolo a uno contento y, lo que es más importante, sin causarle daño 
a. nadie. (••) 
. Para terminar con esta línea de pensamiento sobre el carácter inglés 
y su vida, diremos que George Bernard Shai.v nos recomienda ir al campo, 
pues es ahí donde podremos encontrar al prototipo del inglés realment<: 
bueno y contento. (• 0

) 

Para mejor entender al inglés de hoy en día, conocer mejor su vida, 
los cambios que ha sufrido y las consecuencias de éstos en aquella, en­
trevistamos al señor James C. B. Taylor, socio-antropólogo que actual­
mente se encuentra en México laborando en el Instituto Anglo-Mexicano. 
(••) 

Sobre un posible complejo de inferioridad que pudiese sentir el inglés, 
nos afirmó el señor Taylor que no sufre de tal com1Jlejo, que si mucho sa 
puede sentir inferior a ot1:os pueblos en algunos aspectos como, por ejem­
plo, belleza varonil respecto al maltés o al griego; capacidad sexual i·es­
pecto al francés; etc., pero que no sufre a raíz de ésto, ni trata de 
ponerle algún remedio. 

En cambio, sí es muy posible que se sienta superior a otros pueblos 
por razones históricas. Debemos tener en cuenta que la última vez que 
Inglaterra :fue invadida militarme con éxito :fue en el año de 1066 por 
los normandos bajo el mando de Guillermo el Conquistador. Otra :fuente 
·de orgullo del inglés lo fue la separación de Inglaterra de la :i·eligión ca­
tólica propicfada por su Rey Enrique VIII en un momento en que la Iglesia 
era potencia mundial efectiva. Ag:reg6 que la mayor fuente de orgullo 
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para el inglés, lo fue el Imperio Británico, ese gran campo de entrena­
miento para el joven inglés para cualquier actividad que escogiera. El 
inglés no tenía que hablar grandes hechos, dejaba que los hechos ha­
blaran por él. 

Un hecho curioso que señaló como propicio a iluminarnos sobr.e el 
carácter del inglés es aquél que hacía que todo tipo de profesionalismo 
fuese despreciado y rechazado durante la época del Imperio con el resul­
tado de que toda actividad se decía llevada a cabo por amateurs. . . ¡la 
banca inglesa era el pasatiempo de los banqueros que realmente eran 
agricultores o criaban ganado! 

Pero vino el desmembramiento del Imperio junto con la Segunda 
Guerra Mundial y se produjo un cambio en el modo de vida inglés. El 
pueblo sintió la necesidad de cambio de valores, el amateuris:mo tuvo que 
ceder al ·profesionalismo y nuevos motivos de orgullo se buscaron. Los 
han querido renovar en las ciencias y encontrarlos, de una manera seria, 
por primera vez, en los deportes. 

Pero este cambio produjo una división entre el pueblo inglés y los 
dirigentes de su sociedad quienes no entendieron, y aún se les hace difícil 
entender, la necesidad del cambio. Al decir de Anthony Sampson, están 
fuera de contacto con lo nuevo. ("') 

El señor Taylor nos citó como ejemplo del esfuerzo que se está lle 
vando a cabo para poner a Inglaterra al día, el hecho de que el gobierno 
inglés haya nombrado un Ministro de los Deportes, un esfuerzo para 
implantar el profesionalismo dentro de un campo anteriormente conside­
rado como recinto sagrado del amateurismo. 

otro cambio que se puede observar en el mundo deportivo inglés 
radica en la preferencia del público por los distintos deportes. 

Anteriormente el cricket era el deporte clásico inglés, el deporte da 
las masas por decirlo así. Es un deporte calmado, tardado, muy previsible 
en sus resultados y que proporciona. dentro de su desarrollo, un lapso 
de tiempo para que tanto el público como los jugadores puedan tomar el te. 
Así ha sido y así sigue siendo: una imagen viva de la vida común y 
corriente del inglés. El inglés va a un partido de cricket y ve lo que ha 
visto durante afios : su vida calmada y tranquila en su casa, en su tra­
·bajo, y ya no quiere ésto. Quiere darle paso a sus pasiones, a la violencia 
que trae almacenada, quiere desahogarse en un deporte de la manera qua 
antes podía hacerlo en la administración o conquista de su Imperio. Va 
·a un partido de futbol donde ve acción, dinamismo constante y brusco, 
contacto personal e inseguridad en el resultado que lo tiene excitado hasta 
el silbatazo final. Esto trae corno consecuencia, y de una :manera más 
:marcada en los últimos afios, una entrega completa del público inglés 3 
su favorito en un partido de futbol, ya sea de nivel local o de categoria 
internacional. Corno resultado, se han producido, y se siguen produciendo, 
disturbios y riñas entre el público y aun entre los jugadores de tal :ma­
nera que el gobierno ha tornado pasos inusitados para restablecer ·una 
calma totalmente ajena al futbol. ( 93 ) 

Continuando con la entrevista, le mencionarnos al sefior Taylor ~l 
hecho de que el derecho inglés no distinguía entre homicidio intencional 
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y homicidio imprudencia! para los efectos de la aplicación de la pena 
máxima. Ambos delitos. segar una vida humana, se castigaban con la 
pena de muerte. Nos hizo ver que se suscitó una campaña intensiva 
para abolir la pena de muerte y que, al fin, el Parlamento inglés la 
prohibió, con ciertas excepciones. Nos hizo ver que las excepciones se 
incluyeron debido a consideraciones políticas de mucha fuerza. Aún se 
aplica la pena de muerte al homicida de un guardia de prisión o de un 
agente de policía, mientras éste presta su servicio. Nos dijo que las ex­
cepciones se entienden si nos damos cuenta que la policía no va armada 
cuando presta su servicio. 

Para terminar con nuestra entrevista, tratamos un punto clave para 
nuestro trabajo: el concerniente a la máxima del fair play: dictado que 
norma la conducta del inglés y que en mucho evita la violencia y pro­
paga el resp.eto al prójimo. 

Esta regla no escrita es algo más flexible que nuestro sentido de 
justicia porque no se refiere a una ley escrita para comprender su con­
tenido; pero, a la vez, es más rígida porque está al alcance de todo inglés 
el comprenderla y porque se aplica a toda instancia de su vida. Prosiguió 
nuestro entrevistado diciendo que esta regla, por llamarla así, se siente, 
se intuye y que no se percibe por información externa. 

Para ponerle punto :final al ·asunto, nos dijo que la regla del fair play 
llega a tener la acepción del buen deportivismo, algo así como la con­
ducta esperada de un caballero. En algunos casos se refiere a ella como 
un sporting chance. El cricket, por todo lo que le ha significado al inglés 
en su historia deportiva. se ha llegado a considerar como el ejemplo de 
lo debido, al decir de algo que repugna al sentido del fair play: "it's not 
cricket". 

Para ilustrar la aplicación del :fair play, nos mencionó el caso deJ 
capitán del equipo nacional inglés de cricket que perdió su posición como 
tal y no pudo salir de gira por el mundo con el equipo el afio pasado, 
debido a que ganó un juego, con anterioridad a la fecha de la gira, obser­
vando las reglas del juego, pero que la comisión encargada de integrar 
el equipo nacional consideró que la manera en que cumplió con las reglas, 
y así ganar el partido, no estuvo a Ja altura de lo que exige el sentido del 
fair play. 

George Bernard Shaw nos da otros ejemplos de cómo preocupa el 
sentido del fair ·play. Al criticar la posición del gobierno inglés ante la 
Primera Guerra Mundial en su manifiesto Sentido Corn.ún sobre la Gue­
rra., tuvo el cuidado de reunir pruebas irrefutables y de evitar "golpes 
bajos". ( 94 ) 

Asimismo, al enterarse el mismo Shaw que un prófugo, al ser cap­
turado, iba a ser encadenado, arguyó, en una carta al periódico The Daily 
Ne'Ws, que un deportivismo decente exigía la existencia del derecho sa­
grado del prisionero de escapar de la prisión, siempre y cuando pudiera. 
(95) 

Así, creemos que el gran respeto por Ja vida que nos muestra el 
inglés se explica en su historia y en el i.·ígido código de conducta no escrito 
que le impone su manera de actuar. 
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SEGUNDA PARTE 

Determinación de la Responsabilidad Por Causa de Muerte 
en México: 

A.-En Derecho Penal: la Responsabilidad Civil. 

B.-Derecho del Trabajo y Seguridad Social: la Indemnización. 

C.-Derecho de Seguros: El Seguro de Vida.-La Muerte como Si~ 
niestro, concepto antiguo.-Fuera del Estudio. 

D.-Derecho Civil: Es la materia de este Ensayo, se trata en los 
siguientes capítulos. 



Puesto que el problema central que se presenta al determinar la res. 
ponsabilidad por la muerte causada por un acto ilícito es aquél de la 
valorización de la vida. hemos considerado adecuado al :fin de esta tesis 
el examinar las diferentes experiencias llevadas a cabo en nuestro Dere­
cho que han conducido a una valorización de la vida, ya sea al orde­
narse una indemnización de daños causada por la muerte dentro del ám­
bito Penal y Laboral, ya sea al realizarse el riesgo previsto dentro del 
ámbito del Derecho de Seguros. 

Creemos que este somero estudio que estamos por iniciar nos per­
mitirá obtener la materia necesaria para poder lograr una más centrada 
perspectiva de nuestra inquietud. 
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A.-En Derecho Penal: Ja Responsabilidad Civil. 

En esta rama del Derecho nos preocupa principalmente el tratamien­
to legal i·ecibido por el problema de Ja reparación del daño en los casos 
i:Je homicidio . 

Raúl Carrancá y Trujillo, al hacer I-Iistoría, nos dice que "los daños 
que el ofendido :resiente por el delito no fueron diferenciados de Ja pena 
raisma en el antiguo derecho; más bien quedaron absorbidos por e11a", 
(qª) de tal suerte que el ofendido se veía obligado a sentirse satisfecho 
con la prisión o muerte del que lo ofendió. "Pero", sigue nuestro autor, 
"modernamente se distingue ya con nitidez entre la pena o medida de 
seguridad y la reparación e indemnización ... " ( 97

). 

Al pensar de una reparación de daño, inmediatamente nos viene en 
mente el problema de la reparación del daño moral y, al respecto. el mismo 
Carrancá y Truji11o nos 'tnforrna que "Cuando Ja afección moral se traduce 
en decrecimiento del patrimonio económico, es relativamente fácil la va­
luación de aquél; pero no así cuando esa relación sea imposible de esta­
blecer, pues entonces más que reparación lo que existirá será nueva pena. 
Pero las legislaciones modernas van siendo constantes en la admisión, 
también, de Ja 2-eparación del daño moral". ( 9 ª) El doctor Manuel Borja. 
Soriano, al examinar el Código Penal de 1872. basándose en la exposi­
ción de Motivos, estima que dicho ordenamiento Penal no reconoció el 
daño moral, coJDo regla general, para ser reparado. ( .. ) 

Regresando a Carrancá y Trujillo, vemos que este autor considera 
que la reparación del daño material, ya sea físico o económico. consiste 
en la restitución de la cosa o, dado el caso, en el pago del precio de la 
misma. Agrega que en cuanto al daño moral, como regla general, única­
mente cabe la indemnización, pero que en los casos de injurias, de calum­
nia y de difamación, también cabe la publicación de Ja sentencia a costa 
del infractor. ('ºº) 

Estudiando el Código de 1871, nos damos cuenta que este ordena­
miento reconoció que el delito era fuente de derechos y obligaciones, se­
parando de una manera tajante Ja responsabilidad penal de Ja responsa~ 
bilidad civil. Como consecuencia de lo anterior, la acción para exigir la 
i·eparación del daño quedó en manos de los particulares ofendidos o sus 
deudos. ( 1º') 

Al fijar el contenido de la responsabilidad civil, el Código Penal de 
1·871 estableció la obligación para el delincuente de hacer la restitución 
de Ja cosa. o de 1Ievar a cabo una reparación, o de pagar una indemni­
zación, según las circunstancias del caso. Además, estabfoició Ja obligaciót; 
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para el delincuente de pagar los gastos judiciales toda vez que se cau­
saran. ( 102). 

El Código que venimos examinando sujetó a los jueces que conocieran 
sobre la responsabilidad civil a las disposiciones de aquél en lo que a aqué­
lla se referían y. al guardar silencio el .Código, los remitía a los ordena­
mientos civiles y :mercantiles en vigor. ( 'º'). 

El artículo 304 del Código que estudiamos nos dice que: "La repa­
ración comprende: el pago de todos los daños causados al ofendido, a su 
familia o a un tercero. con violación de un derecho formal, existente y 
no simplemente posible ; si aquellos son. actuales, y provienen directa e 
inmediatamente del hecho u omisión de que se trate, o hay certidumbre 
de que ésta o aquél los han de causar necesariamente, cQmo una conse­
cuencia próxima e inevitable. 

Si el daño consiste en la pérdida o grave deterioro de alguna cosa, 
su duefio tendrá derecho al total valor de ella; pero si fuere de poca im­
portancia el deterioro, sólo se pagará la estimación. de él y se le restituirá 
la cosa". (' 04

). 

Ve:rnos que el mencionado artículo no hace distinción alguna entre 
daño :material y daño :moral. pero ya expresamos la opinión del doctor 
Borja Soriano, en el sentido de que quedaron excluidos los daños morales, 
basada en la exposición de motivos. ('º5

). 

José María Lozano nos explica que la restitución de la cosa ordenada 
por el Código de 1871 procedía cuando se hubiere dado usurpación de 
cosa; que la reparación procedía en caso de la existencia de daños; que 
la indemnización se ordenaba por el juez cuando el ofendido sufría per­
juicios, y que se condenaba al delincuente al pago de los gastos judiciales 
toda vez que éstos se causaran. ( 'ºº). 

Ya en el caso de un homicidio, la responsabilidad civil cubría el pago 
de los gastos de sepultura, de los gastos médicos incurridos en. la curación. 
del difunto, de los daños a los bienes del :rnismo y el pago de la pensión. 
alimenticia de la viuda, de los ascendientes y de los descendientes, tanto 
póstumos como vivos a la muerte de la víctima. ('º 7

). 

La mencionada acción. de alimentos era personal y correspondía ex­
clusivamente a las persenas ennumeradas arriba y, por lo tanto, no for­
maba parte de los bienes del finado, con la consecuencia de que no se 
extinguía por el perdón del finado otorgado al ofensor. ( 10

"). 

Como corolario de lo anterior, nuestro autor nos dice que la acción 
de. pedir alimentos pasaba a los herederos de los titulares de la misma y 
que la obligación de suministrarlos pasaba a los herederos del ofensor. 
('

09
). Nos debe quedar bien claro que dicha obligación de suministrar 

alimentos única y exclusivamente podía ser perdonada por los interesados 
directamente en recibirlos y no por el occiso, siendo fácil de entender 
ésto. ( 110). 

En cuanto a la relación que guardan la responsabilidad civil y el de­
lito. nuestro autor nos informa que podría darse el caso de que no exis­
tiera un delito habiendo responsabilidad civil, o sea, que no era necesaria 
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la existencia de un delito para que existiera una responsabilidad civil 
corno Ja venirnos estudiando (1 11 ). Pero enseguida nos aclara que no bas. 
taba la existencia de un hecho u omisión conitrarios a la ley penal para 
que hubiera responsabilidad civil. Era necesaria la usurpación de cosa, 
o que se hubieran causado daños o perjuicios sin derecho. (1 12

). Esto lo 
podemos ver claramente en el artículo 326 del Código Penal de 1871. (" 3

). 

Una disposición que, a nuestro juicio, era digna de elogiarse, dentro 
del ordenamiento que analizamos. :fue aquella que establecía Ja interven­
ción del juez para :fijar el monto de Ja responsabilidad civil únicamente 
en aquellos casos en que las partes no podían llegar a un acuerdo, por 
medio de convenio, :fijando el monto y Jos términos de pago. ( 114

). 

La duración de la obligación de suministrar alimentos subsistía todo 
el tiempo que el finado hubiera vivido, fijado este lapso de tiempo por me­
dio de una tabla que el mismo Código presentó ( 11 •); sin dejar de tomar. 
en cuenta Ja salud del occiso antes del homicidio. Durante el período men­
cionado arriba, la obligación de dar alimentos dejaba de J.'egir cuando ya: 
no eran necesarios para Ja subsistencia de aquellos que Jos percibían, o si; 
éstos contraían matrimonio; los hijos varones dejaban de percibirlos a la· 
mayoría de edad; también dejaba de subsistir Ja obligación cuando el 
occiso ya no hubiera estado obligado a hacerlo, con arreglo a Jas leye:; 
del caso. (" 6) 

Para terminar con el examen de este Código, nos :falta decir que 
para :fijar la cantidad que se debería pagar por concepto de pensión ali­
menticia. se tomaban en cuenta Jos medios posibles del responsable asi' 
como las necesidades y circunstar1cias de quienes Ja iban a percibir. <1' ')-

Comp conclusión, vernos que este Código no 01·denaba Ja reparación def 
daño moral, sino solamente Ja del daño material (gastos :funerarios y­
rnédicos y daños a Ja propiedad del occiso), así como el pago de Ja pen­
sión alimenticia. ( 11 •). 

Al pasar a estudiar el Código Penal de 1929, nos damos cuenta que 
este ordenamiento da una solución distinta al problema, considerando que 
"la. J.•epa1·ación del daño :forma parte de toda sanción proveniente de de­
lito ... ", quedando el responsable obligado a e:fectuar la restitución, la. 
restauración, o Ja indemnización. según el caso. ("º). Por restauración• 
se entendía el hecho de restablecer Ja cosa detentada al estado que guar-­
daba antes de cometerse el delito, así como restablecer al titular en er 
ejercicio de un derecho, en su caso. ( 120

). Si no era posible la. J.'estaura­
ción, ya sea por la magnitud de Jos daños, ya sea por Ja naturaleza de­
los :mismos, el valor de la cosa formaba parte de la indemnización. ( 121

). 

En cuanto a Ja indemnización, ésta abarcaba el pago de Ja cosa y :frutos­
no restítuídos. o no restaurabJes, así como el de Jos daños y perjuicios;. 
quedando incluidos dentro de los perjuicios los materiales y Jos no ma. 
teriales. ( 222). Entre los perjuicios materiales se incluían los gastos mé­
dicos. :funerarios y judiciales, así como Ja pensión alimenticia. ( ""'). 

El Ministerio Público estaba obligado a exigir la reparación, actuan· 
do éste de oficio, pero los herederos del ofendido y Ja víctima misma;.. 
podían hacerlo personalmente o }Jor medio de apoderado, cesando, en ese 
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:m.o:m.ento, la obligación del Ministerio Público de hacer lo mismo, pero 
sin que cesara su intervención. ( 124). EJ Ministerio Público seguía ade. 
]ante con el caso si, una vez iniciada la acción para pedir Ja reparación por 
parte de Jos particulares, aquella fuese abandonada por éstos. ( 12

•). 

Este Código, al igual que el .Código de 1871. sujetó a los jueces que 
conocieran de Ja reparación del daño, a las disposiciones del mismo y, en 
caso de silencio del citado ordenamiento, a las leyes relativas al caso, for­
mando parte del patrimonio de los herederos la acción a la reparación 
del daño en caso de homicidio. ( 12ª). 

Si recordamos que este Código incluyó al "perjuicio no material" 
dentro del daño a ser reparado, se nos hace fácil entender por qué dis­
pone que aquello no susceptible de valoración sea fijado por convenio 
de las partes, tanto en relación a los términos de pago, cuanto al monte 

a pagar, debiéndose mencionar en Ja sentencia la cantidad exacta. ( 12 7) 

Este Código estableció, en su artículo 337, además de la obligación 
de pagar la pensión alimenticia -en caso de muerte del ofendido o d~ 
una incapacidad para trabajar- la obligación de "pagar el importe de 
dos años de utilidad, computada según la posición social, trabajo, sexo y 
salario, emolumentos o sueldos que disfrutare el ofendido el día en que 
:se cometió el delito. Si el perjudicado no percibiere salario, sueldo o emo­
lumentos, el pago se computará por la utilidad anual del ofensor". 

Si ya hemos establecido claramente que la acción de pensión alimen­
l:icia formaba parte del patrimonio de quienes tenían derecho a percibir­
la, formando parte de ese patrimonio en una forma exclusiva, y que Ja 
acción de reparación del daño competía a los herederos, como tales, en 
caso de homicidio, es de suponerse que la acción que otorgaba el men­
cionado artículo 337 pertenecía, igualmente, a la sucesión, en caso de 
muerte, y en caso que el ofendido sobreviviera, la acción le competía a 
él. Esta acción no puede confundirse, ni por un momento, con la acción 
de pensión alimenticia, puesto que esta última era pre-existente al homi-

cidio siendo, el occiso, el deudor de la relación alimenticia, mientras que 
la relación tutelada en el artículo 337 nace precisamente con la realiza­
ción del delito y aquí la víctima, si sobrevive, es el acreedor de la rela­
ción obligacional, indemnizándose un daño recaído efectivamente en el 
patri:monio del ofendido. 

La medida que hemos venido examinando se nos hace positiva, aún 
habiéndose llevado a cabo en una forma primitiva y abandonando el uso 
da la Tabla de duración de vida que, si bien fue usada para el pago de la 
pensión alimenticia por el Código de 1871, aquí se pudo haber usado para 
:fijar el contenido de la obligación de una manera completa y justa, evi­
tando una limitación arbitraria e infundada. 

Pasando al Código de 1931, el que está actualmente en vigor, vemos 
que éste considera como pena pública toda reparación que deba hacer el 
delincuente. pero cuando nos encontramos ante la situación en la que un 
"tercero es el obligado a llevar a cabo la reparación, entonces la responsa­
;bilidad tendr¿í. el carácter de civil. (' 2 

•) 
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B.-Derecho del Trabajo y Seguridad Social: la Indemnización. 

Este inciso, como su nombre nos lo indica, se ocupa de la indemniza­
ción que otorga la rama del Derecho del Trabajo, tanto la Ley Federal 
del Trabajo, como Ja Ley del Seguro Social, en casos de muerte como 
resultado de un riesgo profesional. 

1.-Ley Federal del Trabajo. 
Nuestra Ley Federal del Trabajo trata el problema que nos ocupa 

en el Título Sexto, que habla de los riesgos profesionales. diciendo que 
estos son los accidentes o enfermedades a que está expuesto el traba­
jador con motivo de su labor en ejercicio de ella. La Ley incluye dentro 
de los accidentes de trabajo a la muerte. ( 004

) 

Examinando la Ley, vemos que ésta establece que la realización de 
un riesgo profesional puede traer como consecuencia, con los concomitan­
tes efectos jurídicos, ya sea la muerte, ya sea una incapacidad que puede 
ser temporal o permanente, parcial o total. La responsabilidad por la rea­
lización de dichos riesgos 1:ecae cla1·amente sobre los patronos aunque la 
contratación de los trabajadores, víctimas de un accidente o enfermedad, 
se haya llevado a cabo a través de intermediarios. Este ámbito de respon­
sabilidad se extiende hasta incluir a los aprendices. ( 135

) 

La base que la Ley señala para hacer las indemnizaciones a las que 
nos hemos venido refiriendo y las que la misma Ley fija, es el salario 
que percibe el trabajador en el momento de realizarse el riesgo que lo 
incapacita o le da la muerte. Puede darse el caso, y de hecho es muy co­
mún que así suceda. de que el trabajador perciba salario por unidad de 
obra. En este caso se sacará un promedio diario de su salario en el mes 
inmediato anterior a la realización del riesgo, siendo dicho promedio la 
base para calcular la indemnización. En caso de que el incapacitado o 
muerto es un aprendiz, se tendrá como base para la indemnización el sa­
lario más bajo que perciba un trabajador de la misma categoría profesio­
nal. En todo caso. la Ley termina diciendo que la base debe ser, por lo 
menos, igual al salario mínimo. ( 13

•) 

La idea de la· Ley de establecer el salario como la base para las indem­
nizaciones se nos hace más comprensible si nos fijamos en lo que dice 
Mario de la .Cueva al 1·especto: "Afirmamos la idea de que las indemniza­
ciones hacen las veces de salario y aun preferimos decir que es salario". 
( 137) Ampliando sobre esta idea, nuestro autor nos dice más adelante que 
" ... La idea del riesgo profesional pone a cargo de los patronos las con­
secuencias de los infortunios del trabajo y su propósito es compensar 
las consecuencias de los mismos, reflejadas en la disminución de la ca-
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pacidad de ganancia; naturalmente no se trata de Ja capacidad de ga­
nancia para cualquier actividad, sino como trabajador y, por tanto, afir­
mamos que Ja indemnización substituye al salario que deja de percibir 
el trabajador". ( 13

•) 

Regresando a nuestro examen de Ja Ley, vemos que ésta limita Ja 
cantidad que se puede toma1· como base para Ja indemnización a la su­
ma de veinticinco pesos diarios, suma que se tendrá como salario máxi­
mo. ('") Esta disposición es a todas luces incorrecta. No nada más por 
Ja contradicción que encierra con Ja disposición que establece que nunca 
podrá tenerse como base para Ja indemnización una cantidad menor a 
Ja del salario mínimo -sobrepasando e] salario mínimo del Distrito Fe­
deral y de varias regiones del país Ja cantidad de Veinticinco pesos dia­
rios- sino por parecernos contraria al espíritu de la Constitución en 
materia laboral. Alberto Trueba Urbina y Jorge Trueba Barrera, sobre 
este punto nos dicen: "La fijación de un salario m{iximo para el pago 
de indemnizaciones provenientes de accidentes y enfermedades del tra­
bajo. cuyo carácter es 1·estrictivo, no está de acuerdo con el sentido tu­
telar del artículo 123 constitucional. Más aún, quebranta el espíritu de 
esta disposición, pues el salario no es una institución que sólo beneficia 
al trabajador sino a su familia, y ésta quedaría fuera de Ja protección 
de Ja Ley, si en caso de defunción del trabajador a consecuencia de un 
accidente de trabajo, Ja familia de éste solamente recibiera una indem­
nización calculada sobre veinticinco pesos, cuando el obrero tiene un 
salario mayor. A nuestro modo de ver, el artículo que· se comenta es 
inconstitucional". ( 1

•
0

) Para mayor abundamiento, el Departamento Ju­
rídico de Ja Comisión Nacional de Jos Salarios Mínimos opina que el sa­
lario máxi:rno no debe tenerse en cuenta al calcularse una indemnización 
puesto que Ja disposición que lo establece ya es obsoleta, debido a que 
el salario mínimo del Distrito Federal. sin ser éste el único caso, tiene 
ya un salario mínimo de veintiocho pesos y veinticinco centavos diarios. 
('") 

Además de] derecho de recibir una indemnización, los trabajadores 
que sufran un riesgo profesional tendrán derecho a recibir asistencia 
médica así como medicamentos y material de curación que les sean ne­
cesarios para su 1·establecimiento. ( 142

) 

Para Jos casos en que la realización del riesgo profesional tenga co­
mo consecuencia la muerte del trabajador, la indemnización constará de 
un mes de sueldo que será destinado a cubrir los gastos funerarios y 
una cantidad equivalente a setecientos treinta días de salario, sin dedu­
cirse de esta cantidad la indemnización que haya recibido el trabajador 
durante su incapacidad. La Ley establece que los beneficiarios de dicha 
indemnización serán Ja esposa y los hijos, ya sean éstos legítimos o na­
turales, siendo n1enor.es de dieciseis afies de edad, y los ascendientes a 
no ser que no dependan económicamente del difunto. Todos participa­
rán en la indemnización por partes iguales. En· caso de que no existie­
ran las personas mencionadas ar1·iba, la Ley establece que la indemniza­
ción será 1·epartida entre las personas que dependían económicamente del 
difunto, guardando la proporción en que dicha dependencia se manifes­
taba. (' 43

) 
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Sobre los beneficiarios de las indemnizaciones como los establece 
nuestra Ley. de la Cueva nos dice lo siguiente: "Ahora bien. la legisla­
ción mexicana ha introducido una noción desconocida y aun negada en 
el derecho extranjero, al sefialar los beneficiarios de las indemnizacio­
nes en los casos de muerte y es la dependencia económica, lo cual signi­
fica un cambio en la idea de los herederos del derecho civil, pues las in­
demnizaciones se otorgan por el derecho del trabajo a la :familia natu­
ral, independientemente de la idea de matrimonio civil y aun a las i::ier­
sonas que simplemente dependían del trabajador". (' .... ) 

En cuanto a la prohibición que hace la Ley de hacer deducciones,. 
a la cantidad que forma la indemnización, de las sumas que haya reci­
bido el trabajador durante su incapacidad, la Suprema Corte ha dicho: 
"Si bien el artículo 298 de la Ley Federal del Trabajo prohibe que se 
deduzca de la suma que como indemnización debe pagarse a los deudos 
del trabajador :fallecido, la que se haya cubierto por incapacidad tem­
poral a este último, debe tenerse en cuenta que el mismo precepto n<> 
prohibe deducir la relativa a incapacidad permanente, la cual sí deb'3 
descontarse, para evitar un doble pago". ( 1 • 5 ) 

De la Cueva abunda al respecto diciendo que " ... el derecho del tra­
bajo no pretende enriquecer patrimonios o buscar el cumplimiento de 
obligaciones patrimoniales, sino asegurar la vida de los hombres ..... ( 146

) 

Evidente sería el enriquecimiento del patrimonio de los beneficiarios si 
el patrón hiciese un doble pago, considerado éste desde el punto de vista 
de la Suprema Corte. 

Finalmente, la Ley le da amplia libertad a la .Junta de Conciliación 
y Arbitraje para determinar la relación de esposa e hijos ( 1

•
7

) para, de: 
esta manera, poder llevar a cabo una más efectiva protección a la ver'· 
dadera familia del trabajador, porque, como dice de la Cueva "la inde1no. 
nización por muerte es una medida de protección a la familia del traba­
jador y su :fundamento. además de estar en la idea del riesgo pro:fesio­
nal. se encuentra en los principios generales de la previsión social". (' • • ). 

Para terminar con este breve estudio, debemos 1·ecordar que debido• 
al carácter que tiene la legislación laboral en nuesti·o país, en la cual' 
las disposiciones constituyen una garantía mínima a los trabajadores,. 
éstos pueden mejorar el contenido de las indemnizaciones a través de la 
contratación, ya sea esta última colectiva o individual. 

II.-Ley del Seguro S-acial. 

Pasando ahora a hacer un examen breve de nuestro sisten1a de se­
guridad social, vemos que la Ley ele la materia comprende los seguros 
de accidentes de trabajo y de las enfern'ledades profesionales, entre otros, 
comprendiendo el régimen de seguro obligatorio a todas las personas. 
vinculadas a otras por un contrato de trabajo, a los aprendices y a los 
miembros de sociedades cooperativas de producción. de administraciones 
obreras o mixtas, ya sea que funcionen éstas de derecho o 1.neramente 
de hecho. (••q) 
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La Ley que estudiamos establece que el patrón que haya asegurado 
contra accidentes del trabajo y enfermedades profesionales a sus traba­
jadores quedará relevado de la responsabilidad que le atribuye la Ley 
Federal del Trabajo en relación a riesgos profesionales. La explicación 
de ésto lo encontramos en la misma Ley, ya que las cuotas que pagan los 
patronos cubren las prestaciones que percibe el trabajador, o sus deudos, 
en casos de riesgos profesionales, fijándose dichas cuotas en proporción 
a los salarios que pagan los patronos, así con-io en proporción a los ries­
gos inherentes al trabajo que se debe desarrollar por el trabajador. La 
única situación que encontramos en la que el patrón está obligado a cu­
brir tanto la cuota del trabajador como la propia, es aquella en la qu>rl 
el trabajador nada más percibe el salario mínimo o cuando el asegurado 
es un aprendiz. ( 0 5 º) 

Otra vez, debido al carácter del derecho del trabajo en nuestro país, 
se puede establecer, a través de contratación colectiva o individual, que 
la responsabilidad del patrón, como la establece la Ley Federal del Tra­
bajo, subsista a pesar de estar los trabajadores asegurados contra riesgo 
profesional por el patrón. También se puede establecer la obligación del 
patrón de asegurar a sus trabajadores con alguna institución de segu­
:ros. además de tenerlos asegurados con el Instituto Mexicano del Seguro 
~Social. 

Cuando el riesgo profesional es causado por el patrón, por sí, o por 
tercera persona, o es debido a la culpa grave o descuido del mismo, el Ins­
tituto Mexicano del Seguro Social pagará todas las prestaciones esta­
blecidas por la Ley que estudiamos y el patrón queda obligado a reem­
bolsarle todo lo pagado al mencionado Instituto. Yendo aún más allá, ve­
mos que la Ley establece que si el Instituto Mexicano del Seguro Social 
hace el pago de las prestaciones a que alude la Ley no estando asegura­
do el trabajador, víctima de algún riesgo profesional, el patrón está igual­
mente obligado a hacer el reembolso de todo lo pagado. Pero si el traba­
jador quedó mal asegurado y las prestaciones a las que tendría derecho 
se ven disminuidas como consecuencia ele ello, el patrón deberá completar 
las prestaciones. En este caso, el patrón hará el pago directamente al 
·trabajador, no tratándose de reembolso. ( 151

) 

La Ley no considera como accidentes de trabajo ni enfermedades 
p1·o:fesionales aquellos que ocurran cuando el trabajador se encuentre ba­
jo los efectos de la embriaguez o en situaciones análogas. Lo mismo rige 
cuando el trabajador se cause deliberadamente una incapacidad o cuando 
el siniestro sea el resultado de algún delito del que fuera responsable el 
asegurado, o cuando el riesgo fuese el resultado de un intento de suici­
dio o de una riña en que el asegurado hubiera participado. Sin embargo, 
.si se produce la muerte en alguna de las circunstancias mencionadas, los 
:familiares del asegurado tendrán los derechos que otorga la Ley quia 
-examinamos. ( • 52) 

La Ley del Seguro Social considera como accidentes de trabajo los 
que se realicen en las circunstancias y con las características que señala 
la Ley Federal del Trabajo así como aquellos que ocurran cuando el tra­
bajador se traslada de su casa al trabajo y viceversa. Esta extensión, 
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para mejor p1·oteger al trabajador y a su familia, se nos hace adecuada 
y digna de elogio. ( 1 53 ) 

En cuanto a las prestaciones que cubrirá el Instituto Mexicano del 
Seguro Social, en los casos de muerte, el artículo 37 d~ la Ley que estu­
diamcs especifica lo siguiente: 

"En caso de accidente de trabajo o enfermedad profesional, el ase­
gurado tendrá derecho a las siguientes prestaciones: 

VIL-Cuando el accidente o enfe1·medad traiga como consecuencia 
la muerte del asegl.u-ado, se otorgarán las siguientes prestaciones: 

a) .-El pago de una cantidad igual a un mes de salario promedio del 
grupo de salario correspondiente al asegurado en la fecha de su falleci­
miento. a quien presente copia certificada del acta de defunción y la 
cuenta de los gastos de funeral. Esta prestación no será inferior a $500.00 

b) .-A la viuda del asegurado se le otorga1·á una pensión equiva­
lente al treinta y seis por ciento de la que hubiere correspondido a aquél, 
tratándose de incapacidad total permanente. La misma pensión correspon­
de al viudo que estando totalmente incapacitado, hubiere dependido eco­
nómicamente de la trabajadora asegurada. (En la fracción llI de este 
mismo articulo se fija una tabla de pensiones que va de los $157.50 3 
los $1,800.00 mensuales mientras dure la incapacidad). 

c) .-A cada uno de los huérfanos que lo sean de }Jadre o madre, me­
nores de 16 años o 1nayores de esta edad que se encuentren incapacitados, 
se les otorgará una }Jensión equivalente al veinte por ciento de la que 
hubiere correspondido al asegurado tratándose de incapacidad total per­
manente. En los casos de huérfanos menores de 16 años el derecho de es­
ta pensión se extinguirá cuando el beneficiario cumpla la edad antes men­
cionada o al desaparecer su incapacidad, pudiendo sin embargo prolon­
garse el disfrute del derecho hasta una edad máxima de veinticinco años 
c.uando se reúnan las condiciones siguientes: 

1.-Que el hijo no pueda mantenerse por su propio trabajo, a cau­
sa de enfermedad duradera, o defecto físico o psíquico, o, 

2.-Que el hijo se encuentre estudiando en establecimientos públicos 
o autorizados por el Estado, tomando en consideración las condiciones 
económicas familiares y personales del beneficiario, siempre que no esté 
sujeto a la obligación de asegurarse. 

El Instituto puede conceder, en los términos de este inciso, la pen­
sión de orfandad a los huérfanos mayores de 16 años y menores de 25, si 
cumplen con las condiciones :mencionadas. 

d) .-A cada uno de los huérfanos que lo sean de padre y Ynadre y 
.menores de 16 años, o Ynayores de esta edad si se encuentran totalmente 
incapacitados, se les otorgará una pensión equivalente al treinta. por 
ciento de la que hubiere correspondido al asegurado tratándose de inca­
pacidad total permanente. El derecho a esta pensión se extingue en los 
mismos términos expresados en el inciso anterior". 
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Para completar el estudio de las prestaciones es de recomendarse 
Ja lectura del artículo 37 en su fracción V. (' 54

) 

Para que la concubina participe de las prestaciones que ordinariamen­
te le están asignadas a la esposa legítima, es necesario que el asegurado 
precisamente no hubiere tenido tal esposa, y que éste hubiere vivido con 
la concubina, como si fuere su marido, durante los últimos cinco afios 
de su vida o que hubieren tenido hijos. Además, la Ley requiere que am­
bos hubieran permanecido libres de matrimonio. Si el asegurado, al mo­
rir, tenía varias concubinas, ninguna de éstas podrá gozar de las pres­
taciones mencionadas. ( • •5) 

Vista Ja manera en que se han de cubrir las prestaciones, debemos 
aclarar que el total que se pague no puede exceder de lo que recibiría eI 
asegurado en caso de incapacidad total permanente. Cuando el derecho 
de uno de Jos beneficiarios se extingue se hace una redistribución sin que 
las cuotas parciales se excedan en su porcentaje y sin que el total, de la 
misma manera, no exceda el total mencionado arriba. (' • •) 

Si entre los beneficiarios no se cuenta ni con viuda, ni con huérfa­
nos, ni con concubina, se le dará un veinte por ciento de Ja pensión por 
incapacidad total permanente a cada uno de Jos ascendientes. (' 57

) 

Si la viuda o Ja concubina se casa, dejará de percibir Ja pensión que 
Je estaba asignada, pero recibirá una suma global igual a tres anuali 
dades de la pensión, en Ja proporción que le estaba asignada. ( 15

•) 

Vemos. pues, que tanto el Derecho del Trabajo como la Seguridad 
Social mexicanos emplean, para indemnizar la pérdida de vida, el siste­
ma de una tabla rígida que únicamente varía dentro de un margen mu:;.­
pequeño, referida la indemnización al salario, marcando un límite má­
ximo en Ja base adoptada que, dado el desarrollo económico que viene go­
zando nuestro país, redunda, en muchas ocasiones, si no en una injusti­
cia para con los beneficiarios, por Jo menos en una reducción patente 
en los medios de subsistencia de Ja familia, con la consecuente falta de 
protección que, a la postre, no es otra cosa más que una injusticia, un::. 
injusticia social. 
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C.-Derecho de Seguros: El Seguro de Vida.-La Muerte como Siniestro~ 
concepto Antiguo.-Fuera de Estudio. 

En este inciso nos ocuparemos con el estudio del contrato de segui·o 
de vida, tratando de fijar el concepto antiguo de la muerte como sinies­
tro dentro del marco de ese seguro, y estableciendo los límites, en los 
casos en que éstos se presentan, en relación al monto del seguro. 

Antes de entrar propiamente en materia, queremos aclarar que al 
usar la expresión l}erecho de Seguros no nos referimos a una rama del 
Derecho como lo es el Derecho Civil o Mercantil, sino la usamos por con­
veniencia en el desarrollo de este trabajo. Al respecto . .Joaquín Rodríguez 
Rodríguez nos dice lo siguiente: "La denominación de derecho de segu­
ros, como la de derecho bancario, la aceptamos en cuanto expresa una 
unidad sistemática de exposición, pero si se quiere hablar hablar de "de­
recho de seguros", en el sentido de disciplina jurídica autónoma, enten­
demos que no hay motiv.os suficientes para ello". (' "") 

Si nos remontamos al Siglo XVIII, vemos que el contrato de seguro 
de vida no siempre fue permitido. Las Ordenanzas de Bilbao fueron ex­
presas en su prohibición respecto a la celebración del contrato de segu­
ro de vida al decir: "Tampoco se podrán hacer seguros sobre las vidas 
de los hombres, so la misma pena de nulidad". ( '• 0

) 

Al estudiar el Código de Comercio español del 30 de mayo de 1829, 
en su primera parte, referente al comercio terrestre y en relación a lo• 
contratos de seguro, vemos que no menciona el seguro de vida, conclu­
yendo- nosotros que no lo autorizaba. ( 1 

•
1

) 

Eugenio de Tapia, al com.entar este mismo Código, nos dice que lo 
que sí existía era el seguro de libertad de los navegantes, de tal maner'l. 
que este seguro proveía la cantidad convenida para el rescate y los gas­
tos de regreso a España. Este seguro quedó establecido en la segund.? 
parte del Código, referente al comercio marítimo. (' •2) 

Thaller, con la misma preocupación que nos inquieta, estudia la Or­
denanza de la Marina, de Francia. del año de 1681 y se da cuenta que 
este ordenamiento prohibe el seguro de vida con el pretexto de que una· 
vida humana no se presta a ser valuada. Aclara que la prohibición es­
tablecida por la legislación de Luis XIV no debe considerarse como la 
expresión del derecho actual. ( 1

•
3

) 

El mismo Thaller, al explicar lo que es el contrato de seguro de. vida, 
nos dice que ·"el objeto del seguro es la persona humana: -el riesgo es 
la indeseable posibilidad no de la n1uerte, porque la muerte es una c.er-
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-tidumbre, sino de una muerte prematura-; la indemnización es el valor 
representativo del perjuicio causado a la familia por esta muerte p1·e­
matura". Después de fijar sus conceptos en la forma indicada, se pre­
gunta si el asegurador está obligado por semejante contrato. Su respues­
ta es la siguiente: "el contrato dejará de producir efecto si el asegurado 
alcanza y pasa la edad límite, habiéndose, entonces, evitado el riesgo; 
- .. los jueces habrán de valuar el perjuicio causado a la familia y debe­
rán reducir la suma asegurada a esta valuación; el asegurador no estará 
·Obligado a hacer ningún paso si el asegurado no constituía el sostenimien­
to de los suyos sino era una carga para sus prójimos o un ser inútil". ( 1

• .. ) 

Para terminar, Thaller nos dice que "en todo caso, el seguro de vi­
da. tal como se practica diariamente, es algo bien distinto. . . No es la 
vida humana el objeto clel seguro. Porque, cuando el hombre Uega a la 
vejez, ya no es cierto que el riesgo de la muerte lo haya sorprendido". ( 1 ••) 

De las palabras anteriores nos damos cuenta de uno de los elemen­
-tos de todo contrato de seguro: el riesgo. Rodríguez Rodríguez para 
definir el riesgo, nos dice que es "el evento posible e incierto, previsto en 
el contrato, de cuyo cumplimiento depende el vencimiento de la obligación, 
establecida en el contrato a cargo del asegurador para atender a la nece­
sidad económica del asegurado". ('ºº) Alejandro Lechuga Ruiz completó 
esta definición de una manera atinada, pensamos nosotros, al agregarle 
las palabras "o de un tercero". ('·67

) 

El tratadista italiano Lorenzo Mossa nos redondea el concepto que 
venimos estudiando al decir que "el concepto de riesgo o de siniestro se 
identifica con el hecho del seguro, que causa el derecho a la prestación". 
('ºº) 

Tullio Ascarelli nos define el riesgo específicamente del contrato que 
nos ocupa: "El riesgo, en el contrato de seguro sobre la vida, está siem­
pre constituído por la duración y eventualidades de la vida humana; el 
:momento de la muerte del asegurado es, por lo mismo, el elemento de 
•que depende el álea del contrato, en todas las formas de seguros sobre 
la vida". ( 1 ••) 

De esta definición podemos ver cómo el concepto antiguo del sinies­
tro en el contrato de seguro sobre la vida establecía qUe lo que se pro­
tegía era la vida o, por lo menos, la duración de ésta durante determina­
do lapso de tiempo. Alejandro Lechuga Ruiz, al respecto, nos dice: "Si 
bien en un principio se creyó que al contratar un seguro de vida se es­
taba pro1:eg1endo la vida, hoy en día se considera que lo que efectivamen­
te se asegura es una esperanza razonable de beneficio financiero que se 
deriva de la continuación de la vida de la persona que va a ser asegura­
da o de una pérdida financiera por su muerte". ( 170

) 

Así. nos damos cuenta de la nueva corriente en Derecho de Seguros 
en relación al seguro sobre la vida_ El ya citado Mossa dice que: "En Jos 
seguros de vida. . . el seguro no es forma de i·esarcimiento, sino garan­
tía y previsión". (' 71 ) Ascarelli, sobre este punto, es :más explícito: 
" ... constituye para el que lo celebra, una forma de previsión, merced a 
Ja cual, mediante la entrega de una prima, prové a la formación de un 
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capital o de una renta, en relación con los acontecimientos que pueden. 
afectar su vida o la de un tercero". ( 072

) 

Si juntamos los aspectos de previsión, en la actitud del asegurado, 
con la muerte prematura -en el contenido del riesgo- entonces pode­
mos estar de acuerdo con Huebner cuando nos afirma que "si el riesgo 
bajo consideración es aquél de la muerte prematura, la pérdida financie-· 
ra que se sufre se indemniza al través del seguro de vida". (' 73

) De tal 
suerte vemos clara la afirmación anterior que podemos manifestar com­
pleto acuerdo con Rodríguez Rodríguez en cuanto a que "realmente las 
cosas o personas no se aseguran. . . podeni.os decir que se aseguran los· 
intereses que existen sobre las personas y sobre toda clase de cosas". ( 174

) 

Si nos fijamos en un jefe de familia, como lo hace Lechua Ruiz, nosc 
damos cuenta del interés que los miembros de la familia tienen sobre la 
vida del jefe de familia. "Su vida tiene un valor (y lo mismo es muchas. 
veces cierto de la madre o del hijo) para los miembros dependientes de 
la familia, y es este valor de una vida con relación a otra que justifica 
la existencia del seguro de vida" ( 175 ) ¿Por qué?, nos podemos pregun­
tar. Porque "el propósito principal del seguro de vida", en este marco· 
circunstancial, "es la protección a la familia". ( • 7•) 

Hemos dicho que, al 1·ealizarse el siniestro de una muerte prematu­
ra, el seguro indemniza el interés que se tenía sobre determinada per­
sona que, en este caso, era el asegurado; dicho interés reduciéndose a· 
una pérdida financiera o a un aumento probable en las finanzas malo­
grado, pérdida que se hubiera evitado, o ganancia que se hubiera logrado, 
si aún viviera el asegurado. Pero necesitamos saber de dónde se deriva 
ese interés, qué es lo que lo crea, lo que lo hace tan evidente. Lechuga: 
Ruiz lo deriva de las posibilidades económicas del hombre y nos dice: 
" ... el valor asegurable de las posibilidades económicas del hombre se 
pueden definir como el valor monetario de las fuerzas económicas que 
están incorporadas a su ser, es decir, su carácter y salud, su entrena­
miento y experiencia, su personalidad y potencia industrial, su juicio y 
fuerza de iniciativa, y su fuerza vital para concretizar en forma tangible· 
las imágenes económicas de la mente". ( 177

) 

Pero hasta este momento, nada más hemos hablado de la muerte co-­
mo el único siniestro posible en un contrato de seguro sobre la vida. Esta 
acepción del contrato de seguro de vida es la antigua dentro de lo que 
nosotros hemos venido llamando Derecho de Seguros. l\IIossa nos dice que 
"en el seguro de muerte, la supervivencia no da derecho alguno al ase­
gurado", aquí únicamente la muerte es el siniestro. ( 07 ª) Ahora ya se 
acepta que si el asegurado llega a la edad prefijada en el contrato, se le 
entregue la suma asegurada, ya sea en un solo pago o en forma de renta 
vitalicia. De tal manera que, al lado de la muerte como siniestro, debe­
mos colocar el hecho de que el asegurado llegue a determinada edad. Es. 
más, según Mossa "en el seguro de supervivencia, la muerte no le atri­
buye derechos" al asegurado, puesto que aquí el siniestro consiste pre­
cisamente en que el asegurado aún vive. ( 179

) 
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Ahora nos proponemos hacer un somero estudio de nuestra Ley So­
bre el Contrato de Seguro, puhlicada en el Diario Oficial el 31 de agosto 
de 1935. 

Esta Ley nos dice que la empresa aseguradora se obliga, por el con­
trato de seguro, a resarcir un dafio o a pagar una suma de dinero al rea­
li:?arse la eventualidad prevista en el contrato. La empresa aseguradora 
recibirá, como conti·aprestación, el pago de una prima. ('"º) La Ley que 
estudiamos, en su parte general, no sefiala ningún límite máximo para la 
SUir!a asegurada, concluyendo nosotros que, no habiendo regla general 
sobre el particular, las limitaciones que encontremos se deben tratar co­
nio casos específicos. 

Continuando con nuestro análisis, nos damos cuenta de que el se­
guro sobre las personas comprende todos los riesgos que puedan afectar 
a la persona del asegurado en su existencia, integridad personal, salud o 
vigor vital. ('"') Vemos que la muerte se considera como uno de los po­
sibles siniestros y es causa de la obligación de la empresa aseguradora 
de pagar la indemnización. Aun en caso de suicidio queda obligada la em­
presa aseguradora a efectuar el pago de la indemnización, con la única 
condición de que el suicidio se haya efectuado, por lo menos dos afios des­
pués de Ja celebración del contrato de seguro. ( 1

•
2

) 

La Ley confirma a la doctrina al afirmar que el seguro que estu­
diamos cubre cualquier interés económico que resulte de los riesgos pre­
vistos. De la misma manera, permite que nazcan derechos por la realiza­
ción del siniestro previsto en el contrato, con un contenido independien­
te al patrimonial, de la pérdida sufrida. (' •3) 

El único lí:rnite expreso que encontramos en la Ley en cuanto al mon­
to del seguro lo encontramos en las disposiciones relativas al seguro po­
pular, en el cual el capital asegurado no excederá de cinco mil pesos, mo­
neda nacional. ( 1

•
4

) 

El artículo 191 de la Ley que estudiamos establece el seguro de gru­
po o empresa en el cual el asegurador "se obliga. por la muerte o la du­
ración de la vida de una persona determinada, en razón simplemente de 
pertenecer al mismo grupo o empresa, mediante el pago de primas perió­
dicas, sin necesidad de examen médico obligatorio". El Reglamento del 
Seguro de Grupo no menciona límite máximo ni mínimo del capital ase­
gurado pero exige como mínimo que se trate de un grupo de 25 perso­
nas y que cuando se vaya a contratar a :favor del 75 por ciento de un 
grupo, que dicho porcentaje sea equivalente a 50 personas. ( 1

••) 

Pasando a estudiar el llamado Seguro del Viajero, vemos que todas 
]as compafiías de ferrocarrj!es, de tranvías, de navejfación marítima y 
aérea así como las compan1as de transporte en camión, coche y auto­
móvil' que por conct;si~n. contrato o ~rmiso de la Secretarí~ de: Comuni­
caciones v Obras Publicas exploten v1as generales de comun1cac1ón y me­
dios de ti.·ansporte están obligadas a adoptar este seguro para proteger 
a los pasajeros qué viajen por dichas vías y hayan pagado el importe de 
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sU: pasaje contra los riesgos que provegan de accidentes con motivo del 
transporte. ( 1 •") 

El seguro que venimos estudiando cubre todo riesgo que resulte al 
pasajero de todo tipo de lesión, de todo tipo de inhabilitación, o muerte, 
causadas por medios externos y accidentales, o a consecuencia de infec­
ciones progénicas resultantes de lesiones accidentales. En caso de reali­
zación del siniestro se pagará hasta la cantidad de $5,000.00, que es el 
monto máximo del capital asegurado, considerándose éste como la suma 
principal. ( 1 • 7 ) Los accidentes que sucedan al subir o bajar de los medios 
de transporte no quedarán incluidos dentro de la protección del seguro 
del viajero, cuando dichos accidentes ee deban a la notoria imprudencia 
o te:rneridad del pasaje1:0, o a infracciones a los reglamentos de seguri­
dad. No se hace excepción a la regla anterior cuando está en marcha el 
medio de transporte del caso, así es que se puede interpretar como te­
meridad del pasajero, el hecho de bajarse éste de un camión de pasajeros 
cuando no esté completamente parado. (' 88 ) 

Este contrato de seguro obliga a la empresa aseguradora dentro de 
todo el territorio mexicano en el transporte terrestre ; hasta el puerto de 
destino en el transporte marítimo, cuando la nave es mexicana y, en 
transporte aéreo, hasta el punto final del viaje. (' ••) 

Para terminar con este estudio, nos falta ver cuál ha sido el esfuer­
zo para limitar la responsabilidad de los transportadores aéreos dentro 
del ámbito internacional. La Convención de Varsovia para la Unificación 
de Reglas Relacionadas al Transporte Aéreo Internacional, del 12 de oc­
tubre de 1929 limitó la responsabilidad a una suma equivalente a 125,000 
francos oro, siendo un franco-oro el equivalente a 65.5 mg. oro a una ley 
de 900/1000. ( 1 

•
0

) Posteriormente, mediante el Protocolo de La Haya, 
se elevó el límite de la responsabilidad a la cantidad de 250,000 francos­
oro conservando la misma ley. ('"') 

Así, con este análisis, podemos ver que en las raras ocasiones qu~ 
el Derecho le permite al hombre fijarse un valor a. sí mismo, no le pone 
trabas ni límites, pero cuando ese valor es fijado por la Ley, siempre se 

. fijará algún límite irrebasable en cuanto al capital asegurado, límite que 
unas veces responderá a determinada necesidad social, otras, a la fron­
tera de lo razonable dentro del mundo del comercio. 

D.-Dierecho Civil: Es la Materia de este Ensayo, se trata en los Siguientes 
ca.pitulos. 

Nos preocupa saber cómo se determina la responsabilidad por la 
muerte en los actos ilícitos, fuente éstos de derechos y obligaciones; de 
la misma manera, nos inquieta saber si se indemnizan tanto los daiíos 
morales como los materiales; nos interesa saber qué suerte corren los 
dafios que los ingleses llaman personales. 

En fin, se trata del problema de la valuación de una vida para poder 
indemnizar los dafios derivados de la muerte de la misma. Se trata de 
saber si el juez, al fijar dicha indemnización, está en libertad de valuar 
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ese bien jurídico violado, ateniéndose a las pruebas presentadas, o si el 
ordenamiento de la materia lo remite a la estrechez de una tasa rígida, 
tasa que no sabe distinguir un caso de otro, distinción tan necesaria pa. 
ra la realización verdadera de la justicia. 

Este problema constituye el objeto de nuestro ensayo y se trata en 
los capítulos siguientes. 

. .. ~ . 
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NOTAS PARA EL CAPITULO PRIMERO 

1.-ROCCO U., en su Teoría General del Proceso Civil, (México, 1959). nos dice::­
(p. 36) "la realización de los intereses individuales amparados por las normas 
jurídicas, en gran parte se hallaba coiú:iada al interesado o al grupo a que per­
tenecía. La incertidumbre de la tutela del derecho concedida a algunos interese& 
concretos, vencida quedaba, o bien porque el :más fuerte lograba hacer valer 1ai 
propia opinión,. o bien porque los interesados se rernitfan al juicio de un tercero!,.~. 
Agrega que "vigente estaba entonces el sistema de la defensa privada o auto•­
de1'ensa'•. Efntre las varias razones por las que no conviene este sistema,. Rocco; 
señala que existe "la posibilidad de que la fuerza física no auxilie a quien real­
mente tiene derecho y quiere hacerlo valer'' (p. 37). 

2.-ROCCO' U., o.e., p. 38, señala que: "En una fase intermedia, realizada la fun­
ción de los grupos y núcleos :menores, bajo un poder central y común, y consti­
tuido asi el Estado, éste se limitó a asu:mir una función pacificadora, o sea' 
interviniendo co:mo árbitro para arreglar las controversias privadas". 

3.-Jbid. p. 39, se dice: ""asi pues, la satisfacción de los intereses protegidos por el 
Derecho, en caso de incertidu:mbre o de inobservancia, hoy no ocurre ya por 
obra de los mismos interesados, el sujeto de la pretensión y el sujeto de la obli­
gación jurídica, sino que ha llegado a ser la tarea exclusiva del órgano especii. 
fico del Derecho, °' sea el Estado". 

4.--J. A. Jolowicz, en el curso que impartió en México, D. F. durante el :mes de­
marzo de 1966, bajo el titulo de lntrod,ucción al Estudio del Sistema Jurídico dieT 
Common Law, al tratar su tercer te:ma: :Eriglish !Legal Institutions. Development! 
of the Courts of Wmmon La.w- and of Elquity; Judicature Acts, 1873-1875. 

5.-C:fr. artículos 1910 a 1934 del C.C.D.F. y Territ. V. ta:mbién, JOLO'WICZ. J·. 
A. y LEIWI·S T. E., Winfield on Tort, (Londres, 1963), pp. 168, 391. Si bieD'l 
los Torta de Negligence y Nuisance no son llamados actos ilicitos, los podemos 
considerar corno tales en virtud de sus elementos constitutivos que concuerdan• 
con aquellos de los actos ilícitos. Los autores mencionados definen al Tort d8' 
Negligence corno sigue: "Negligence, corno Tort es el incumplimientol de un de­
ber legal de cuidado que resulta con un daño causado, no deseado por el de­
mandado, para con el demandante". E1 Tort de Nuisance lo definen corno: "la» 
ilegal interferencia de una persona sobre el uso o goce de una propiedad, o d8-
algún derecho sobre ésta, o en conexión con la misma, de otra persona". 

6.-Teoria General de las Obligaciones, T. 1, (México, 1962), pp. 408, 409 
7 .-Idem p. 409 
8.--JOLOWICZ y LEWIS, o. c., pp. 18, 19 
9.-Picard cit. por CASTILILO LARRA8AGA y DE PINA, Instituciones de Dere-

cho Procesal Civil. (México, 1961), pp. 170, 171 nota 4. 
10.-Loc. cit. p. 171, nota 4 
11.-0. c., p. 427 
12.-0ompendio de Derecho Civil: Teoría General de las Obligaciones, T II•. (Mé-

xico, 1962), p. 297 
13.--JOLOWICZ y LEWIS, o. c., pp. 776-779 
14.-0.c .• p. 427 
15.-0.c., p. 297 
16 .--JOLOWICZ J. A., Mtiasuring the Damages, (:Disertación hecha por la radio a. 

principios de 1966). 
17.--JOLOWICZ y ·LEWIS, o.e., p. 133; Lord Wright, su opinión en Davies ve,; 
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Powell Duf'f'ryn Associat.ed Collieries, Lt.d. [1942] A.C. 601, 617. V. también. 
Blake ya., Midland Ry. (1862) 18 Q.B. 93 

18.-Cf'r. artículo 1916 del C.C.D.F. 'Y Territ. 
19.-El articulo 1:382 del Código Civil francés de 1804 simplemente establece la obli­

gación de reparar el daiio causado sin distinguir entre daño :material y daiio 
:moral. 

20.--JOLOWICZ y LEWIS, o.e., p. 778 
21.-Filosofía del Derecho, (México, 1961), p. 72 
22.-0.c., p. 300 
23.-Loe. cit. 
24..-Parte :final de la de:finición de Justicia: est. constana et pel'Pet.ua voluntas ius 

suum cuique tribuendi, c:fr. I .1.1 . pr. 
2&.-V. CA:STAN TOBEIQ'AS JOSE, Reflesiones sobre el Derecho Comparadol y d 

Método Comparativo, en "Revista General de Legislación y Jurisprudencia", CV, 
3, Seg. Epoc., T. XXXV, pp .. 237-285, 533-585; DE SO'LA CA.:&IZARES FELI­
PE, Iniciación al Derecho Comparado, (Barcelona 1954). 

26.-Traité Elémentaire de DJroit Civil Comparé, (Paris, 1950). p. 3 
27.-0.c... p. 4 
28.-0.c .• p. 559 
29.-Idem, p. 281 
30.-Les Granda Systemes de Droit. Contemporains, (París, 1964). pp. 8-9 
31.-Idem, pp. 9-10 
32.-Loc. cit., p. 9 
33.-Ibid., pP. 10-12 
34.-Clase del dia 19 de julio. Re:firiéndose al cuadro que expone GASTAN TOBE­

&AS (o.e., p. 257), nos dice que se han presentado dos grandes direcciones o 
escuelas doctrinales dentro del Derecho Comparado: unas, que ven al Derecho 
Comparado como la Historia Comparada y U':niversal del Derecho y, otras, que 
consideran que el Derecho Co:mJ.>arado se debe ocupar únicamente de los siste­
mas jurídicos actualmente en vigor. 

Después :mencionó que las primeras tuvieron tres :manifestaciones distintas: 
1.-Los etnológicos, que ven al Derecho como un :fenómeno racial. Tenemos 
a Post como el principal exponente de esta escuela. 
2.-Los"historicistas, que aplican el :método histórico y comparativoi en sus 
trabajos,. escuela que, a su vez, presentó dos corrientes: 
a) .-Aquéllos que vieron al Derecho corno un :fenómeno de la cultura, con 

Kohler corno su principal exponente; 
b) .-Los que propugnaron por un conocimiento integral del :fenómeno jurí-

dico. con Rotondi como su principal exponente. 
3.-Los :filosóficos, que en:focaron sus estudios hacia la Filoso:fía del Dere. 
cho, con del Vecchio corno su campeón. 
En cuanto a la segunda dirección o escuela, Molina a:firma que presenta dos 
corrientes distintas: 
1.-Los jurldico-sociológicos, que mantienen que el Derecho Comparado de-

",_"' be estudiar Jos problemas sociales y su trato juridico, predominando el as­
pecto sociológico de la investigación. Ascarelli :fue el principal exponente 
de esta corriente. 
2 .-La jurldica propiamente y nos presenta tres sub-grupos: 
a) .-Universalistas, que propugnan el acerca:miento de las legislaciones 

comparadas y la unificación del Derecho (escuela :francesa con Salei­
lles, Larnbert y Levy-Ullmann). Sar:fatti, igualmente; 

b) .-Nacionalistas. que consideran que el Derecho Comparado es accesorio 
al estudio del Derecho interno; 

c) .-Eclécticos, que le atribuyen las más variadas :funciones al Derecho Com­
parado, destacando las prácticas. Aqui se encuentran la mayoría de 
los cornparatistas actuales, entre ellos Gutteridge, David, Solá Caiii· 
zares,. etc. 

3&.-0.c., pp. 111-112 
86.-Introducición al Estudio del Derecho. (México, 1944), p. 11r. 
3'1.-0.c., p. 278 
B8.-0.c., p. 98 
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39.-0.c .• p. 2a9 .. _..:_.':',;] 
40.-Les Granda Systilntes cit., p. 16 
41.-Ibid., p. 18 
42.-Curso citado, clase del día 26 de julio. 
43.-Les Granda Systemes cit.. p. 20 
44.-Curso citado, clase del día 27 de julio. Nos dice que las grandes caPitales de Ja 

India y de China aplican el Derecho del Common Law- debido a. la larga domi­
nación colonial inglesa, las primeras, y, las segundas, debido a su intenso trá­
:fico comercial con el país colonialista por excelencia del siglo pasado. 

46.-Les ~ndes Syatiimes Cit •• p., 22 
46.-CUrso citado, clase del día 27 de julio. 
4.7.-Les Grandes Syatemes cit. p. 23 
48.-Loc. cit. 
49.--Curso citado, clase del día 28 de julio. 
60.-Supra, Parte J, inc. A 
61.-ldem. . 
52.-PAZ IOC'DAVIO, El Laberinto de la Soledad, (México, 1963), hablando de la 

Fiesta mexicana nos dice: .. Entre nosotros la Fiesta es una explosión, un estallido, 
Muerte y vida, júbilo y lamento, canto :y aullido se alfan en nuestros :festejos, 
no para recrearse y reconocerse, sino para entredevorarse. No hay nada más 
alegre que una :fiesta mexicana, pero también no hay nada más triste. La no­
che de :fiesta es también noche de duelo" (p. 41). En otra parte dice: "En el ala­
rido de la noche de :fiesta nuestra voz estalla en luces y vida y muerte se con­
:funden; •.. " (p. 20). 

53.-ldem •• p. 45. Elata despreocupación por la vida dentro de nuestra música la re­
calca nuestro autor al hablar de la fascinación del mexicano con la muerte :y, 
hablando de la muerte, dice: "El mexicano ... , la. :frecuenta, la. burla, la acari­
cia, duerme con ella, Ja festeja, es uno de sus juguetes favoritos y su amor más 
permanente. Cierto, en su actitud hay quizás tanto miedo como en la de los 
otros; mas al menos no se esconde ni Ja esconde; la contempla cara a cara con 
i:mpaciencia, desdén o ironía: "si me han de matar mañana, que me maten de 

una vez"'. 
54.-El mismo PAZ nos dice que "Nuestro culto a Ja muerte es culto a Ja vida, del 

mismo modo que el amor, que es hambre de vida, es anhelo de muerte" (o.e .• 
p. 19). 

55.-EI Me:dcano-Psicol .. gía de sus Motivaciones, (México, 1961), Cap. JI. 
56.-Idem, pp. 36-37 
57.-RAMIREZ S., o.e., p. 45 
58 .-Idcm, p. 60 
59.-lbid .• pp. 66-67 
60.-Al respecto, el mismo RAMIREZ a:fima que: "Los grupos de amigos siempre 

serán rnasculinos, las aficiones y juegos serán de ''machos,'~ en el mundo social 
y emocional se excluye a. la mujer; Ja vida social es p:revalentemente masculina,. 
los contactos con la mujer siempre estarán dirigidos a afirmar la superioridad 
del hombre· los sentimientos delicados son rehuídos como característica de fe" 
mineidad y' amaneramiento. Así surge un tipo peculiar de caracterología que 
puede seguirse hasta nuestros días y que en gran proporción ha invadido ya no 
solamente al mestizo, sino a todas las clases sociales. El hombre gasta sus in­
gresos o la mayor parte de ellos en destacart su posición masculina, es terrible­
mente a:ficionado a todas aquellas prendas de vestir simbólicas de lo masculino: 
el sombrero, ya sea el de charro o borsalino; la pistola, el caballo Y el auto­
móvil serán su lujo y orgullo; se trata de manifestaciones externas a las que 
compulsivamente recurre para a:firmar una fortaleza de la que interiormente 
carece. En su lenguaje recurrirá a formas procaces considerándolas como "len­
guaje de hombres", hará alarde de Ja sumisión que las mujeres tienen para con 
él¡ en su conversación y en sus expresiones actuará. en :forma muy similar a la 
del inseguro adolescente que :fantasea. con todo aquello que le produce ansiedad. 
sobre todo en materia sexual" (o.e., .pp. 62-63). 

61.-RA.MIREZ S., o.e., p. 62 
62--Ell l'!erfil del Hombre y la Cultura en México, (México, 1934), p. 67 
63.-RAMIREZ $., o.e., p. 85 
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64.-0.c.. p. 71 
66.-ldem. p. 72 
66.-lbid,. p. 74 
67 .-Idem, p. 84 
68.-RA.Mos. o.e •• p. 8& 
69.-ldem, p. 77 
70.--0.c., p. 64 
71.--<>.c., p. 91 
72.-E!n su obra. citada señala que: "el lenguaje popula1" refleja hasta qué punto nos 

defendemos del exterior: el ideal de la "hombría" consiste en no "rajarse" nun­
ca. Los que se "abren" son cobardes. Para nosotros, contrariamente a lo que 
ocurre con otros pueblos, abrirse es una debilidad o una traición. El mexicano 
puede doblarse,. humillarse, "agacharse",. pero no "rajarse.,,. ésto es. permitb:· 
que el mundo exterior penetre en su intimidad. El "rajado" es de poco :fiar,· un 
traidor o un hombre de dudosa :fidelidad, que cuenta los secretos y es incapaz. 
de afrontar los peligros como se debe. Las mujeres son seres inferiores porque, 
al entregarse, se abren. Su in:ferioridad es constitucional y radica. en su sexo, 
en su "rajada", herida que jamás cicatriza" (p. 24). En el Cap. IV de su obra 
explica detalladamente el simbolismo de la madre en nuestros insultos. 

73.-:El Mell;icano--Psicologfa d4> su ·Destructividad, (México, 1961), pp. 95ss. 
74.-GONZALEZ PINEDA F., o.e.• p. 95 
75.-Idem, pp •. 95-96 
76.-Ibid., p. 97 
77 .-Loe. cit 
78.-GONZALEZ PINEDA l.< .... o.e., p. 97 
79.-ldem, p. 102 
80.-LPc. cit. 
81.-GONZ.AJLEZ PINEDA F., o.e., p. 104 
82 .-Idem, pp. 104-105 
83.-0.c., p. 107 
84.-Ibid., p. 109 
85.-GILBEtRT WILLrAM SCHWENCK, The Yeomen of the Gu&X"d, 1, nos dice en 

uno de sus versos que la vida es un bien valioso y que la Muerte, cuando llega, 
llega demasiado pronto: 

''rs Jife a boon? 
If so, it must befall 
That Death, whene'er he call, 
Must call too soon". 

C:fr. Tite OxfP'rd Dictionary of Quotations, (Londres, 1966), p. 222, cit. 25 
86.-Unto Thls Last. Ensayo IV; cfr. ()xford Dictionary cit., p. 413, cit. 29 
87 .--La grandeza de la vida, que elimina a la tumba como su meta, :fue captada por 

HENRY WADS'WORTH LONGFELLOW, en su poema, A Psalm of ·Life 'Y espe­
cialmente en las siguientes cuatro lineas: 

"Life is real! Life is earnest! 
And the grave is notita goal: 
Dusfl thou art, to dust returnest, 
Was not spoken of the soul". 

Cfr. Oxford Dictionary cit., p. 317, cit. 5 
88.-A Woman of no Important-, l. Su disgusto lo expresó con la siguiente :frase: 

"'nle English country gentleman gaJloping after a fiox-the unspeakable in full 
pursuit of the uneatable"; c:fr. Os:ford Dictionary eit., p. 570, cit. 15 

89.-(Londres, 1948), en la p. 145 los autores nos transmiten esta idea a través de 
un verso que dice: 

"'Oh r Tite gallant fisher's life, 
It is the best of any, 

'Tia :fulJ¡ of pleasure, void o:f stri:fe, 
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And •tis beloved b;r many: 
Other joys 
Are but toys, 
Only this 
Lawful is, 
Flor our skill 
Breeds no ill, 

But content and pleasure". 
Esta obra, aunque escrita hace un poco más de tres siglos, todavía es conside­
rada corno de lo mejor para conocer al inglés del campo. Al respecto, JOHN 
BUCHAN, en la introducción que escribió para esta obra en la edición de la 
Oxford University· Pl"ess, 1951, nos dice que la obra es importante por ser una. 
.. transcripción de la antigua vida de campo en Inglaterra, un estudio del corazón 
del pueblo". Agrega que esta obra crea al pescador que "ama al campo con un 
cariño más íntimo,. que frecuentemente es un hombre de niundo capaz y traba­
jador que,. al usar los ta.lentos que Dios le dió, aún caben otros intereses en su 
alma." (pp. xxii-xxiii). 

90.-Heartbreak House, III. La idea la expresa con la siguiente frase: "Go anywhere 
in England, when: there are natural, wholeso11ne, eontented, and rea1ly nice 
English peopile; and what do you always find? That the stables are the real 
centr<>t of the hOIUsehpld'"; cfr. Oxford Dictionary cit~ p. 1489, cit~ 30 

91.-El señor TAYLOR hizo sus estudios en la Universidad de Catnbridge donde 
obtuvo el título B. A. Cantab, en socio-antropologia; posteriormente obtuvo el 
titulo de Dip. Ed Reading de la Universidad de Reading; ambas Universidades 
en Inglaterra. 

92.-Anatpmy> of Britain, (Londres, 1963), p. 638 
93 .-MANUEL SEYDE, en su colutnna deportiva Temas del D.fa, en el periódico 

Excélsior, edición matutina del dia 14 de septiembre de 1967, informó lo si­
guiente: •"El Ministro inglés de Deportes, Dennis Howel -nota de la AP fechada 
ayer en Londres-ha decidido enviar a los futbolistas delincuentes hacia. el sofá 
del psiquiatra John Harrington para que les lave toda la violencia que pudieran 
tener almacenada en sus respectivos cerebros. La teoria es que la violencia del 
jugador en el catnpo hace estallar, en las tribunas, la agresividad del público 
que lanza. botellas y organiza refriegas que afectan la marcha de los partidos 
en tnucbos estadios de Inglaterra. P'ara el efecto piden la. cO<>peración de la 
Liga inglesa a fin de que haya libertad suficiente para echarles mano a los 
villanos y pasarlos al sofá del psiquiatra••. · 

94.-PEA.RSON HESKE'IIH, Bernard Shaw-His Lit'e and Personality, (Londres, 
1943), pp. 331-334. Se transcribe una. carta que el famoso literato envió a su 
amigo Alfred Sutro explicándole las razones de la .posición que adoptó en su Ma­
nifiesto y entre otras cosas le dice: ··-- I did not dare to -write red hot, I had to 
slave t'or mJ>nths getting the evidence; and I had to revise and revise, anct gave 
the atuff' to people to read, AND ASK THEM W AS IT UNF AIR. W AS J: HIT­
TINJQ B~ THiE B~T. was I of'f' the evidence and ao fprtb.-• (pi. 333). 
El Subrayado es nuestro. 

96.-PEARSON HESKETH, o.e., tnenciona el hecho descrito y produce una carta 
del año 1930 que dice lo siguiente: -nte man was sentenced to be impriaoned,. 
not to impriaon himaelf. THEl COMMONEST INSTINcr OF DECENT SPORT­
MANSHIP, to put it no higher, insiste on the sacred ridht of the prisoner to 
escape it' he can. 'nte odds on the side ot' the prison authorities are overwhelm­
ing: ali that public money, bolts and bars, aentinels and rifles. walls and spikes, 
and the unmiatakeable brand of the prison dreBA can do to baf'fle a single desti· 
tute and unaided man are leaguecll against him. Were he the worst ot' criminal•, 
unhlic opinion must applaud the f'eat when he wtns even for a few daya•. 
El subrayado es nuestro. 

96.-Derecho Penal Mexicano,. Part. Gen., T. Ir. (México, 1960), p. 238 
97.-0.c .. p. 238 
98.-Idem, p. 239 
99.-0.c., p. 4¡30 
100.-0.c., p. 239 
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101.-CARRANCA Y TRU.TILLO, o.e., al respecto dfce: "el C.P. de 1871 independizó 
la responsabilidad penal de Ja civil y entregó Ja acci6n ~ reparación al pa~­
ticular o:fendido, como cualquier oU-. acción civil, siendo renunciable ,transJ­
gible :y compensable (artículos 318, y 367 c.p. 1871), con lo que el delito que­
daba reconocido como :fuente de derechos y obligaciones civiles" (p. 240). 

102.-LOZANO .TOSE MARIA, Derec:ho e-mal Comparado,. o El Código Pe-1 del Dfa­
trito Flederal y Territorio de Ja Baja California, (Méxicio, 1874),( p. 769. ~r. 
art. 801 

103.-LOZANO JOSE MARIA o.e., pp. 770-771. ~- art 309 
104.-Idem, pp. 769-770 
105.--SIQ>ra, Parte II, inc. A 
106.-0.c., p. 777 
107--Ide~ p. 781. C:fr. art. 318, C.P. 1871 
108.-Ibid., p. 771. C:fr. art. 81l 
109.-LOZANO .TOSE MARIA, o.e., p. 778 
110.--J:dem, p. 778 
111.-Ibid., p. 775 
112.-Loe. cit. 
113.-Art. 326.-"A nadie se puede declarar civilmente responsable de un hecho u 

omisión contrarios a una ley penal. si no se prueba: que se usurDÓ una cosa 
ajena; que sin ·derecho causó por sf mismo .o por medio de otro, daños y. per­
juicios al demandante; o que, pudiendo impiedirlos el responsable, se causaron 
por persona que estaba bajo su autoridad". Completamos Ja idea con el art. 
327: "Siempre que se veri:fique alguna de las condiciones del artículo anterior, 
incurrirá el demandado en responsabilidad civil, sea que se le absuelva de 
toda responsabilidad criminal o que se Je condene. 

En esta regla están comprendidos no solamente los reos principales de un 
duelo, si éste se veri:tlica y :resultan heridas u homicidio, sino también los 
padrinos o testigos; pero no los médicos ni los cirujanos que con el carácter 
de tales asistan al combate". 

114.-LOZANO JOSE MARIA, o.e., _p. 780. C:fr. art. 313 
115.-Tabla de Probabilidades de Vida, Se,gán Ja Edad: 

AROS DE iE'DAD AAOS DE VIDA PROBABLE 

A 10 correspondeJll 40.80 
15 37.40 
20 34.26 
26 31.34 
80 28.52 
35 25.72 
40 22.89 
45 20.06 
50 17.23 ·- 55 14.51 
60 11.06 ..,. 65 9.68 
70 7.58 
75 5.87 
80 4.60 
85 2.00 

116.--'LOZANO .TOSE MARIA, o.e., p. 781. C:fr. art. 319 
117 .--ILoc. dt. C:fr. art. 320 
118.-LOZANO .TOSE MARIA, ·o.e., pp. 788-789 
119.-C:fr. art. 291 
120.--C:fr. art. 296 
121.--C:fr. arts. 299, 295 
122.-C:fr. arta. 300-801 

. 

123.--Ct'r. art. 802. El art. 832 está relacionado con el anterior y dice: '"La oblig&· 
gación de suministrar la pensión alintenticia a que se re:fiere la :fracción III 
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del articulo 302 durará todo el tiempo que el ofendido habría de vivir, pro­
bablemente, a no haberle dado muerte o inutilizado el acusado. Este tiempo 
lo fijarán los jueces conforme a tablas de mortalidad cientf:ficas aceptadas; 
pero cesará la obUgación de dar alimento en los casos en que, con arreglo 
a la ley civil, no debiera continuar ministrándolos el ofendido si viviere". Para 
terminar con esta idea, art. 3:3'3: "Para fijar el modo de pagar la cantidad 
que haya de darse por vía de alimentos, se tendrán en consideración Jos re­
cursos del responsable 'Y las necesidades y circunstancias de las personas que 
deban recibirla ... 

124.-Cfr. arts. 319-320 
125.-Cfr. art. 321 
126.-Cfr. arts. 323-324 
127.-Cfr. art. 327 
128.-Cfr. art. 29.-Después, el Cód. establece cuáles son Jos terceros responsables 

a la reparación en Derecho penal: Jos ascendientes por Jos delitos de Jos des­
cendientes, menores de edad. los tutores y custodios por los de Jos incapacita­
d?s, los directores de internado& y talleres por Jos de sus discípulos y apren­
dices, los dueños, empresas o encargados de negociaciones o estableciniientoa 
mercantiles de cualquiera especie por los de sus obreros. jornaleros,. emplea .. 
dos .. domésticos y artesanos con motivo o en el desempeño de su servicio; las 
soc1etlades o agrupaciones por los de sus socios o gerentes directores, exclu­
yendo la sociedad conyugal, 'Y el Estado, subsidiariamente, por sus funcionarios 
y empleados.-C1'r. art. 32 

129.-Cfr. art. 3'4 
130.-Cfr. art. 30 
131.-Cfr. art. 31 
132.-La Sup. Cort. ha. dejado :firmemente establecido que n.o tienen aplicación las 

reglas del Cód. Civ. para la reparación del daño, tanto moral como material. 
sino que se debe hacer de acuerdo con las reglas fijadas por el Cód. Pen. 
CHANEZ HAYHOE SALViADOR, Prontuario d'e Ejecutorias de la SuPrema, 
Corte de .Juaticia de la Na:ción, Apends., T. Q·R, (México, sin fecha), p. 232-E; 
nos presenta la siguiente ejecutoria: "Establecido por la ley, en forma clara :ir 
terminante, que la reparación del daño causado tiene el carácter de pena p'll~ 
blica, no son aplicables a casos de esta naturaleza los artículos 1910, 1915 Y 
1916 del Código Civil del Distrito Federal, que se refieren y reglamentan obU~ 
:gaciones de actos ilícitos o contrarios a las buenas costumbres, que producelll 
algún daño, pero no a los que dimanan de un acto delictuoso, pues aunque todo 
delito, es un acto ilicito, no todo acto ilícito constituye delito, y por eso, la le;v 
:fija distintos procedimienos para el ejercicio de la acción de reparación, según 
consituya o no., delito, el acto que las origina••. . 

En otra ejecutoria, Ja Corte estableció que "es obligación del Ministerio> 
Público y, principalmente, de la parte ofendida, coadyuvante de aquél, alegar 
las pruebas necesarias para que el juzgador pueda hacer la regulación y fija­
ción del monto de los daños materiales y morales que se le hubieron causado., 
pues, de lo contrario; el juzgador carece de base legal para hacer una conde­
nación que no puede establecerse en forma indeterminada" (Cfr. Semanario 
.Judicial .de la Federación. Quint. Epoc., CIX 2, pP,. 1634-1635). 

En Semanario cit., Quint. Epoc., LXXIX 3, ]l(p. 2576, 2584-2587, vemos 
que la Sala Penal decidió que se pueden utilizar 1as ta¡blas de promedios de 
"Vida de los habitantes de la Ciudad de México, publicadas por Ja entonces 
Secretaría de .Elconomía Nacional, hoy Industria y Comercio, para establecer 
el monto de la reparación del daño, en casos de homicidio, dado que se :rondan 
en un cálculo de probabilidades, resultado éste de las previsiones de Ja ciencia 
estadística. . 

Igualmente, Ja Corte estableció que si n.o se aportan pruebas sobre la clase 
de actividades desarrolladas por la victima del homicidio y las utilidades que 

. obtenfa, y por otra parte. el: acusado o su defensor no han demostrado que la 
victima era un vago o malviviente, que no obtenía utilidades por actividades 
licitas, el juez no puede concluir en la absolución del acusado respecto a la 
re:Paración del daño, pues debiéndose presumir que todo ciudadano desempeña 
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r; actividad remunerada, puede fijarse el monto de la indemnización, presumién­
dose la mínima remuneración posible aplicando el artículo 12;So de la Consti­
tución y la Ley Federal del Trabajo en relación al salario mínimo y a la forma 
de indemnb:ación en caso de muerte. (Cfr. Semanario cit., Quint. Epoc., XCYX 
2, pp. 1528-11537). 

CHAVEZ HAYHOE SA!LVADOR, o.e., T. Q-R, p. 232-F, informa que la 
Corte ha decidi<lo que .. comforme a la interpretación que esta Suprema Corte 
ha dado a los artículos 30 y 31 del Código Penal, la, reparación del daño en el 
aspecto patrimonial o material, debe ser siempre igual al causado, y sólo tiene 
aplicación la regla de que se atienda a la capacidad económica del obligado a 
pagarla, tratándose del daño moral". 

Para terminar, v. ejec. en CHAVEZ H;AYHOE SALVADOR, o. c., T. 
Q-R, que establece que "no habiendo precepto que limite la indemnización del 
daño moral, en la Ley Penal aplicable, no es obli~atorio aplicar a ese respecto, 
la ley civil, que sólJ se refiere al acto ilícito civil"' (p. 234..B). 

133.-0. c., p. 243 
134.-Cfr. arta. 284-285 
135.-Cfr. arts. 287, 291-292 
136. -Cfr. art. 293 
137 .-Derecho Mexicano del Trabajo, T. II, (México, 195'4), p. 164 
:138 .-O c., p. 165 
:139.-Cfr. art. 294, Ley Trabajo cit. 
:l.40.-Ley Federal del Trabajo Reformada y Adicionada, (México, 1967), p. 140 
:141.-Información obtenida en entrevista, enero de 1968, con el Jefe del citado De-

partamento. 
"142.-Cfr. art. 295, Ley Trabajo cit. 
:143 .-Cfr. arta. 296-298 
144.-0. c., p. 148 
'.l.4ó.-RIESGOS PROFESIONALES. INDEMNIZACION POR MUERTE DEL TRA­

BAJADOR, en .Jurisprudencia, Apénd. 1917-1965, Quinta Parte, tesis 135, 
pp. 131 as. 

146.-0. c., p. 150 
147.-C:fr. art. 299, Le)" Trabajo cit. 
148.-0. c .• p. 160 
149.-C:fr. arts. 3-4, iLey del Seguro Social. 
1.50.-C:fr. arta. 26, 42-43, 46, Ley S. S. cit. 
'.151.--C:fr. arts. 411-48, Ley S. S. cit. 
1.52.--C:fr. art. 50, Ley S. S. cit. 
1.53.-C:fr. art. 35 
154.--La mencionada :fracción del articulo examinado dice lo siguiente: "Al decla­

rarse la incapacidad permanente, sea parcial o total, se concederá al acci­
dentado la pensión que le corresponda, con carácter provisional por un pe. 
riodo de adaptación de dos años. 

Durante ese periodo, en cualquier momento el Instituto podrá ordenar 
y, por su parte, el accidentado tendrá. derecho a solicitar, la revisión de la 
incapacidad con el fin de modificar la cuantía de la pensión. 

Transcurrido el período de adaptación la pensión se considerará como 
definitiva y la revisión sólo podrá hacerse una vez al año, salvo que existie­
ren pruebas de un cambio substancial en las condiciones de la incapacidad". 

'.1.55.-C:fr. art. 38 
156.-C:fr. a.rt.. 39, Ley S. S. cit. 
167 .--Cfr. art. 40, Ley S. S. cit. 
:158.-C:fr. art. 41, Ley S. S. cit. 
169.-Notas de Derecho Mexicano, en ASCARELLr TUILLIO, Derecho Mercantil, 

trad. Felipe de J. Tena, (Mléxico, 1940), p. 363 
160.-DE TAPIA EUGENIO, Elementos de .Jurisprudencia Mercantil, inserción al 

Febrero Novísimo del mismo autor, (Paría, 1850), p. 108. Cf"r. Cap. XXII de 
Jos Sega. inc. 12, Ordenanzas cit. 

161.-DE TAPIA, o. c., pp. 91-94 
162.-0. e., p. 191, cfr. Lib. 11, Cap. III, Céd. Com. Eep. cit. 
163.-Traité Elémentafre de Droit Commercial, (Parfs, 1916), p. 852 
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164. -O. c., p. 852 
165.-ldem, pp. 852-853 
166. -O. c., p. 365 
167 .-El Contrato de Seguro de Vida. Sus Aspectos de Forma y Perfeccionamiento. 

tesis, en Tesis sobre Seguros, Vol. III, (México, sin fecha), p. 12 
168.-Derecho Mercantil, Primera Parte, (Buenos Aires, 1940), p. 350 
169.-0. c., p. 36() 
170.-0. c., p. 15, cit. a MACLEAN JOSEPH. 
171.-0. c., p. 353 
172.-0. c., p. 349 
173.-Seguro de Vida, (Nueva York, 1935), p. 3 
174.-0. c., p. 377 
175 .-0. c., p. 14 
176.-LECHUGA RUIZ, o. c., p. 14 
177. -Idem, p. 15 . 
178.-0. c., p. 359 
179.-Loc. cit. 
180.-Cfr. art. 1, Ley sobre el Contrato de Seguro. 
181.-Cfr. art. 151, Ley Contratp cit. 
182.-Cfr. art. 186, LeY' Contrato cit. 
183.-Cfr. art. 152. 
184.-Cfr. art. 190 
185.-Diario Of'icial, 27/Xl/36, cfr. art. 1 
186.-C:fr. arts. 1-2, Reglamento del Artículo 134 (ahora 127) de la Ley de Vías. 

Generales de Comunicación (Seguro del Viajero). 
187.--Cfr. arts. 4-5, Reglamento eit. 
188.-C:tr. art. 3·4, Reglamento cit. 
189.-Cfr. art. 32, Reglamento cit. 
190.-Cfr. art. 22. ~rae. r 
191.-Fecha: 28/IX/55 
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CAPITULO 11 

FAMILIA DEL COMMON LA W.-··-Derecho Inglés: 

"Derecho de Torts" 



i 

¡ 
~ 

Este capítulo se preocupa por el estudio del sistema de Derecho in­
glés, sistema que hemos escogido entre aquellos que :forman la Familia. 
del Oonunon Law, para compararlo con el sistema de Derecho mexicano,. 
sistema este último que :forma parte de la Familia Romanista de Derecho.-

Primero, daremos una breve explicación del sistema jurídico de In­
glaterra para, después, pasar a determinar la ubicación del Derecho de· 
Torta dentro de este mismo sistema de Derecho. 

Trataremos de establecer, de una manera escueta, su campo de apli­
cación y, para terminar, estudiaremos lo que se puede considerar como­
la Teoría General del Tort, exponiéndola en la :forma más sencilla posible· 
puesto que, según nuestra opinión, es en el mencionado Derecho de Torts­
donde se puede encontrar el equivalente de la Teoría General de Jos Actos 
Ilícitos de los sistemas de Derecho que :forman la Familia Romanista. 

No será sino hasta el Capítulo III que entraremos de Jleno al proble­
ma relativo a la muerte y Ja responsabi1idad en Torts. 

1 
1 
1 
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PRIMERA PARTE 

Lineamientos Sobre el Sistema Jurídico del Common Law de Inglaterra. 

\ 
l 



Empezaremos por ver las connotaciones que se le dan a la expresión 
Cornrnon Law-. Rabasa nos dice que tiene cuatro connotaciones bien de­
finidas: 

"a) El derecho angloamericano en su totalidad, distinto del siste­
ma jurídico romano y sus derivados tanto en Europa como en América, 
así como de los demás sistemas en el mundo. b) El elemento casuístico 
del derecho angloamericano constituído por los precedentes judiciales, 
o sea. la jurisprudencia de los tribunales angloamericanos, a distinción de 
las leyes promulgadas formalmente por el legislador. c) El derecho for­
mado por las decisiones y precedentes judiciales aplicados por los clási­
cos tribunales ingleses llamados cornrnon law courts (King's Bench, Corn­
mon Pleas y Exchequer) y los modernos tribunales de igual categoría tan­
to en Inglaterra como en los Estados Unidos, en contraposición con el 
derecho constituido por la jurisprudencia de los tribunales de Eq.uity (De­
recho-Equidad), almirantazgo, derecho marítimo, derecho canónico. etc. 
d) El antiguo derecho en Inglaterra y en los Estados Unidos, a distin 
ción de los preceptos introducidos en épocas recientes, por la legislación 
o la jurisprudencia". ( ') 

De lo dicho arriba, podemos desprender la conclusión de que en el 
Common Law-, en su extensión más amplia, se encuentran tres grandes 
cuerpos jurídicos: 

1.-El common law-, en sentido estricto, compuesto por las decisio­
nes de los jueces que, como veremos, se apegan a un estricto sentido for. 
mal del derecho, sin recurrir a la idea de la equidad. Dichas decisiones 
judiciales obligan en virtud de la máxima stare decisis que, según Leon 
Green, nos expresa la idea de respetar los precedentes y no perturbar 
puntos ya resueltos. (2) Este cuerpo jurídico, llamado también case law 
por los ingleses, nos da la idea de que el Derecho se encuentra en las sen­
tencias de los jueces, sentencias que en su contenido se pueden notar dos 
elementos: los obiter dicta y la ratio decidendi. El primer elemento es 
constituído por lo que dicen los jueces sobre el problema a resolver, sus 
opiniones al respecto. El segundo, es la razón que se deduce de lo que 
dicen para llegar a determinada conclusión. "Estrictamente hablando ..• 
es solamente la ratio decidendi de la resolución que es obligatoria, y fre­
cuentemente no es fácil saber exactamente cuál es, en especial cuando 
varios Lor.es judiciales han dado diferentes razones para llegar a la mis­
ma conclusión". ('3) 

2.-El Equity, "que se formó a través de la jurisprudencia de los 
jueces ingleses y norteamericanos, primitivamente, mediante la aplica­
ción de los principios abstractos de la equidad para suavizar el rigoris­
mo del viejo derecho común inglés, y en etapas· subsecuentes, por una ca-
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tegoría especial de principios de la jurisprudencia inglesa y norteameri~ 
cana supletorios del conunon law, o derecho estricto". (") 

David explica la existencia del Equity como una reacción al eommon 
law por ser un derecho estricto que podía permitir que se cometiera una 
injusticia. Para. evitar esta última, las partes podían apelar al rey para 
que éste, actuando en conciencia y en nombre de la equidad, prohibiera 
el abuso de una situación que existía en connnon law. para que la con­
ducta de las partes entre si, se rigiera por la. moral. Si no obedecía una 
de las partes, podia meditar su forma de actuar en la prisión, hasta con­
vencerse de la. bondad de la decisión del rey. Después, el rey le encargó 
esta tarea a su Canciller, el "guardián de la conciencia del rey"; se con­
tinuó haciendo ésto a través de las Cortes de la Cancillería. Si vemos el 
trust. entendemos la función del Equity. A le da a B determinado bien 
inmueble para que lo administre a favor de c. e es beneficiario del trust 
establecido por A, a cargo de B. Para el conunon law, B es propietario del 
bien inmueble y no está obligado en relación con C, no teniendo este úl­
timo acción en common law para hacer valer sus derechos. Equity ve la 
injusticia del caso y le da acción a C en contra de B que sigue aparecien­
do como propietario, pero ahora sí obligado para con C. ( 5 ) 

Hasta los años de 1873 y l 875 en que se reformó la ley, únicamente 
las Cortes de la Cancillería aplicaban el Equity. Hoy en día tanto el com­
'mon law. c'omo el EqtUity son aplicados por un mismo tribunal, el High 
Court of ~ustice. (•) 

3.-El derecho legislado, que 1·ecibe el nombre de stat.ute o act. De. 
bemos aclarar que el término act tiene un contenido más amplio que la 
palabra statute. Act lo puede ser cualquier acto del Parlamento, de tal 
suerte que incluye la ley concreta expedida por aquél. Statute es la ley 
concreta expedida por el Parlamento. Los Tune consideran que el papel 
de la legislación ha sido el de completar y corregir al conunon law. ( 7

) 

En cuanto al cuarto gran cuerpo jurídico que, posiblemente, se qui­
siera distinguir de las connotaciones que ennumera Rabasa, debemos acla­
rar que, para nosotros, no existe conio tal. o sea, distinto o a los tres an­
teriores. Esa cuarta connotación nos habla de una relación de tiempo. Tan­
to constituyen conunon law las decisiones judiciales recientes como las 
antiguas. Puede suceder que el viejo comxnon law no aceptara determi­
nada. situación corno causa de acción y que, con el transcurso del tiempo, 
no habiéndose remediado la tirantez resultante de esa laguna, el Parla­
mento reconoce dicha situación conio causa de acción; la primer decisión 
judicial "fundada. en la ley emanada del Parlamento constituye ya, el nue­
vo common law. Asi. entendemos que esta connotación sirve para distin­
guir el Derecho como estaba antes de la reforma, de como está después 
de la misma. 

Continuando con nuestra exposición, diremos que no existen en In­
glaterra códigos que cubran vastos campos legales como los conocen los 
sistemas romanistas. Más bien se ve un es-fuerzo por presentar el dere­
cho en "forma sistemática únicamente en materias especializadas. Esto se 
entiende si recordamos que el derecho inglés, en su concepto jurispru-
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denciaJ, no establece una regla general de conducta sino reglas para re­
solver litigios. La distinción entre derecho público y privado es descono­
cida puesto que las categorías y conceptos se derivan de los procedimien~ 
tos, formalistas, que las cortes reales se han visto obligadas a respetar 
hasta época reciente. ( 8 ) Como consecuencia de esa misma concepción 
jurisprudencial. también son desconocidas las divisiones que hacen los 
sistemas romanistas, como consecuencia de la codificación y de Ja distin­
ción entre derecho público y privado, en ramas autónomas de Derecho, 
como el Derecho Civil, el Derecho mercantil, etc. Si las divisiones se ha­
cen es para facilitar el estudio del derecho, mas no corno resultado de una 
técnica jurídica propiamente dicha. 

Antes de continuar con esta exposición, creemos prudente aclarar, 
como los hacen los Tune, que "en su origen, el eommon Jaw no es el dere­
cho de Inglaterra. Es el derecho de los tribunales reales y surge de una 
síntesis más o rnenos artificial que ellos realizan partiendo de las costum~ 
brea". ( 9

) 

En efecto, "el derecho anglosaJ6n se origin6 en los usos y costum­
bres de las primitivas comunidades inglesas: creció y se desarrolló de 
los usos y costumbres de esas mismas comunidades en épocas poteriores, 
convertidos en norrnas jurídicas consuetudinarias inediante las resolucio­
nes de los tribunales, y hasta Ja actualidad el cuerpo de este derecho, 
con las reformas que la legislación ha introducido, sigue estando consti­
tuido por el derecho cornún establecido por los jueces en sus fallos". (">) 

En cuanto a Ja influencia que tuvo Ja conquista de Inglaterra por los 
normandos en el año 1066. parece que Gui11errno el Conquistador prefi­
rió "mantener en vigor el derecho anterior a Ja conquista" al decir de 
los Tune, que agregan : "parece como si llamadas a resolver litigios na­
cidos bajo el imperio de costumbres diversas, las cortes reales hubiesen, 
simplemente, descuidado el buscar Jas particularidades de las .mismas y 
extraído así, involuntariamente. en cierta forma, el derecho común a la 
totalidad de Inglaterra". ( ":J 

Los mismos Tune nos dicen que este de:r:echo no se pudo desarrollar 
plenamente sino hasta el siglo XIII, cuando la Carta Magna separó a Ja 
Corte de las Causas Comunes de Ja Curia Regís, teniendo dicha Corte, 
a partir del año 1215, una sede permanente en Westminster. Antiguamen­
te era el rey, en su Curia Regís, quien decidía litigios mientras éste via­
jaba acompañado por aquella en sus desplazamientos. ("') 

El carácter esencialmente procesal que posee en su origen el common 
Jaw -carácter que aún conserva aunque en menor grado- se explica en 
su JJroceso de creación y de extensión. Los tantas veces citados Tune nos 
dicen que "los tribunales del rey ensanchan su competencia, de un lado, 
con ayuda de ficciones sumamente audaces, y_ de otro, sobre la base del 
principio según el cual el rey es el soberano justiciero del reíno y el res­
ponsable de la paz pública". (~3) 

Para mejor entender esta concepción procesal del derecho inglés, su­
gerimos un ejemplo sencillo: supongarnos que una persona sufre daño 
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como consecuencia de la - negligencia de un tercero. El jurista de Ja ·fa­
milia de sistemas de derecho romanista inmediatamente piensa que la 
víctima tiene derecho a la reparación del daño y que, por ende, tiene una 
acción que le facilitará obtener la mencionada reparación. El jurista in­
glés no procede así. Primero se pregunta si entre las múltiples acciones 
reconocidas en el common lal_V existe una en la que encuadre la situación 
fáctica de la víctima ; si encuentra dicha acción, concluye que tiene de­
recho a la reparación del daño. En última instancia, ambas familias de 
derecho obtienen el mismo resultado, solamente parten de bases distintas. 

Siguiendo con nuestra exposición, diremos que las cortes reales am­
pliaron su competencia sin salfrse del marco de las formas de acción que 
se les atribuyeron, interpretando condiciones análogas como factibles de 
ser resueltas por la acción en cuestión. Primero viene el 1:emedio para 
luego establecer el derecho. Así, la acción de trespass, que servía origi­
nalmente para sancionar un delito civil particular. se utilizó, en una va­
riante llamada assumpsit, para sancionar el cumplimiento parcial de un 
contrato y, posteriormente, para sancionar el incumplimiento total de lo 
acordado por los contratantes, sin que se utilizara ninguna otra forma 
de acció.n. (' 4 ) 

Pero el desarroJlo del common Jaw no se explica únicamente por las 
ficciones empleadas por los tribunales del rey para ampliar su competen­
cia. El common Jaw se pudo desarroJlar a pesar de su regla de preceden­
te, gracias a la forma en que los jueces aplican su derecho. Mientras que 
un juez romanista, frente a una ley, interpreta el alcance de su derecho, 
el juez inglés hace distinciones entre caso y caso, de tal suerte que se 
puede valer de situaciones que no se tomaron en cuenta en un :fallo an­
terior, para reformular, precisar o complementar una regla ya dada en 
sentencia anterior. (' ª) 

En el siglo XIX se abolieron las formas de acción, fórmulas estre­
chas dentro de cuyo marco agitaba el derecho y en las cuales se desarro­
lló el conunon Jaw. Ya fue posible fijarse en el fondo de un litigio, pero 
también ya fue demasiado tarde para que pudiera influir el derecho ro­
mano de manera marcada. con sus generalizaciones. (' •) 

Inglaterra Je dio al mundo la forma de gobierno parlamentaria. El 
Parlamento, eje central de dicha forma de gobierno, se desprendió, lo 
mismo que los tribunales ingleses, del Consejo del Rey o Curia Regjs. Es­
to sucedió con el desarrollo de la vida del país en la que el rey ya no po­
día desempeñar personalmente todas las funciones del Estado. ( '') El 
Parlamento constituye el centro de poder estatal máximo en IngJat.erra. 
Para darnos una idea de la extensión de ese poder, el profesor John A. 
Jolowicz, en el curso que dictó en México durante el mes de marzo de 
1966, dijo que .. el Parlamento puede hacer todo, menos convertir un hom­
bre en una mujer, pero. . . lo puede intentar". 

Rabasa nos informa que de la institución denominada inquest, esta­
blecida en el siglo XII, surgió el juicio del jurado para los procesos tanto 
civiles como penales. ( 18) En la rama penal, el equivalente del auto de 
formal prisión, el indictment, es dictado por un gran jurado: doce per-
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sonas de la localidad que deciden, segiín las pruebas presentadas, si se 
hace Ja acusación o no para iniciarse el proceso. ( 19) 

Asimismo. en el sistema del Common Law, vemos la existencia de Jos 
writs que P!1eden traducirse, en su principio. en una orden, mandami~nto 
o dec1·eto dictado por el rey; en la actualidad, son autos, o mandamien­
tos de los jueces. Dichos wrlts :fueron el origen de las acciones y recur­
sos, base del derecho procesal inglés. Constituyen el medio que se utilizó 
para que los tribunales reales conocieran de litigios entre toda clase de 
personas, ya no nada más entre nobles y Ja corona. Inicialmente :fueron 
tres writs: dos que protegieron la propiedad y uno que protegió Ja po­
sesión. Gradualmente se fueron extendiendo, abarcando cada vez más 
materia los tribunales, a través de nuevos writs expedidos por Ja Canci­
Herfa. (:o) 

También nos encontramos con Ja doctrina de la paz del Rey, que se 
traduce en el concepto del orden social. Cualquier acto de violencia eje­
cutado contra personas, o contra Ja propiedad, constituyó una transgre. 
si6n a Ja paz del Rey. Dicha doctrina sirvió de :fundarnento al writ of tres­
pas.s, que surge en el siglo XIII y que fue Ja piedra angular para el des­
arrollo del Derecho de torts actual. (2 ') 

Para terminar con esta breve exposición general sobre el sistema del 
Contmon Law, diremos que Rabasa encuentra cuatro grupos de acciones 
que se dan en cornmon Jaw: 

"a) Acciones para reclamar daños y perjuicios. b) Acciones para de­
mandar el pago de una cantidad de dinero por concepto de deudas y obli­
gaciones contractuales en general. c) Acciones para recuperar Ja posesión 
de bienes muebles. d) Acciones, reales propiamente, relativas al dominio 
y posesión de Jos bienes inmuebles". (2 2 ) 
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SEGUNDA PARTE 

Ubicación del "Derecho de Torts", su Campo de Aplicación. 



En esta parte de nuestro trabajo nos proponemos dar la ubicació-:'l 
del Derecho de Torts dentro de los tres grandes cuerpos jurídicos que 
co~ponen el sistema del Common Law: common law. Equity y derecho 
legislado. 

;folowicz nos informa que "la fuente principal de nuestro derecho de 
tort es el common law, contrapuesto al derecho legislado. Esto desde lue­
go significa que. en su mayor parte, está basado en casos decididos". (2 3 ) 

En uno de los tratados más completos sobre el Derecho de Torts, los 
editores sostienen que para que la acción pueda remediar un tort.. debe 
ser acción de common law y no, por ejemplo. en caso de daños derivados 
de la navegación, de derecho marítimo (Admiralty law). (H) 

Rabasa, hablando de la acción de trespass, nos dice que "fue la pri­
mera de todas las acciones en la rama civil del comnton law. creada me­
diante uno de aquellos writs. . . y ésta fue también. . . la acción que dio 
origen a la ley de los torts, o sea, la que se ocupa de la responsabilidad 
civil proveniente de actos delictuosos". ( 25 ) Aclaramos nosotros que los 
actos delictuosos a que se refiere Rabasa son los llamados delitos civiles 
o actos ilícitos. 

Para ver más claramente la relación entre los writs -uno de ellos 
siendo el 'Writ of t~ass-- y el common law, nos referimos a Heuston 
que nos informa que .. nadie podia presentar una demanda ante las cor­
tes de eommon law del rey sin un writ del rey y el número de estos úl­
timos era tnuy limitado. Donde no babia writ, no babia derecho". (H) 

Tratando de descifrar el signi:ficado de la palabra tort. Fleming nos 
dice que "la palabra se deriva del latin .. tortus•· significando torcido o 
chueco, y pronto se encontró en el idioma inglés como sinónimo de 'mal' ... 
En términos muy generales, un tort es un 'mal civil' (civil wrong). que 
no sea incumplimiento de contrato, y que el derecho remediará a través 
de una indemnización". ( 27 ) 

Si es necesario el encontrar una palabra que, en lo posible, se acerque 
al significado de tort. sugerimos el empleo del término entwerto. 

Tratando de establecer la preocupación central del Dereeho de torts, 
Street nos dice que éste "se ocupa con esas situaciones en que la conduc­
ta de una persona, causa o amenaza daño a los intereses de otras perso­
nas". (2") 

Fleming, al respecto, nos dice que la "responsabilidad por tort ... 
existe primordialmente para compensar a la persona dañada obligando al 
autor del daño a pagar el daño que ha causado". (H) 
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Para terminar con este punto, diremos que para Street Ja función o 
"el :fin del derecho de torts es ajustar, una vez que se ha decidido hacer 
un ajuste, esas pérdidas que inevitablemente deben resultar de las ac­
tividades. siempre crecientes, de aquéllos que viven en una sociedad co­
mún". (3°) 

De lo expuesto, creemos que se puede concluir que el Derecho de torts 
tiene su ubicación dentro del common Jaw, o sea, dentro de ese cuerpo 
jurídico, que :forma parte del Sisteina del Common Law. compuesto por Ja 
jurisprudencia de los tribunales de la Corona. en oposición al Equity, sis­
tema que en ciertas instancias se ve corregido y completado por el dere­
cho legislado. 

Igualmente, creemos que el término equivalente a la palabra tort en 
espafio1, lo es el término entuerto, o torcido. 

Finalmente, pensamos que el campo de aplicación del Derecho de 
torts es el equivalente al de Ja responsabilidad civil por actos ilícitos en 
los Sistemas de J>erecho Romanista, teniendo como :función primordial 
la reparación del daño después de realizado un ajuste o distribución de 
pérdidas, o sea, de riesgos, ajuste que se impone dada la intensidad y 
complejidad de las actividades del hombre hoy en día. 
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TERCERA PARTE 

Teoría General del Tort: 

A.-El Tort: D.efínici6n y Explicación. Equivalencias en los Derechos Ro-
znanistas. 

B.-Condiciones Generales de Ja Responsabilidad en los Torts. 
C.~Capacidad. 

D.-Las Partes (sujetos) del Tort. 
E.-Recursos para Remediar un Tort: su Clasificación. 
F.-Responsabilidad Objetiva (Strict Liability). 
G.-Responsabilidad por el Daño Causado por Terceros (Vicarious lia­

'bility). 

H.-Reglas de Conflictos de Leyes en Relación a los Torts. 
!.-Extinción de la Acción en los Tort.s. 
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.__. En esta parte presentaremos el estudio de los princ1p1os básicos de 
la responsabilidad en el Derecho de Torts, procurando llevar a cabo una 
exposición sistemática que nos permita elaborar, a grandes rasgos, lo 
que podría llamarse Ja Teoría General del Tort. 

Debemos tener siempre en mente que el common Jaw no da una fór­
mula general de responsabilidad. Hoy en día, el derecho inglés conoce 
toda una serie de delitos civiles particulares en el Derecho de Torts. Es 
necesario referirse a un tort en particular, individualizado por el proce­
dimiento, en el cual encuadre la conducta del adversario para poder ob­
tener una indemnización. El Derecho de Torts ha evo!ucio11ado de tal 
suerte que unos torts han desaparecido o disminuido en importancia, y 
otros han surgido o adquirido una importancia mayor. ( 31 ) 

En relación a esta evolución, se puede notar la labor jurisprudencia! 
respecto al tort llamado negJigence, un delito civil nuevo, gracias al cual 
"no se está lejos de haberse establecido, en Inglaterra, un principio ge­
neral de responsabilidad". ( 32} 

El esfuerzo de los jueces en el sentido marcado arriba, no ha ido 
más allá. de ver en tales o cuales condiciones, la existencia de un deber 
de cuidado (duty of care) impuesto a una persona, el demandado, en sus 
relaciones con el actor. La tendencia actual en Inglaterra es hacer ab­
sorber una gran cantidad de los viejos delitos civiles dentro del concepto 
de negligence como tort. Se nota una gran preocupación por definir, en 
derecho, la culpa. Se concibe en forma concreta como "el incumplimien­
to de una obligación que conforme al derecho y no a la simple moral, se 
imponía en las circunstancias a una persona, el autor del daño, en sus 
relaciones con tales o tales otras personas, entre las cuales se encuentra 
la víctima". (' 3 } 

El aludido deber de cuidado, no es una obligación pasiva universal; 
se refiere a las relaciones entre conductores de vehículos y peatones, en­
tre los :fabricantes de un producto y los consumidores, entre el propie-

. tario o poseedor de un local y las personas, de diferentes categorías, que 
entren al local. La idea de relación en este campo ocupa un primerísimo 
plano, tal como se la encuentra fuera del Derecho de Tor.ts, en Jas mate­
rias tales como derecho de familia (marido y mujer, padres e hijos, etc.), 
derecho de bienes, o derecho de contratos (relaciones entre propietarios 
vecinos, entre propietario y poseedor, entre empleado y patrón, etc.}. (3 4 ) 
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A.-EI Tort: Definición y Explicación. Equivalencias en Jos Derechos Ro· 
manis tas. 

Si no nos acordamos que un tort es propiamente un entuerto del 
common law y que no incluye entuertos remediables en Equity, o en otra 
rama del sistema de derecho inglés, nos podemos confundir. Igualmente, 
debemos tener en mente que hay algunos torts susceptibles de reparación· 
según los principios del Equity que, por lo tanto, abren la puerta a ex­
cepciones que no se pueden oponer en el co111mon Jaw. La regla general 
es que donde hay tort, solamente hay acción en co111JD1on Jaw, sujeta úni­
camente al embate de excepciones derivadas de este último cuerpo ju~ 
rídico. ( 35 ) 

James, para explicar lo que es un tort, se refiere a la distinción ew· 
trc damnum e injuria. El primero es una pérdida substancial de dinero, 
comodidad, salud, etc. ; la segunda, una transgresión no autorizada. por 
trivial que sea, con algún derecho conferido por el Derecho al actor~ 
Concluye que no hay acción en tort por un mero da111num. Es necesario­
q:ue la conducta del demandado viole un derecho conferido por la ley 
(ley en el sentido de Derecho). ( 36

) • 

Como ejemplo de un derecho protegido por el Derecho de torts, ·er 
Juez Cave, resolviendo un caso, dijo: "la ley reconoce en todo hombre el 
derecho a que no se le afecte la estimación de que goza en la opinión de 
otros, por declaraciones falsas tendientes a desacreditarlo". ( 37

) Este de­
recho se protege por los torts de Jibel y slander que se pueden traducir; 
genéricamente, como difamación, distinguiéndose un tort del otro por Ja 
amplitud de los medios de difusión de la declaración difamatoria. 

Fleming distingue a la responsabilidad en torts de la responsabilidad 
penal, de Ja responsabilidad contractual y de la responsabilidad cuasicon­
tractual. La responsabilidad penal se distingue del tort en el hecho de 
que el objeto de aquélla es castigar y no compensar como lo es de éste. 
La responsabilidad contractual la hace diferente a la responsabilidad en 
tort en razón de los intereses limitados que se protegen en la primera. EI 
tort se distingue del cuasicontrato en que el primero compensa pérdidas· 
y el segundo restituye ganancias. ( 38 ) 

Puede darse la circunstancia en la que se de una acción en tort Y, a 
la vez, ob·a acción por incumplimiento de contrato. Como ejemplo de 
ésto podemos ver el caso en que un médico trata a su paciente, en el cur­
so de la curación, de manera negligente; dicho médico puede haber vio­
lado una obligación implícita en el contrato, obligación de actuar con el 
debido cuidado, un cuidado razonable y, al mismo tiempo, su conductá 
constituye una invasión de un interés protegido por el Derecho de Torts: 
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el interés de evitar daño físico, cuya violación traerá una acción por ne­
gligencia (negligen.ce como tort). ( 39 ) 

Igualmente, puede suceder que un mismo hecho constituya un delito 
y, a la vez, un tort. La difamación, el robo, y daños intencionales a pro­
piedad de tercero caben en esta categoría de hechos. Aquí las acciones no 
son alternativas sino concurrentes completamente independientes entre 
sí. (•0 ) 

De lo dicho arriba se puede ver que es prácticamente imposible dar 
una definición al estilo latino de lo que es un tort. Varias definiciones se 
han dado en el derecho inglés en relación al tort, al Derecho de Torts, 
a la !l'ESponsa.bilida.d en tort, etc.; veremos algunas de ellas y tratarerno~ 
de dar, al final de este inciso, si no una definición técnica, por lo menos 
una descripción de lo que se puede entender por responsabilidad en tort. 

Primero vernos que el I>erecho de Torta existe, se regula y nace en 
el eonunon Jaw, o sea, en el case Jaw. Aunque una gran cantidad de sta­
tutes· se han promulgado por el Parlamento en relación al tort, aún se 
puede decir que Ja responsabilidad en tort se origina en el derecho de los 
jueces. Al realizar el estudio de las decisiones judiciales que versan so­
bre esta materia, llegamos a dos conclusiones: 

a) .-Los jueces no establecen reglas que sean más amplias de lo 
-necesario para resolver el caso, no establecen principios generales. Si un"1 
·decisión anterior resuelve el caso a decidir, la aplican tal como la encuen­
·tran.; si no lo resuelve completamente, simplemente amplían Ja decisión 
:anterior. Si se encuentran frente a una situación completamente nueva, 
•crean una nueva regla, pero aplican dicha nueva regla como si ya estu-
viera reconocida. · 

b) .-Los jueces no dan definiciones de instituciones legales, no crean 
teorías abstractas y científicas, pero saben exactamente dónde va cada 
elemento y conocen los límites de cada institución. Jolowicz nos dice que 
cuando un statute se mete a dar una definición, inmediatamente surgen 
varias decisiones que tratan de establecer lo que significa la definición. 
(••) 

Enseguida, descubrimos que el Derecho de r.rorts está relacionado 
históricamente con el procedimiento. . . la cuestión no era saber si un 
derecho substantivo había sido violado sino, :más bien, si el actor tenía 
al~na f'omna de acción. Si las circunstancias del caso no se ajustan a 
alguna de las formas de acción, no había nada qué hacer. Por lo tanto, era 
:muy· posible que existiera un derecho pero no una forma de acción. El ac­
tor tenía que comprar el writ correspondiente a su f'orma de acción para 
podel!' iniciar el procedimiento. Esto aún es cierto, pero las formas de 
aceióa ya. no existen. (• 2

) 

Los writs no se ajustaban a los lineamientos de las modernas clasi­
:ficaciones de derecho substantivo, debido a que el ritual del derecho ad­
jetivo era el que predominaba. ( 43

) 

Ya hemos visto que el writ of t_..,.._, del año 1250, fue e1 prinle:ro 
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que tuvo re\a.ción con el Derecho de Tons. Este wrlt se ex.-pedia cuando 
\a transgresión se -p-resentaba. cont-ra la. -p-ropiedad im:n.ueble, eontra. la. 
J>ersona, o conti:-a \os bienes "InUeb1es, con el requisito de q_ue los daños 
su-fridos debian ser directos e inlnediatos. Los dañoi;;. indii:-ectos o sub~ 
secuentes no -fueron re-parados sino hasta el sig\o X1.V con la expedición 
de writs upon tb.e ca.se (en 1367). Los daños no reparables -por los writs 
of tTeBPas& u-pon 1.b.e case -ya estaban. siendo -reniedia.dos 1>0r las actions 
UlpCllll\ t.be ~ basadas en los writs que expedia la .Canci\\ería de acuerdo 
con el Statute in. consind\i easu (l.285), expedido durante e\ reinado de 
Edua~do I. Estas dos ú\thnas tunl)liaciones <.. trespass u\)On tbe eaee y ae­
-tio-na upon tbe ca,ae) de \os writs o~ ·t;respasrs -fueron, cotno su '{>redeeesor, 
reglas de procedimiento, derecho adjetivo, y de e\\as se derivó e\ De-.:ere.bo 
de To-rts. <. "") . 

Poco a '{>oeo, lo que ahora conocemos como Torta -fue surgiendo eada 
vez.. que la Cancillería expedía nuevos writs -pa-x-a reYnediar casos nuevos 
de daños. Todo \o que e\ actor hacia era -pedir un writ. of trespass ~ 
tbe case o un wdt of ~ti- UtM>'I;\ tbe CWM!. El l:>eTeeho de \os Cont-ra.toe 
nació d~ esta -práctica, a tl:avés de la expedición de un wrlt of acticm. vipun 
-tb.e ease for words (:pcn: -palabras, ya -fuesen dichas o escritas) y de otros 
'Writs -pa-recidos. ("") 

\ 

Con el tiempo. se -produjo un ca"Inbio, en e\ sentido de q_ue \a aten­
ción se trasladó de\ writ en si i:nis-rno, a la exposición de \a demanda. Pero 
ésto aún se dio dentro de \os \i-rnites del derecho adjetivo. Todavia. se 
c\asi-ficaban \as acciones, no \os derechos, se veía la 'forma más que la 
-substancia. Fina\Ynente, la. legislación de\ siglo X1.X rom-pió con este sis­
tema y \a reparación ahora depende de 1a existencia de un derecho subs­
tantivo, -pero \a doctrina toda está de acuerdo en a-firmar q_ue los writs 
aún gobiernan "desde sus tumba!!>". (. .. ) Finahnente, \lega a nuestra aten­
ei6n. que esta -parte del Derecho inglés, como todas \as otras, pero prin­
ci-pa.\mente ésta, está en continua evolución; lo que ayer 'fue el I)e.reebo 
de Torts, hoy ya no lo es. J"o1owicz. nos dice que teniendo en cuenta. la 
práctica legal inglesa no sería acertado e\ aventura-rse a dar una defini­
ción ya que nunca -podi:-ia ser exacta. <.~') 

\ 

\ 

\ Reuston se \imita a decir que un tort es una espeeie de injuria civil 
<> entuerto (wrong). (~8) 

Pound se limita a definir e\ interés -protegido -por \os torts y nos di­
ce que es "una rec\aniación (e\aiin) o necesidad o deseo de un sel." hu-ma­
no o g-ru1>0 de seres humanos que el ser huYnano o gru-po de seres hu-ma­
nos busca sati!!>-face-r, y de\ cual, -por \o tanto, se debe tener en cuenta 
en la regla;1:nentación de las relaciones humanas dentro de una sociedad 
-civilizada". (.~") 

J"ames da una definición que -pretende ser co-m.pleta, exhaustiva-:. 
.. Un tort es un acto u omisión que no está autorizado 1>0r el Derecho, 

que, independiente-mente del ])erecbo de los c:ont:J:at.ae., (i) infringe -ya seá. 
(a)·· algún derec.ño absoluto de tercero; o (b) algún derecho rela.t.ivo de, 
otro ca.usando daño; o (c) algún der.eeho púb\ico causando dai\o aubat.an-
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cial y particular a alguna persona, daño que sobrepasa aquél que gene­
ralmente es sufrido por el. público; y que (ii) crea una acción de indem­
nización a favor de la víctima (a)". (sº) 

Jolowicz nos dice que ninguna definición ha satisfecho, pero que la 
que más aceptación ha tenido es la de Winfield: 

"La responsabilidad en tort surge del incumplimiento de un deber 
primordialmente fijado por el derecho: este deber es para con las per­
sonas en general y su incumplimiento es sancionado a través de una ac­
ción por daños no líquidos". ( •') 

Jolowicz nos dice que esta definición puede ser estudiada a través 
de sus tres elementos esenciales: 

1.-"Primordialmente fijado por el derecho".-Dos personas no pue­
den crear una responsabilidad en tort porque esta responsabilidad es le­
gal; a pesar de la existencia previa de un contrato, una persona es res­
ponsable de cualquier tort que cometa, según la extensión fijada por el 
derecho, no según lo establecido con otra persona; es una fuente extra­
contractual de derechos y obligaciones. Desde luego, las partes en un 
tort pueden modificar o extinguir su responsabilidad a través de un con 
venio, salvo muy raras excepciones. ( 52 ) 

Así la responsabilidad en tort puede y debe ser distinguida de la 
responsabilidad contractual y de la responsabilidad en bailment (como­
dato. depósito regular, alquiler de bien mueble, debido a las exigencias 
de la doctrina del consider.ation en el Derecho de Contratos inglés, las 
instituciones enumeradas no pueden ser consideradas contratos), aunque 
también es cierto que una acción por responsabilidad en tort puede, y 
seguido es así, coexistir con una acción por resonsabilidad contractual, 
o responsabilidad en bailment. ( s 3 ) 

2.-"Este deber es para con las personas en general" .-Lo que debe 
aclararse en esta frase es la expresión en general: este deber surge para 
nosotros en relación con todas y cada una de las personas que nos pue­
den demandar ante un tribunal competente para conocer de una acción 
como la de tort en nuestra contra. Dicho de otra forma, este deber se 
presenta en relación al prójimo y a las personas jurídicas. Por lo tanto, 
si tenemos un deber en relación a determinada persona o personas, este 
deber no surgió del Derecho de Torts, sino a través de un contrato, de 
baihnent o de un cuasicontrato (enriquecimiento ilegítimo). (s4 ) 

3.-"su incumplimiento es sancionado a través de una acción por 
daños no líquidos".-Daños no IÍq.uidos significa que aunque el actor pe­
manda una suma fija, el juez. o el jurado (excepcionalmente) pueden 
fijar libremente el monto de los daños. Es una suma elástica. Cada vez 
que una persona demanda una suma como ésta, es indicio muy bueno de 
que la acción es en tort, teniendo esta práctica bastante buena acepta­
ción, de manera expresa, por parte de los jueces. Jolo\vicz aclara que la 
indemnización no es el único remedio de un tort y que, a veces, no es el 
remedio principal. css) 

Estos otros remedios serán estudiados posterio1:mente y nada más 
los mencionaremos en este momento : 
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a) .-auto-defensa (self-help); 
b) .-interdicto (injunction); 
c) .-acción para la reivindicación de tierras; y, 
d) .-acción para la reivindicación de bienes muebles (chattels). 
Estos recursos o remedios son alternativos ; se debe probar que se 

han causado da:ños y que el entuerto (wrong) en sí puede ser evitado a 
través de cualquiera de estos recursos. La excepción a esta regla la cons­
tituye el caso de invasión de propiedad inmueble por las raíces o ramas 
de un árbol vecino: se permite la auto-defensa (self-help). cortando las 
ramas o raíces, sin la necesidad de probar la existencia de daiíos. Jolo­
wicz afirma que, en general, un entuerto (wrong) puede ser clasificado 
como tort solamente en virtud del derecho a la indemnización de los da­
iíos. ( 5 ") 

A veces puede suceder que el interdicto (injunction) es el recurso 
principal y la indemnización sea secundaria, por ejemplo, en el caso del 
tort de nuisance. Si ésto es así, nos podemos preguntar por qué los da­
ños, y hasta eso, dafios no líquidos, constituyen un elemento esencial de 
la definición. Porque la posibilidad de pedir una suma de dinero como in­
demnización siempre existe, nunca está sujeta a las condiciones y res·· 
tricciones que se aplican a los otros rexnedios, especialmente a la auto­
defensa (self-help) y al interdicto (injunction). En caso de pedir una 
indemnización, el tribunal está. obligado a siempre, por lo menos, escu­
char lo que tiene que decir el actor, aunque considere que el demandado 
no necesite contestar nada. ( 57 ) 

Como consecuencia de lo anterior podría confundirse el tort con el 
trust. No es posible, por lo que debe pagar el tr.ustee es una compensación 
al beneficiario, compensación predeterminada, líquida, inelástica. Es una 
compensación exacta, posible de conocerse hasta el centavo, debida a la 
reducción sufrida en la propiedad del trust. Además, el trust tiene su re­
glamentación en el Equity mientras que el tort la tiene en el cornmon. law. 
(&") 

Jolowicz nos informa que la definición de Winfield que hemos ve­
nido estudiando, ha sido ampliamente criticada. El mismo Jolowicz la. cri­
tica considerándola demasiado formalista. Nuestro autor se limita a de­
cir que el Derecho de Torts decide en qué casos una persona culpable de 
haber causado una injuria o entuerto (wrong) a otra tendrá. la obliga­
ción de compensar a la víctima. Considera que el Derecho de Tor.ts litni­
ta la responsabilidad porque es imposible, impráctico y basta ridículo, 
el penalizar todo. Ni aun los entuertos morales (moral wrongs), conclu­
ye, son sujetos a la sanción legal. ( 5 q) 

Para nosotros, se nos hace que la definición que da Winfield nada. :más 
dice cuándo surge la responsabilidad en tort y cómo es sancionada, pero 
no nos dice lo que es la responsabilidad en tor.t. 

Nosotros, por lo numeroso de los elementos que se deben tener en 
cuenta, no daremos una definición de responsabilidad. en tort; más bien, 
trataremos de explicar someramente lo que es, dando su equivalente en 
Derecho romanista. 
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Pensamos que la responsabilidad en tort es una fuente de obliga­
ciones (derechos y deberes); dicha fuente de obligaciones es legal, en 
contraposición al Equity; es una fuente civil en oposición a penal; y, 
para terminar con las exclusiones, es una fuente extracontractual (en 
el sentido romanista que incluye el baihnent) y extracuasicontractual­
entendido el cuasicontrato en el sentido de enriquecimiento ilegitimo, de 
acuerdo con el derecho inglés. Esta responsabilidad surge cuando una per­
sona, física o moral, transgrede los derechos o el goce de dichos derechos 
de otra persona -física o moral- como consecuencia de una conducta 
positiva o negativa causando un entuerto (wrong) que siempre produce 
una acción, a favor de la víctima. para reclamar el pago de daños quto 
pueden ser materiales, morales o personales. 

Nos falta por estudiar, dentro del marco de este inciso, la base o 
fundamento de la responsabilidad en tort. 

Jolowicz nos dice que este problema surgió cuando Salmond se pre­
guntó si el Der.echo de Torts consiste en un principio general fundamental 
que dice que es incorrecto el causar daño a otras personas en la ausen­
cia de una causa específica de justificación o excusa, o si, por otra par­
te, consiste en un número de reglas específicas que prohiben ciertos ti­
pos de actividades dañosas, dejando los otros casos fuera de la esfera 
de la responsabilidad legal. Diferentes autores de diferentes épocas han 
escogido una posibilidad o la otra sin llegarse a resolver el problema de 
una manera completa, aunque hoy en día es generalmente aceptado que 
ambas posibilidades son el anverso y reverso de la misma moneda. Win­
field, al principio, lo consideró como un principio general, pero después 
declaró que ambas posibilidades eran correctas, todo dependiendo si se 
veía el problema desde un punto de vista amplio o estrecho. (•0

) 

Si observamos el :Derecho de Torts en un momento preciso de Ja his­
toria. nos parecerá como un grupo fijo de reglas, inmutable. Si lo obser­
vamos a través de los ojos del tiempo, veremos que es un principio am­
plio y general que evoluciona y acepta nuevas situaciones como genera­
doras de responsabilidad en tort, siempre y cuando que el daño sufrido 
sea injustificado. Jolowicz acepta que parece que ambos principios están 
ligados: las personas que aceptan el punto de vista estrecho aceptan tam­
bién que el Derecho de Torts puede desarrollarse y que nuevos encabe­
zados de responsabilidad pueden surgir; personas que aceptan el punto 
de vista amplio consideran que ninguna acción es posible si el daño es 
justificable. (• 1) 

Jolowicz termina haciendo ver que Glanville Williams considera que 
ambas escuelas han creado reglas generales, una de responsabilidad, la 
otra de falta de responsabilidad (non-liability) y que ninguna está en con­
tacto directo con la otra. Los tribunales, actuando como comisiones f'ron­
terizas impa.n:iales deciden el caso que cae dentro de la tierra de nadie 
que está entre dichas escuelas. Si la sentencia favorece al actor es que 
los principios existentes de responsabilidad han sido extendidos. (• 2

) 
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B.--Condiciones Genera.les de Ja Responsabilidad en Jos Torts • 

. ~n este inc!-so veremos que un tort puede surgir de una conducta 
positiva o negativa. o sea, de un acto o de una omisión. Veremos que al­
g~~os torts requieren culpa para su existencia como fuente de responsa­
bilidad: culpa vista como intención 0 como negligencia. Otros torts exis­
ten independientemente de Ja culpa (strict lia:bility). La :mayoría de los 
~rts requieren que el actor haya sufrido daños para que exista la ac­
ción, pero algunos existen sin que sea necesario ¡Jrobar la existencia de 
daños. ( 6 3) 

a) .-Acto u omisión.-De todas las condiciones esenciales para la. 
existencia de la :responsabilidad en tort creemos que ésta es la más fácil 
de comprender. La responsabilidad del demandado puede surgir como 
consecuencia de su conducta positiva o negativa. El demandado puede 
cometer un acto (positiva) causando daños al actor: ésta es Ja forma 
clásica de conducta en torts. Aqui el deber legal se traduce en una pro­
hibición de determinada conducta positiva. La responsabilidad en torts 
también puede surgir cuando el demandado deja de hacer algo que es­
taba haciendo y que el Derecho Jo obliga a hacer, o cuando, simplemen­
te, no hace algo que está obligado a hacer; si esta conducta negativa. 
causa daño a otro, hay responsabilidad en torts. 

b).-La Intención o la Negligencia o el Incumplimiento de un Deber 
Estricto.-En este encabezado se estudia Ja importancia del elemento 
volitivo en Ja conducta del hombre, en relación a la responsabilidad en 
torts. ' 

1.-Intención: este término indica un conocimiento completo de la·. 
conducta de uno y de sus consecuencias así como un deseo de esas con­
secuencias. Como Ja intención es un estado anímico, resulta imposible eI 
tener un conocimiento directo de la misma. de tal suerte que el Derecho 
únicamente la puede presumir partiendo de la conducta del hombre. ( 64 ) 

Existen situaciones en que el demandado es responsable por las con­
secuencias de su conducta aun cuando no deseaba dichas consecuencias 
y, aún, cuando no las conocía. Esto porque el hombre debe ser responsa­
ble de las consecuencias naturales y necesarias de su conducta. El Dere­
cho presume que deseaba las consecuencias cuando se embarcó en Ja con­
ducta que las produjo. ( 65

) 

2.-NegJi.gencia (negligence): aquí se estudia Ja negligencia como 
un estado de. ánimo o volitivo y no como un tort independiente. General­
mente se considera que la negligencia es una falta total o parcial de co--
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nocimiento respecto de la conducta de uno y sus <'onsecuencias o, única­
mente, de las consecuencias de la conducta de uno. Puede haber un co­
nocimiento total de Ja conducta y de sus consecuencias. pero si dichas 
consecuencias no son deseadas, nos encontramos frente a un caso de ne­
gJigencia. (ºº) 

3.-Incurn¡plimiento de un I>eber Estricto: puede haber un tort aun 
cuando no haya intención ni negligencia por parte del demandado. Jolo­
wicz nos dice que el caso que estableció esta posibilidad fue el ]]amado 
Rylands v. Fletcher. No se debe pensar que nos encontramos frente a 
un caso de responsabilidad absoluta, que no admita defensa: se puede ale­
gar caso fortuito (act of God) como excepción para excluir Ja responsa­
bilidad. La responsabilidad en el tort de nuisance puede ser objetiva 
(strict) cuando el demandado, o una persona bajo su vigilancia, ha crea­
do Ja molestia (nuisance). El incumplimiento de un deber derivado de la 
ley generalmente no requiere prueba de negligencia para que exista la 
responsabilidad. .Cuando una ley requiere que se haga algo y existe una 
omisión, la 1·esponsabilidad es objetiva (strict). (•7) 

Pensamos correcto interrumpir nuestra exposición para estudiar el 
.significado en Derecho de las palabras razonable (reasonable) y hom·bre 
razonable (reasonable man). · 

Se puede decir que por razonable, hablando de la conducta, de la cau­
sa, etc., se quiere dar a entender aquel nivel ortodoxo de racionalización 
en relación a todos y cada uno de los factores que intervienen en los torts. 
Debemos confesar que es algo inexistente, la man.era normal de hacer 
algo, el metro ideal usado para medir situaciones reales. 

El hombre razonable es el hombre que actúa de una manera normal 
ante cada situación diferente. Dicho hombre es inexistente per se, pero 
existe en todo hombre cuando es nadie. Lo podríamos llamar .Juan. Ciu­
dadano. Pero en el momento en que .Juan Ciudadano actúa como abogado, 
por ejemplo, deja de actuar como el hom'bre normal y actúa como el hom­
bre normal ·nnís el calificativo abogado. de tal suerte que el nivel de ra. 
cionalización de su conducta se eleva al actuar como abogado que al ac­
tuar simplemente como .Juan Ciudadano. 

El Derecho, pues, establece lo que es razonable para .Juan Ciudada­
no, A·bogado y el sentido común de las cosas trata de establecer lo que es 
razona.ble para .Juan Ciudadano. En el primer caso, los jueces tratan da 
lograr precisión en la conducta en relación a lo que es razonable, pero la 
exactitud en esta relación no se puede obtener ni es enteramente desea­
ble que se obtenga, según J olowicz que asegura que a veces, en un mismo 
caso, un juez penal dará una definición completamente distinta de la que 
darú un juez civil en cuanto a lo que constituía lo razonable. ( 68 ) 

c) .--Condiciones que, en General, Excluyen la Responsabilidad.-Ca· 
da tort en especial tiene sus propias excepciones (defences). pero existen 
varias excepciones generales que pueden usarse contra prácticamente 
todos los torts. Por lo tanto, la responsabilidad en tort no existe en de­
tern1inados casos cuando se prueba ausencia de intención o de negligen-
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cia. o cuando una regla general de Derecho excluye la responsabilidad 
mencionada. En Derecho inglés existen seis defensas o excepciones de 
carácter general: 

1.-Volenti non fit injuria; 

2.-Error; 

3.-Fuerza mayor (inevitable aecident); 

4.-Leg'itima defensa (private or self defence); 

5.-Estado de necesidad; y, 

6.-Autorización por el derecho legislado. (••) 

J'olowicz pasa a hacer un estudio de cada una de las excepciones men­
cionadas: 

1.-Volenti non fit injuria: esta excepción se opone cuando el daño 
que sufrió la víctima se profirió con el consentimiento de la rnisma. Cuan. 
do el daño es a la propiedad de la víctima, se dice que se produjo con la 
venia y licencia de aquélla, pero esta -frase expresa el rnismo principio 
denotado en la rnáxima que estudiamos. Debemos aclarar que la victima 
consiente sufrir el riesgo del daño y no el daño en sí. El contenido de la 
palabra riesgo se debe determinar aplicando el criterio del hontbre razo­
nable, el riesgo no debe ser mayor del considerado razonable por nuestl.·o 
amigo ~uan Ciudadano. 

Esta excepción, como todai:< las que estudiamos, únicamente tiene 
aplicación en aquellos casos en los que se ha comprobado la existencia 
de un tort. 

El consentimiento para asumir el riesgo puede ser expreso, a tra­
vés de un contrato o de un convenio, o puede ser tácito. ( 70 ) 

Deben hacerse varias aclaraciones en relación a esta excepción: 

a.-La máxima i·eza "'volenti ... " y no «scienti ... ,. , por lo que no 
se puede presumir el consentimiento partiendo del conocimiento del ries­
go. Esto se puede ver claramente en los casos en que los obreros sufren 
daños como 1·esultado de los riesgos y negligencia de sus patrones. Hasta 
el año de 1860 se consideró que dado qlle los trabajadores conocían los 
1·iesgos de su trabajo, consentían al riesgo del daño. Los tribunales em­
pezaron a revisar sus decisiones, especialmente cuando se alegaba negli­
gencia, y decidieron que la máxima ya no tenía aplicación. Hoy en día 
es bastante difícil imaginar que el trabajador acepte cualquier riesgo en 
1·elación a su trabajo. Cuando el t.ort es el resultado del incumplirniento de 
un deber derivado de la legislación. la máxima definitivamente no tiene 
aplicación. ( 11 ) 

De igual manera. J"olowicz nos informa que la máxima no tiene apli­
cación en casos de negligence como tort: scienti no significa volenti. El 
conocimiento de embriaguez, de mala iluminación, etc., son elementos de 
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ooncurrencia de negligencia (CIOlnparative or contributory negligence}: 
no se puede aceptar que una persona consienta al riesgo de Negligenoe. 
Jolowicz nos informa que GJanville Williams ha considerado posible que 
fun~ione Ja excepción en estos casos, si las .partes establecen en un con­
venio, de manera expresa o implícita. que el actor renuncia a su derecho 
de acción por el tort de Negligence. (72) 

b.-El consentimiento debe ser dado libremente. En Jos casos de 
menores. de dementes, etc., el consentimiento se da a través de los pa­
dres o tutores. 

Desde luego, existe la posibilidad de que se obtenga el consentimien­
to a través del uso del engaño. En esta situación, la regla general es que 
lólO existe el consentimiento. En relación al tort de battery (vagamente 
comparable al delito de lesiones), se ha establecido que, donde el error 
1nducido afecta únicamente ]as consecuencias y no la natura]za misma 
de la actividad, no hay responsabilidad. Jolowicz opina que no existe una 
i·azón válida para ésto, pero que lo que puede no ser battery, puede, en 
efecto, constituir el tort de deceit (engaño), siempre y cuando se lleva a 
cabo una representación, teatral, por decirlo así, para inducir al error; 
igualmente, puede constituir el tort de daño físico a la persona sin vio­
lencia (battery requiere de la violencia, vista ésta como una mera ac­
tividad física, el hecho de tocar una persona técnicamente constituye ei 
tort de battery). ( 73 ) 

c.-Surge el problema relativo al consentimiento cuando el acto con­
sentido es ilegal. En Derecho Penal no se puede dar el consentimiento 
en relación a un acto ilegal. En rielación al Derecho de Torts, generalmen­
te se puede decir que sí se puede dar el consentimiento y que la excep­
ción tiene aplicación. Jolowicz nos dice que Winfield sostuvo que si el 
acto consentido pugna con el orden público, la máxima no tiene aplica­
ción. Pero debemos recordar, al decir de Jolowicz, que si el orden públi­
co tiene ingerencia en el caso. el actor deberá perder su caso por apli­
cación de la máxima "ex turpi causa non oritur actio". Siendo así, la si­
tuación se puede describir de la siguiente manera : 

A comete el tort de battery, B es Ja víctima; 

B demanda a A, alegando daños derivados del Battery; 

A se defiende oponiendo volenti; 

B alega que no es aplicable debido a que viola el orden público; 

A contesta con Ja máxima ex turpi; 

B pierde el juicio y no obtiene indemnización. ( 74
) 

Enseguida estudiamos los casos de socorro (rescue cases) ya que el 
demandado puede oponer las excepciones de volenti, falta de relación cau­
sal (remoteness of damage), o concurrencia de negligencia (contributory 
negligence). En un caso de socorro, A sufre daños o muere tratando 
de salvar a B que está en peligro debido a la negligencia de C. El De­
recho inglés no nos presenta un gran número de casos resueltos en 
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relación a este problema, pero permite, generalmente, que la persona que 
sufrió daños yendo al auxilio de otra, o la sucesión de aquella, reciba una 
indemnización. ( 75) 

Pasemos a ver las tres excepciones que se pueden alegar en los ca.-
j;ios die socorro: • 

1.-Volenti non fit injuria: Los tribunales ingleses, al decidir en 
Haynes v. Harwood, aplicaron un punto de vista americano al decir que 
el consentimiento al riesgo no surge cuando el actor se ha enfrentado 
al riesgo de daño, aún de muerte, para socorrer a una persona que se 
encuentra en peligro, debido a la negligencia de una tercera persona. 
Después, los mismos tribunales ingleses establecieron que el actor no 
acepta la negligencia del demandado: puede encontrarse en una situación 
de ignorancia respecto d.e la. misma. En el caso de un oficial de policía, 
en relación con quien le dio el empleo, consiente al riesgo de su trabajo, 
pero no pierde su acción contra el criminal que lo agrede al arrestarlo; 
ésto no sería ni razonable ni justo. Por lo tanto, no se aplica la máxima 
que venimos estudiando. (,.) 

11.-Falta de Relación Causal: se ha establecido por los tribunales 
que es razonable esperar que una persona le preste auxilio a álguien 
que está en peligro y que el daño que puede sufrir el que presta el auxi­
lio es una consecuencia directa de la actividad de la persona negligente. 
Se ha considerado como incorrecta no darle protección legal a la persona 
que trata de ayudar a su prójimo. ( 77 ) 

111.-Concurrencia de Negligencia: esta excepción excluía la respon­
sabilidad en tort de una manera absoluta. Con la promulgación de la Law 
Reforni (Contributory Negligence) Act, de 1945 se reformó el derecho 
y ahora se distribuyen proporcionalmente los daños entre el actor y el 
demandado, según el grado de negligencia de cada uno. Se ha estableci­
do que la excepción de concurrencia de negligencia no es aplicable en los 
casos de socorro. Jolowicz aclara que en caso de aceptarse, se debe tener 
mucho cuidado de no aceptar llanamente la crítica del demandado res­
pecto la conducta del actor. La persona que prestó el auxilio y sufrió da­
ños tiene acción para obtener una indemnización aún cuando la persona 
que estaba en peligro fue la responsable del mismo como resultado de su 
propia negligencia. La razón de ésto es que es razonable esperar que 
una persona nos venga a auxiliar a pesar de que nosotros somos los res­
ponsables de nuestro peligro. ( 78

) 

Para terminar con el estudio de la máxima volenti, debemos distin­
guirla de otras dos excepciones ya mencionadas: la concurrencia de ne­
gligencia. del actor y la fuerza mayor. 

Cuando el peligro es visible y no es ilegal en sí, y el actor, de una 
manera aparente y voluntaria, se enfrentó al mismo, tiene aplicación la 
máxima volenti. Ante esta situación, el demandado no debe alegar, co­
mo defensa, la concurrencia de negligencia del actor en la realización del 
tort porque no hubo tort. Como hemos visto, desde el año de 1945, la 
exc.;pción de concurrencia de negligencia dejó de ser una excepción ab-
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soluta a Ja responsabilidad en tort, con el efecto de que ahora únicamente 
se reduce Ja responsabilidad del demandado en Ja medida en que concurre 
Ja .negligencia del actor. Volenti sí es una excepción absoluta a Ja respon­
sabilidad, de tal manera que ambas excepciones se pueden distinguir cla­
ramente, aunque en Ja práctica raramente lo son. Para terminar, diremos 
que desde el año de 1945 no s.e ha hecho ninguna aplicación de volenti 
en un caso de Negligence como tort. (' 9

) 

En cuanto a volenti y :fuerza mayor, si el demandado alega Ja última, 
debe comprobar que no hubo negligencia de su parte. que tomó todas las 
precauciones que un hombre razonable (Juan Ciudadano) hubiera toma­
do en circunstancias idénticas. Esta carga de prueba no es necesaria si 
alega volenti. ("º) 

Todavía surge un problema más en relación a volenti: la posibilidad 
de que el hecho de que el actor :fuera un malhechor tuviera influencia eu 
relación al éxito de su demanda. En general, se puede decir que Ja res­
ponsabilidad penal del actor en nada afecta su acción civil. Jolowicz ex­
plica lo anterior a través de un ejemplo: el actor transporta explosivos 
en su persona, explosivos que estallan como resultado del tort de battery. 
EJ demandado podría alegar concurrencia de negligencia del actor o fal­
ta de relación causal o voJenti de acuerdo con las circunstancias, pero la 
responsabilidad penal del actor. al transportar Jos explosivos, no consti­
tuiría una excepción válida para excluir responsabilidad. (ª') 

2.-Error: aquí el error se refiere a Jos hechos ya que eJ error de 
Derecho no es una excepción. El error de hecho aún se considera como 
excepción o defensa de tipo general a Ja responsa'biJidad en torts, aunque 
ha sido restringida tanto que ya prácticamente no sirve para nada. Se 
ha establecido que no es una excepción debjdo a Ja dificultad de prueba 
para establecer que una creencia errónea es honesta y razonable. Pensa. 
mos que ésto es contradictorio puesto que Jos tribunales deben decidir, 
en todo caso, si cierta conducta es razonable o no. Concluimos que lo que 
estudia Jolowicz como una excepción general realmente se aplica corno 
excepción a la regla que Ja excluye. Jolowicz da varios ejemplos de la 
aplicación de esta excepción: en el tort de privación de libertad (false im­
pr.isonment), Ja excepción se presentaría como la creencia razonable del 
demandado para hacer Ja detención; en el tort de arresto ilegal (false 

s'"'t"YP.•d.). Ja excepción se presentaría alegando error inducido por el 9P· 
+or; etc. ( 02) 

3.-Fuerza mayor (Inevitable a.ccident) : esta excepción tiene apli 
cación cuando el demandado prueba que no obró negligentemente y que 
Jos daños se causaron a pesar de que actuó ra.zonable.Dlft1te en las pre­
cauciones que adoptó. Se espera que el hombre prevea probabilidades ra­
zonables, mas no posibilidades fantásticas. Esta excepción no tiene a.pli­
caci6n en los casos en que el actor lleva la carga de probar la. negligencia 
deJ demandado; en otras palabras, cuando Ja carga de la prueba descan·­
aa sobre el actor, no es aplicable esta excepción. Tampoco tiene aplica. 
Ción en Jos casos de responsabilidad objetiva (strict lia'bility). ni en los 
casos de difamación. JoJowicz concluye que esta. excepción ya no tiene 
funci6n útil. ( 83

) 
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Aquí debemos investigar las posibilidades de utilizar el caso fortui­
to (act of God) como excepción. Esta excepción únicamente excluye la 
responsabilidad en los casos de responsabilidad objetiva (strict liability), 
pero únicamente ha sido aplicada una vez con éxito. ( 84 ) 

4.-Legitima defensa (private or self defence) : otra excepción que 
se puede oponer es la defensa razonable de uno mismo, de la propiedad 
de uno y de la vida de aquellos a los cuales está uno obligado a proteger. 
Esta excepción se confunde con el recurso o remedio denominado auto­
defensa (self help), pero debemos aclarar que esta última se permite para 
reparar daiios y la primera, para evitarlos. 

Jolowicz nos dice que el principio de legítima defensa de la person;1 
comenzó por darle protección a la familia de uno y se amplió permitien­
do la protección de cualquier persona contra toda violencia ilegal. Debe 
aclararse que la fuerza utilizada para contrarrestar un peligro debe guar­
dar una proporción razonable con el daño amenazado. ( 85

) 

Street, para hacernos ver el campo de aplicación de esta excepción, 
nos dice que un empleado u obrero puede agredir a un tercero en defen­
sa de su patrón y vice-versa; igualmente la ni.ujer puede defender al ma­
rido y éste aquélla, agrediendo a un tercero. (••) 

En cuanto a la defensa de la propiedad, el mismo Street nos dice 
que una persona puede usar de la fuerza razonable para defender la tie­
rra o bienes en la posesión del mismo, en contra de cualquier persona 
que amenace cometer o que cometa una transgresión de la mencionada 
propiedad. ( 87 ) 

Jolowicz especifica que se debe mostrar la posesión real, ya sea con 
título bueno o malo, o, por lo menos, el derecho a poseer para poder ex­
peler a una persona o para evitar que entre una persona a la propiedad 
defendida. (ª") 

La defensa de la propiedad puede ser contra animales o contra per· 
son as. 

Contra animales: la mayoría de los casos se refiere a los animales 
de caza o a situaciones en que se demanda por un ejemplo de crueldad 
a los animales. Es generalmente aceptado que el duefio puede lanzar pe~ 
rros, o gatos, etc. a través del uso de medios razonables y que, excep­
cionalmente, puede causarles dafio, al proteger piezas de caza en su po­
sesión, etc_ Si el demandado dispara sobre el animal, debe justificar l~ 
necesidad de disparar; debe p:i·obar, por ejemplo, que el perro atacaba 
una reserva de aves, o que si se le dejaba con vida, volvería a atacar y 
que el hecho de darle muerte representaba el único medio práctico para 
evitar el ataque, o que la muerte del animal era razonable, dadas las cir­
cunstancias. (••) _ 

Contra personas: la defensa debe ser razonable, no se justifica nin~ 
gún ·exceso en el daño personal al transgresor para proteger la propiedad 
de uno. Se pe:i·mite el uso de picos o vidrio roto en los muros, mas no 
trampas con o sin el uso de armas de fuego. No se permite el mismo gra 
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do de fuerza si Ja defensa se realiza durante el día que si se realizara 
durante Ja. noche. De acuerdo con las circunstancias y con los medios 
de defensa. empleados (si son razonables o no), un transgresor, hasta u11 
ladrón, puede recibir una indemnización por daños. Desde luego, ésto es 
excepcional. Por lo tanto, ésta es una excepción bastante común y útil, 
pero, a la vez, delicada, a la responsabilidad en tort. (•0 ) 

Puede suceder que una persona, al defenderse de un daño, Je pueda 
causar y de hecho, 1e cause, dafio a un tercero inocente. Si la persona que 
se defendía actuó· razonablemente al defenderse, y no actuó en relación 
al tercero inocente con intención ni negJigencia, no ha cometido tort~ y se 
puede excepcionar alegando estado de necesidad, mas no legítima aefen­
sa. (.••) 

Ahora estudiaremos Jo que se ha llamado defensa contra un enemi­
go común. Una persona puede defender su propiedad contra inundacio­
nes, el agua del mar, p!:!g.as, etc. construyendo presas, lanzando a. Ja 
plaga, etc., aunque tenga como resultado previsible que la propiedad de 
otra persona va a resultar dañada. En estas circunstancias, el Derech•> 
permite cierto grado de egoísmo, por decirlo así, no se requiere altruis­
mo, pero sí se requiere habiJidad y cuidado, como siempre. Si una per­
sona acumula agua en su propiedad y luego Ja deja escapar, inundando 
la propiedad del vecino, ha cometido un tort y es responsable de los da­
ños que cause. ( 02 ) 

5.-Estado de .necesidad: Fleming nos dice que "en algunas circuns­
tancias, una persona tiene la facultad de invadir Jos intereses de otra 
con el propósito de evitar daño, ya sea a sus intereses o a los de un::i 
sección mayor de Ja comunidad, si el daño amenazado es substancialmen. 
te igual o mayor a aquél que pretende infligir". ( 03

) 

Jolowicz nos dice que esta excepción únicamente tiene aplicación 
cuando el estado de necesidad no ha sido el resultado de la negligencia 
del demandado. En esta excepción, no es necesario que el daño sufrid~ 
por el actor sea el i:esultado de algún daño real. o amenazado, por el ac­
tor al demandado, y Ja conducta del demandado puede estar dirigida to­
tal o parcialmente en beneficio y seguridad de otras personas. El dafio 
sufrido es intencional, por lo tanto, no se puede alegar fuerza :mayor. 
Corno en toda excepción, las medidas adoptadas deben ser razonables y 
el nivel de Jo que es razonable varía de acuerdo con lo que está en peli­
gro, la vida humana o la propiedad. La situación que guardaban las cir­
cunstancias en el momento en que actuó el demandado es lo que deter­
:minará si la conducta de aquél se justifica o no. Si por un estado da 
necesidad se causa dafio a la propiedad del actor y la amenaza que cau­
só el estado de necesidad no se materializa, la conducta del demandado 
tiene justificación y no habrá responsabilidad en tort. No ha habido de­
cisiones en relación a daño a las personas como causa de un estado d~ 
necesidad, pero el punto de vista general es que el nivel de cuidado re­
querido sería más bajo, Ja racionalización de los medios más amplia, 
cuando el actor estuviera protegiendo su vida o cuando actuara en be­
neficio del bien común. (• .. ) 

Jolowicz eirtudia las posibilidades de obtener una compensaci6n del 
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daño sufrido como resultado de un estado de necesidad. Concluye que en 
tort no se puede obtener, pero que posiblemente se pueda obtener a tra­
vés de la responsabilidad cuasicontractual. Vislumbra la situación en que 
un demandado alegara. estado de necesidad para excluir su responsabili­
dad en tort y que estuviera obligado a restituir la propiedad dañada a su 
estado original, y cuando ésto no fuera posible, a pagar una compensa­
ción· equivalente. (••) 

El mismo Jolowicz nos informa que no se puede alegar compulsión 
como una forma de estado de necesidad. Si una persona comete un tort 
porque un tercero le amenaza con dañarlo, es responsable del dafio que 
causa, pero tiene acción contra la. persona que lo amenaza a través del 
tort de assault. Aclara nuestro autor que la compulsión física real si es 
excepción y excluye la. responsabilidad. (• 6

) 

Fleming, hablando de la compulsión y considerando que ya no ha"'' 
rel!lponsabilidad sin culpa en el tort de trespass, piensa que ~n este tort 
si e8 posible que se admita como excepción. (•7) 

6.-Autoriza.ción por el derecho legislado (sta.tutory authority): 
Heuston nos dice que "cuando un •statute' específicamente autoriza que 
un acto sea realizado por cierta persona, acto que en otras circunstancias 
sería ilícito dando lugar a una acción, no surgirá una acción a favor de 
ninguna persona por la comisión de dicho acto". (•ª) No se obtendrá :nin­
guna compensación por el daño sufrido en estas circunstancias, salvo los 
casos en. que los statutes expresamente establezcan una. (••) 

Jolowicz nos dice que la persona que ejerce las facultades autoriza­
das por un. sta.tute tiene la carga de la prueba de dicha autorización. De­
be comprobar que el Parlamento le confirió estas facultades de una de 
las siguientes dos maneras: 

!.-Autorización para hacer algo, sin importar el daño causado <.l 
terceras personas. El statute puede establecer que en determinados ca­
sos se pague una compensación ; en el tort de nuisance n.o se puede re­
cuperar nada. Desde luego, se puede demandar por la comisión del tort 
de Negligence si, al hacer lo que se autoriza por el statute. se actuó sin 
tomar precauciones razonables. 

II.-Si comprueba que el statute únicamente lo autoriza para hacer 
algo siempre y cuando no transgreda la esfera de los derechos privados 
de terceros, la excepción no tendrá aplicación y el agente será respon­
sable del daño causado. ( 000 ) 

d) .-Motivo y Malicia.-Este es el cuarto elemento o condición ge­
n.eral de la r~ilidad en torts que examina Jolowicz. Es fácil en­
tender que el motivo es la razón de una conducta o actividad. El motivo 
se ha venido a confundir con la malicia. ( 101

) 

Heuston nos dice que la malicia tiene dos significados juridicos: ,-, 
!.-Realizar un acto dañoso intencionalmente, sin justa causa ni 

excusa; y, 
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II.-Realizar una acción determinada por un. motivo impropio. 

Actuar maliciosan.ente a veces significa realizar el acto intencional­
mente y, otras veces, significa realizar el acto con. un. motivo impropio 
o malo. ( 102 ) 

Si tenemos en cuenta que la Cámara de los Lores en varias ocasio­
nes ha establecido que el motivo es irrelevante para la responsabilidad 
en torts, diciendo que un buen. motivo no convertirá en buen.o un. acto ilí­
cito, ni un. motivo malo, en malo un acto lícito, nos podemos preguntai: 
por qué lo estudiamos. Porque cuando una persona alega estado de nece­
sidad o legítima defensa como excepción. un. buen. motivo. debidamente 
comprobado, puede excluir la responsabilidad ante un acto ilícito. ( 103) 

Jolowicz se pregunta si la regla general, que le excluye relevancia 
al motivo en relación a la responsabilidad en torts, sea buena o mala. Nos 
dice que se ha considerado en general corno siendo mala porque deja que 
las pasiones más bajas del hombre tengan. i·ienda suelta, sin ninguna 
sanción. Considera que es necesario reformar el Derecho en Inglaterra 
al respecto, haciendo ver que muchos países han legislado, o tienen casos 
decididos, en relación. al abuso de los derechos. El mismo autor sugiere 
dividir el problema en. dos partes : 

!.-Cuando únicamente se afecte el bien. común., el problema debe 
ser resuelto por el Derecho Penal, a través de un statute, dejando que los 
tribunales decidan cuando un. producto afectado sea considerado del in­
terés general (el petróleo, por ejemplo); y, 

II.-Cuando únicamente una persona en particular resulta afectada, 
debe crearse responsabilidad en torts a través de un statute, también. 
('º .. ) 

e) .-Falta de Relación Causal.-El principio general que se debe 
considerar en este apartado es que las consecuencias, o dafios, de una 
conducta determinada, no deben presentarse como demasiado mediatos 
o indirectos (remote>. pues en este caso, se excluye la responsabilidad 
por falta de nexo causal. ('º") 

Para explicar ésto daremos un ejemplo: si de nuestra conducta, con­
sistente en tirar un cerillo encendido al agua de una bahía, mueren 152 
personas, se hunden cuatro barcos y dos malecones son completamente 
destruidos, debido todo a que una gran cantidad de aceite que flotaba 
sobre el agua, se prendió al contacto con nuestro cerillo, no seremos res­
ponsables, aunque nosotros efectivamente tiramos el cerillo al agua. La 
razón de que no hubiera responsabilidad es sencilla: no es razonablemen­
te previsible que tales hechos ocurrieran como resultado de nuestra con 
ducta. 

f) .-Culpa.-:Ya tratamos lo relativo a la culpa al hablar de la in­
tención o negligencia, pero hemos decidido ampliar un poco el tema para 
ver· si constituye un elemento esencial de todo tort o si, por el contrario,. 
puede existir un tort sin que intervenga la culpa. 
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Para Salmond la culpa es un elemento esencial de la responsabili­
dad en tort, culpa entendida. como la. intención de dañar o como negli­
gencia culposa. Este autor basaba sus consideraciones en el hecho de 
que el derecho persigue castigar aquéllos que hayan causado daño, pero 
opinaba que era inútil castigar a una persona si ésta no babia actuado 
con una mente culpable (mene rea.). ('ºb) 

Heuston no acepta la esencialidad de la culpa: la "culpa nunca ha 
sido, ni es hoy en dia, un elemento esencial de la responsabilidad en torts". 
{">7) 

Explica el mismo Heuston que cuando interviene la culpa en deter­
minado tort, ésta es estudiada desde un punto de vista objetivo: la cul­
pa consistente en la disparidad entre el hecho en particular y un nivel 
ideal de conducta que puede estar más allá del conocimiento o capacidad 
del individuo. ('ºª) 

Para terminar con este punto, Heuston nos dice que además de to­
do, el castigo no es el fin principal del Derecho de Torta, la reparación 
del daño es el objeto del Derecho de Torts, a través de la responsabilidad 
que se le :fija al autor del daño. ('º~) 
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c.-Capacidad. 

En este inciso nos ocuparemos con el estudio de los principios gene­
rales de la capacidad procesal, o sea, aquella capacidad que necesaria­
:rnente debe tener el individuo o la persona moral, para poder ser deman­
dado, o para poder demandar. 

I.--Capacidad para demandar: La regla general es que cualquier 
pe!'lilona puede presentar una demanda en torts, incluyendo los menores, 
los extranjeros no enemigos y hasta los cri:rninales convictos que se en­
cuentran en prisión cumpliendo sus sentencias. ( 110

) 

Jolowicz nos informa que la capacidad legal de las personas físicas, 
después de una laguna en el derecho al respecto, se :fijó en la edad de 
los veintiún afios. (11 1) 

Los :menores, como requisito procesal, deben ser representados por 
un adulto que actuará corno lo que el jurista inglés lla:rna su amigo más 
próximo (next friend). En cuanto a los derechos del nifio aún no naci­
do, no hay decisión que resuelva el punto directaniente; solamente hay 
una decisión inglesa que indirectamente le da apoyo a la posibilidad de 
que tenga acción. La Queen's Bench Division (la división del banco de 
la Reina del High Court) de Irlanda ha negado dicha acción. La Supre­
ma Corte de Canadá (aplicando derecho romanista en un caso de Mon­
treal) aceptó que un nifio aún no nacido tenga acción en tort. ( 112) 

Los extranjeros no enemigos pueden demandar en tort, sin que ten­
gan relevancia sus antecedentes políticos para negarles su derecho de 
acción. Los extranjeros considerados como enemigos no tienen derecho a 
presentar demanda en tort, a no ser que obtengan licencia de la Corona 
para hacerlo. ( 113

) 

Los convictos cumpliendo su sentencia pueden demandar en tort gra­
cias a la reforma introducida por el Parlamento en el año de 1948, a tra­
vés de la Criminal .Justice Act (Ley sobre la J.usticia Penal). ( 11

•) 

Marido y mujer pueden demandarse entre sí, en virtud de la Law 
Reform (Husba.nd and "\Vife) Act, de 1962, pero esa misma ley estable­
ce que el tribunal que conoce de un juicio entre marido y mujer, puede 
postponer el conocimiento del litigio si aparece que la acción no beneficia· 
rá a las partes durante la existencia del matrimonio. ( 11 •) 

!!.-Capacidad para ser :Demandado: la regla general es que cual­
quier persona puede ser demandada en tort. ( 11 b) 

Las excepciones más importantes las constituyen los jueces actuan-
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do dentro de su competencia, aunque Jo que hayan hecho sea malicioso 
y con mala fe. El juez que actúe fuera de su competencia no goza de esta 
inmunidad. ( 117 ) 

La inmunidad expuesta se extiende a Jos oficiales y funcionarios que, 
no siendo jueces, cumplen una función judicial. Se incluyen los testigos, 
miembros de un jurado, Jos abogados, etc. ( 11

•) 

Jolowicz nos dice que todo sistema de derecho y toda raJna de cada 
sistema debe reconocer variantes, en relación a Ja capacidad procesal, 
a favor y contra de Jniembros de una comunidad, que se pueden consi­
derar como anormales. El hecho de determinar quién debe ser conside­
rado como anormal es un problema que debe ser resuelto por cada país 
en particular. Una misma persona puede haber sido considerada como 
anormal en determinado Jnomento histórico Y. en otro, como normal. Los 
herejes y Jos judíos sufrieron de incapacidades procesales en .Inglaterra 
que, hoy en día, ya no existen. El Derecho de Tor.ts; como es lógico, pre­
senta variantes en cuanto a Ja capacidad procesal. \ 119

) 

El estudio de estas variantes se traduce, dado el caracter procesa.­
lista del derecho inglés, en un examen de las diferentes personas, físicas 
y morales. que pueden ser sujetos del Derecho de Torts. Este examen se 
llevará a cabo en el siguiente inciso. 
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D.-Las Partes (sujetos) del Tort. 

Este inciso está dedicado a la exposición de las variantes estable­
cidas por el Derecho inglés en relación a la capacidad procesal, tanto des­
de el punto de vista de la capacidad para demandar corno del punto de 
vista de la capacidad para ser demandado. Dicho con un ejemplo, vere­
mos si es posible demandar al Estado de la misma manera que se deman­
da a una persona adulta. 

Desde luego, diremos que cualquier persona puede ser sujeto de un 
tort: puede ser el sujeto agente, el wrongdoer (malhechor) o tortfeasor 
(autor del tort) ; como también puede ser la víctima, aclarando que hay 
ciertos torts que es imposible cometer contra las llamadas personas mo­
rales, corno, por ejemplo, la privación de la libertad. 

Lo que nos interesa es saber la manera como pueden ser partes en 
un proceso de torts los sujetos de la relación fáctica del tort. 

a) .-El Estado y sus Subordinados.-Durante mucho tiempo y has­
ta el afio de 1947, la regla general era que la Corona no incurría respon­
sabilidad en tort. Esta era la verdad jurídicamente, ya que en common 
law "el Rey no puede hacer daiío". Los jefes de Departamento no eran 
responsables por la conducta de sus subordinados, a no ser que el da­
fio causado fuera expresamente autorizado por ellos.. Esto se explica­
ba porque se les consideraban compafieros de servicio de la Corona. 

La comisión de un tor.t se reparaba, generalmente, a través de la 
Tesorería, aunque la responsabilidad era del malhechor en :forma per­
sonal. Cuando no se podía identificar al directamente responsable, Jolo­
wicz nos dice que se presentaba una situación similar a la que se daba 
en Francia con la faute de service y se eliilCogía el nombre de una perso­
na para que ésta sirviera de demandado, pero los tribunales no aproba­
ron esta manera de proceder y se declararon incompetentes para conocer 
de estos asuntos. ("º) 

Esta situación no podía subsistir y se promulgó la Crown Proceed­
ings Act, de 1947. Esta ley considera a la Corona como una persona ma­
yor de edad capaz de ser demandada en tort, sin que se pueda demandar 
al sobe:rano personalmente; las prerrogativas de la Corona, así corno sus 
facultades legales, permanecieron intactas. De esta manera, la Corona 
es responsable de todos los torts cometidos por cualquiera de sus em­
pleados y agentes; es responsable por cualquier incumplimiento de obli­
gaciones derivadas de las relaciones obrero-patronales; y, además, es 
responsable por el incumplimiento de los deberes establecidos por el com-
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mon Jaw en relación a los derechos de propiedad y posesión. La Corona 
también es responsable por el incumplimiento de una obligación legal 
(establecida por el derecho legislado-statutory- duty). siernpi·e y cuando 
el mismo statute en cuestión obligue a otras personas además de la Co­
rona y sus oficiales. ( 1 • 1 ) 

Esta responsabilidad de la Corona está limitada a los actos de sus 
agentes, empleados o Ministros, o sea, a los actos de las personas nombra­
das directa o indirectamente por ella, y que i·eciben sus remuneraciones 
económicas del dinero asignado por el Parlamento, o certificado direc­
tamente por la Tesorería. Por lo tanto, un agente de policía no es un 
oficial de la Corona. ( 122 ) 

La ley que estudiamos establece varias excepciones a la responsabi­
lidad de la Corona: 

1.-En relación a los servicios de correo y de telégrafo, siempre y 
cuando no se trate de piezas certificadas o registradas para el interior 
del país; 

2.-En relación a los torts cometidos entre miembros de las fuer­
zas armadas, estén o no de servicio. El daño que pueda sufrir un solda­
do en estas circunstancias se tiene en cuenta al otorgarle su pensión; ( 120

) 

3.-En relación a actos judiciales, aunque éstos sean maliciosos y 
que los actos o palabras no sean el resultado del ejercicio honrado de la 
judicatura, siempre y cuando el juez actúe dentro de su competencia. 
Esto se explica como una garantía al cuerpo judicial, presentándose co­
mo protección al público más que un privilegio del juez. 

El campo de esta excepción es bastante amplio y se puede decir que 
se .aplica cada vez que una agrupación debe realizar una encuesta o de­
cisión de tipo judicial. Quedan incluídos los Jueces de Paz. 

Cuando se demanda a un juez de la Corte Superior por exceso de 
jurisdicción, el actor debe comprobar dicho exceso (cosa prácticamente 
imposible de hacer ya que Ja Corte Superior tiene jurisdicción para de­
cidir cuál es su jurisdicción); cuando se demanda a un juez inferior por 
Ja misma causa, Ja carga de prueba pasa al demandado. El mismo prin­
cipio se aplica a los tribunales administrativos cuando éstos deben actuar 
judicialmente. Se debe recordar, al decir de Jolowicz, que Ja víctima en 
estos casos (en relación a Jos tribunales administrativos) puede obtener 
un writ de certiorari contra uno de estos tribunales por no actuar ju­
dicialmente, por actuar en exceso de su jurisdicción, etc. 

Los testigos, los abogados y Jos miembros del jurado también son 
inmunes de responsabilidad en relación a Jo que dicen con referencia al 
negocio judicial en que intervienen. 

Desde Juego, cuando los jueces se exceden de su jurisdicción, pier­
den su inmunidad y son responsables de los torts que cometen. Si el ex­
ceso de jurisdicción resulta de un error de hecho, que no es conocido, 
o que resulta de hechos que no se consideran que deben ser conocidos 
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Por el juez, éste no será responsable. Debemos aclarar que mientras que 
el Derecho de Torts no ha establecido una responsabilidad de los jueces, 
el Derecho Penal siempre la ha reconocido, pero Jolowicz nos informa 
que en los últimos doscientos años no ha sido necesario acusar a un juez 
de ser deshonrado. ( 12·4 ) 

.Jolowicz pasa a estudiar lo que se ha llamado acto del Estado (act of 
State) y nos dice que se le han atribuido varios significados: 

1.-Un acto que, a primeras luces, no daña a nadie (reconocimiento 
de un soberano extranjero); 

2.-Un acto cometido por un Estado extranjero, dentro de su te-
1·ritori~ y que causa daño a un sujeto inglés sin que dicha persona ten­
ga acción; 

3.-Un acuerdo entre el gobierno inglés y un Estado extranjero re­
sultando dañado un sujeto inglés sin que éste tenga acción; Y. 

4.-Un acto cometido por cualquier 1·epresentante de la Corona, con 
su autorización o ratificación, acto que causa daño a un extranjero sin 
que surja responsabilidad para la Corona o sus representantes. 

Este último significado es el que analizaremos habiéndose fijado la 
regla en el caso Buron v. Deninan. (• 2 •) 

El daño debe ser sufrido por un extranjero para que pueda ser con­
siderado el acto como acto de Estado, pero un extranjero amistoso resi­
dente en Inglaterra tiene la misma protección que un sujeto inglés ante 
el conunon law. Esto se explica debido a la lealtad a la Corona que le 
impone la residencia dentro del territorio inglés. El máximo tribunal in­
glés llegó hasta el extremo de darle protección a un extranjero residen­
te en territorio inglés que había sido desleal a la Corona. Un visitante en 
Inglaterra tiene la misma protección y es que el acto de Estado no fun. 
ge como excepción a la responsabilidad en tort dentro del common Iaw-. 
("•) 

En cuanto al problema que se relaciona con la necesidad de que se 
cometa el acto fuera del territorio inglés para que pueda ser considera­
do como acto de Estado, las opiniones están divididas: algunos autores 
dicen que si y, otros, en relación a la deportación de un extranjero ene­
migo. dicen que no. Jolowicz deja sin resolver el punto. (' 27

) 

En relación a la posibilidad de que cualquier funcionario del Estado 
pueda cometer un acto como el que estudiamos. el caso Pedlar decidió que 
se deben excluir a los oficiales menores. En principio, se puede decir que 
cualquier oficial puede cometer un acto de Estado. ( 12

•) 

Si el daño no es autorizado, ni ratificado, por la Corona, y si el De­
recho del lugar donde se cometió el acto no considera a éste como justi­
ficado, se puede demandar la reparación del daño en Inglaterra. Aquí el 
extranjero tiene los mismos derechos que un sujeto inglés. (' 29 ) 

Ahora pasaremos a ver el efecto que tienen las órdenes de un su-
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perior en relación a la responsabilidad en tnrts. En ciertas circunstancias 
éstas se pueden oponer como excepción a la responsabilidad, siempre y 
cuando el acto ordenado no era ilegal por otra causa; dicho en otra for­
ma. si A le ordena a B que dispare su arma de fuego sobre C y B lo hace 
hiriendo a C, B es responsable en tort por el daño causado a C. Cuando un 
oficial de policia (constable) presenta una orden, ya sea de cateo o de 
arresto, sin saber que quien la expidió lo hizo en exceso de su jurisdic­
ción, pero la presenta y le da trámite en forma legal, no es responsable 
del daño causado. Si arresta una persona al desahogar una orden de 
aprehensión, pero la persona arrestada no es la persona descrita en la 
orden, será responsable por el tort de privación de libertad, aunque el 
dañado sea, de hecho, la persona que debe ser arrestada. Pero si el error 
in persona arriba descrito es causado por el actor como una broma, se 
aplica la excepción de volenti non fit injuria. ( 130 ) 

En relación a los miembros de las fuerzas armadas, está bastante 
claro que el soldado no será responsable por cumplir una orden, si lo or­
denado no es manifiestamente ilegal. Desde el punto de vista del Der.e­
cho Penal, ésto es bastante sencillo; civilmente, el punto no está claro y 
la opinión está dividida. (•u) 

En cuanto a los torts cometidos por los :miembros de fuerzas arma­
das visitantes, se resuelve el problema considerándolos como si fueran 
miembros de las fuerzas armadas inglesas y la satisfacción de las re­
clamaciones por daños se logra a través del Ministro de la Defensa --con 
dinero autorizado por el Parlamento-- cuando los torts se cometen en 
el cumplimiento de su deber. Cuando el tort se comete sin estar en ser­
vicio el agente, entonces éste es responsable, pero la sentencia general­
mente carece de valor práctico ya que, la mayoría de las veces, el de­
mandado ha salido de Inglaterra sin dejar bienes. ( 132 ) 

b).-Menores de Edad.-En cuanto a la capacidad para ser deman­
dado, la regla general es que :::.í pueden ser sujetos de una demanda, pero 
presentando numerosas excepciones. Opiniones de los jueces han esta­
blecido que sí son responsables en los torts de violencia o contra la paz 
pública. (' 33 ) 

De lo dicho arriba, se puede decir que un menor puede ser deman­
dado en tort como si fuera mayor de edad. La edad del demandado tiene 
relevancia en los casos de tort en que se requiere la malicia o la negligen­
cia. Si el demandado es un niño será una cu.esti6n de hecho determinar 
si podía prever las consecuencias y si se puede decir que se le puede im­
putar 1·azonablemente la malicia o una falta debida de cuidado. (' 34

) 

Pasamos ahora a ver la 1·esponsabilidad de un menor cuando el tort 
se relaciona con un contrato. Se puede decir que si la causa de la acción 
se basa realmente en un contrato. el actor no puede escapar de la excep­
ción de minoría de edad demandando al menor en tort. El menor será 
responsable en tort si éste -el tort- es independiente del contrato, aun­
que la ocasión de cometer el tort no se habría presentado en ausencia 
del contrato. (13 5 ) 

En los casos en quia el menor haya recibido bienes como resultado 
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de un bailment (por ejemplo, comodato, recordando que no se consi­
dera como contrato en el Derecho inglés), y, llegado el momento de efec­
tuar la devolución, no haciéndola el m.enor, el propietario de los bienes 
puede demandar al mencionado menor por el tort de conversión. ( 136

) 

Cuando los bienes son entregados al menor como consecuencia de un 
contrato, contrato en el que el menor engañó al vendedor respecto su 
edad, por ejemplo, y Juego el menor no cumple, el vendedor no tiene ac­
ción, porque sería acción basada en un contrato. El menor no es respon­
sable ni en contrato ni en tort por engaño. Sin embargo, el Equity obli­
ga al menor a restituir los bienes que haya obtenido engañando a terce­
ros. Este remedio en Equity es muy limitado, puesto que se reduce a la 
restitución específica y si ésta no es posible, la víctima no tiene acción. 
(1") . 

En cuanto a la situación de Jos padres ante los torts cometidos por 
los hijos, aquéllos no son responsables, como padres, de los actos dañi­
nos de éstos. Sin embargo, si se logra probar ante el tribunal que el 
hijo causó daño a tercero, en el desarrollo de la función que puede tener 
como empleado de su padre, entonces el padre será responsable, pero co­
mo resultado de la responsabilidad del patrón por Jos actos del emplea­
do y no como resultado de la relación entre padre e hijo. ( 13

•) 

El padre puede ser responsable cuando haya sido negligente en la 
vigilancia del menor en relación al acto que produjo el daño, o si autori­
za o ratifica la conducta ilícita. ( 139

) 

En cuanto a Ja capacidad para demandar del menor, diremos que 
éste actúa en Ja misma forma que lo hace un adulto, nada más que debe 
actuar a través de su amigo más próximo, comúnmente siendo éste su 
padre. ( 140

) 

Nos podemos encontrar con una situación en la que el niño sufre un 
daño mientras que aún se encuentra en el vientre de su madre. Aunque 
no hay decisión directa sobre esta situación. no parece haber razón pa­
ra excluír la acción de un menor que reclame daños derivados de un tort 
pre-natal, siempre y cuando se puedan probar los elementos esenciales de 
determinado tort, siendo el niño Ja víctima directa. ( 141

) Si el daño que 
resulta se presenta como una pérdida de beneficios pecuniarios derivada 
de la muerte de un pariente. encuadrando el parient.e dentro de la enu­
meración establecida por la Fatal Accidenta Act (Ley de Accidentes Mor­
tales), de 1846, entonces no hay duda que se puede presentar una de­
manda a favor del niño cuando éste nazca. ( 142

) 

En cuanto a la posibilidad de demandar por el daño físico sufrido 
por el menor antes o durante el alumbramiento, Jolowicz nos informa 
que 'Vinfield estudió este problema con las siguientes conclusiones: du­
rante el alumb1·amiento, no se les ocurre obstáculo para admitir Ja po­
sibilidad de demandar; antes del alumbramiento, no existe decisión in­
glesa al respecto, pero un tribunal canadiense admite la acción. Jolowicz 
concluye que se debe admitir la acción en el segundo caso, teniendo es­
pecial cuidado de establecer la relación causal adecuada. ( 143

) 
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c) .-La mujer casa.da.-La posición de la mujer casada, hasta el 
ano '!-e 1935, ha sido una mezcla de privilegios y cargas. En Equity, en 
r~lac1ón a la propiedad, se le atribuían inmunidades a la vez que incapa­
cidades; en el COJllllllon Jaw, en relación a los torts, podía demandar y ser 
demandada, nada más que en el caso de ser demandada, su esposo tenía 
que aparecer como ce-demandado. Jolowicz nos dice que desde que se 
promulgó la Law Re:form (Married "\Vomen and Tortfeasors) Act (Ley 
de Reforma relativa a las mujeres casadas y a los autores de torts), de 
1935, la mujer casada guarda la misma posición que las solteras, con 
algunas excepciones. (•H) 

. . Heuston nos informa que antes de la reforma de 1935 la responsa­
b1hdad de la mujer casada se limitaba al monto de su propiedad perso­
nal, no se extendía a la propiedad matrimonial. La connotación de pro­
piedad personal se derogó con la mencionada reforma:. (' 45 ) 

Hemos dicho que el cornmon law exigía que el esposo fuera el co­
demandado de su mujer en las acciones de tort. La Women's Property 
Act (Ley sobre Ja Propiedad de las Mujeres), de 1882, le quitó al marido 
todos los intereses que antes tenía en la propiedad de su mujer, sin que 
la Cámara de Jos Lores considerara que se abolía Ja responsabilidad de 
aquél por los torts de ésta. Ya no era necesario que fuera demandado con 
su mujer, pero subsistió la posibilidad de que lo fuera y que fuera res­
ponsable de los daños causados por su mujer. (' 46

) Heuston nos dice que 
ésto se remedió por la ley de 1935 que hemos mencionado: el marido ya 
no es responsable del dafio causado por su mujer por el solo hecho de 
ser su marido. (' 4 7) 

Ahora estudiaremos la posibilidad de que marido y mujer se de­
manden entre sí en caso de tort. Hasta el año de 1962 ésto no era posi­
ble, con la excepción de que la mujer podía demandar al marido, buscan­
do la protección y seguridad de su propiedad, ésto gracias a Ja menciona­
da ley de 1882. A partir de la promulgación de Ja La.w Re:for:m (Husband 
and 'Wife) Act (Ley de Reforma sobre las relaciones entre Marido y Mu­
jer) de 1962, se pueden demandan entre sí en tort, pero para evitar plei­
tos sin importancia, los tribunales pueden denegar uva acción si es evi­
dente que no habrá beneficio al actor. (' 48

) 

Debemos estudiar los casos en que hay concurrencia de negligencia 
en la causa del daño. Si la esposa no es negligente, pero el esposo y X si 
lo son, la esposa puede demandarle a X la cantidad completa y X puede 
repetir contra el esposo por la parte proporcional del daño. Si Ja esposa 
es Ja actora, y ésta y X concurren en la negligencia, la esposa recupera el 
daiio sufrido, pero proporcionalmente a la negligencia de X; en este ca­
so el esposo puede recuperar la totalidad de los daiios derivados de la 
pérdida de la compañía de su esposa, demandando a X_ ( 14

•) 

En Jos casos en que la esposa permanece en la casa del esposo des­
pués que éste la abandona, tiene el derecho de seguir habitando Ja casa, 
derecho que surge del Equity, pero un tribunal puede ordenar Ja entre­
ga de la casa de acuerdo con la mencionada ley de 1882. ('"º) 
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d) .-Corporaciones ( corporations) .-Una corporación se caracteriza 
por un nombre que Ja distingue, un seno propio y una existencia en per­
petuidad; es creada por Ley y es independiente, en su existencia, de Jos 
seres humanos que son sus miembros. Existen cinco formas distintas que 
se pueden emplear para que una corporación surja a Ja vida: 

1.-A través del conimon Jaw; 

2.-A través de una Carta Real; 

3.-A través de la costumbre; 
4.-Por prescripción; y, 

5.-Por autorización del Parlamento. 

Se podrían ofrecer como clasificación senci11a de las corporaciones 
aqué11a que se fija en el número de miembros que la componen: 

Unimembre (Sole) : compuesta por una persona y sus sucesores, por 
ejemplo, El Procurador Fiscal; y, 

Plurimembre (Aggregate): compuesta por varias personas, por ejem­
plo, Bcnso-n a.nd Hooges, Ltd. ( 151

) 

Heuston, hablando de Ja capacidad para demandar de Ja cor:poració.n. 
nos dice que puede demandar por cualquier tort que se Je cometa, de la. 
inisma manera que Jo puede hacer una persona física. Desde Juego, no 
puede demandar por un tort de Jos cuales es imposible cometer contra 
una persona moral (privación de libertad, por ejemplo) y, en caso de di­
famación, ésta debe causar un daño real a la corporación en su propiedad, 
o en su volumen de negocios. ( 152 ) 

En cuanto a su capacidad para ser demandada, el mismo Heuston 
nos dice que como una corporación es una persona ficticia, actúa a tra­
vés de sus agentes y empleados ; por Jo tanto, todos los actos de la corpo­
ración son. de hecho, actos de sus agentes o empleados, pero, en Derecho, 
son imputados a Ja corporación. De ahí que, para el Derecho inglés, Ja 
responsabilidad de una corporación es una responsabilidad por hechos 
de terceros (vicarious liability). Concluye que una corporación puede ser 
demandada en tort, incluyendo Jos torts que requieren de Ja malicia y 
del engaño. Las reglas de esta responsabilidad son iguales a las que tie­
nen aplicación en Ja responsabilidad del dueño de un negocio en relación 
a los actos de sus empleados o domésticos (master-servant relatinns). (' 53

) 

James nos dice que para determinar si una corporación es responsa­
ble o no, se debe saber si el acto u omisión que se reclama fue cometido 
o no dentro del campo de acción autorizado del agente de Ja corporación. 
Después, se debe establecer si el acto es un mero exceso en el ejercicio 
de las facultades de Ja corporación o si, por el contrario. se encuentra 
completamente fuera del campo de acción de dichas facultades. (' H) 

Así, llegaremos a Jos conceptos de intra vires y ultra vires. 
Intra vires: cuando una corporación está actuando, a través de sus 

agentes y empleados, dent:ro de Jos límites de actividad establecidos en 
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su Carta, por ejemplo, se está conduciendo intra vires. Se puede come­
ter un tort, act1UU1do la corporación intra vires,. a través ·de uno de sus 
agentes o empleados en el curso del desarrollo de sus funciones. En este 
caso, la responsabilidad de la corporación es de la llamada vicarious lia­
bility, corno lo hemos explicado. Aquí se incluye la responsabilidad poi 
toda clase de tort, incluyendo los que requieren algún elemento mental 
especial. 

Ultra vires: cuando una col:"poración está actuando, a través de sus 
agentes y empleados, fuera de los límites de actividad establecidos por 
su Carta. por ejemplo, se está conduciendo ultra vires. No hay decisiones 
judiciales sobre la posibilidad de que se cometa un tort, actuando Ja cor­
poración ultra ivires. Los especialistas en tort no han podido ponerse de 
acuerdo al respecto. Debemos aclarar que sí es aceptado que la comisión 
de un tort ultr.a vires sea expresamente autorizada, y hasta ordenada, 
pero no se acepta que dicha autorización, u orden, sea implícita. Jolowicz 
concluye que un tort ultra vires expreso puede existir, pero se pregunta 
si la corporación será responsable del mismo. ( 155) 

Tanto Jolowicz como Winfield aceptan que sí existe Ja responsabili­
dad de la corporación en caso de tort ultra vires. Winfield arguye que Ja 
responsabilidad existe, no como vica.rious liability, o sea, aque11a respon­
sabilidad del dueño de un establecimiento por los actos de sus emplea­
dos o domésticos (11t1aster-servant relation), reduciéndose a Ja responsa­
bilidad por acto ajeno, sino como co-autor del daño. Algunos autores nie­
gan la responsabilidad, diciendo que todo tort es ultra vires y, como tal, 
no permite acción en contra de Ja corporación, confundiendo Ja responsa­
bilidad en torts con Ja responsabilidad contractual en relación a la idea 
de ultra vires. Estos autores sostienen que ya que el Derecho le prohibe 
hacer algo a A, al hacer A lo prohibido, no hay responsabilidad. Termi­
nan diciendo que si A no tiene capacidad para hacer algo y, sin embar­
go, lo hace, tampoco surge Ja responsabilidad. Jolowicz concluye que es­
tos argumentos constituyen una falacia pura. ( 1 ••) 

e) .-Dementes.-Tanto James como Heuston y Jolowicz nos infor­
man que en relación a la responsabilidad en torts de los dementes, existen 
muy contadas decisiones inglesas que se ocupen directamente del proble­
ma. ( 157) 

En general, se puede decir que Ja regla ha sido que Ja demencia no 
excluye Ja responsabilidad civil. ( 158

) Esto se explica si recordamos, con 
Sir Matthew Hale, que el fin de Ja responsabilidad civil "no es el casti­
go, sino Ja satisfacción del daño causado a Ja víctima". (1 59

) 

Una persona demente es responsable de los torts que comete, a no 
ser que se requieran elementos mentales especiales: por ejemplo, en Jos 
casos de demanda maliciosa. Mientras que el demandado supiera la na. 
turaleza y la calidad de su acto, al cometerlo, es responsable, aunque no 
supiera en ese momento que era un acto malo. Si la demencia es extre­
madamente pronunciada, entonces ésta concluye absolutamente la res­
ponsabilidad, ya que se puede decir que hay una ausencia completa de 
volición. ( 1 

•
0

) 
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Escoc:ia considera a Ja demencia como una excepc1on absoluta que ex­
cluye por completo a Ja responsabilidad. El Canadá y Nueva Zelandia 
no aceptan a la demencia como excluyente de responsabilidad en Jos ca­
sos del tort de amenaza (assa.ult). Los Estados Unidos parecen seguir la 
regla inglesa: responsabilidad con excepciones. ( 1 • 1 ) 

f) .-Convictos.-Los trabajos forzados y Jos artículos de la Forfei­
ture Act, de 1870 que creaban incapacidades para Jos convictos, fueron 
<";!erogados por Ja Criminal Justice Act (Ley de Justicia Penal), de 1948, _ 
c:E< tal suerte que un delincuente convicto, aunque se encuentre en Ja pri­
si6n cumpliendo su sentencia, puede demandar a causa de cualquier tort 
que pueda sufrir. ( 1 •2) Heuston explica ésto diciendo que "aquéllos que 
transgreden la ley siguen siendo sujetos de la Reina -no son sus ene­
migos". ( • 68) 

g).-Extranjeros.-Un extranjero que sea considerado amistoso, o 
sea, aquél que no sea sujeto, o ciudadano, de cualquier potencia enemi­
ga, no se encuentra bajo ninguna incapacidad ni goza de ninguna inmu­

. nidad; su situación es igual a Ja de cualquier sujeto inglés. ( • •4
) 

Históricamente, la capacidad para demandar de los extranjeros de­
pendió, en general. de la aceptación que éstos tuvieran en la vida del 
inglés. Los burgueses no los aceptaron. por ra30nes de competencia en 
el comercio ; la realeza y los nobles sí los aceptaron ya que los extran­
jeros comúnmente se dedicaban a prestar dinero, exigían bajos precios 
por sus mercancías, pagaban generosamente los favores del Rey, etc. En 
los años de 1481 y 1482, según Littleton, se les negó la posibilidad de 
ejercer acciones reales y personales. Coke después aclaró que podían ejer­
cer acciones personales, mas no las acciones reales o mixtas. Se debe re­
cordar que en el tiempo de Coke (año de 1628), las acciones reales ser­
vían únicamente para la reivindicación de tierras y que Jos extranjeros 
no podían poseer tierras. Esta situaci6n subsistió hasta el año de 1 870 
cuando se promulgó la Naturalisation Act (Ley de Naturalización). per­
mitiéndole a los extranjeros el ser poseedores y propietarios de tierras. 
(•••) 

En cuanto al extranjero enemigo, diremos que éste es Ja p.ersona 
cuyo Estado está en guerra con el Soberano inglés, o la persona que. 
sin importar su nacionalidad, reside voluntariamente o tiene negocios, 
en un país enemigo. Un extranjero enemigo no puede presentar una de­
manda ante los tribunales de la Reina, a no ser que se encuentre en In­
glaterra con licencia de Ja Reina. En cambio, puede ser demandado y 
contestar la demanda y, si pierde, tiene el derecho de apelar. ( 166

) 

Debemos dejar un punto aclarado: es posible que no se le conside­
re como enemigo a un extranjero para efectos de las garantías indivi­
duales. aunque su país esté en guerra con Inglaterra. si dicho extranjero 
no reside dentro del país enemigo, ni tiene negocios en dicho país. ( 1

•
7

) 

h) .-Sindieatos.-Los sindicatos, en Inglaterra, han sufrido una his­
toria bastante irregular: en un principio, se les conside1:6 como asocia. 
ciones criminales, ahora gozan de reconocimiento jurídico completo. La 
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suerte de los sindicatos variaba ·según oscilaba el poder político entre el 
Partido conservador y el Partido laboral. ( 160 ) 

En 1901, la Cámara de los Lores decidió que un sindicato es un en­
te legal con las suficientes caracteristicas de una persona juridica como 
para que pudiera ser demandada en t.ort, respondiendo de los actos da­
ñosos de sus oficiales. ( 1

•") Esta decisión no fue popular con los sindi­
catos y, en el año de 1906, se promulgó la Trades Disputes Act (Ley de 
Conflictos Gremiales), que declaró que no se podría demandar a un sin­
dicato por los daños causados por un tort cometido por, o a favor, del 
mismo. Se ha establecido que dicha inmunidad se extiende a todo tipo 
de tort, pero que no excluyó la posibilidad de obtener una injunction (in­
terdicto) para evitar que un sindicato cometa un tort. Lo que se prote­
ge a través de la inmunidad es el fondo monetario del sindicato y no a 
los oficiales personalmente, de tal manera que éstos si son responsables 
de los torts que cometan lo mismo que los miembros del sindicato. -( 170

) 

En 1926 los sindicatos declararon una huelga general que trajo co­
mo resultado la promulgación de la Trade Disputes and Tra.de Unions Act 
(Ley de Conflictos Gremiales y de Sindicatos). reformando la Ley de 
1906, de tal suerte que los sindicatos perdían su inmunidad si una huelga 
no tenía otro :fin más que el de continuar un conflicto dentro del oficio 
o industria de sus miembros, o si se utilizaba para ejercer presión so­
bre el gobierno, ya fuera directa o indirectamente. Esta Ley fue dero­
gada por la Ley del mismo nombre del afio de 1946. ( 171 ) 

Para terminar, diremos que los sindicatos pueden demandar en nom­
bre propio y, sin embargo, hemos visto que no pueden ser demandados 
por la comisión de un tort_ ( 172 ) 

i) .-Personas que tiene Autoridad de tipo paternal o cuasipaternal.­
Este es el nombre que les da .Tolowicz a las personas que, al ejercer un 
control disciplinario sobre personas bajo su vigilancia, son inmunes a la 
responsabilidad que podría surgir en otras circunstancias de actos que 
cometan, actos que constituirían torts de assault (amenazas), ba.ttery 
(lesiones) o privación de libertad (False imprisonment). El grado de con­
trol varía con la naturaleza de la relación y debe ser moderado y razo­
nable. En relación al control paternal, Jolowicz no considera explicar su 
justificación, únicamente apunta que cesa a los veintiún años de edad. 
( "ª) 

En cuanto a. las personas que ejercen autoridad de tipo cuasi-pater­
nal . .Tolowicz examina los siguientes casos: 

!.-Directores de escuelas: reciben su autoridad a través de una de­
legación implícita de los padres de los alumnos, aunque se pueden cele­
brar convenios expresos para exceptuar la aplicación de determinada 1·e­
gla, o para exigir la aplicación de una regla que el colegio comúnmente 
ha dejado de aplicar. La delegación de autoridad implícita se refiere tan­
to a reglas conocidas, como desconocidas, por los padres. El alumno per­
manece bajo la autoridad del Director de la escuela aun fuera de la es­
cuela misma, siempre y cuando se considere que el mencionado alumno 
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se encuentra dentro del campo razonable de acc1on del Director. Si un 
alumno obedece las instrucciones directas de sus padres y, al hacerlo, 
infringe una regla de la escuela y el Director lo castiga, no surge res­
ponsabilidad para el maestro si la regla en cuestión es razonable. Se acep­
ta que los ayudantes de los profesores corrijan a los alumnos, siempre 
y cuando que el castigo que determinen no sea el resultado de un moti­
vo. reprobable. ( 174) 

II.-Marido Y' Mujer: el marido tenía el derecho de golpear de una 
manera moderada a su mujer; aunque ésto ya no es cierto, la gente de 
las clases bajas aún lo acostumbran, con el resultado de que ambos cón­
yuges son mutuamente responsables en tort. El marido ya no tiene la 
posibilidad de usar la fuerza con su mujer cuando ésta no cumple con 
sus deberes conyugalt!s, pero puede usar la violencia para evitar que co­
meta una falta de conducta marital; la mujer tiene el mismo derecho en 
relación a su marido. ( 175 ) 

III.-El capitán de una embarcación: puede hacer uso de la fuerza 
para asegurar el bienestar de su nave, de la tripulación, de sus pasajeros 
y de su carga. Puede hacer uso discrecional de medidas disciplinarias, 
que en todo momento deben ser razonables. de acuerdo con las circuns­
cias ; el arresto es el límite de sus facultades. Toda vez que sea posible, 
la persona acusada debe tener la oportunidad de que se le oiga en su 
defensa. (' 7 º) 

Cuando, en los casos mencionados arriba, se debe llevar una audien­
cia, la persona o personas que ejercitan la autoridad cuasi-paternal tie­
nen la obligación de actuar de una manera cuasi-judicial, sin que se per­
mita ningún abuso de funciones. Si resulta un abuso, puede surgir la res­
ponsabilidad en tort. (177) 
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E.-Recursos para Remediar un Tort: su Clasificación. 

El remedio múg común que se emplea para reparar un tort es una 
acción ele .dafíos _Y perjuicios, o indemnización (unliquidated demages), 
aunque existen ciertos otros recursos que en determinadas circunstan-
cias, se pueden utilizar. ' · 

A) .-Auto-<lefensa.-Antes de comenzar con el estudio de este re­
curso, debemos aclarar que no se debe confundir este recurso con la ex­
cepción de legítima defensa que ya estudiamos. 

I·Iay ciertos tipos ele daños en relación a los cuales la víctima no es=­
tii obligada a recurrir a los tribunales para su reparación o remedio. Se 
le autoriza que aplique el remedio por mano propia, reparando el dafio 
él mismo. Esta es la situación en los torts de transgresión a la persona 
y a la propiedad (trespasses to the person or property). (''ª) 

Se ha dicho que éste es un remedio peligroso porque las más de las 
veces le es muy difícil al actor el saber cuánto puede hacer para reparar· 
el daño que sufre. De cualquier forma, Jolowicz sostiene que la auto~ 
defensa es un remedio en torts. ( 170

) 

Auto-def'ensa de la persona: Se considera legal que un hombre uti:.· 
lice la fuerza en relación a otro para defender su persona, pero esta fuer­
za no debe exceder los límites razonables de la ocasión. La calificativ!? 
de fuer,1;a razonable es una cuestión de hecho que depende de cada caso 
en concreto; se justifica una agresión física real para remediar una ame­
naza de violencia. pero la agresión debe ser proporcional a la amenaza. 
( 180 ) Se justifica la auto-defensa de la esposa o del esposo, del padre o· 
del hijo, del patrón o del empleado, aplicando lo dicho a la auto-defensa. 
de uno mismo. ( 181

) 

Auto-defensa de los bienes inmuebles: El que es desposeído ilegal:.· 
mente de su bien inmueble, no está obligado a recurrir a los tribuilales­
para recuperar la posesión, ya que la puede recuperar por acto propio;. 
siempre y cuando le sea posible hacerlo pacíficamente. sin el uso de la 
fuerza. El uso de la fuerza para lanzar al transgreso1: y sus bienes mue­
bles constituye un delito penal, pero no da lugar a responsabilidad en 
tort. ( "'2) Concluimos que se puede hacer uso de la fuerza 1·azonable. El" 
dueño de un terreno sobre el cual se construyó un edificio, transgredien­
do su derecho de propiedad, puede ordenar la demolición de dicho edifi­
cio sin necesidad de dar previo aviso, exceptuando el caso de que la cons~ 
trucción esté habitada. ( 183

) 

Auto-defensa de los bienes muebles: cualquier persona que tenga de• 
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recho a la posesión de un bien mueble puede recuperarla, ya sea pacífi­
camente, ya sea con el uso razonable de la fuerza, dirigiendo su actividad 
a Ja persona que ha tomado dicho bien o que no lo ha entregado estan­
do obligado a entregarlo. La víctima puede invadir las tierras del res­
ponsable para recuperar la posesión; en cuanto a la posibilidad de in­
vadir tierras de un tercero inocente, se duda si se puede autorizar esta 
conducta, aunque ya hay una decisión judicial que indirectamente niega 
Ja posibilidad de dicha invasión. ( 184 ) Por otro lado, si los bienes :mue­
bles del demandado se encuentran dentro de las tierras del actor, pueden 
ser retenidos hasta que sea pagada una compensación. ( 185

) 

También se considera legal, en los casos de tort de Nuisance (podría 
traducirse como molestia), que el ocupante de una tierra, o cualquier 
persona autorizada por el ocupante, ponga fin, por su propia mano, a 
cualquier '111olestia (nuisance) por la cual la tierra en cuestión sufra ca­
ñ.os. ·(180 ) Para la aplicación de este recurso se deben tener en cuenta tres 
reglas, recordando siempre que el Derecho no favorece este recurso y 
que su empleo destruye cualquier otra acción: 

Primera.-Se le debe hacer un requerimiento al 1·esponsable de la 
inolestia para que remedie la situación. Esto no es necesario en los casos 
-en que la molestia se causa por una omisión y la seguridad de la vida de 
los afectados, o de su propiedad, no permite que se haga dicho requeri­
miento. Tampoco es necesario el requ~rimiento en los casos en que se 
:puede hacer desaparecer la molestia sin necesidad de entrar en la pro­
¡piedad del responsable; 

Segunda.-No se puede ocasionar daño innecesario al aplicar el re­
:medio, la auto-defensa debe ser razonable; y, 

Tercera.-Cuando existen dos medios distintos de auto-defensa po­
sibles, se debe utilizar el que cause menos daño. ( 187

) 

B) .-La Indemnización (Da.inages).- Harvey McGregor define a 
la indemnización (damages) como la "compensación pecuniaria, que se 
puede obtener teniendo éxito en el ejercicio de una acción, por un daño 
que se deriva ya sea de un tort o del incumplimiento de un contrato". ( 188

) 

El mismo autor nos .especifica que la indemnización debe consistir en una 
suma que será pagada en una sola exhibición (quedando excluidos los pa­
gos periódicos y las rentas vitalicias) ; que la indemnización debe ser 
otorgada incondicionalmente y pagadera en moneda de curso corriente en 
Inglaterra. (•••) . 

Nos damos cuenta que hay dos tipos de daños compensables: los da­
ños .pecuniarios y los daños no pecuniarios. 

Daños pecuniarios: comprenden los siguientes: 

1.-Daños básicos.-Cuando los bienes inmuebles o muebles de la 
vícti:ma han sido dañados, el daño pecuniario básico se traduce en la dis­
minución del valor de la cosa y la compensación se calculará teniendo co­
nt9 base los gastos de reparación necesarios para la restauración de la co­
.Ba, sin importar que la cosa quede en mejor estado del que guardaba an-
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tes de ser dañada. Si la cosa se pierde o es destruída, se P!'!S"a:i;-á el valor de 
la cosa en el mercado. En caso de que suba de yalor el bien in!11ueble que 
ha sido reparado, en relación al valor que ten1~ antes del dano, se. hace 
Ja deducción correspondiente: ~n casos de danos ~er~onales _(lesiones, 
etc.) la pérdida pecuniaria basica se traduce en la perdida sufrida en su 
capa~idad de ganancias futuras. ( • • 0

) 

JI.-Daños consecuentes.-Este tipo de daños pecuniarios se puede 
presentar en tres formas distintas: 

1.-Ganancias perdidas como consecuencia del tort, que, a su vez, se 
puede manifestar de dos maneras diferentes: 

a) .-El actor, habiendo sido dañados sus bienes, puede reciamar las 
ganancias que dejó de obtener; si no prueba la pérdida de determinada 
ganancia, puede 1·eciamar la pérdida general del uso de Ja cosa y, si no 
puede probar ninguna de las dos, se Je puede otorgar una compensación 
por intereses que dejó de obtener. ( .. ') 

b).-EI actor también puede reclamar, bajo este concepto, la pérdida de 
los se1·vicios que recibía de su cónyuge, hijo o sirviente, ya sea como re­
sultado de lesiones sufridas por éstos, ya sea como resultado de la induc­
ción a dejar el servicio o como resultado de seducción de la hija, o como 
resultado del adulterio. etc. ( .. 2 ) 

2.-Gastos causados por el tort: a veces el gasto se ocasiona para 
mantener el daño dentro de límites razonables, evitando que empeore. En 
esta situación se entienden los gastos n1.édicos, gastos del cónyuge ileso 
para visitar al cónyuge lesionado para acelerar su curación y reducir el 
lapso de tiempo en que el primero se ve privado de los servicios y com­
pañía del segundo, etc.. Igualmente. aquí se toman en consideración los 
gastos funerarios y similares. ('.,) 

. 3.-Gastos que el tort rinde inutilizables: vemos aquí, por ejemplo, 
los sueldos pagados a la tripulación de una embarcación durante el tiem­
po que ésta se repa1·a como consecuencia del daño causado por el respon­
sable. Si estos daños no se reclaman bajo el encabezado de pérdida de ga­
nancias, se puede reclamar como gastos rendidos ir•1tilizables por el tort; 
o sea. la acción para reclamarlos es una acción alte1nativa, mas no adicio­
nal. ('•") 

Daños no pecuniarios: McGregor considera cinco encabezados dis­
tintos de este tipo de daños : 

I.-Dolor y sufrimiento, '.Pérdida de las amenidades de la vida y re­
ducción de la duración de la vida.- Nos dice el mismo autor que el "do­
lor es el efecto sentido inmediatamente en los nervios y en el cerebro co­
mo resultado de una lesión al cuerpo". ( 1

•
5

) En cuanto al sufrimiento, 
éste lo considera como "la tensión psíquica (distress) que se siente, pero 
no ligada inmediatamente a la condición del cuerpo". ('"•) Aquf podemos 
ver el susto sufrido en el momento de la lesión, el temor de una incapaci­
dad futura relacionado con la salud o con la muerte, o con la demencia, o 
con la capacidad de trabajar; también podemos ver la humillación, Ja tril!I· 
te:z:a y la pena causadas por un desfiguramiento. 
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· En cuanto a la pérdida de las amenidades de la vida, si la lesión trae 
como consecuencia que el actor sea incapacitado, impidiendo que prosiga con 
sus actividades previas, reduciéndole así las posibilidades de gozar de la 
vida, tiene derecho de reclamar daños no pecuniai.·ios bajo este encabe· 
zado. ( 197) 

En relación a la reducción de la duración de la vida. vemos que si la 
lesión incapacita al actor de tal manera que la duración de su vida se ve 
reducida, puede 1·eclamar daños no pecuniarios bajo este encabezado. Hoy 
en día, los Tribunales consideran a este encabezado como pérdida de la 
espcr:::.nza de Íeliciclad (loss of expectation of happiness). ( 198) 

II.-Molestia física.- Comúnmente ésta es reparada bajo el encabeza­
do de dolor y sufrimiento, pero puede haber tort en los que se cause una 
molestia :física sin haber lesión; tal es el caso en el tort de Nuisanee, en 
que el actor se queja de molestias derivadas del ruido, del olor, etc.( 1 ••) 

III.-Pérdida del crédito social: daño a la reputación.-El tort de di­
famación existe para proteger la reputación. ( 2 º") 

IV.-Sufrimiento mental: daño a los sentimientos.-McGregor acla­
ra que el "sufrimiento mental no es, en sí, daño suficiente para basar una 
acción". ( 201

) Una vez establecida la responsabilidad por otro encabezado 
de daños, se puede i.·eclamar los daños a los sentimientos, especialmente 
en aquellos torts en que se violan o dañan las relaciones familiares. ( 2 " 2 ) 

V.-Pérdida de la compañía (society) del cónyuge o del hijo.-Este 
encabezado también se ve en los torts, cuya sanción legal tiene el "fin de 
proteger las relaciones familiares. En los casos de seducción, el padre pue­
de reclamar la pérdida de la compañía del niño. En casos de adulterio. se 
puede reclamar los daños que resulten de la pérdida de la compañía de la 
mujer (social consortium). También, en los casos de incumplimiento de 
promesa de matrimonio, que substancialmente se trata de un tort a pesar 
de ser considerado, el caso, como incumplimiento contractual. ( 2 " 3 ) 

Percy nos dice que todos estos encabezados de daños tanto pecunia­
rios como no pecuniarios, se clasifican en daños generales y daños especia­
les. Daños generales son los que el Derecho presume como consecuencia del 
tort que se aduce; éstos se deben probar, pero no es necesario alegarlos 
detalladamente en la demanda inicial. Daño especial es aquél que el actor 
alega que resultaron del tort que aduce, pero que el Derecho no presume 
como consecuencia natural de ese tort, éste debe ser alegado en la deman­
da inicial y debe ser probado. ( 204

) 

Jolowicz nos dice que el uso original del concepto daños especiales era 
para describir el daño que el actor debía alegar y probar en ciertos casos 
para demostrar que tenía una causa de acción, en contraste con daños ge­
ne1:1ales que el Derecho reconoce como implícitos en ciertos torts, torts 
que dan lugar a una ac.ción per se. Considera que este consepto es de De­
recho substantivo. ( 2 º 5

) 

Con el transcurso del tiempo, se les dio un cariz procesal o adjetive 
a los términos y se llegó a considerar que no era necesario alegar los daños 
generales en la demanda inicial, porque el demandado estaba preparado 
a que se le presentaran pruebas respecto a ellos. Los daños especiales 
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ahora debían ser alegados, no solamente para llenar un requisito de de­
recho substantivo, sino para cumplir con previsiones procesales: que el 
demandado tuviera oportunidad de preparar sus pruebas relativas a da­
ños no presumidos por el Derecho. Así, la presunción de daños en el caso 
de daños generales se ha vuelto una presunción de hecho y no de dere­
cho. ( 200) 

Así, si daños generales significa que no necesariamente deban alegar­
se, porque el demandado sabrá de todas maneras que serán reclamados; 
el daño que obviamente resulte del tort reclamado será daño general ya 
sea que la causa de la acción (cause of aetion) surja o no de un entu~rto 
(wrong) que dé lugar a una acción per se. ( 2 º') 

Hoy en día existe otro uso del término daño especial: aquél que c~n­
sidera a éste como un daño susceptible de un cálculo substancialmente 
exacto y, por consecuencia, daño general no es susceptible de un cálculo 
exacto. ( 2 "ª) 

Para terminar con este punto, .Tolowicz nos dice que el uso original 
del término o concepto daño especial, hoy en día. tiene poco valor y rara­
mente se usa en su sentido de derecho substantivo. Opina que conside­
rar al daño especial como un dafio susceptible de un cálculo exacto es una 
aberración, porque se daría el caso de permitir que el derecho adjetivo 
modifique el derecho substantivo, posibilidad que ya no es aceptable des­
de que se derogaron las formas de acción (fo1·ms of action). El concepto 
debe reservarse para la descripción de los encabezados de daños, descrip­
ción que debe hacer el actor para que el demandado pueda tener notifica­
ción debida de lo que deberá contestar. ( 21

'") 

Pasando al estudio de la indemnización, nos dan1os cuenta que hay 
varios tipos de indemnización, que se puede otorgar: 

1.-Indemnización por desacato.-Generalmente la suma otorgada 
por este concepto es pequeñísima, medio penique, por ejemplo .. Aquí el 
actor recibe tan pequeña cantidad, como resultado de la pobre impresión 
que le dio al tribunal de la acción que ejercitó, o como resultado de su con­
ducta ante el mencionado tribunal. En cierta forma, el tribunal le está 
diciendo al actor que tiene la razón en Derecho, pero que no la tiene rno-
1·almente. En estos casos, el actor se puede ver obligado a pagar los gas­
tos del juicio. ( 21 º) 

2.-Indemnización nominal.-Esta indemnización se otorga en los 
casos de torts que dan lugar a una acción per se. en los casos en que no 
es necesario comprobar los daños. Esta indemnizacion se otorga aun en 
los casos en que, 1·ealmente, no se ha sufrido ningun daño. La cantidad 
otorgada comunmente oscila entre un chelín y cuarenta chelines. (2 11

) 

3.-Indcrnnización ordinaria o substanciaL-Esta es la indemniz:;i. 
ción que comunmente se otorga, representa la compensación justa y ade­
cuada por el daño sufrido. Jolowicz aclara que lo que se indemniza es 
la diferencia de valores monetarios. de tal suerte que en algunos casos 
la suma otorgada es mayor al valor de restitución de la cosa y, en otros, 
es menor. ( 212

). 

4.-Inden-inización ejemplar o vindic_ativa.-Aquí se castiga la con-
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ducta del demandado, debido a que su comportamiento ha sido comple­
tamente indebido, o debido a su atentado extraordinariamente vicioso 
contra la seguridad del actor. Se puede decir que este tipo de indemni­
zación constituye la expresión más viva de la indignación del tribunal 
para con la conducta del demandado. ( 213 ). 

Street nos habla de un quinto tipo de ind.emnizaciones: la Indem­
nización grave. Cuando se comprueba que las ch.·cunstancias en las que se 
cometió determinado tort. justifican que la indemnización que deberá 
otorgarse ha de ser mayor a la que comunmente se otorga en un caso se­
mejante, estamos frente a un caso de indemnización grave (aggravated 
dam.ages). En el tort de Assault se otorga una indemnización para re­
parar el efecto en el estado mental del actor producido por las amenazas 
del demandado -la indemnización será grave o agravada si se aprueba 
que el demandado estaba en estado de ebriedad, maldiciendo, pesaba cien 
kilos y era un reconocido molestador de mujeres, mientras que la actora 
era una señorita, frágil y sola. ( 21

"). 

La determinación del monto de la indemnización es una cuestión de 
hecho que, antiguamente, le tocaba al Jurado llevar a cabo. con la con­
secuencia de que, .. en el pasado, las Cortes de Apelación fueron extre­
madamente reticentes en interferirse con la sentencia sobre daños". ( 2

") 

La. Corte de Apelación podía decidir en relación a la indemnización, 
pero se debía demostrar que la suma fijada no lo sería por doce miem­
bros razonables de un Jurado, o que el Juez, al fijar dicha suma, se había 
equivocado de una manera absoluta. De cualquier manera, la carga de la 
pr~era bastante pesada. ( 21 º). 

Ultimamente, la Cámara de los Lores ha indicado que está dispuesta 
a más fácilmente substituir el fallo del Juez por el suyo en estos casos 
y que, en los casos de lesiones al actor, se deberá 1·esolver el litigio ya 
no con Jurado para resolver los puntos de hecho -cuantificación de da­
ños siendo cuestión de hecho- sino por un Juez actuando solo: ésto con 
él propósito de lograr una mayor uniformidad en las cantidades otorga­
das en las indemnizaciones. Unicamente en los casos excepcionales, por 
los hechos de los mismos, se empleará el Jurado. (2 17 ). 

Jolowicz se pregunta sobre la posibilidad de entablar varias acciones 
sucesivas en contra de un mismo demandado, basándose en los mismos 
hechos y fundándose en la misma causa de acción (cause of accion). El 
mismo autor considera que no, ya que los tribunales, queriendo beneficiar 
al actor, han decidido que todo el asunto debe ser resuelto de una vez por 
todas, evitándole así la molestia de demandar tres o cuatro veces. Como 
otro fundamento para esta decisióu,. se ha dicho que el juicio debe tener 
pronto fin en aras del int.erés público. El resultado final fue que el de­
mandado se benefició, ya que en varios casos de torts es bastante difícil 
el saber y, por lo tanto, comprobar, el monto definitivo del daño sufri­
do. ( 2 "). 

Desde luego, se presentan varios casos en que el actor puede pre­
sentar demandas sucesivas, pero ya no como excepción a la regla 11.nterior, 
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sino como casos que quedan fuera de la regla, ya que se presentan di­
ferentes hechos: 

1.-Cuando se violan dos derechos distintos: El ejemplo más común 
de esta situación es cuando el tort en cuestión causa daños tanto a la 
propiedad de la víctima como a su persona, constituyendo diferentes cau­
sas de acción, pero si las pruebas presentadas para comprobar una de 
las causas de acción bastan para comprobar la otra, entonces existe úni­
camente una causa de acción, excluyéndose la posibilidad de presentar 
demandas sucesivas ; 

2.-Cuando la presencia del daño se prolonga en el tiempo: Un 
ejemplo clásico puede ser la molestia continuada (continuing nuisance). 
Cada vez que el actor sufra un daño puede demandar, ya que surge una 
causa de acción di.i;tinta y separada. La razón de ésto es que el hecho 
de otorgar una indemnización por daños futuros en los casos del tort de 
Nuisa:nce sería injusto en relación al demandado ya que éste puede cesar 
su conducta, causa del daño, en cualquier momento. En los casos en que 
los daños sean a los bienes, esta situación puede resultar injusta para 
el actor ya que, como propietario que quiere vender, se verá obligado a 
encontrar un comprador que quiera comprar un juicio futuro; 

3.-Cuando el tort en cuestión es remediable únicamente a travé,, 
de la prueba de algún daño especial: Tanto las decisiones judicial.es como 
l.os libros de texto no concuerdan con estos casos y. por lo tanto, se duda 
si aqui podemos encontrar o no una excepción a la regla que prohibe 
acciones sucesivas fundadas en la misma causa de acción. Jolowicz con­
cluye que cada caso debe ser estudiado individualmente de tal n1anera 
que si los hechos necesarios para comprobar un dafio bastan para com­
probar los dos, se debe concluir que se tiene una sola causa de acción 
y que no se deben permitir juicios sucesivos. <2'"). 

C) .-Mandato .Judicial.-En aquellos casos en que una indemniza·­
ción no constituiría un remedio adecuado, el tribunal podrá emitir un. 
mandato judicial (lnjunction). Por lo tanto, vemos que este remedio se 
aplica a la discreción de la corte; el actor no tiene derecho a que se emita·. 
un mandato judicial, puede pedirlo, mas no exigirlo. Previamente, antes. 
de la promulgación de la Ley del Poder Judicial. de 1873 (.Judica.ture· 
Act) este remedio se otorgaba por la Corte de la Cancillería aplicando el 
Equity; aún es un rem.edio en Equity. ( 22º). 

. Tratando de establecer lo que es un l\'[andato Judicial (lnjunction), 
Jolowicz nos dice que es una sentencia u orden que pone fin, o evita, la 
comisión o continuación de un tort, ya sea que la conducta que produce 
este último sea activa o pasiva. ( 221 ). 

Se pueden clasificar los l\!Iandatos Judiciales de la siguiente manera: 

En relación al dafio en sí, se pueden otorgar ya sea para evitarlo (~ 
través de una acción llan1.ada Quia thnet). o para interrumpirlo; 

En relación a sus efectos en el tien1.po, puede ser un mandato inter­
locutorio o perpetuo ; 
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En relación al contenido del mandato. éste puede ser prohibitivo, o 
-preceptivo. 

En relación al daño, o al entuerto, en sí: Cuando el daño no se sufre 
aún, pero se teme razonablemente sufrirlo, el actor lo puede evitar ob­
teniendo un mandato judicial preventivo. Esto se logra ejercitando le. 
llamada acción Quia timet, acción que tuvo su origen en el co.mmon law, 
con la peculiaridad de que el remedio que ahora estudiamos constituye 
una institución jurídica del Equity. Cuando el daño se está sufriendo 
como consecuencia de la conducta del demandado, se puede obtener un 
n1andato judicial que ordene inte1·rumpir la comisión del entuerto, que 
haga cesar el daño. Para poder obtener el primer Mandato Judicial estu­
diado, el actor debe probar que el entuerto temido surgirá DIUy probable­
mente como un caso de tort, base de una acción ulterior. ( 22z). 

En relación a sus efectos en el tiempo: se otorga un Mandato Judicial 
interlocutorio suspendiendo la comisión, o evitando la comisión. de un 
t.ort hasta el momento en que el tribunal decida en definitiva sobre el 
juicio principal, o hasta que el tribunal dé otro mandato posterior. Por 
lo tanto, vemos que este mandato tiene efectos provisionales y que puede 
.ser renovado o 1·evocado. Aquí el actor debe probar que tiene una "inte­
·a·rogativa justa en relación a la existencia de un derecho que él alega" 
y lo que él solicita es que ese derecho sea protegido hasta el momento 
.en que dicha interrogativa sea resuelta por el mismo tribunal. El actor 
debe declarar que responderá por los daños y perjuicios (undertaking in 
damages). (223) 

En relación al contenido del mandato: este puede ser prohibitivo, o 
sea. el tribunal le ordena al demandado que cese en la comisión, o que 

·desista en la intención de cometer, el acto dañoso; se le prohibe su con­
ducta. A través de un mandato preceptivo. se le ordena al demandado a 
deshacer el daño que hasta la :fecha ha cometido. ( 22

•). 

Debemos aclarar, como lo hace Heuston, que no se otorgará un man­
dato judicial cuando es imposible obedecer la orden que encierra. ( 225 ) • 

.Con10 reglas s.ecundarias que el tribunal debe tener en cuenta al 
decidir sobre el otorgamiento ele un mandato judicial, ve1nos que se debe 
establecer que el daño alegado no sea una ni.era nimiedad, y que la 
conducta de ambas partes debe ser tomada en consideración. ( 22º). 

En cuanto a saber cuales son los torts que se pueden 1·emediar a 
través de un nlandato judicial, la doctrina generalmente está de acuerdo 
en decir que todos, con la excepción de los torts de amenazas y lesiones 
(a.ssault and ba.ttery). privación de libertad (false imprisonment) y abuso 
malicioso de las vías judiciales (malicious prosecution). En cuanto al tort 
de difamación, como es deber del Jurado decidir si determinada con­
ducta es di:famante o no, se puede otorgar únicamente un mandato in­
terlocutorio, pero si la decisión por el Jurado no concuerda con el man­
dato, éste puede ser revocado por considerarse irrazonable. ( 22 '). 

En relación con la indemnización, desde el año de 1858, la Corte ele 
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la Cancillería -y ahora los Tribunales de primera Instancia (High Court) 
- puede otorgar una indemnización. además de un mandato. Antes de 
esa fecha, únicamente se podía otorgar una indemnización en los casos 
en_ que el tort en cuestión tuviera como consecuencia un enriquecimien­
to para el responsable. Esta indemnización repara dafios pretéritos y 
futuros, mientras que en el coman law-. únicamente se reparan los daños 
pretéritos. En el año de 1924 se decidió que se puede otorgar una indem­
nización aun en los casos en que se ejercita la acción Quia timet, pero en 
substitución del mandato judicial. ( 22

•). 

D) .-Restitución específica de bienes.-Este remedio tiene una apli­
cación muy restringida dentro del Derecho de Torts, ya que únicamente se 
puede ejercitar en los casos en que el derecho de posesión del actor se 
ve impedido en su ejercicio por la conducta del demandado. Los bienes 
pueden ser inmuebles o muebles; si se busca recuperar un bien inmue­
ble y la acción se va a ejercitar dentro del ámbito del Derecho de Torts, 
el actor debe reclamar las ganancias que el demandado obtuvo como re­
sultado de su posesión indebida (mesne proffits). Se considera que es­
tas ganancias son daños no líquidos y, por lo tanto, se revela el carácter 
distintivo de Derecho de Torts de este remedio. ( 22

•) 

E) .-La regla que dice que .. la transgresión se fusiona en un deli­
to" .-Esta regla en su forma más sencilla, declara que ningún tribunal 
podrá resolver sobre 1na acción de tort cuando los hechos del caso cons­
tituyen, a la vez, un delito, y el demandado aún no ha sido procesado, o 
cuando no se ha demostrado causa razonable, en cuanto a la razón de 
esta falta de procesamiento. El tribunal ante el cual se le presente una 
demanda en las circunstancias descritas deberá posponer la resolución 
del juicio hasta que se cumplan con los requisitos de la regla que estu­
diamos. ( 230 ) 

Yale, en relación con este tema, nos dice que "no es correcto que a 
la parte dañada se le permita buscar su remedio privado en vez de pre­
ferir buscar los fines de la justicia pública". ( 231

) 

La historia nos explica este punto de vista. En el año de 1607 se 
decidió, en el caso Higgins vs. Butcher, en obiter dicta, que el delito es 
una ofensa contra la .Corona y que el entuerto privado pierde relevancia 
frente a esa ofensa, de tal manera que la acción privada se pierde. No se 
dieron razones que fundamentaran lo anterior; se dieron dos razones pe­
ro, después de analizarlas. se concluye que no son pertinentes: que la 
acción en el Derecho de Torts deja de existir con la muerte de cualquiera 
de las partes, no habiendo sucedido ésto en el caso en cuestión; que una 
acción en tort es extinguida por el delito, la verdad siendo que únicamen­
te se suspende. 

Durante el siglo XIX se dudó que esta suspensión fuera válida, pe­
ro el problema mayor fue decidir cómo se sancionaría la regla. Se decidió 
que recibiría sanción posponiendo la resolución del juicio de torts hasta 
el momento en que se vieran cumplidos los requisitos de la misma. ( 232

) 

Hoy en día, el fundamento de la regla sería el orden público, pero 
ésto realmente ya no tiene fuerza desde el momento que el individuo, de 
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hecho, ya no es el que ejercita la acción penal; esta tarea. está. encornen. 
dada a. la policía. De cualquier manera, la regla se limu:a a los delitos y 
éstos en algunas ocasiones no son tan perjudiciales co:rno las infraccio­
nes; y, a veces, se antoja poder alegar que la diferencia entre ·unos Y 
otras no es lo suficientemente clara, debiendo los tribunales en estos casos 
aplicar la teoría que fundamenta la regla pero, desgraciadamente, la rea­
lidad es otra. ('23") 

.E:<;"\".-. regla, como todas, tiene sus excepciones: La más obvia cuan­
do el demandado ya ha sido procesado; cuando es imposible procesar al 
responsable, por ejemplo, por la muerte de él mismo; cuando el respon­
sable ha escapado aunque se han expresado dudas al :respecto ; cuando el 
deber de ejercitar la acción penal no recae en el actor; cuando el deman7 
dado no es el responsable del delito, sino la persona que recibió los bie·· 
nes que el delincuente indebidamente obtuvo; y, cuando la acción se ejer­
cita basándose en la Ley de Accidentes Mortales, de 1846 (Fatal Accidents 
.,A:ct. (2' .. ) · · · 
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F.-Responsabilidad Objetiva (Strict Liability). 

En sus orígenes, el :Derecho de Torts establecía, primordialmenter 
una responsabilidad sin culpa. Lo que importaba era establecer la rela­
ción causal entre la conducta del agente. actuara o no con culpa, y el 
daño. Durante el siglo XIX, con el triunfo del liberalismo y del indivi­
dualismo, la voluntad del hombre adquirió nueva importancia de tal ma­
nera que el elemento de culpa fue necesario para establecer la responsa­
bilidad; ésto se vio especialmente en el campo industrial, donde Jos pa­
trones ya no fueron responsables, objetivamente, de los daños que su­
frieran sus trabajadores. En este siglo, el siglo XX, la opinión pública 
dejó atrás Ja idea de laissez faire y adquirió una conciencia social, por 

· que ya Je era posible pagar el costo de un seguro contra daños e incluirlo 
dentro del costo de sus productos. Así, Ja responsabilidad objetiva se jus­
tifica económica y socialmente. ("") 

La responsabilidad objetiva surge, hoy en día, cuando se causa un 
daño como consecuencia del uso legal, pero anormal por el Jugar del usor 
de substancias peligrosas que, por su naturaleza o por la naturaleza de 
la actividad en que se emplean, al escapar, o sea, al salir de la esfera 
de control del usuario, causan el daño que se ha de reparar. El riesgo 
creado es la fuente de la obligación, no la culpa en el manejo de las subs­
tancias peligrosas. Fleming nos dice que no se puede considerar el uso 
del automóvil como actividad anormal y que, por lo tanto, no queda en­
_cuadrado dentro de una posible responsabilidad objetiva. (»•) 

El mismo FJeming nos dice que "la doctrina moderna de Ja respon­
sabilidad objetiva por la fuga de substancias peligrosas tuvo su origen 
en 1866, en el caso Rylands v. Fletcher". ( 23 7) 

La regla de este caso se puede enunciar de Ja siguiente manera: "La 
persona a Ja que, al actuar como usuario anormal de su propiedad, le es 
imputable Ja acumulación en Ja misma de cualquier cosa que pueda cau­
sar daño si se escapa, es responsable por Ja transgresión que resulte al 
uso de Ja propiedad de otra persona. como consecuencia de Ja fuga de Ja 
cosa fuera de su propiedad". (2 3 •) 

· . · Street nos aclara que para que exista una respon.sabilidnd objetiva 
se requiere que el daño sea consecuencia de Ja fuga de las substancias 
peligrosas; no basta comprobar el daño únicamente, se debe comprobarr 
además, que Ja substancia acumulada anormalmente, o usada anormal­
mente, a pesar de todos los cuidados posibles llevados a cabo por el usua 
rio, salió de la esfera de control del mismo. ( 239

) 

En cambio, vemos que si el daño se causa dentro de Ja propi.edad~ 
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o esfera de control del demandado, la regla no se puede aplicar, pero 
desde luego se puede alegar alguna otra :fuente de responsabilidad como, 
por ejemplo, la negligencia. (240 ) 

Heuston examina el problema de determinar cuáles cosas pueden 
considerarse como peligrosas para que se aplique la regla que venimos 
estudiando. Concluye que el principio de responsabilidad objetiva se apli­
ca en relación a cualquier cosa que cualquier persona trae, acumula y re­
tiene en su propiedad, de cualquier :forma que no concuerde con la con­
ducta hipotética del usuario ordinario, o normal, de la propiedad, que 
en las circunstancias del caso, puede producir un riesgo indebido de dafio 
a terceros. ( 2

·") 

Desde luego, una persona no es responsable del dañ.o causado por 
cosas que natu1_-almente se encuentren en su propiedad como, por ejem­
plo, animales roedores, agua, hierbas venenosas, etc., pero sí responde 
si las ha acumulado de una manera artificial, aunque se encontraran ori­
ginalmente de una manera natural en su propiedad, como por ejemplo, 
construir una presa en su propiedad para retener una corriente de agua 
que· pasa por la misma, siguiendo su curso natural. ( 242) 

Para terminar con este estudio breve de la responsabilidad objetiva 
en el derecho inglés, debemos ver en qué circunstancias queda excluida 
la responsabilidad objetiva. 

No hay responsabilidad objetiva si se comprueba que el daño se pro­
dujo como consecuencia de la conducta del usuario normal, o natural, de. 
la pi·opiedad; tampoco hay responsabilidad si el daño se produjo por co­
sas no especialmente peligrosas, que no se considere :fuera de lo ordina­
rio que las tenga acumuladas una persona en su propiedad; de la mismn. 
manera, se excluye la responsabilidad cuando la víctima consintió la 
presencia de la fuente de peligro, de una manera expresa o implícita. 
Desde luego, habiendo culpa por parte del demandado, habrá responsa­
bilidad, pero ya no será objetiva. 

Cuando la :fuente de peligro existe para el provecho común del ac­
tor y del demandado, el último no responderá del dafio. Si el daño se de­
be a la conducta de un tercero, no tiene aplicación la regla. de Rylands vs. 
Fletcher. La autoxización legal, proveniente de una ley (statute) dicta­
da por el Parlamento, para llevar a cabo la acumulación, excluye la res­
ponsabilidad objetiva, pero dicha autorización debe ser expresa y espe­
cífica, mas no implícita, ni genérica o general. 

El caso fortuito también excluye la responsabilidad objetiva. 

Para terminar, vemos que si el dafio es causado exclusivamente por 
un acto u omisión de la víctima, no existe responsabilidad objetiva. (24.3 ) 
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G.-R.esponsabilidad por el Daño Causado por Te~eros (Vicarious Lia­
bility). 

El caso más obvio de esta responsabilidad es aquél en el cual una 
persona expresa o implícitamente autoriza a. otra la comisión de un acto 
que, en si, es un tort. Aquí, ambas personas son responsables por el tort. 
No es necesario que la autorización del acto sea previa a la comisión del 
mismo, pues la ratificación ulterior ya obliga a reparar el daño. (•H) 

También puede suceder que una persona sea. responsable del daño 
causado por un tercero, pero sin su autorización, siendo este tercero su 
empleado o sirviente; ésto siempre y cuando el daño se cause en el des­
empeño de las funciones del empleado, agente, o sirviente. ( 2 -15) Esto pue­
de suceder en cuatro casos distintos: 

1.-En ciertas circunstancias relacionadas con el manejo de vehícu­
los de motor; 

2.-Cuando un sirviente o empleado comete un tort en el desempeño 
de sus funciones; 

3.-Cuando un socio comete un tort en el transcurso de un negocio 
de la sociedad de la cual es socio; y, 

4.-Cuando una persona autoriza a otra hacer algo en circunstan­
cias en vista de las cuales el Derecho no permite la delegación de respon­
sabilidad. ( 2h) 

En el primer caso, puede surgir la responsabilidad que estudiamos 
en tres situaciones distintas: 

a) .-Cuando el dueño delega el deber de manejar el vehículo a una 
tercera persona y ésta comete un tort; 

b).-Cuando existe la posibilidad de controlar los actos de quien ma­
neja como, por ejemplo, cuando va manejando un menor en p·t:esencia de 
un mayor de edad, sin que éste necesariamente sea el padre de aquél; y, 

e) .-Cuando el dueño -del automóvil permite que un te:i:-cero use el 
vehículo en beneficio, o provecho, del dueño. (H7) 

En el segundo caso, el Derecho inglés ha.ce ya mucho tiempo ha acep­
tado la responsabilidad del patrón por el daño causado por su empleado, 
obrero, o sirviente. ( 248 ) Fleming nos dice que aquí se puede uno confun­
dir e incluir al contratista entre los empleados. Si la relación entre el pa­
trón y el agente del daño es de tal carácter que el último está sujeto al 
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G.-Responsabilidad por el Daño Causado por Terceros (Vicarious Lia­
bility). 

El caso más obvio de esta responsabilidad es aquél en el cual una 
pei.·sona expresa o implícitamente autoriza a otra la comisión de un acto 
que, en sí, es un tort. Aquí, ambas personas son responsables por el tort. 
No es necesario que la autorización del acto sea previa a la comisión del 
mismo, pues la ratificación ulterior ya obliga a reparar el daño. ( 2H) 

También puede suceder que una persona sea responsable del daño 
causado por un tercero, pero sin su autorización, siendo este tercero su 
empleado o sirviente; ésto siempre y cuando el daño se cause en el des­
empeño de las funciones del empleado, agente, o sirviente. ( 2 -l 5 ) Esto pue­
de suceder en cuatro casos distintos: 

1.-En ciertas circunstancias relacionadas con el manejo de vehícu­
los de niotor; 

2.-Cuando un sirviente o empleado comete un tort en el desempeño 
de sus funciones; 

3.-Cuando un socio comete un tort en el transcurso de un negocio 
de la sociedad de la cual es socio ; y, 

4.-Cuando una persona autoriza a otra hacer algo en circunstan­
cias en vista de las cuales el Derecho no permite la delegación de respon­
sabilidad. ( •0 ) 

En el primer caso, puede su1·gir la responsabilidad que estudiamos 
en -tres situaciones distintas : 

a).-Cuando el dueño delega el deber de manejar el vehículo a una 
tercera persona y ésta comete un tort; 

b) .-Cuando existe la posibilidad de controla1· los actos de quien ma­
neja como, por ejemplo, cuando va manejando un menor en presencia de 
un niayor de edad, sin que éste necesariamente sea el padre de aquél; y. 

c) .-Cuando el dueño -del automóvil permite que un tercero use el 
vehículo en beneficio, o provecho, del dueño. ("º) 

En el segundo caso, el Derecho inglés hace ya mucho tiempo ha acep­
tado la responsabilidad del patrón por el daño causado por su empleado, 
obrero, o sirviente. ( 248 ) Fleming nos dice que aquí se puede uno confun­
dir e incluir al contratista entre los empleados. Si la relación entre el pa­
trón y el agente del daño es de tal carácter que el último está sujeto al 
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m~ndo del primero en cuanto a la forma en que debe cumplir con su tra­
baJo. el patrón responderá del daño que cause el agente en el desempeño 
de sus funciones. ( 2 49) 

Este mismo autor nos dice que con el transcurso del tiempo se ha 
vuelto necesario tomar en cuenta otros criterios para determinar la rela­
ción que buscarnos, para poder establecer una responsabilidad. I...os tri­
bunales ahora recurren al criterio de la organización: se trata de deter­
minar si el presunto empleado, o trabajador, formaba parte de la orga­
nización del patrón; si su trabajo estaba sujeto a la coordinación del pa­
trón en relación al dónde y al cuándo más que al cómo. (2 50 ) 

Debemos recordar que para que el patrón sea responsable de los 
torts cometidos por su empleado, o sirviente, no basta con que éste sea 
su trabajador, sino que los torts deberán ser cometidos en el desempeño 
de las funciones del trabajador. ( 25 ') 

Para que no sea responsable el patrón, se necesita que el tort sea 
cometido en circunstancias tales que la conducta del trabajador, autor 
del daño, constituya una desviación substancial -no meramente inciden­
tal- del desempeño de sus funciones. ( 252 ) 

Puede suceder que subsista la responsabilidad del patrón cuando el 
tort se cometió de manera intencional por su trabajador, o en beneficio 
del trabajador mismo, y hasta en contra de una prohibición expresa del 
patrón. En todo caso, lo que se debe determinar es si, según los hechos, 
el acto que causó el daño, es de la clase de actos que constituyen la la­
bor del trabajador. ( 253) 

En relación con el tercer caso de los que venimos estudiando, cuando 
el tort es cometido con autorización de los demás socios, se aplica la re­
gla general que examinamos al iniciar este inciso. También hay responsa­
bilidad de la sociedad cuando el tort se comete en el curso común de los 
negocios de la sociedad, aunque la comisión del tort no haya sido auto1:i­
zada por los otros socios. Desde luego, no habrá responsabilidad de la 
sociedad por los torts, cometidos en ausencia de autorización expresa, o 
implícita, que queden fuera del curso normal de los negocios de la socie­
dad. (254) 

El cuarto caso es aquél en el cual una persona responde por el daño 
causado por un contratista independiente, ya no por su trabajador. Aquí, 
el. responsable no se excluye de la responsabilidad, al ejercer un cuidado 
razonable encargándole determinado trabajo a un contratista de buena 
reputación. sino que debe asegurarse que el trabajo sea realizado, y que 
sea llevado a cabo, cuidadosamente. Esta es una responsabilidad por da­
ños causados por terceros, basada en una ficción de deberes no delega­
bles, e incluye todos los casos de responsabilidad objetiva, casos de fuego, 
casos en que una ley dictada por el Parlamento establece un deber es­
pecifico, y todos aquellos casos en que se debe ejercer un cuidado razo­
nable, elevando el grado de intensidad de ese cuidado con la correspon­
diente elevación de importancia del deber. ( 255 ) 
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H.-Reglas de Conflictos de Leyes en Relación a los Torts. 

Al iniciar el estudio de este tema, Jolowicz aclara que por país ~x­
tranjero se deberá entender cualquier país que no sea Inglaterra, ni el 
país de Gales, ni ninguna de las islas que se encuentran frente a las cos­
tas de los condados ingleses y galeses. Igualmente, se debe considerar 
como territorio inglés al cinturón marítimo comprendido entre el punto 
de marea baja y el punto que se encuentra sobre el mar a una legua 
marítima del primero. ( 25•) 

En cuanto a la necesidad de que el demandado se encuentre en te­
rritorio inglés para que se le pueda demandar, el mismo autor nos in­
forma que la regla general dicta la estancia de aquél en territorio inglés. 
Esta regla acepta varias excepciones, siempre y cuando se tenga licen­
cia del Alto Tribunal (High Court) de Primera Instancia para presentar 
la demanda: 

1.-Que la materia del litigio sea constituida por tierras en Ingla­
terra; 

2.-Si el demandado ausente comúnmente tiene su domicilio o re­
sidencia en Inglaterra; 

3.-Si ha cometido un tort en Inglaterra; 

4.-Cuando lo que se busca es que se dicte un mandato judicial (in­
junction) en contra de algún tort de Nuisance dentro de la jurisdicción 
del tribunal ante el cual se solicita; y, 

5.-Si su presencia como parte es requerida en algún juicio iniciado 
en contra de tercero. 

Jolowicz aclara que los tribunales ingleses pueden decidir. a su dis­
creción, si son competentes o no para conocer de un caso cuando existe 
duda sobre si se ha cometido, o no, un tort. ( 257

) 

Cuando el tort es cometido fuera de Inglaterra, la regla general es 
que se puede demandar ante un tribunal inglés para obtener la repara­
ción del dafio, siempre y cuando el acto que causó el dafio hubiera sido 
considerado como tort, si se hubiera cometido en Inglaterra, y si el men­
cionado acto no tiene justificación en el país donde se verificó. ( 2 ••) 

Para considerar que un acto no tiene justificación no es necesario 
que sea considerado como acto ilícito civil, o algún otro equivalente del 
tort, por el derecho del lugar donde se cometió; basta que sea ilícito o 
que dé lugar a responsabilidad penal. ( 2 ••) · 
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Para mejor comprender esta regla, podemos dividir su estudio en 
tres postulados: 

1.-Cua~do e] ~cto es iJícito en e] extranjero, pero lícito en Ingla­
terra, no existe ac~1ón. en _Derec:J;io i;n~Jés. Esto se explica fáciJmente si 
record~mos e] sentido ingles de JUstic1a que establece que es incorrecto 
eJ castigar una conducta considerada como lícita; 

. 2.-Cuando e] acto es iJícito en Inglaterra, pero lícito en el extran­
Jer~>, ~ai:ripoco exi~te acción en e] derecho inglés. La razón d.e ésto es que 
seria InJusto castigar a una persona que se condujo correctamente en un 
país cuando, en otro, su conducta es vista diferentemente por el Derecho; 

3.-Cuanclo e] acto es iJicito tanto en el extranjero como en Ingla­
terra, sí existe acción en el derecho inglés. ( 26º) 

EJ tercer postulado presenta sus excepciones, principalmente en Jos 
casos en que se pretende demandar por transgresión a propiedades (tres­
pass to Jand) en el extranjero, ya que sería demasiado difícil obtener 
Ja ejecución efectiva de la sentencia dictada por el tribunal inglés. Des­
de luego, esta excepción no es apJicabJe cuando el derecho violado es de 
aqueJios cuya protección no requiere que Jas propiedades se encuentren 
en territorio inglés. ( 261 ) 

En relación a los torts cometidos a bordo de naves marítimas, el de­
recho del país de registro de la nave determinará si el acto que causó el 
dafio es un tort. Para Jos actos que se cometen entre barcos, se piensa 
que debe aplicarse el Derecho inglés por basarse en el derecho común del 
mar. establecido por el uso de los marinos. En cuanto a colisiones entre 
naves, si el litigio es presentado ante un tribunal inglés, éste será acep­
tado, sin importar el registro de Jas naves, ya que el mar entra dentro 
de Ja jurisdicción de todos los países, pero siempre se deberán tener en 
cuenta Jas Jeyes y convenciones especiales de la materia. (2 6 2) 

Para terminar, veremos los casos en que los torts son cometidos en 
aei·onaves. 

La mayoría de Jas reglas están basadas en conjeturas y se expre­
san de Ja siguiente manera: 

1.-Los torts cometidos en, o sobre, el Reino Unido son tratados co­
mo si fueran cometidos en el territorio, o mar territorial, subyacente; 

2.-Los torts cometidos sobre el mar abierto son de Ja jurisdicción 
de cualquier país que pueda sujetar a su jurisdicción al autor del ·dafio 
por medio de notificación personal de la demanda correspondiente. En el 
Reino Unido, el Derecho aplicable es el common law, o, aun el Derecho 
marítimo, según el caso; 

3.-Los torts cometidos en, o sobre, territorio extranjero pueden ser 
reparados en Inglaterra si dichos actos no tienen justificación en el país 
donde se cometen, y si constituyen torts según el Derecho inglés, apli­
cándose la excepción relativa a Ja transgresión contra propiedades en el 
extranjero; 
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4.-Para los casos de colisión entre aeronaves en vuelo, la regla ge­
neral tiene aplicación a no ser que una de las naves, o. ambas, pertenez­
can a naciones signatarias de la Convención de Chicago de 1944 sobre 
la Aviación Civil Internacional. Si el accidente ocurre sobre territorio in­
glés, la observancia de las reglas de la Convención en relación a Luces, 
Señales y Tráfico Aéreo es de vital importancia para determinar si hu­
bo negligencia; 

5.-En cuanto a la colisión entre dos aparatos de los cuales por lo 
menos uno se encuentra en el agua, se aplican todos los principios de lo:;; 
mencionados que tengan adecuación al caso, con el problema de deter­
minar si se aplica, o no, el derecho :marítimo. Jolowicz nos informa que 
este problema no tiene solución completa dentro del Derecho de Torta, 
ya que realmente es problema de Derecho Internacional Privado. (2b3) 
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1 
J 
~ .I.--.ExtineMB de Ja Aeelón en loa Torta. 

El derecho de acción para exigir Ja reparación del daño derivado de 
un tort puede extinguirse por la selección de otra acción, cuando el ac­
tor tiene varias que puede ejercer; por convenio entre las partes; por la 
renuncia del actor; por el hecho de demandar y obtener sentencia que 
condene o absuelve al demandado; Y. por prescripción. El viejo common 
law extinguía la acción en casos de tort si las partes eran :marido y mu­
jer. pero ésto ya no es así en virtud de reforma parlamentaria al dere­
cho aplicable. En cuanto al efecto que producía la muerte en relación con 
el derecho de acción, el viejo common law lo hacía desaparecer, pero este 
problema tendrá detalJado estudio en el capítulo siguiente. ( 2 u) 

Enseguida pasaremos a estudiar someramente cada una de las for­
mas en que se puede extinguir el derecho de acción que examinamos: 

!.-Selección de una acción de entre varias (Waiver-Election).-Lord 
Atkin, al dar su opinión resolviendo el caso United Australia, Ltd. vs. 
JJarcla.ys Bank, Ltd., explicó las circunstancias en las que la selección de 
una acción entre varias. con la consecuente renuncia de las demás, ex­
tingue la acción en torts: " ... si un hombre tiene derecho a uno de dos 
derechos contradictorios. debe considerarse correcto que cuando, con en­
tero conocimiento, ha realizado un acto inequívoco que demuestre que 
ha escogido uno. no puede después perseguir el otro, el cual, después de 
su primera selección, por razón de la contradicción, ya no es suyo para 
escoger". (•••) 

II.-Convenio entre las partes (Accord and Satisfaction). Cualquier 
persona que tenga una causa de acción (cause of action) en contra de 
otra, puede celebrar convenio con ésta para aceptar, en substitución de 
su remedio legal --o a lo que su remedio legal le da derecho- cualquier 
prestación, sea ésta en efectivo o en especie (consideration). Al convenio 
se le Jlama Accord y a Ja prestación, Satisfaction. (2• 0

) Street nos dice 
que habiéndose obtenido sentencia que condene a uno de varios respon­
sables y habiendo este último pagado todo, ya no se puede demandar a 
los demás si Ja demanda se ha de basar en los mismos hechos, porque 
ya se obtuvo Satlsfaetion (287) 

III.-Renuncia del actor (Release).-La renuncia que haga el actor 
por escrito y poniéndole sello (deed), extingue o hace desaparecer su ac­
ción en tort y no requiere contraprestación (consideration) para que sea 
válida. ( 2 .. ) Street nos informa que esta renuncia le pondrá fin a la ac­
ción para exigir la responsabilidad en tort, ya sea que se haga antes de 
iniciar el litigio respectivo. ya sea que se haga después de iniciado el 
mil!IDlO. ( 2 .. ) 
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IV.-El hecho de dictarse sentencia (.Judgment Recovered). Cuando 
se ejerce una acción ante tribunal competente y se dicta sentencia, el 
derecho de acción original queda destruido. Si :fracasa el actor, ya no pue­
de obtener protección del derecho que .alega en contra del de:rnandado 
ante ningún otro tribunal. En cambio, si el actor tiene éxito, su derecho 
original, por el cual demandó, se fusiona en un derecho de mayor j erar­
quía, que obtiene por medio de la sentencia, aunque no sea satisfecho 
al no ejecutarse la sentencia. (2 70 ) En este punto que estudiamos es don­
de entra en juego la teoría de la cosa juzgada. Lo podemos ver clara­
mente con un ejemplo: supongamos que A demanda a B, alegando trans­
gresión a su propiedad (trespass to land), y el tribunal decide que A te­
nia la posesión de la propiedad, dictando sentencia a su :favor; si poste­
riormente B demanda a A alegando amenazas (assault) al lanzarlo este 
último de su propiedad en aquella ocasión, y A se defiende diciendo que 
usó :fuerza razonable al lanzar un transgresor, B no podrá obtener sen­
tencia favorable alegando que no era transgresor, ya que la sentencia 
antei·ior lo derrotará. ( 2 7 1 ) 

V.-Prescripción (Limitation of Actions).-La regla general, esta­
blecida por la Liinitations Act, de 1939, es que las acciones en tort pres­
criben a los seis años contados a partir de la fecha en que surgen. La 
Ley de Reformas (Prescripción de Acciones), de 1954, estableció la re­
gla especial, en relación a los torts que producen daños personales (per­
sonal injuries), reduciendo la prescripción a un período de tres años. (2' 2

) 

La acción surge, en los torts que dan lugar a una acción per se, en 
el momento en que se cometió el tort. En los casos en los que se necesi­
ta probar el daño para poder demandar. la acción surge, y la prescrip­
ción comienza a transcurrir, a partir del momento en que se presenta el 
daño. En los casos que, por la naturaleza del daño, éste no puede ser co­
nocido dentro de un período de tres años, tratándose de los daños perso­
nales, se puede obtener una extensión del lapso prescriptivo, aplicando 
la Ley de Prescripción de 1963. <2") 
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CAPITULO 111 

EL DERECHO INGLES.-La Muerte y los Torts. 



En este capítulo nos ocuparemos con el efecto que tiene la muerte 
para con la responsabilidad civil. 

Nuestro estudio se dividirá en tres partes para su más fácil com­
prensión. La primera parte examinará la muerte como causa de extin­
ción de la responsabilidad civil. según los lineamientos del viejo common 
law, así como fuente de responsabilidad civil, según los dictados de la 
legislación y del nuevo comDlon Ja.w. La segunda parte se encargará de 
un breve estudio de la legislación en vigor en Inglaterra, legislación que 
rige a la muerte como fuente de responsabilidad civil. La tercera parte 
presentará, de una YDanera concisa, el desarrollo que ha tenido el derecho 
de casos en relación a la muerte como fuente de responsabilidad civil. 
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PRIMERA PARTE 

Efectos de la Muerte en Relación a la Responsabilidad: 

A.-La Muerte coro.o Causa de Extinción de Responsabilidad. 
B.-La Muerte coro.o Fuente de Responsabilidad en el Derecho de Torta: 

Condena al Pago de una Indemnización (Dam.ages); Cálculo de la 
Indemnización (Da.mages). 
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Aqui vamos a investigar los efectos posibles que puede producir la 
muerte en relación a los torts. Existe la posibilidad de que exUnga la 
reepoasabilida.d en tort; se trata de saber si la acción de una persona en 
contra de otra sobrevive la muerte de cualquiera de las partes en la re­
lación obligacional entre ambas, relación que nació antes de la muerte 
y como resultado de un tort. Por otro lado, existe la posibilidad .de que 
la muerte sea fuente de una responsabilidad en t.ort; aqui se trata de sa­
ber si, en el caso de que A comete un tort en contra de B mediante el cual 
la víctima, B, muere, el tort es contra B. o en contra de aquellas perso­
nas que puedan estar interesadas en que B siguiera con vida. 
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A.-La Muerte como Causa de Extinción de Responsabilidad. 

La regla general, estudiando el common law, era que si cualquiera 
de Jas partes de un juicio que versara sobre un tort :morfa, la causa de 
acción (cause of action) que se estaba ventilando :morfa también. La ra­
zón de lo anterior la encontramos en la historia: empezando con la lla­
:rnada apelación por delito (appeal of felony), pasando por el writ of tres­
pass que se llamaba, para los efectos que estudiamos, una apelación ate­
nuada, y llegando a los torts como los conocemos hoy en día, la acción 
para remediar un daño. aunque privada, tenía un fuerte sabor penal. Re­
cibía la misma consideración que la acción penal y, por lo tanto, si el 
demandado moría, ya no se podía juzgar la causa, ya que sería injusto 
que una persona inocente respondiera por la conducta de otra. Esta idea 
llegó a infectar el punto de vista jurídico en relación con el actor de tal 
manera que, si él moría, la acción también moría. ( •) 

El derecho legislado ha introducido varias excepciones a esta regla 
de tal suerte que, hoy en día, se puede decir que la causa de acción sí 
sobrevive a la muerte de cualquiera de las partes. Sin embargo, debemos 
dejar bien asentado que Ja regla fue soberana absoluta desde el afio 1330 
hasta el afio 1833. (2) 

Parte de la doctrina piensa que la regla se expresa en la máxima 
latina "actio perso:nalis moritur cuna persona". JoloW"icz considera que 
ésto ha causado gran confusión. ya que esta regla únicamente tiene apli­
cación en los casos de torts a la persona, tales como las amenazas y le­
siones, en los que la causa de acción cesa con la muerte de alguna de las 
partes. (~) 

Entre los autores modernos, nos encontramos con que Jaines aún 
considera que la regla general que venimos estudiando tuvo su base en 
la máxima latina mencionada. (') 

Como consecuencia de esta regla, Fleming nos dice que le resulta­
ba mucho mejor al responsable, desde el punto de vista económico, el 
hecho rle que la víctima muriera como consecuencia del tort y no que lo 
sobreviviera. (•) 

Esta regla, como hemos dicho, presenta sus excepciones. Estas son 
las siguientes: 

En el common law mismo, presenta dos excepciones: 

1.-Acciones basadas en contratos.-JoloW"icz nos dice que en el 
año 1611 s.e decidió que la muerte no excusaba del pago de una deuda 
contractual. Aunque esta r.egla nada más afectaba el derecho de contra-
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tos, debem.os recordar que la gran parte del Derecho de Contratos in­
glés tuvo su origen dentro del Derecho de Torts. ( 6 ) 

2.-Enriquecimiento de la sucesión del autor del daño.-Para JoJo­
wicz, esta excepción es la principal. En este caso sí se podía demandar 
a la sucesión de una persona, en relación a bienes que hubiesen sido apro­
piados de una manera ilícita. por el autor de Ja sucesión, mientras vivía, 
en detrimento del actor y con el subsecuente enriquecimiento de Ja masa 
hereditaria. (7) 

El derecho legislado estableció varias excepciones a la regla que 
extingue responsabilidad. o Ja acción para exigir ésta, por la muerte de 
una de las partes. 

Ya que las excepciones que estamos por estudiar se nos presentan 
de una manera bastante complicada en la doctrina en relación a su ex­
plicación, hemos creído prudente el limitarnos a Ja obra de J.A. Jolowicz 
para una más fácil comprensión. 

Este autor nos dice que, debido a las de:tíciencias que se presenta­
ban en la legislación existente y a la falta de justicia que se derivaba 
del creciente nt1mero de accidentes automovilísticos, se dictó la Ley de 
Reformas (Disposiciones Misceláneas), de 1934 y que contiene las si­
guientes excepciones a la regla del eommon Jaw: 

!.--Sobre-vivencia de Jas Causas de Acción.-Se puede decir que Ja 
ley establece que todas las causas de acción nacidas antes de la muerte 
de cualquiera de las partes, o de la muerte de ambos, sobrevivirán dicha 
muerte. Los únicos torts que no quedaron incluídos dentro de esta ex­
cepción fueron los de difamación. seducción, adulterio y aquellos casos 
en que una persona induce a otra a abandonar al cónyuge o a. permane­
cer separado. El problema procesal de probar dichos torts en ausencia 
de una de las partes es Jo que determinó que no se incluyeran dentro 
de Ja excepción. Así, nos podemos dar cuenta que esta Jey incluye Jos 
casos de daños a Ja persona y no se limita, como el viejo common Ja.w, a 
permitir que sobrevivan las acciones únicamente en Jos casos de daños 
a Ja propiedad. (•) 

La Corte de Apelación interpretando Ja Ley que examinamos, al 
decidir el caso Rose v. Ford, demostró que no nace una acción por Ja 
muerte del actor, pero que Ja acción del actor sobrevive la muerte de és· 
te. En el caso FJint v. Lovell se decidió que la acción. pidiendo una in­
demnización por Ja disminución en la duración esperada de vida que re­
sulte del tort de Negligence, sobrevivirá la muerte del actor. ( 9

) 

La Cámara de los Lores, en el mismo caso de Rose v. Fonl estable­
ció que la acción sobrevive aunque el actor muera instantáneamente, ya 
que siempre habrá por Jo menos una fracción de segundo entre Ja causa 
de Ja muerte y la muerte en sí, naciendo la acción en esa fracción de se­
gundo. ('º) 

Al conocer el caso Flint v. LoveJJ, la Corte de Apelación decidió que 
Jo que se indemnizaba, al pedir indemnización por Ja reducción de Ja du-
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ración de vida esperada. era el efecto tnental de saber que la vida de 
uno se había acortado; la Cámara de los Lores, en Rose v. Ford, decidió 
que ésto no es cierto, que lo que se indemniza es un valor objetivo, que 
debe ser compensado aunque el actor muera sin recuperar el conocimien. 
to. Pero la Cámara de los Lores no dio reglas para calcular esta indem· 
nización y no :fue sino hasta el caso Benhatn v. Gambling que la Cáma­
ra estableció las siguientes reglas: 

1.-Lo que se valoriza no es la posibilidad de un lapso determinado 
de días de vida, sino la posibilidad de una vida predominantemente feliz 
y, por lo tanto, no se deben aceptar cálculos actuariales sobre la duración 
de vida; 

2.-El punto de vista o criterio que se debe emplear e:s objetivo y 
no subjetivo; 

3.-La indemnización es por pérdida de vida y no por pérdida de 
posibilidades económicas; 

4.-Ya que la indemnización presenta graves problemas de índole 
práctico para su cálculo, se deben otorgar sumas pequeñas, especialmen­
~ cuando la víctima es un menor, ya que su :futuro es muy incierto; y, 

5.-No se debe tener en cuenta la situación económica, ni la posición 
social de la victima. ya que la :felicidad no depende de estos :factores. (' '-) 

II.-lndemnización que se puede obtener.-En este respecto hay dos 
situaciones: 

1.~Cuando la víctima muere, la indemnización beneficia su suce· 
sión, debiéndose pagar impuestos de herencia sobre la misma y los en­
cabezados que se indemnizan son los siguientes: 

a) .-La pérdida de salarios y ganancias hasta la fecha de la muer­
te; 

b) .--Si se han causado, los gastos :médicos y de hospitalización; 

c) .-El dolor y sufrimiento incurrido; 

d) .-La reducción en la duración esperada de vida; y, 

e).-Los gastos del funeral cuando los paga la sucesión. ('") 

2.-Cuando el que :muere es el responsable del daño. se otorga la in-
demnización correspondiente aplicando las reglas comunes del caso, que­
dando la sucesión del responsable obligada al pago. ( 13 ) 

III.-Prescripción.-Las circunstancias para la prescripción son dis · 
tintas de acuerdo con la persona que muere: 

1.-Muerte del responsable.-No se puede conocer de ninguna ac­
ción en su contra a no ser que ya. se estuviera iniciando el proceso en el 
momento de su muerte o, que se inicie el procedimiento en contra de su 
sucesión dentro de los primeros seis meses después de que se haya nom­
brado albacea. Si durante la vida del responsable éste no podía ser deman­
dado por cierto tort corno resultado de prohibición legislativa. ya no exis-
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tiendo dicha prohibición después de su muerte, y todavia encontrándose 
el actor dentro de los seis m.eses mencionados; se puede deniandar. (' 4

) 

2.-Muerte de la victima.-Se aplican los lapsos prescriptivos de tres 
y seis años establecidos en la Ley de Prescripci6n de 1939 y en la Ley 
de Reformas (Prescripción de Acciones). de 1954, de acuerdo con los 
daños que se reclaman y el tort por el cual se demanda. ("') 

IV.-Acciones "subsistentes".-En algunos casos, donde el daño su­
frido es el punto focal del tort en cuestión. el daño en si no se presenta 
sino hasta después de la muerte del responsable naciendo, en ese mo­
mento, la acción. Si nos fijamos en el hecho de que no existia la acción 
antes de la muerte del responsable, debemos concluir que no podría so­
brevivir ninguna acción. La Ley que examinamos previó esta situaci6n 
injusta y estableci6 que en estos casos se considerará que la acción sub­
siste como habría subsistido si hubiera nacido antes de la muerte del 
responsable. ( • •) 

V .-El derecho de acción es acumulado.-Los derechos que la Ley 
otorga al actor son en adición, mas no en derogación. de los derechos 
otorgados al actor, o actores. por la Ley de Accidentes Mortales de 1846. 
Esto se entiende si vemos que el actor es una persona distinta en cada 
caso: para una ley, el actor es la sucesión de la víctima; para la otra, los 
actores son los dependientes de la victima. ( 17 ) 
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B.-La. Muerte como Fuente de Responsabilidad en el Derecho de Torts: 
Condena al Pago de una. Indemnización (Dam.ages); Cálculo de la 
Indemnización (Danta.ges). 

En este inciso nos vamos a ocupar por saber si el hecho de ser la 
causa directa, o indirecta -pero imputable- de la muerte de alguien, 
constituye, o no. un tort. En caso de que si constituya un tort, debemos 
averiguar en contra de quién es: veremos si es en contra de la persona 
que muere, o, si es en contra de aquellas personas que tenían un interés 
en la continuada vida de aquél que murió. 

Para empezar, debemos decir que la muerte, como tal, no constituye 
un tort en contra de la persona que muere. Aquí la Historia nos lo ex­
plica todo: en tiempos remotos. el remedio apropiado para estos casos 
era un juicio por combate personal por apelación y si perdia el acusado, 
se le ahorcaba. Pero, si moria, no se podía obtener una indemnización. 
Por otro lado, podia suceder que el Rey perdonara al acusado, pero los 
parientes del muerto aún podian apelar y el acusado, para evitar el jui­
cio por combate. efectuaba una transacción con ellos. Así, vemos una es­
pecie de extorsión, tolerada. por los tribunales, que no hubiera sido po­
sible si el acusado hubiera muerto. ( 1 

•) 

Jolowicz nos informa que la. pérdida que sufrían terceras personas 
como resultado de la muerte tampoco constituía un tort. (' 9

) Dicho de 
otra manera, los terceros que sufrían un daño como consecuencia de la 
muerte de una persona, no tenían acción en common Jaw para demandar 
al que causó la muerte. ( 20 ) 

Esta es la regla que se desprende del caso Baker v. Bolton, del año 1808 ; 
si bien las razones que se dieron para ella fueron bastante obscuras, una 
de ellas siendo que la transgresión queda fusionada en el delito y, por 
lo tanto, se consideró que no se podía demandar civilmente sin antes 
haber ejercido la acción penal. De cualquier manera, ninguna acción por 
pérdida de servicios derivada de la muerte podía, ni puede, ser cono­
cida por un tribunal; ningún juicio sobre este punto ha tenido éxito para 
el actor, ni se ha intentado. La Ley de 1934 no cambió situación, ya que 
la acción que se busca no es de la victima, y se decidió que la :muerte no 
es un tort, sino una catástrofe final que ocurre tarde o temprano, para 
el disgusto de todos. ( 21 ) 

Esta regla presenta sus excepciones. 

Jólowicz nos dice que el COinmon law presenta una excepción rela­
cionada con el Derecho de Contratos. Nos explica que habiéndose cele­
brado un contrato entre el actor y el demandado y, habiendo incumplido 
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el contrato el demandado, con el resultado de que el sirviente (tomado 
en sentido amplio, incluyendo a la esposa, al hijo, etc., en razón de los 
servicios de índole variada que le rinden al actor en este caso) muere 
como consecuencia de dicho incumplimiento. el actor puede demandar por 
la pérdida de servicios su:frida. Aqui la muerte constituye un elemento 
esencial que se debe tener en cuenta para calcular la indemnización por 
falta de cumplimiento del contrato. (2 2 ) 

En cuanto a las excepciones del derecho legislado, Street nos dice 
que debido al creciente número de accidentes :mortales derivado del des­
arrollo de los ferrocarriles, el Parlamento dictó la Ley de Accidentes 
Mortales, de 1846. que constituye una de las excepciones más grandes 
a la regla que estudiamos. ( 2 3) 

Esta Ley establece que el autor del daño será responsable por su 
conducta, aun si se presenta la muerte, como si la victima no hubiera 
muerto y lo hubiera demandado por los daños derivados de su conducta. 
Se estableció que ésto fuera posible aunque el acto fuera. a la vez, un 
delito. ( 24 ) 

Heuston nos dice que el derecho de acción pertenece a los dependien­
tes de la victima. Por dependientes se deben considerar: el cónyuge su­
pérstite, los ascendientes y descendientes. los parientes colaterales sin 
limitación de grado siempre y cuando existiera la dependencia; el pa­
rentezco por afinidad, por adopción, de media sangre, así como los hijos 
ilegitimos reciben trato igual al parentezco que, :frente a estas circuns­
tancias, se considera normal. El albacea de la sucesión de la víctima es 
quien ejerce la acción en su nombre y representación; si no lo hace den­
tro de seis meses de haber sido nombrado, cualquiera de los dependien­
tes puede demandar a nombre de él y a nombre de los demás. Esta ac­
ción prescribe en tres años a partir de la fecha de la muerte de la vic­
tima. ( 2 •) 

La interpretación judicial ha creado una nueva acción; los depen­
dientes pueden demandar por encabezados de daños y perjuicios que no 
hubiera podido reclamar la víctima, si hubiera vivido. la única condición 
es que la victima hubiera tenido alguna acción que ejercer. Por lo tanto, 
si el ejercicio del derecho de acción de la victima hubiera sido impedido 
por alguna disposición legal, :fuera legislativa. fuera judicial, el derechv 
de acción de los dependientes no habría nacido. ( 26 ) 

La Ley no estableció bajo qué encabezados de daños y perJu1c1os se 
puede demandar, ni cómo se ha de calcular el monto de la indemnización. 
Pollock, decidiéndose el caso Franklin v. S.E. Ry ., estableció que lo que 
se indemniza es la pérdida de una .. esperanza razonable de beneficio pe­
cuniario, basada en un derecho, u otro título semejante. derivada de la 
continuación de la vida" de la, ahora, víctima. (27) Si únicamente se su­
fren daiios nominales, no se puede recuperar nada. No se otorgará in­
demnización de daño moral en la f'orma de consuelo por la angustia 'llten­
tal y sufrimiento derivados de la muerte de la victima. ( 2 ª) 

Percy nos dice que el beneficio pecuniario que se alega para la in-
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demnización, debe haberse derivado de la relación de dependencia y no 
de alguna otra causa como, por ejemplo, que el muerto y su esposa for­
maran pareja de bailarines profesionales: la esposa no podrá recuperar 
lo que deje de ganar por quedarse sin pareja y no poder trabajar como 
antes. ( 29

) 

No basta para otorgar una indemnización que se pruebe una mera 
posibilidacl especulativa de beneficio pecuniario; debe probarse, por lo 
menos, una probabilidad razonable de dicho beneficio. Una vez que se 
ha establecido dicho beneficio, le toca al demandado probar que no se 
ha perdido como resultado de la muerte de la víctima. ( 30 ) 

Nos toca ver la manera en que se otorgan las indemnizaciones : se 
otorgan separadamente, a cada dependiente, de manera individual. Se 
procede a establecer los ingresos de la víctima, se deducen sus gastos 
personales, el resultado se multiplica por un número indeterminado de 
años (comúnmente entre doce y quince), y el total se distribuye propor­
cionalmente entre los dependientes de acuerdo con el daño que cada uno 
haya sufrido, teniendo en cuenta los factores variables, tales como la 
posibilidad de que se vuelva a casar la viuda, etc. Cada caso presenta sus 
peculiaridades, que determinarán que se otorguen diferentes sumas. ( 3

') 

Percy nos dice que se deben tener en cuenta, además de la dura­
ción probable de vida de la víctima. la duración probable de su capaci­
dad para trabajar, la posibilidad de aumento o de disminución de fo 
misma, la duración de vida esperada de los dependientes y la duración 
probable de la ayuda continuada a sus dependientes, de parte de la víc­
tima. durante sus vidas. Después, se deben hacer las deducciones corres­
pondientes. ( 32 ) 

Se deben deducir los beneficios a favor de los dependientes de la 
víctima que se deriven de la muerte del mismo con excepción de los be­
neficios derivados de contratos de seguro, pensiones y prestaciones si­
milares. La opinión general parece ser que únicamente se deducen los 
beneficios recibidos de la sucesión derivados de la Ley de 1934 que exa­
minamos en el inciso anterior. Igualmente, se está de acuerdo en que se 
deducen las cantidades que se reciben de contribuciones voluntarias he­
chas por compañeros de empleo, en virtud de la muerte de la víctima. 
Sin embargo, se considera que, a partir de 1959, el hecho de hacer una 
deducción constituye una excepción, mas no la regla. ( 33

) 

Si en el caso a decidir hubo concurrencia de culpa de parte de la 
víctima, la indemnización se reduce proporcionalmente, reduciéndose, igual­
mente, la porción de cada uno de los dependientes. Jolowicz nos dice que 
para el caso en que uno de los dependientes concurriera en culpa con el 
demandado, su porción de la indemnización sería reducida proporcional­
mente y el resto de los dependientes recibirá su indemnización comple. 
ta. (3 .. ) 

El mismo autor nos informa que la responsabilidad bajo la Ley que 
estudiamos no extingue la responsabilidad sobre otras bases, de tal suer-
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te que se pueden ejercer varias acciones simultáneas contra el demanda­
do. ( 35) 

Jolowicz nos in:forma que podemos encontrar otra excepción legis­
lativa a Ja regla establecida en Baker v. Bolton. Dicha excepción la en­
contramos en Ja Ley de Transporte Aéreo de 1961. que le da :fuerza de 
ley a Ja Convención de Varsovia y al Protocolo de La Haya. En este ca­
so, la responsabilidad es objetiva. ya que no se necesita probar culpa de 
parte del demandado. Tienen aplicación todas las leyes relativas al ca· 
so en particular. La responsabilidad se limita a la suma de doscientos cin­
cuenta .lllil :francos oro. (••) 

La Ley de Minería de Carbón (Hundimientos) de 1957 establece 
que la Comisión Nacional del Carbón será responsable objetivamente por 
cualquier muerte que ocurra como resultado de un hundimiento dentro 
de una rnina de carbón. Quedan exceptuadas las personas que estén en 
Ja mina sin autorización y las personas muertas en minas subterráneas. 
(37) 

Como resumen de las dos leyes que hemos estudiado podemos deci:.· 
lo siguiente: 

La Ley de Accidentes Mortales de 1846: Jos dependientes constitu­
yen Ja parte actora, la indemnización se les otorga directamente, no se 
pagan impuestos de herencia sobre dichas indemnizaciones, se indemni­
zan las pérdidas de beneficios pecuniarios que se habrían percibido, aun 
en Jos casos en que Ja victima cometió suicidio, siempre se otorgará una 
indernnización cada vez que se pruebe que Ja causa de la muerte Jo fue 
un to~t; 

.La Ley de Reformas (Disposiciones Misceláneas) de .1934: la su­
cesión de Ja víctima constituye la parte actora,- la indemnización se otorga 
a la sucesi6n causando impuestos de herencias y se indemnizan los da­
ños que hubiera podido recuperar Ja víctima. en el lapso de tiempo com­
prendido entre Ja causa de su muerte y su muerte, si hubiera demanda­
do; 

Las dos Leyes permiten que se recuperen los gastos de :funeral, de 
acuerdo con quienes Jos hayan pagado: la sucesión o Jos dependientes; 

No se puede reparar el daño dos veces. Si se indemniza determina­
do daño bajo la Ley de 1846 y también bajo Ja Ley de :1934, se hacen las 
deducciones correspondientes bajo la Ley de 1846, pero no bajo la Ley 
de .1934. ( 3 •) 
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SEGUNDA PARTE 

Legislación Vigente: 

A.-Ley de Reformas (Disposiciones Misceláneas), de 1934.-XXIV 
& XXV George V. Chapter 41. 

Ley de Re:formas (Prescripción de Acciones, etc.), de 1954.-
11 & 111 Elizabeth 11, Chapter 36. 

B.-Ley de Accidentes Mortales, de 1846.-IX & X Victoria, Chap­
ter 93. 

C.-Ley de Accidentes Mortales, de 1864.-XXVII & XXVIII Vic­
toria, Chapter 95. 

D.-Ley de Accidentes Mortales, de 1908.-VIII Edward VII, Chap­
ter 7. 

D.-Ley de Accidentes Mortales, de 1908.-VIII Edward VII, Chap­
Chapter 65. 

Ley de Reformas (Mujeres Casadas y Autores de Torts) de 
1935.-:XXV & XXVI George V, Chapter 30. 

Ley de Transporte Aéreo, de 1932.-XXII & XXIII George V, 
Chapter 36. 

Ley de Reformas (Daños Personales), de 1948.-XI & XII Geor­
ge VI, Chapter 41. 

Ley de Reformas (Disposiciones Misceláneas), de 1948 (Irlan­
da del Norte).-XII & XIII George VI. Chapter 23 (N.I.). 
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Esta parte se ocupa del estudio breve de la legislación vigente en 
Tnglaterra, legislación que afecta el problema de la muert.e en relación 
con el Derecho de Torts. 

Ya en la parte anterior hicimos referencia a dos de las leyes más 
importantes: la Ley de 1846 y la Ley de 1934. En esta parte las estudia­
remos más en detalle, junto con las demás leyes que, según la opinión 
del maestro John A. Jolowicz, deben ser estudiadas para tener un con­
cepto redondeado de la legislación inglesa que se ocupa de nuestro tema. 

Al iniciar nuestra investigación sobre este aspecto, le mencionamos 
al maestro J. A. Jolowicz las palabras del Doctor Luis Recasens Siches 
cuando, en su clase de Filosofía del Derecho, se refiere a "las montañas 
de Derecho legislado" en Inglaterra, por lo que nuestro supervisor para 
el Derecho inglés nos recomendó limitarnos a la búsqueda de la legisla­
ción que nos interesaba en el compendio Halsbury's Statutes of England, 
el cual fue nuestra base para el estudio de este cuerpo jurídico. ( 3 q) 
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A.-Ley de Refol'.mas (Disposiciones Misceláneas), de 1934.-XXIV & 
XXV George V, Chapter 41. 

Ley de Reformas (Prescripción de Acciones, etc.). de 1954.-U & 111 
Elizabeth II, Chapter 36. 

La Ley de Reformas de 1934 se dictó para reformar el Derecho vi­
gente en cuanto al efecto de la muerte en relación con las causas de ac­
ción y en relación a la posibilidad de condenar al demandado al pago de 
intereses en juicios civiles. ( 40 ) A nosotros nos interesa únicamente el 
estudio de la Ley en cuanto se ocupa de la muerte y las causas de ac­
ción. 

Esta Ley, en la "fracción I del artículo primero, establece que, al 
morir cualquier persona, todas las causas de acción en su "favor. o en 
su contra, subsistirán en "favor, o en contra, de su sucesión. Quedan ex­
cluidas expresamente todas las causas de acción que se refieran a ca­
sos de difamación, de seducción y adulterio, así como aquellos casos en 
que una persona induce a otra al abandono del cónyuge. o a permanecer 
separado del mismo. ( .. ,) 

Chapman nos dice que lo que se a"fecta por esta Ley es aquel caso 
en que un derecho, o una obligación, debido a las circunstancias, ha ma­
durado en tal forma que ya ha surgido la causa de acción; si no ha sul:'­
gido esta última, no se aplica la Ley en cuestión. ('.,') 

El mismo ordenamiento dispone que no se otorgará indemnización 
de los llamados daños ejemplares; que en caso de incumplimiento de pro­
mesa de matrimonio se podrá indemnizar el daño sufrido por la sucesión 
de la víctima que resulte de dicho incumplimiento; y, que se podrán in­
demnizar los gastos funerarios, pero que al calcular el monto de la in­
demnización, no se deberá tener en cuenta el beneficio recibido, ni el 
daño sufrido, por la sucesión de la víctima como consecuencia de la muer­
te. ( 43 ) 

Aqui la Ley quiere asegurar que el monto de la indemnización, en 
casos de muerte, no sea igual a la indemnización en los casos en que la 
victima sobrevive el tort, ya que algunos encabezados de daños no po­
drán indemnizarse debido a la muerte de la victima, o debido al hecho 
de que ya no tendrá importancia directa la reparación del daño y que 
la indemnización únicamente resultaría en beneficio de los herederos sin 
haberse realmente efectuado una verdadera reparación. (' .. •) 

Enseguida, se establece que para que se pueda ejercer una acción 
que sobrevivió la muerte del que seria el demandado, se debe llenar una 
de las siguientes dos condiciones: 
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1.-Que ya se hubiera iniciado juicio en contra del demandado a la 
fecha de su. muerte; o, 

2.-Que no hubiera surgido la causa de acción con seis meses de an­
terioridad a la muerte del demandado y que se inicie el juicio respectivo 
dentro de los seis meses siguientes a la fecha de la designación y acep­
tación de albacea de la sucesión del demandado. ( 45 ) 

El requisito relativo al hecho de que la causa de acción no debe ha. 
ber surgido con seis meses de anterioridad a la muerte del demandado, 
fue derogado por la Ley de Reformas (Prescripción de Acciones, etc.), 
de 1954. ( 46 ) 

Más adelante, la Ley que examinamos establece que cuando una per­
sona muere antes, o en el momento, de presentarse un daño por el cual 
hubiera sido responsable si hubiera vivido. se tendrá a la causa de ac­
ción como existente antes de la muerte del responsable, subsistiendo des­
pués de su muerte. ('47 ) 

Al respecto, Chapman nos dice que hubiera sido 'más sencillo el decir 
que. en estos casos, se debe considerar que el daño ocurrió antes de la 
muerte y, asi, la causa de acción ya habría nacido. ( 48

) Dicho en otras 
palabras, diremos que si se ha de usar una ficción para proteger a la 
víctima de un tort, debemos emplear la ficción más sencilla. 

El legislador de esta Ley se preocupó por delimitar la relación de 
la misma con las Leyes de Accidentes Mortales de 1846 hasta 1908, asi 
como con la Ley de Transporte Aéreo de 1932, especificando que los de­
rechos otorgados por la Ley de 1934, se conceden además, y no en de­
rogación, de los derechos conferidos a los dependientes de las víctimas 
de acuerdo con las Leyes mencionadas. ( 4

•) La segunda parte de la frac­
ción V establece que "todo cuanto de esta Ley se relaciona a las causas 
de acción en contra de las sucesiones de personas que han muerto ten­
drá aplicación en relación a las causas de acción bajo las mencionadas 
Leyes, tal como tiene aplicación a otras causas de acción, no expresamen­
te exceptuadas de la aplicación de la fracción I de este artículo". ("º) 

Para entender la última parte de la fracción V nos remitimos a lo 
que nos explica Chapman al respecto. Nos informa que, cuando una per­
sona es demandada bajo la Ley de Accidentes Mortales y esta persona 
:fallece, la acción subsiste en contra de su sucesión, en virtud de la frac­
ción I de la Ley que estudiamos. ( 5 ') 

Para terminar, diremos que la Ley que venimos estudiando ha pre­
visto la posibilidad de que la sucesión demandada quede insolvente y que 
se le declare en lo equivalente al concurso de acreedores y, en este caso, 
la cantidad que se reclama como indemnización tendrá. derecho a concu­
rrir con los demás créditos, a pesar de consistir en una demanda por una 
suma no líquida. ( 52 ) 
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B.-'"-LeY de Aeeidentes Mortales. de 1'846.-IX & X Victoria, Chapter 93. 

Esta Ley, que también se conoce como la Ley de Lord Cam·pbell, fue 
dictada por el Parlamento el día 26 de agosto de 1846 creando una ac­
ción para poder compensar a las :familias de personas muertas como re­
sultado de accidentes. ( 53 ) 

El artículo primero explica que como en el common law no existe 
derecho de acción en contra de la persona que causa la muerte de otra,.. 
existiendo muchas situaciones en que dicha acción debiera existir para­
obtene1:se una indemnización, queda establecido que cada vez que se cau­
se la muerte de una persona como resultado del acto. descuido u omisión 
de otra persona, siempre y cuando dicha causa hubiera dado lugar a una. 
acción a :favor de la víctima, si no hubiera muerto, "entonces y en cada: 
caso de éstos la persona que hubiera sido obligada a la reparación, si la 
muerte no hubiera ocurrido, quedará obligada a la reparación. a pesar 
de la muerte de la víctima. y aunque la muerte se haya causado en cir­
cunstancias tales que, en derecho, constituyera. un delito". ( 54 ) 

Chapman nos dice que esta Ley es una ve·rdadera creación ad hoe 
para satisfacer una necesidad especiaL Nos informa que hubiera sido 
más sencillo establecer que la víctima recibiera una compensación equi­
valente a la que l.·ecibiría si hubiera quedado incapacitado total y per­
manentemente, pero que se consideró por el Parlamento, que esta últi­
ma solución habría resultado demasiado onerosa pal.·a el obligado a pa­
gar la indemnización. (••) 

La Ley bajo estudio establece que el de1·echo de acción será en be­
neficio de la esposa, o esposo, según el caso. del padre e hijo de la vic­
tima y que la correspondiente demanda será presentada por el albacea,. 
testamentario o intestamentario, de la sucesión de la víctima; que la ac­
ción se traduce en una indemnización que otorgará el jurado para re­
parar el daño que haya sufrido cada una de las personas en cuyo nom­
bre se demandó y. que de la suma así otorgada, se deberán pagar los· 
gastos que no sean recuperados del demandado. y el restante deberá ser· 
dividido proporcionalmente entre los actores, según su daño. e·~) 

Chapman nos informa que, en conclusión, la acción que cl.·ea esta: 
Ley le corresponde únicamente a determinada categoría de personas­
-llliembros de la :familia de la victima- para. compensarles la pérdida, 
del apoyo económico, presente o :futuro. que hayan sufrido. La dependen-· 
cia económica del pariente es lo que determina su derecho a demandar. 
La base de la causa de acción será, pues, un daño pecuniario, mas nG 
moral. ( 5 1) 
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Más adelante ( 5 ª) Ja Ley dispone que cuando sean varios los actores. 
en relación al mismo ·asunto litigioso, se deberán acumular las acciones 
de tal :forma que únicamente se Jleve un juicio, agregando que el dere­
cho de acción se debe ejercer dentro de un período de un año, contado 
a partir de la muerte de la víctima del accidente. 

El autor que hemos venido citando nos informa que el período de 
prescripción de la acción fue alargado a ti~es años en virtud de Ja. Ley 
de Reformas (Prescripción de Acciones, etc.) de 1954, en su artículo ter­
cero. ( 59

) 

Igualmente. queda dispuesto (•~) que el actor le entregará detalla­
da. información al de:rnandado, o al representante de éste, de la persona,. 
o personas, en cuyo provecho se está demandando, así como sobre· Ja 
naturaleza de Ja reclamación en relación a la cual se está pidiendo una 
indemnización. ( 6 ') 

Et: artículo cinco establece las reglas de interpretación de esta Ley: 
las palabras escritas en singular tendrán apJicación en plural en relación 
con personas y cosas ; palabras escritas en el género masculino tendrán 
aplicación a personas del género femenino; Ja palabra .persona se :referi­
rá· igualmente a los cuerpos políticos y a las personas sociales; la pa·la­
bra padre incluye al padre y a Ja madre, al abuelo y a la abuela. y al 
padrastro y a Ja :madrastra; y, Ja palabra hijo incluye al hijo y a la hi­
ja, al! nieto y a Ja nieta, y al hijastro y a Ja hijastra. 

Esta Ley entró en vigor en el Reino Unido, con excepción de Esco­
cia, en Ja :fecha de su promulgación. (•') 

Para terminar con este estudio somero. el artículo séptimo dispuso 
que esta Ley podría ser reformada, o derogada, por cualquier sesión del 
Par]amento. 
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C.-Ley de Accidentes Mortales, de 1864.-XXVll & XXVIII Victoria, 
. Cbapter 95. 

Esta Ley se dictó para reformar la Ley de Accidentes Mortales, de 
1846; entró en vigor el día 29 de julio de 1864. (b3) 

De la lectu1·a del proemio de esta Ley nos podemos dar cuenta que 
mientras que el legislador estableció que el derecho de acción, creado por 
la Ley de 1846. le corresponde a los rn.iembros de la :familia de la vícti­
ma que dependían económicamente del mismo, el ejercicio del menciona­
do derecho de acción quedó encargado al albacea, testamentario, o intes­
tamentario de la sucesión de la víctima. Esto daba lugar a que los be­
neficiarios de la Ley de 1846 pe1·dieran su derecho de acción, por el trans­
curso del período p1·escriptivo establecido en la misma, debido a que, 
dentro de ese plazo. aún no se hubiera nombrado albacea, por cualquier 
motivo, o que, habiendo albacea, éste por dolo o negligencia, aún no 
hubiera iniciado el juicio respectivo. 

La Ley que estudiamos resolvió este problema disponiendo que si 
dentro de seis meses de la fecha de la muerte de la víctima, habiendo al­
bacea o no, aún no se inicia el juicio respectivo, cualquiera de los miem­
bros de la :familia de la víctima. dependiente económicamente del mismo, 
podrá iniciarlo, en nombre suyo y en nombre de los demás interesados, 
si los hay, siguiéndose el procedimiento tal y como si el juicio lo hubie­
ra iniciado el albacea. (••) 

Chapman, al respecto, dice que puede haber dos situaciones distin­
tas: 

1.-Que aún no se haya nombrado albacea, testamentario o intesta­
mentario; 

2.-Que ya se haya nombrado albacea y que hayan transcurrido 
seis meses desde la fecha de la muerte de la vícthna. 

En los ·dos casos, cualquier inteTe"<ado puede demandar, pero debe 
hacerlo en nomb1·e propio y en nombre de todos los demás interesados. 
(•s) 

La misma Ley establece que cuando el demandado ofrece en pago 
de la indemnización determinada suma de dinero, haciendo dicha oferta 
ante el tribunal que va a decidir el juicio, lo podrá hacer sin especificar 
en qué proporción será dividida la mencionada suma entre los interesa­
dos; además se dispone que cuando la parte actora no acepte dicha su­
ma, basándose en el hecho de que no es suficiente para reparar el daño. 
el jurado resolverá la cuestión. ("ª) 
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Chapman explica la razón de ser de esta disposición: nos dice que 
se entiende si tenemos en cuenta que el common law exige que se debe 
hacer un pago individual por cada causa de acción ventilada. Si bien es 
cierto que la Ley de 1846 estableció que se presentara una sola demanda, 
aunque :fueran varios los interesados. habiendo pluralidad de interesados. 
hay pluralidad de causas de acción. Así, este artículo permite que se haga 
un pago global que cubra todas las causas de acción ventiladas. de manera 
acuniulada, como consecuencia de la demanda única. ( 67

) 

El artículo tercero dispone que la Ley de 1846 debe leerse en unión 
de la presente Ley. Chapman explica que ésto quiere decir que se debe 
considerar que ambas leyes constituyen una sola ley. a no ser que se 
presente alguna discrepancia. ( .. ) 
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D.-Ley de Aecidentes Mortales, de 1908.-VIII Edward VII. Chapter 7. 

Esta Ley se dictó el día primero de agosto de 1908 y tuvo como fin 
reformar el derecho en relación al cálculo de la indemnización bajo las 
Leyes de Accidentes Mortales. 

Esta reglamentación dispone que, al calcular el monto de la indem­
nización bajo las Leyes mencionadas, no se deberán tener en cuenta las 
sumas de dinero pagadas, o pagaderas, como resultado de cualquier con­
trato de seguro que se haya celebrado antes o después de Ja promulga­
ción de Ja Ley que estudiamos. (• 9

) 

Por lo anterior entendemos nosotros que no se debe considerar como 
beneficio, derivado directamente de la muerte de Ja víctima, Ja suma 
de dinero pagada como resultado de un contrato de seguro. 

El último artículo ( 70
) de esta Ley dispone únicamente que las Leyes 

de Accidentes Mortales de 1846, 1864 y la que estudiamos pueden ser 
citadas como las Leyes de Accidentes Mortales de 1846 a 1908. 

Para presentar el estudio completo de la legislación que afecta el 
tema que nos ocupa, debemos hacer referencia a Ja Ley de Reformas 
(Disposiciones Misceláneas), de 1934 ( 7

') que estudiamos en relación 
a Ja supervivencia de la acción de la víctima misma, pero ahora en Jo 
pertinente al derecho de acción de los dependientes económicos de Ja 
víctima. 

El artículo segundo de Ja Ley de 1934 estableció que Jos hijos ilegí­
timos y los hijos adoptivos, para Jos efectos de las Leyes de Accidentes 
Mortales de 1846 a 1908, deben ser considerados como hijos legítimos de 
su madre y de su reputado padre. o según el caso, de sus padres adopti­
vos. ( 72 ) 

El citado artículo se preocupó por definir lo que significa Ja palabra 
adopción para los efectos de las Leyes que hemos venido estudiando. ( 73

) 

Da una definición complicada y limitada a tal grado que, como veremos 
más adelante al estudiar Ja Ley de Accidentes Mortales de 1959, se subs­
tituyó por otra más senciJla y más general. 

Más adelante, el mismo artículo segundo dispone que se podrán in­
demnizar los gastos de funeral, ejerciéndose la acción bajo las Leyes de 
Accidentes Mortales ( 74

); termina disponiendo que el artículo que estu­
dianios no tendrá aplicación en juicio que verse sobre la muerte de per­
sona habiendo muerto ésta antes de la promulgación de la Ley que ana­
lizamos ( 75

). 
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E.--Ley de Accidentes Mortales, de 1959. - VII & VIII Elizabeth ,11, 
Chapter 65. . .•.•..• 

Ley de Refor.mas (Mujeres Casadas y Autores de Torts). de 1935. 
XXV & XXVI George V, Chapter 30. 

Ley de Transporte Aéreo, de 1932.-XXII & XXIII George V, Chap­
ter 36. 

Ley de Reformas (.Daiios Personales) de 1948.-XI & XII George VI, 
Chapter 41.. 

Ley de Reformas (Disposiciones Misceláneas) de 1948 (Irlanda del 
Norte).-XII & XIII George VI, Chapter 23 (N.I.) 

La Ley de Accidentes Mortales de 1959 :fue dictada el día 29 de 
julio del citado año y tuvo como :fin la reforma de Ja Ley de Accidentes 
Mortales de 1846 así como la Ley de Transporte Aéreo de 1932, amplian­
do el número de personas beneficiadas bajo las mencionadas leyes y dis­
poniendo que determinados beneficios, derivados de la muerte de la víc­
tima. no sean tornados en cuenta al calcularse el monto de la indemni­
zación. ('º) 

El artículo primero, entre otras cosas, dispone que el derecho de 
acción creado por la Ley de 1846 le pertenecerá, también, al hermano o 
hermana y tío o tía de la víctima como también a los descendientes de 
_éstos. ( 77) 

Como resultado de esta reforma. Chapman nos informa que la list::t 
de las personas que tienen derecho de acción ahora queda como sigue: 

1.-Esposo o esposa; 

2_.-Padre, madre, abuelo, abuela (pero no los bisabuelos) ; 

3.-Hijo, hija, nieto, nieta (pero no los bisnietos) ; 

4.-Hermano. hermana, los descendientes de éstos sin límite de ge­
neraciones; y, 

5.-Tío, tía y la descendencia de éstos sin límite de gerieracfones. 
('•) 

La fracción 11 del artículo primero establece las nuevas reglas para 
fijar el parentesco para Jos efectos de las Leyes de Accidentes Mortales. 

Queda establecido que una persona adoptada será tratada como hijo, 
o hija, según el caso, de la persona o personas que la adoptaron y no 
como el hijo de alguna otra persona. (") 
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Se dispone, igualmente. que el parentesco por afinidad será conside­
rado, para los efectos que se persiguen, como el parentesco consanguíneo; 
que el medio parentesco consanguíneo será tratado como parentesco con­
sanguíneo completo, o sea, de padre y madre; y que los hijastros tendrán 
la consideración dada a los hijos. (ª") 

·Para terminar, se establece que el hijo ilegítimo se considerará hijo 
legítimo de su madre y de la persona reputada como su padre. (••) 

Debemos hacer hincapié en el hecho de que estas reglas tienen apli­
cación únicamente en relación con los casos en qu.e se hacen valer las 
~yes de Accidentes Mortales. para basar una demanda corno consecuen­
cia de la muerte de alguna persona, o en relación con la aplicación de 
otras leyes, que específicamente se 1·emiten a estas Leyes, para esta­
blecer el parentesco de las personas con fines conexos. 

Chaprnan nos informa que la regla relativa a la adopción tiene apli­
cación, preséntese la adopción donde se presente dentro del árbol genea­
lógico, dentro del contexto de la situación que estudiamos. Agrega que 
esta regla deroga el artículo dos en su fracción primera de la Ley de 
Reformas (Disposiciones Misceláneas), de 1934. ( 82

) 

En cuanto a lo relativo al parentesco por afinidad y al medio paren­
tesco, nuestro autor afirma que tiene el mismo campo de aplicación que 
lo relativo a la adopción, quedando derogadas las referencias, por demás 
limitadas, al medio parentesco consignadas en la Ley de Accidentes Mor­
tales, de 1846. (•') 

Chapman, al estudiar lo relativo a los hijos il.egítirnos, concluye que 
el efecto de la disposición relativa, dentro del contexto de las leyes que 
estudiarnos, es de ignorar la nlencionada ilegitimidad. Hace ver qu.e se 
deroga el artículo dos, en la parte relativa a este punto, de la Ley de 
Reformas (Disposiciones Misceláneas), de 1934. ( 04

) 

La fracción III del artículo primero de la Ley que aquí estudiamos 
define lo que por adopción se debe entender: se debe considerar comO' 
adoptada una persona que lo es como resultado de una orden de adop-· 
ción dictada bajo la Ley de Adopción de 1958, o bajo cualquiera otra 
Ley anterior, o bajo cualquiera Ley correspondiente a la citada, promul­
gada por el Parlamento de Irlanda del Norte, pudiéndose comprobar la 
adopción de una persona hecha en Escocia. o en Irlanda del Norte, me­
diante los medios de prueba idóneos para ello en esos países. 

Chapman opina que esta fracción simplifica la definición de adop­
ción, quedando derogada la fracción segunda del artículo dos de la Ley 
de Reformas (Disposiciones lVIisceláneas), de 1934. (ª•) 

La fracción IV del mismo artículo primero que venimos estudiando 
ordena la reforma de la Ley de Reformas (Mujeres Casadas y Autores 
de Torts). de 1935, en el inciso (b) de la fracción I, quitando las pala­
bras "esposa, esposo, padre o hijo" quedando únicamente la palabra "de 
pendientes". Igualmente, la misma fracción ordena la refor~a de la nlis-
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nia Ley en el inciso (a) de la fracción III, quedando como nuevo texto 
del inciso mencionado lo siguiente: 

"(a) la expresión "dependientes" significa las personas en cuyo 
beneficio se puede ejercer una acción bajo las Leyes de Accidentes Mor­
tales, de 1846 a 1959; y". (••) 

El autor en que nos hemos basado para los comentarios sobre la le­
gislación opina que la reforma consignada arriba fue la consecuencia 16-
gica de la Ley que estudiamos en este inciso. (ª'} 

La fracción V del artículo primero de la ley bajo estudio ordena, 
igualmente, la reforma de la Ley de Transporte Aéreo, de 1932 (ªª) en 
el párrafo Primero de la Cédula Segunda, párrafo que se ocupa de de­
terminar cuáles personas tienen derecho de acción, bajo esa I..ey, com<..1 
resultado de la muerte de algún pasajero. Esta reforma se ordenó para 
que la Ley de Transporte Aéreo de 1932 concordara con la Ley de· Ac­
.cidentes Mortales de 1959. 

Posteriormente, Chapman nos informa que la Ley de Transporte 
Aéreo de 1961 derogó la citada fracción V de la Ley de Accidentes Morta­
Jes de 1959. ( 89

) 

El artículo segundo de la Ley que examinamos establece que no se 
deberán tomar en cuenta, al calcular el monto de la indemnización. nin 
guna cantidad pagada, o que se vaya a pagar, o que se pueda pagar, 
como consecuencia de un contrato de seguro, ni se tomarán en cuenta 
beneficios recibidos, ni pensiones pagadas, todos como consecuencia de 
la muerte de la víctima. (• 0 ) 

Esta parte del artículo segundo deroga la Ley ele Accidentes Mor­
tales de 1908. (• 1) 

La fracción II del artículo segundo se remite a la· Ley Nacional de 
Seguros de 1946 para definir lo que se debe considerar corno "beneficio" 
e incluye a los pagos hechos por asociaciones, o sindicatos, para la ayu­
da de los dependientes de un asociado o miembro. 

La Ley que estudiamos habla de "dinero de seguros" para incluir la 
devolución de primas y al hablar de "pensión" se debe incluir Ja devolu­
ción de cuotas así como el pago de una suma global en relación al empleo 
de una persona. (• 2 ) 

Chapman opina que el lenguaje empleado en la fracción II, en i·ela­
ción al seguro y demás, es muy amplio y genérico de manera intencional, 
para, de esa rnanera, cubrir toda situación semejante al seguro. ("') 

La fracción III del artículo dos especifica cuáles Leyes. y en qué 
grado. quedan derogadas como consecuencia de la Ley que examinamos. 
(• .. ) 

La fracción IV del mismo artículo dos establece que la Ley estudia­
da .se aplicará en relación a las muertes ocurridas después de Ja promul­
gación de Ja misma. 
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De esta manera, damos por terminado el estudio, por demás simpli­
ficado, del derecho legislado en vigor en Inglaterra, en relación a Ja 
muerte y sus efectos con el derecho de acción. en el campo del Derecho 
de Torts. No entramos en detalle porque los puntos de interés quedarán 
ampliamente explicados en la parte dedicada a las decisiones judiciales o 
Derecho jurisprudencia!. 
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TERCERA PARTE 

Derecho J"urisprudeneial Pertinente en Vigor: 

A.-Decisiones Relativas a la Ley de Reformas (Disposiciones Mis­
celáneas), de 1934. 

B.-Decisiones Relativas a las Leyes de Accidentes Mortales, de 1846 
a 1:959. 



De esta manera, damos por terminado el estudio, por demás simpli­
ficado, del derecho legislado en vigor en Inglaterra, en relación a la 
muerte y sus efectos con el derecho de acción, en el campo del Derecho 
de Torts. No entramos en detalle porque los puntos de interés quedarán 
amplironente explicados en la parte dedicada a las decisiones judiciales o 
Derecho jurisprudencia!. 
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Esta última parte de este capítulo está dedicada a la expos1c10n de 
las decisiones judiciales que más influencia han tenido dentro del De­
recho inglés para fijar el alcance de las reformas parlamentarias al com­
mon law, en relación a Ja muerte y al Del'\echo de torts. 

En primer Jugar, estudiaremos las decisiones judiciales relativas a 
Ja Ley de 1934 que permite a la sucesión de una persona demandar al res­
ponsable de un tort, cuando Ja víctima del tort en cuestión es el autor 
de la sucesión. En este caso, Ja muerte no es considerada como tort en 
contra del autor de la sucesión; se reclama una indemnización por Ja. 
reducción en la duración esperada de vida de la víctima. 

En segundo ·lugar. y para terminar con el estudio del Derecho in­
glés. examinaremos las decisiones judiciales :relativas a las Leyes de 
Accidentes Mortales. Aquí Ja acción pertenece a Jos dependientes econó­
micos establecidos en las Leyes de referencia y Jo que se reclama es la 
pérdida pecuniaria derivada de Ja muerte de Ja víctima. Se hará refe­
rencia especial a la posibilidad de indemnizar el daño moral sufrido. 



A.-Decisiones Relativas a Ja Ley de Reformas (Disposiciones Miscelá­
neas), de 1934. 

Al empezar el presente estudio, recordaremos que el common law 
tenía· .como principio que, al morir cualquier parte en una relación obli­
gacional; desaparecía el derecho de acción del acreedor, o según el caso, 
de la sucesión del acreedor, cuando éste. era el que moría. La Ley de 1934 
cambió ésto permitiendo que el derecho de acción subsistiera después de 
la· muerte de cualquiera de las partes. 

La primer decisión que estudiaremos será la que se dio en el caso 
Rose··v~ Ford ( .. ), decidido por la Cámara de los Lores. Este caso ver­
só sobr.a una demanda pidiendo indemnización, bajo la Ley de 1934, por 
la reducción en la esperanza de vida comprobada de la víctima. (••) 

Lord Atkin, al dar su opinión, se refirió al common law recordando 
que este cuerpo jurídico no permitía que el derecho de acción, basado 
en daños personales derivados de tort, pasara a Ja sucesión de la vícti­
ma, recordando, además, que el misn10 common Jaw no consideraba la 
muerte~ de una persona como fuente de un derecho de acción. 

Entrando al problema. Lord A tkin se preguntó si la regla mencio­
nada afectaba la posibilidad de calcular la indemnización a la cual tiene 
derecho; una persona aún viva. Se contestó diciendo que la Corte de Ape­
lación¡! al· decidir el caso Flint v. Lovell, estableció que si una persona ha 
su:frido· daños personales como resultado de un tort se puede incluir, den­
tro del cálculo de la indemnización, el hecho de que la duración normal 
de Ja, vida de la víctima se había reducido. Menciona que está convenci­
do que una persona sufre un daño cuando se le reduce la duración esperada 
de su vida (la esperanza de gozar de la vida durante determinado tiempo), 
y que ·e): dafio. la pérdida de ese lapso vital, puede ser valuado en dinero y 
que dicha valuación se debe hacer cuando el daño se presenta. 

Por lo tanto, Lord Atkin concluye que una persona, cuando se en­
cuentra con vida, puede pedir una indemnización por Ja reducción de la 
duraci'ón de su vida y que, si es así, el correspondiente derecho de acción 
le pertenece en vida y que, al morir, bajo la Ley de 1934, el mencionado 
derecho de acción pasa a su sucesión. 

:Ecird Tharikerton, al· dar su opinión, se limitó a decfr que estaba de 
acuerdo·con todo lo expresado por Lord Atkin. 

Lord Russell of KiJlowen, al dai· su opinión, también se refirió al 
caso Flint v. Lovell: "Si Flint v. Lovell se decidió correctamente, existía 
a:· 'LaV,or de Mabel AJice Rose, antes de su muerte, una causa de acción' 
que Je daba derecho de demandar y de obtener sentencia otorgándole una· 
indemnización de mil· libras' respecto de su p~rdida de esperanza de vi-' 
da". (•') Continúa diciendo que considera· que Flint v. LoveU fue decidido 
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correctamente puesto que si la duración de vida esperada de una perso­
na es reducida, dicha persona es privada de algo de valor, y que si dicha 
pérdida es ocasionada por la negligencia de otra persona, ésta es respon. 
sable del dafio y debe repararlo. Concluye diciendo que lo que la Ley de 
1934 hace es conversar, a pesar de la muerte de una pei.·sona, todas las 
causas de acción que existian a "favor de esa persona mientras tenía vida; 
aclarándose que la acción, al ejercerse, se ejerce en nombre de la perso. 
na difunta. 

Lord Wright, dando su opinión en el caso que estudiamos, confirma 
las opiniones de sus colegas en relación a la posibilidad de demandar por 
la reducción de la duración esperada de vida de la víctima, así como en 
relación al e"fecto de la Ley de 1934, tratándose de la subsistencia, o su­
pervivencia, de la acción después de la muerte de aquella. Agrega que el 
hecho de que la actora haya muerto antes de haberse dictado fallo en 
el asunto, es completamente irrelevante, salvo que hace innecesario, hasta 
cierto grado, el requisito de probar, médicamente, que el accidente récor­
tó la vida de la persona mencionada. Explica que no se está indemnizan­
do la muerte en sí, puesto que la víctima misma no pudo haber demanda­
do por esa causa. 

El mismo Lord Wright continúa diciendo que está convencido que 
un hombre tiene derecho a su propia vida, que tiene un interés legal que 
le da derecho a quejarse si su vida es perjudicada como resultado de un 
tort, no únicamente en i.·elación al dolor, sufrimiento e incapacidad que 
pueda sufrir sino también en relación a la continuación de su vida du­
rante el lapso de tiempo que normalmente se puede esperar. Su esperan­
za de vida normal tiene un valor temporal y su reducción debe ser in­
demnizada. Considera que, .. en cierto sentido, es cierto que ningUna. can. 
tidad de dinero puede compensar una vida, o el goce de la vida, y que, en 
ese sentido la compensación es imposible de llevarse a cabo. En estos 
casos, el D.;recho se limita a hacer lo mejor que .puede, porque si ~. se­
ría paradójico que el Derecho no diera una compensación por el hecho de 
que ninguna sería adecuada". (qª) 

' Para terminar, veremos la aportación de Lord Roche. Estuvo de acuer­
do con las opiniones anteriores, pero al referirse al método a emplearse 
para calcular el monto de la indemnización en estos casos, consideró que 
la cantidad indicada se debe fijar sin referencia a ingresos "futuros de la 
víctima, sino que únicamente a lo que la vida significaría, en el caso 
que estudiamos, a una señorita, en buen estado de salud, ganándose su 
pan de cada día, con padres que dependían económicamente de ella y con 
perspectivas de matrimonio en el "futuro cercano. Consideró que este mé­
todo elimina las referencias a la pobreza y a la riqueza fijándose, correc­
tamente, nada más en lo que es normal y usual. Considera que un rico 
avaro viviendo en la pobreza. o un pobre viviendo en la miseria, podrán 
requerir consideraciones de hecho especiales, pero que se puede presumir 
que una persona tiene, o gana, lo suficiente para vivir su vida y gozar­
la y que, por lo tanto, los ingresos de la víctima, "fuera de estas. circuns-
tancias. son irrelevantes al caso. · 
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Asi vemos que la Cámara de los Lores confirmó la posibilidad de 
demandar por la reducción de la duración esperada de vida de la vícti­
ma y que el mencionado derecho de acción sobrevive la muerte de la víc­
tima. ( 99 ) 

Enseguida. pasaremos al estudio de la sentencia dictada en el caso 
Flint v. Lovell, ('ºº) especialmente en relación a la posibilidad de otor­
gar una indemnización por la reducción de la duración de la vida de una 
persona, habiendo alegado el demandado que la regla del common law, 
que prohibe tener a la muerte como base de una acción, excluye dicha 
posibilidad. ( 101 ) 

El caso fue decidido el 23 de noviembre de 1934 por la Corte de Ape­
lación. 

El Justicia Greer, dando su opinión, se refirió a la regla del com 
mon law, confirmado en el caso Amerika, diciendo que resulta claro de 
esa decisión que una persona no puede valerse de la muerte de otra pa­
ra comprobar una causa de acción, ni para obtener una indemnización 
derivada de la mencionada causa de acción, ni aún cuando el daño que 
haya sufrido se deriva de la muerte en cuestión. Pero agrega que está 
convencido de que la regla mencionada no tiene aplicación en el caso en 
que el actor, todavía con vida en el momento del juicio, pide una indem­
nización, no solamente por el hecho de haber sufrido dolor intenso e in­
quietud mental derivados de Ja posibilidad de una muerte prematura, si­
no que también reclama una indemnización por el hecho de que lo que 
pudo haber sido ocho a diez años de vida placentera, en la que pudiera 
haber continuado con sus actividades normales, se ha convertido en una 
existencia precaria, que probablemente no excederá de los doce meses, 
durante los cuales seguirá sufriendo del daño del cual se queja. 

El Justicia Slesser concuerda con Greer diciendo que desde el mo­
mento en que el actor aún sigue con vida, es obvio que la docti·ina "actio 
personalis moritur CUnl.· persona" no puede tener aplicación. Concluye, 
además, que no se encuentra razón legal alguna para excluír la posibilidad 
de indemnizar, o de tener en cuenta al indemnizar, la reducción de vida 
esperada del actor. 

El Justicia Roche expresó dudas en 1·elación al nuevo encabezado de 
daños, pero consideró que sí debe ser indemnizado, pero únicamente en 
Ja proporción en que pueda enconti·arse un valor monetario. 

Los tribunales ingleses han sufrido dificultades para calcular, o pa­
ra poner límites al cálculo de un jurado, en relación con la indemnización 
de la reducción de Ja duración esperada de vida. Durante algún tiempo 
consideraron que las mil libras fija das en Rose v. Ford, para el caso de 
una señorita de 23 años de vida, podrían ser utilizadas como el metro 
para medir otros casos, pero obteniendo siempre resultados muy varia­
dos. ( 1º 2

) 

.Continuando con nuestro estudio, examinaremos ahora la decisión 
del caso Morgan v. Scoulding. ( 10 3) En este caso los hechos fueron Jos 
siguientes: como resultado de la negligencia del demandado al manejar 
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su automóvil, Morgan, conduciendo una motocicleta, murió prácticamen­
te de manera instantánea al producirse una colisión entre ambos. El ac­
tor, albacea de la sucesión del difunto Morgan, bajo la Ley de 1934, de­
mandó la indemnización de daños derivados de la reducción de la vida 
esperada de la victima. El demandado contestó que no surgió ninguna 
causa de acción a favor de la victima en virtud de la instantaneidad de 
su muerte y que, por lo tanto, ninguna causa de acción sobrevivió la muer­
te de la víctima. 

El Juez Lewis decidió ( 104
) que la causa de acción no era la muerte, 

sino la negligencia del demandado al causar la colisión con la victima. 
Eso sucedió antes de la muerte Y. aunque nada más hubiera habido una 
fracción de segundo. o a lo más, un corto lapso de tiempo, entre la coli­
sión y la muerte de la victima, la causa de acción surgió antes de su muer­
te y, por lo tanto, dicha causa de acción sobrevivió el deceso de Morgan, 
pasando a su sucesión. Se decidió, pues, a favor de la sucesión de Mor­
gan, a pesar de haberse producido la muerte de manera instantánea, otor­
gándose la indemnización correspondiente. ( 105

) 

Enseguida. veremos la sentencia de la Cámara de los Lores en el 
caso Benham v. Ga'lllbling. ('º 6

) Los hechos son los siguientes: un niño 
de dos años y medio de edad murió como resultado de las lesiones que 
recibió al ser embestido y volcado el automóvil en que viajaba, como con­
secuencia de la negligencia del chofer del otro vehiculo. El padre del ni­
ño fue nombrado albacea de la sucesión del mismo y demandó al chofei.· 
pidiendo una indemnización basándose en la reducción de la duración de 
vida esperada del :menor. En el juicio de primera instancia se admitió la 
negligencia del demandado y el único punto que quedó para resolverse 
fue el mouto de la indemnización, habiéndose probado que el niño estuvo 
inconsciente desde el momento del accidente hasta el momento de su muer­
te. El Juez Asquith, decidiendo el caso sin jurado, consultó con el con­
sentimiento de los abogados de ambas partes, las tablas de duración de 
vida preparadas por el gobierno Y. de acuerdo con éstas, un niño recién 
nacido, en aquella época, tenía la esperanza de vivir 58 años, pero el Juez 
decidió que las mencionadas tablas no constituían un medio de prueba 
idóneo en casos como el presente. Se fijó, basándose en las pruebas pre­
sentadas, la cantidad de un mil doscientas libras como monto de la in­
demnización. concluyendo que la suma otorgada no era ni irracionalmen­
te excesiva, ni irracionalmente deficiente. El demandado apeló a la Cort-e 
de Apelación, pero se decidió, por mayoría de votos de los Justicias Sles­
ser y MacKinnon, que la cantidad fijada era la correcta. El demandado 
apeló a la Cámara de los Lores alegando que el Juez no obró razonable­
mente al otorgar la cantidad mencionada y que el niño no pudo haber 
apreciado a la vida como siendo una cosa buena. 

El caso se decidió el día 16 de diciembre de 1940, siendo el Vizcon­
de Simon el primero en dar su opinión. En primer lugar. consideró que 
la conclusión correcta no se puede lograr utilizando las tablas actuaria­
les de duración de vida, ya que lo que se está indemnizando es el pros­
pecto de una vida predominantemente feliz. Por lo tanto, al calcularse 
los dafios derivados de la reducción de la esperanza de vida, no se debe 
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depender exclusivamente, ni siquiera principalmente, en la base del lap­
so de vida que se ha perdido. ( 107) 

Continuó diciendo que, al calcular este tipo de indemnización. lo im­
portante no es saber o determinar si la víctima tenía la capacidad, o ha­
bilidad, para apreciar que su vida futura le traería la felicidad ya que 
el criterio no es subjetivo, puesto que la suma correcta depende del cálcu­
lo objetivo sobre qué clase de futuro podría haber gozado la victima y 
si había considerado ese futuro de manera correcta o no. Agregó que no 
se debe tener en cuenta los posibles aciertos, o reveces, económicos que 
hubiera tenido la victima durante el lapso de vida que perdió. 

Consideró que, en el caso de un niño muy joven, la suma adecuada 
debe ser muy reducida debido a la incertidumbre que necesariamente de­
be existir en relación a su futuro, incertidumbre que no permite hacer 
un cálculo confiable sobre el prospecto de felicidad. 
· Desde luego, aceptó que el Juez, o el jurado. al ponerle un valor mo­
netario a la probable felicidad que habría gozado la víctima durante los 
años que habría de vivir, está tratando de medir valores inconmensura­
bles. Por lo tanto, concluye que en estos casos se deben otorgar indem­
nizaciones muy reducidas. 

Terminó diciendo que esperaba que el punto de vista de la Cámara 
de los Lores, en el caso que se estaba decidiendo, serviria para estable­
cer un nivel de medida más bajo al que se estaba empleando para medir 
lo que, de hecho, es incapaz de ser medido en dinero. 

La decisión de la Cámara de los Lores en este caso fue unánime, li­
mitándose los demás miembros de ese Tribunal ('ºº) a expresar el hecho 
de que estaban de acuerdo con lo dicho por el Vizconde Simon. El mon­
to de la indemnización quedó reducido a la cantidad de doscientas libras. 

Al decidirse el caso Wise v. Kay ('ºº), se trató de aplicar lo dicho 
por el Vizconde Simon en relación a la felicidad para calcular el monto 
de la indemnización en casos de daños personales cuando la víctima no 
ha muerto. Los hechos de este caso fueron los que siguen: una señorita 
de 20 años de edad -recibió lesiones serias en el cerebro en un accidente 
automovilístico causado por la negligencia confesada de los demandados. 
Como resultado de ésto, la victima permaneció hospitalizada durante 
tres años y medio, al cuidado del servicio médico estatal, completamente 
incapacitada e inconsciente. Los médicos no veían posibilidades de recu­
peración y la víctima no conocía, ni conocería, su condición física. El Juez 
de Primera Instancia otorgó las siguientes sumas por concepto de indem­
nización: quince mil libras, por daños generales. o sea, de los que no son 
susceptibles de cálculo exacto, entre ellos por la pérdida de las amenida­
des de la vida; ochocientas setenta y nueve libras y fracción por la pér­
dida de ingresos sufrida durante el tiempo de su hospitalización; dos mil 
libras por la pérdida de ingresos futuros; y cuatrocientas libras por la 
reducción de la esperanza de vida ; no se pidió indemnización por concep­
to de dolor y sufrimiento puesto que la víctima no sentía nada. Los de­
mandados apelaron. 
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El Justicia Sellers, al tratar el problema relativo a la indemnización 
de los daiíos generales, decidió revisar la decisión dada en el caso de Ben 
ham v. Garnbling que ya estudiamos. Informó a la Corte que durante su 
experiencia como litigante y como juez, jamás consideró como relevan­
te la felicidad o infelicidad de la parte actora en relación a la indemniza­
ción de los daños personales, tales como pérdida de las amenidades de la 
vida. .consideró que el fuero interno. o sea, el alma de una persona, no 
está sujeta a la investigación de un Tribunal de Derecho para justificar 
el otorgamiento de una indemnización a una persona viva y que la de­
cisión en Benham v. Gambling no lo establece así, ni expresa, ni tácita­
mente. Continuó diciendo que siempre que la felicidad de una persona sea 
calculada objetivamente y dentro de los limites restringidos de Benham 
v. Garnbling, no se presentará problema alguno, pero que no aplicaría 
el método subjetivo para calcular la indemnización por la pérdida de fe-' 
licidad de una persona viva. (ya que para poder indemnizar dicha pérdi­
da estando viva la victima, se tendría que aplicar el método subjetivo). 
Para terminar. consideró irrelevante el hecho de que la víctima no iba 
a poder gozar de la suma de dinero otorgada, haciendo referencia al he­
cho de que la Ley de 1934 impone una responsabilidad al autor de un da­
ño para con la sucesión de la víctima, la cual no puede gozar de la suma 
de dinero que constituye la indemnización puesto que la víctima está muer­
ta. 

El Justicia Upjohn, refiriéndose al último punto tratado por el .Jus­
ticia Sellers, dijo que una vez que se ha comprobado el daiío sufrido y 
fijado la cantidad adecuada de la indemnización, la suma de dinero que 
constituye esta última pasa a ser propiedad absoluta de la parte actora 
sin importar que ésta sea incapaz de goza1· de ese dinero personalmente 
Opinó que si se decidiera de otra forma, no se guardaría relación con 
los casos tales como Benham v. Gambling y Rose v. Ford en los que, si 
se hubiera aplicado la idea contraria a la que efectivamente se aplicó, 
se hubiera dicho: el actor está muerto; no puede gozar el dinero perso­
nalmente, sus acreedores, legata1·ios y herederos serán los que lo apro­
vecharán, por lo tanto, no ha sufrido pérdida alguna. Al contrario, se es­
tableció en esos casos que la indemnización por la reducción en la dura­
ción esperada de vida se otorga a la sucesión de la víctima. Posteriormen­
te agregó que. bajo el derecho inglés, la sucesión de una persona única­
mente puede demandar por la reducción en la duración esperada de vida 
del autor de la sucesión o por la pérdida de felicidad del mismo derivada 
de dicha reducción. 

En cuanto a la posición de la parte demandada de que la indemniza­
ción debe ser reducida porque la víctima no conoce la pérdida que ha su­
frido, resolvió de la siguiente manera: "La medida de su pérdida no es 
afectada por el hecho de que en este momento, por razón de sus lesio­
nes, no se da cuenta de lo que ha perdido y de que no extraiía su capa­
cidad de vivir una vida normal. No importa que parece estar contento 
con la existencia de lechuga que sus lesiones le han impuesto, aunque, 
para decir la verdad, no tenemos nosotros conocimiento de que ésto efec­
tivamente sea así". ( 110

) 
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El Justicia Diplock no estuvo de acuerdo con sus colegas, decidién­
dose el caso por mayoría de votos. La indemnización fue reducida en la 
cantidad de quinientas libras y se le otorgó licencia a la parte demanda­
da para apelar ante la Cámara de los Lores. 

Para continuar con esta parte de nuestro estudio de las decisiones 
judi~iales veremos el fallo dado por la Cámara de los Lores en el caso 
H. "\\'est & Son, Ltd ia.nd another and Shephard. (111) El día 28 de noviembre 
de 1959, la actora, entonces de 41 años de edad, fue atropellada por un 
camión propiedad de la compañía demandada. El camión era conducido 
de :manera negligente por un empleado de la compafiía, apareciendo el 
chofer como co-demandado en este caso. La víctima sufrió una atrofia 
cerebral y parálisis en los brazos y las piernas como consecuencia de las 
lesiones que sufrió al ser atropellada. Como resultado de lo anterior, la 
víctima no podía hablar y únicamente podía comunicarse a través de 
movimientos de los ojos, de la cara y de la mano derecha; podía apreciar 
la diferencia entre los alimentos que le gustaban y aquellos que le dis · 
gustaban, demostrándolo con expresiones faciales ; demostraba reconocer 
sus parientes y enfermeras y podía responder a lo que se le indicaba con 
movimientos de la mano derecha; no podía tomar sus alimentos sin ayu­
da y requería de la atención de enfermeras de manera constante; cual­
quier disminución del cuidado médico terminaría en su muerte; no se 
veía posibilidad de mejoramiento y la duración de su vida se había re­
ducido a unos cinco años. Los médicos concluyeron que, hasta cierto gra­
do, Ja víctima se podía dar cuenta de su estado actual. 

En el juicio de primera instancia, el juez otorgó una indemnización 
de quinientas libras por la reducción en la duración esperada de vida y 
la cantidad de diez y siete :mil quinientas libras como indemnización de 
Jos daños llamados generales. El juez, al otorgar esta última suma, se re­
firió al caso Wise v. Kay y consideró que la condición de la actora en el 
caso que estaba decidiendo era peor que la condición de la parte actora 
en el caso a que se refirió porque aquí, sí se daba cuenta del estado en 
que se encontraba; también tomó en cuenta el hecho de que probablemen­
te moriría dentro de cinco afios. En apelación, la Corte de Apelación de­
cidió que el Juez no erró al fijar la suma mencionada. Se apeló a la Cá-. 
mara de los Lores con el resultado de que se confirmó la decisión en Wise 
v. Kay y se limitó el campo de aplicación de la regla establecida en Ben­
ham. v. Gambling. Los Lores Reid, Tucker, Morris de Borth-y-Gest y Lord 
Pearce consideraron que la regla dada en Benham. v. Gambling tiene apli­
cación únicamente en los casos en que se calcula la indemnización por la 
pérdida de esperanza de vida, mas no en ningún otro caso. 

Se leyó la decisión de la Cámara el día 27 de mayo de 1963. 

Lord Reid, refiriéndose a la decisión en Benhant v. Gambling, dijo 
que no aplicaría lo dicho por Lord Simon a ningún otro tipo de caso que 
no versara sobre la pérdida de esperanza de vida. 

Lord Tucker leyó la opinión de Lord Morris de Borth-y-Gest dicien­
do que estaba de acuerdo con ella en todos sus puntos de razonamiento 
y conclusiones. Esta opinión, entre otras cosas, especificó que nunca se 
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había entendido, por el que opinaba, que lo dicho por el Vizconde Simó!1 
debería ser aplicado por los jueces al indemnizar dafios personales deri­
vados de lesiones corporales. Explicó que si, por ejemplo, se debe indem­
nizar la pérdida de una pierna no se debe buscar una guía para hacer 
ésto en el discurso - del Vizconde en Benha.nt v. Gambling. Al respecto, 
concluye que la regla de Benha11111 v. Gambling se dio únicamente para que 
tuviera aplicación en los casos en que se trata de indemnizar el encabe­
zado especial de dafios denominado "pérdida de esperanza de vida". o sea, 
reducción en la vida esperada de la víctima. 

Lord Devlin. en su opinión, leída por Lord Pearce, falló en favor de 
los demandados. 

Lord Pearce, dando su voto a favor de la parte actora, al tocar el 
punto que nos interesa. consideró que si el Vizconde Simon hubiera que­
rido que su regla tuviera aplicación a todo caso de indemnización de da­
ño personal derivado de lesiones corporales. así lo habría dicho. Lord Pear­
ce concluye que la pérdida de felicidad del actor no constituye la guí~ 
práctica, ni correcta, para obtener una compensación razonable en los 
casos de dafio personal al actor que aún 'Vive en el momento del juicio. 

Para terminar con este estudio, diremos que el Profesor John A. Jo­
lowicz nos informó ( 112

) que la Cámara de los Lores, decidiendo en el 
afio de 1967 el caso NayJor v. Yorkshire E1ectricity Board. ha establecido 
un límite máximo para los casos de indemnización de la reducción de 
la esperanza de la vida, traducida ésta en la pérdida de perspectiva de 
:felicidad, fijando la suma de 500 libras. Lord Devlin, al dar la opinión 
de la Cámara. pidió una Ley de Reforma que resolviera la controversia 
creada por este encabezado de daños de indudable carácter moral que, 
de acuerdo con las vagas instrucciones de Simón en Benha.nt, v. Gambling, 
debe ser valuado según un criterio objetivo bastante nebuloso en la prác­
tica. 
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B.-Decisiones Relativas a las Leyes de Accidentes Mortales, de 1846 a 
1959. 

Como introducción a esta parte de nuestro estudio diremos que Lord 
Ellenborough. decidiendo el caso Baker v. Bolton ( 11 3), estableció que no 
se puede alegar la muerte de una persona como el hecho constitutivo de 
un tort. De esta decisión vemos como el common law no considera a .la 
muerte como :fuente de responsabilidad civil. ( 114) 

Para remediar esta obvia :falta de justicia, el Parlamento dictó la 
Ley de Accidentes Mortales en el afio de 1846. ( 115

) Como hemos visto 
en la parte de esta tesis que se ocupa con el estudio de la legislación in­
glesa. esta Ley crea una acción a los dependientes económicos de la víc­
tima para obtener una indemnización del daño material derivado de la 
muerte. 

En el afio de 1917 se le pidió a la Cámara de los Lores que desecha­
ra Ja regla de common law contenida en Baker v. Bolton, pero el mencio­
nado tribunal se negó a tocarla, confirmándola en el caso Admiralty Com­
missioners v. S.S. :Amerika. ( 11

•) 

Ahora nos proponemos el breve estudio de las decisiones judiciales 
que más influencia han tenido para fijar el alcance y significado de las 
Leyes de Accidentes Mortales. 

La primer decisión que estudiaremos es la dada en el caso Blake v. 
Midland Ry. ( 11 7) En este caso se trataba de establecer si, bajo la Ley 
de 1846, se debe indemnizar tanto el daño moral y pérdida de compafiia 
que hayan sufrido los parientes del difunto como resultado de la muer­
te de éste corno también el daño material que hayan resentido los que 
del difunto dependían económicamente. El juez, decidiendo en primera 
instancia. le dijo al jurado que podrían indemnizar los dos tipos de da­
iio, pero que pensaba que únicamente había daño material, dejando la 
decisión a la discreción del jurado. La demandada apeló ante la Corte de 
Apelación alegando que el· Juez instruyó erróneamente al jurado. 

El Justicia Coleridge leyó la decisión de la Corte. Resumió el punto 
litigioso diciendo que se trataba de decidir si el jurado debe limitarse a 
la reparación del dafio material, o que si puede, también. otorgar una 
cantidad como consuelo (solatium) por el sufrimiento mental padecido 
como resultado de la muerte de la víctima. Consideró que el nombre de 
la Ley en cuestión podría ayudar para resolver la controversia, puesto 
que éste no hacía mención de tener como fin el consolar los sentimientos 
heridos de los parientes del difunto. sino el de compensar a la familia 
del difunto. Explicó que la medida de la indemnización no es la pérdida 
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del difunto, como tampoco lo es el sufrimiento que padeció; la medida 
de la indemnización es el daño derivado de la muerte de la víctima para 
con la familia de éste. Se le hizo más apropiado hablar de un daño del 
cual se puede hacer un cálculo exacto y no de una suma indefinida que 
se emplearía para calmar los sentimientos. Consideró que si el Parlamen­
to hubiera querido que, aparte de la reparación· del daño material. se 
otorgara una indemnización en concepto de consuelo para los parientes 
de la víctima, habría empleado lenguaje más claro y apropiado para es­
te fin. Terminó diciendo que no concebía que el Parlamento le hubiera 
encargado a un jurado la tarea tan difícil de calcular este tipo de daño, 
asi como la de repartir la indemnización proporcionalmente entre los di­
ferentes miembros de la familia de la víctima, sin que diera las reglas 
apropiadas para hacerlo. Por lo tanto, se ordenó que se llevara a cabo 
un nuevo juicio, basada la orden en el hecho de que el Juez debió haber 
instruído al jurado en el sentido de que no se debería indemnizar el da­
ño moral. 

Posteriormente, al decidirse Franklin v. S.E. RY. (""), se confir­
Ynó la exclusión de la indemnización del daño moral de los parientes de 
la víctima y se aclaró lo relativo al daño material. En este caso, el actor 
era el padre del difunto y pedía se ·le indemnizara el daño derivado de la 
Ynuerte de su hijo. Se comprobó que el padre era de avanzada edad y 
que se encontraba en estado delicado de salud y que el hijo era joven y 
ganaba buen sueldo, y que este último le ayudaba al padre en su traba­
jo de tal suerte que el anciano, gracias a esta ayuda, podía ganar lo su­
ficiente para vivir. El jurado, en primera instancia, decidió que el padre 
tenía una esperanza razonable de beneficio derivada de la continuación 
de la vida del hijo. La parte demandada apeló alegando que para poder 
demandar. el actor debía comprobar haber sufrido algún daño, y que no 
había sufrido tal daño. 

El Barón Pollock dio la decisión de la Corte. En primer lugar, dejó 
asentado que la indemnización~ que se otorgue debe compensar una pér­
dida pecuniaria y que no debe ser empleada para consolar a los :familia­
res de la víctima por la muerte de ésta. Aclaró que la indemnización que 
se otorgue no debe otorgarse. tampoco, en función meramente de la pér­
dida de un derecho, ya que la suma otorgada debe ser repartida única­
mente entre los parientes de la victima y no entre todos los individuos 
que padezcan esta pérdida como resultado de la muerte. Como consecuen­
cia, consideró que la indemnización debe ser calculada en referencia a la 
esperanza razonable de beneficio pecuniario derivada de la continuación 
de la vida de una persona, en razón de un derecho o de un hecho. 

Al terminar. aclaró que se necesitaba únicamente una esperanza ra­
zonable de beneficio, que no era necesario que se hubiera producido el 
beneficio, puesto que era posible que el padre no hubiera aún recibido 
nada del hijo por no necesitarlo en el presente. Pero explicó que el ju­
rado debe estar convencido de que se trata de la pérdida de un beneficio 
pecuniario apreciable que pudo haberse esperado, dentro de toda razón, 
de la continuación de la vida del benefactor. 

Enseguida, pasaYnos al estudio de la decisión del caso Duckworth v. 
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3ohnson ( 11
•). En este caso, se comprobó la negligencia de la parte de­

mandada al causar la muerte de la victima. y el padre y la madre de 
ésta dema~d~ron basándose en la Ley de 1846. El juez le pidió al jura­
do que de_c1d1era cuál era el daño pecuniario de los padres de un niño de 
c~torce ano~ que, aunque trabajaba, era mantenido por el padre, especi­
~1cando el Juez que no se podía indemnizar el daño moral y que si el 
Jurado no encontraba daño pecuniario debería decidir a favor del deman­
dad.o. El j u~ado . falló a favor de la p~rte actora otorgando una indemni-

. zac1ón de diez hbras a cada uno de los padres. En apelación, se decidió 
que se debía cambiar el veredicto a favor del demandado, o que se de­
bería reducir la indemnización para compensar los daños llamados nomi­
nales ya que no se había coml)robado daño pecuniario efectivo en contra 
de los padres como resultado de la muerte del hijo. Se le pidió al tribu­
nal máximo que confirmara la posibilidad de otorgar una indemnización 
nominal bajo la Ley de 1846. 

Pollock. al dar su opinión, consideró que al leer la Ley en cuestión 
se desprende que si no hay daño, no se puede demandar. Los barones 
Martin y Bramwell estuvieron de acuerdo con lo dicho por Pollock. Wat­
son concordó, pero agregó que el actor tiene derecho de demandar para 
recuperar el dinero que haya perdido, esp.ecificando que la acción crea­
da por la Ley de 1846 es para compensar daños sufridos y únicamente 
por daños sufridos de tal manera que si el actor no ha sufrido algún 
daño pecuniario, éste no tendrá. derecho de acción. 

Como conclusión, se descartó la posibilidad de demandar basándose 
en la ocurrencia de daños nominales, o sea. no se puede otorgar una in­
demnización nominal bajo la Ley de Lord Campbell, por más pequeña 
que sea; los daños sufridos deben ser reales y deben haber sido efecti­
vamente padecidos. 

El problema de la indemnización del daño moral fue definitivamen­
te resuelto en la sentencia del caso Taff Vale Railway Company and 3en­
kins (' 20). Se pedía una indemnizaci61-1 habiéndose comprobado la negli­
gencia de la compañía demandada, pero sin haberse ofrecido prueba bas­
tante en relación con el daño para que el jurado pudiera otorgar la in­
demnización reclamada. El caso fue a la Corte de Apelación y de ahí 
a la Cámara de los Lores. El Vizconde Haldane asentó claramente que 
la base de la acción derivada de la Ley de 1846 no es el daño moral, o 
sea, no se trata de indemnizar los sentimientos dolidos, el fundamento 
no lo es el sentimiento. sino la pérdida pecuniaria. Aclaró que dicha pér­
dida puede ser futura y puede ser indemnizada. 

Los Lores MacNaghten, Atkinson y Shaw of Dunfermline estuvie­
ron de acuerdo con él. Lord Shaw of Dunfermline fue aún más explicito 
al decir que, bajo la. Ley de Lord Campbell, debe excluirse cualquier in­
demnización otorgada en relación al daño moral, que el consuelo no de· 
be t.enerse ·en cuenta. Lord Moulton estuvo de acuerdo con todo, haciendo 
unánime la decisión de la Cámara de los Lores sobre este punto. 

Debido a las decisiones de los tribunales que permitieron la indem­
nización de la pérdida de un beneficio futuro derivada de la muerte de 
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la víctima, se empezaron a presentar casos en los que se reclamaban los 
daños derivados de la pérdida de un posible beneficio :futuro. Barnett v. 
Cohen ( 121

) fue uno de estos casos. El caso fue resuelto en primera ins. 
tancia por el Juez McCardie. El juez consideró que el actor debe presen­
tar pruebas ante el tribunal que le permitan inferir que el actor ha su­
frido un daño pecuniario. y todo desde una base razonable que debe ser 
as~ntada por los medios de prueba aducidos. Terminó diciendo que la 
única manera en la que se puede distinguir entre los casos en que el ac­
tor ha tenido éxito y aquellos en los que no, es que en los últimos ha 
comprobado la pérdida de una IDera posibilidad especulativa de benefi­
cio fui;uro, mientras que en los primeros, ha comprobado la pérdida de 
una razonable probabilidad de beneficio pecuniario futuro. 

Posteriormente, se presentó la oportunidad de decidir el método apro­
piado para calcular la indemnización correspondiente cuando uno de los 
actores ha muerto- antes de decidirse el juicio relativo. Hablamos del ca­
so Williamson v. John l. Thornycroft and Co., Ltd. ( 122 ) El teniente Wil­
liaIDson, de la Real Fuerza Naval, fue designado comandante de una na­
ve en construcción por los demandados, nave aún no en posesión de la 
Secretaria de la Marina. Durante las últimas pruebas de la nave, el te­
niente Williamson murió como resultado de una fuga de gas monóxido 
de carbono. La viuda del teniente demandó a los constructores, en nom­
bre suyo y de su hijo, pidiendo una indemnización bajo la Ley de Lord 
Cam·pbell y bajo la Ley de 1934. La señora Williamson murió unos ca­
torce meses después de la muerte de su marido, antes del juicio, y el 
albacea de su sucesión siguió en su lugar. 

El juez Singleton, en pximera instancia, decidió que los demandados 
habían obrado negligentemente y le otorgó a los actores la suma de tres 
mil cuatrocientas libras bajo la Le.y de Lord Campbell (1846) y la can­
tidad de setecientas cincuenta libras bajo la Ley de 1934, haciendo las 
deducciones acostumbradas. Al calcular estas sumas, se fijó únicamente 
en la posición de la viuda en el momento de presentarse la causa de ac­
ción a favor de ella, e ignoró completamente la muerte subsecuente de 
la misma. Los demandados apelaron en relación al monto de la indem­
nización alegando que la suma otorgada era excesiva y que el juez se 
babia equivocado al ignorar la muerte de la viuda. En cuanto al primer 
punto, la Corte decidió que la suma otorgada no era excesiva, pero lo 
que nos interesa es la parte de la decisión de la Corte relativa al posible 
error del juez al ignorar la muerte de la viuda. 

El Justicia Scott consideró que el juez de primera instancia sí se 
había equivocado al otorgar una indemnización no de la pérdida pecu­
niaria efectivamente resentida por la viuda durante los catorce meses 
que sobrevivió a su marido, sino durante lo que había sido considerada 
su duración esperada de vida. Prefirió basarse en una ficción en lugar 
de la r.ealidad. Los Justicias Clauson y Du Paroq estuvieron de acuerdo 
con lo anterior. Du Paroq agregó que uno de los elementos que deben 
tenerse en cuenta, al otorgarse este tipo de indemnizaciones bajo la Ley 
de Lord Caimpbell, es la duración probable de vida de los actores para 
fijar la extensión del daño pecuniario que deberá compensarse. Si ya se 
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fijó Ja duración de Ja vida de Ja actora, aunque sea por la muerte de la 
misma, no hay razón concebible para ignorar este -hecho y entrar al 
mundo de Ja fantasía. 

Para terminar con este estudio hemos pensado conducente presentar 
e] examen de la decisión dada por Ja Cámara de los Loi·es a1 caso Davies 
and another and Powell Duf'f'ryn .Associated Collieries Limited ( '23) que 
se ocupó básicamente de Ja mecánica de la indemnización cuando ésta es 
otorgada bajo la Ley de 1846 y bajo Ja Ley de 1934, en el mismo juicio. 
Para mejor comprender el problema, daremos los hechos del caso tal co­
mo los expuso Lord MacMilJan: e] día 6 de septiembre de 1938 Daniel 
Davies y John Sidney Wi11iams, mineros en el empleo de Jos demanda­
dos, fueron mortalmente lesionados como i·esultado de una explosión en 
una de Jas minas donde trabajaban. Las señoras Davies y WiJliams, al­
baceas de las sucesiones de sus respectivos esposos, presentaron sus de­
mandas ante el Alto Tribunal (High Court) de primera instancia en e] 
mes de mayo de 1939. En cada juicio. las actoras atribuyeron el acciden­
te al incumplimiento de un deber legal por parte de los demandados, así 
como a Ja negligencia de los mismos; cada una pedía una indemnización 
bajo Jas Leyes de Accidentes Mortales de 1846 a 1908 a favor de Jos de­
pendientes de Jos difuntos y, además, una indemnización bajo Ja Ley de 
1934 en cuanto a la reducción de la dui·ación esperada de vida de los di­
funtos. Igualmente. en cada caso se pedía el pago de Jos gastos funera­
rios. Los juicios se acumularon al de Ja viuda de David John YelJand quien 
perdió la vida en eJ mismo accidente. Los juicios fueron decididos en pri­
mera instancia por el juez Lewis en las sesiones de .Cardiff en marzo de 
1940. Habiendo falJado a favor de Jas actoras en cuanto a Ja responsa­
bilidad de Ja parte demandada, el juez de primera instancia procedió a 
resolver el problema relativo al monto de la indemnización en cada caso. 
EJ difunto Davies era un hombre de 23 afios de edad, en buen estado de 
salud y con empleo regular, percibiendo un promedio de poco más d.e dos 
libras a Ja semana de sueldo que Je entregaba a su esposa, quien Je daba 
cinco chelines a la semana para sus gastos personales ; murió intestado, 
sobreviviéndole su esposa de veintiún años de edad, una hija de dos años 
de edad y un hijo de seis :meses de edad. quienes dependían enteramente 
de su sueldo para vivir. El difunto Williams tenía 42 años de edad al 
morir, también en buen estado de salud y con empleo regular, percibien­
do un promedio de poco menos de cuatro libras a Ja semana de sueldo 
que Je entregaba a su esposa, quien Je daba pequeñas sumas para su.o3 
gastos personales, pero sin que recibiera más de dos y medio chelines 
cada vez; murió intestado, sobreviviéndole su esposa de cuarenta y tres 
años de edad, y seis hijos. La viuda y tres de Jos hijos (dos hijas, de 13 
y 10 años de edad, respectivamente, y un hijo de siete afios de edad) de­
pendían enteramente de su sueldo para vivir. Los otros tres hijos eran 
autosuficientes. Ante estos hechos, el juez calculó y distribuyó las in­
den1nizaciones de Ja siguiente :manera: 

A.-En el caso Davies: 

I.-Bajo Jas Leyes ele Accidentes Mortales: 
A Ja viuda .................................. . 5 libras 
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A la hija . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 100 libras 
Al hijo • . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 150 libras 

II.-Bajo la Ley de 1934: 
A la viuda . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 700 libras 
Además, 14 libras de gastos funerarios. 

B.-En el caso Williams: 

!.-Bajo las Leyes de Accidentes Mortales: 
A la viuda .................................. . 5 libras 
A la hija mayor ............................. . 50 libras 
A la hija menor ............................. . 75 libras 
Al hijo ..................................... . 100 libras 

II.-Bajo la Ley de 1934: 
A la viuda .................................. . 250 libras 
Además, 15 libras de gastos funerarios. 

Al fijar la cantidad de cinco libras como la indemnización pagadera 
a la viuda en cada caso bajo las Leyes de Accidentes Mortales, el juez 
de primera instancia tomó en cuenta la cantidad que había calculado co. 
mo apropiada para la indemnización bajo la Ley de 1934 que, en cada 
caso, la recibiría, en su totalidad, la viuda de acuerdo con la.s reglas del 
derecho sucesorio, ya que ambos difuntos murieron intestados y ningu­
no de los dos dejó una sucesión en exceso de mil libras de valor. Lo que 
el mencionado juez hizo realmente, fue otorgarle a la señora Davies, 
bajo las Leyes de Accidentes Mortales, la cantidad de 705 libras menos 
700 libras que le otorgó a la sucesión de su esposo (cantidad que eUa 
recibiría al final de cuentas por las circunstancias explicadas) bajo la 
Ley de 1934, y, a la señora Wi1Iiams, bajo las Leyes de Accidentes Mor­
tales, la cantidad de 255 libras menos 250 libras que le otorgó a la su­
cesión de su esposo (cantidad que ella recibiría por las mismas razones 
apuntadas en el caso de la señora Davies) bajo la Ley de 1934. La parte 
demandada apeló en cuanto a la atribución de responsabilidad y las ac­
toras contra-apelaron en relación a dos puntos: si en derecho el juez 
estaba posibilitado de tener en cuenta la indemnización otorgada bajo la 
Ley de 1934 al calcular la indemnización otorgada bajo las Leyes de Ac­
cidentes Mortales ; y, pidiendo revisión de las cantidades otorgadas por 
considerarlas inadecuadas. La Corte de Apelación confirmó la decisión 
del Juez en relación a la atribución de responsabilidad y luego procedió 
a desechar la contra-apelación presentada por las actoras. Los Justicias 
:fueron unánimes al decidir que la indemnización otorgada bajo la Ley 
de 1934 debe ser tomada en cuenta al calcular la indemnización otorgada 
bajo las Leyes de Accidentes Mortales, pero. en cuanto al monto de las 
indemnizaciones, el Justicia Luxmoore se mostró en favor de aumentar 
el monto de la indemnización de la señora WiHiams, bajo las Leyes de 
Accidentes Mortales, a la cantidad de, por lo menos,_ 750 libras que. des­
pués de tener en cuenta las 250 libras otorgadas a la sucesión de su es­
poso y que ella recibiría, le quedaría una cantidad neta de 500 libras en 
lugar de las 5 liras que originalmente se le otorgaron. El punto relativo 
a la responsabilidad ya no se peleó, pero las actoras apelaron a la Cá-

- 188 -



l~I 

mara de los Lores en relación a los dos puntos decididos en su contra. 
La viuda de Yelland no apeló. 

Las actoras, en sus alegatos. insistieron en que las deducciones no 
debían ser hechas y en que las cantidades eran inadecuadas, contestan­
do la parte demandada lo contrario. La Cámara tomó tiempo para con­
siderar su decisión. 

Lord Russell of Killowen se limitó a decir que se debería desechar 
la apelación, aumentándose la suma otorgada a la señora Williams a la 
cantidad de 750 libras. 

Los Lores Clauson y MacMillan se limitaron a decir que estaban de 
acuerdo con Lord Russell of Killowen .• 

Lord Wright, al dar su opinión, expresó lo siguiente: " ... Aquí no 
hay prolblemas de lo que puede Damarse da6o sentlln.ental, tristeza o do­
lor y sufrimiento. Es el asunto frio de libras. chelines y peniques, su­
jeto al elemento de probabilidades futuras razonables. El punto de par­
tida es el monto del sueldo que el difunto percibía, la obtención del cual 
depende, hasta cierto grado, de la regularidad de su empleo. Enseguida 
está el cálculo de lo que era requerido o gastado para sus gastos perso­
nales. Lo que queda dará un dato o número básico que generalmente se­
rá convertido en una suma global al referir dicho dato a cierto número 
de años de vida. Sin embargo, esa suma global tendrá que ser reducida 
al tener la debida referencia a ciertas incertidumbres, tales como que la 
viuda puede volver a casarse y dejar de ser dependiente económico y 
otros asuntos parecidos de especulación y duda ... ". (' 24) 

Lord Porter manifestó su conformidnd con lo expuesto convirtiendo 
la decisión en unánime. 
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65.-0.c., p. 41 
66.-Cfr. art. 2, Le;r 1864 cit. 
67 .--0. c., p. 42 
68 .-Loe. cit. 
69.-C:fr. art. 1 
70.-Cfr. art. 2. De este artfculo nos podemos dar cuenta que el nombre de la Ley 

y la manera en que deberá citarse, forman parte de la misma dentro de su 
articulado. Es de observarse. tanibién, que cuando una adición es necesaria 
a una Ley existente, para completar la reglamentación de determinado pro­
blema jurídico, ésta es llevada a cabo a través d'e otra Ley aunque conste 
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- 191-



72. --Cfr. :frac. .I, art. cit. 
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83.-CHAPMAN, o. c., p. 44 
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85.-Loc cit. 
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:manden como resultado de un tort en el que hubo -o no hubo- concurren­
cia de autores del daiio, recla:mándose varias indemnizaciones por separado, 
a favor de distintas personas; el total de las indemnizaciones no podrá ex:· 
ceder al monto global que se hubiera otorgado demandándose acumulada­
:mente. Al delimitar las personas en cuyo beneficio se puede demandar tiene 
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88 .-XXII & XXIII George V, Chapter 36 
89.-0. c., p. 44 
90.-C:fr. frac . .1 
91.-CHAPMAN, o. c., p. 44 
92.-C:fr. art. 2, frac. JI, párr. seg., Ley 1959 cit. 
93 .-0. c., pp. 44-45 . 
94.-Se establece que la Ley de Reformas (Daños Personales) de 19'48 (XI & XII 

George V.1, ChaPter 41), en la :frac. V del art. 2, queda dero·gada; dicho orde­
namiento se refiere a que, al calcular el monto de la indemnización -al de­
:mandar bajo la Ley de Accidentes Mortales de 1846- no se deben tener en 
cuenta los beneficios a los que el actor, o actores, tienen derecho corno con­
secuencia de la muerte de la víctima. 

Igualmente, se deroga el inc. (a) de la frac. V del art. 3 de la Ley de 
Reformas (Disposiciones Misceláneas) de 1948 (Irlanda del Norte) -XII & 
XIII George VI, Chapter. 23 (N. 1.)- pero limitándose la derogación a las 
palabras "o bajo la Ley de TransP'orte Aéreo de J.932". Aquí, Ja Ley en cues­
tión se refiere al cálculo de la indemnización en casos de lesiones y muerte 
y, específicamente, de ]as indemnizaciones que se deberán otorgar· bajo- las 
Leyes de Accidentes Mortales de 1846 a 1908 (queda establecido en la Ley 
de Accidentes Mortales de 1959 que Ja !Ley de 1908· queda en vigor en Irlanda 
del Norte), quedando derogada la referencia. a Ja Ley de Transportes Aéreos 
de 1932. 

95.-(19371 A. C. 826 - House of Lords. 
96.-Los hechos: la actora resultó gravemente lesionada en un accidente automo­

vilístico como resultado de la negligencia del den1andado. El accidente ocurrió 
el día 4 de agosto: la pierna derecha de Ja actora, quien tenía 23 años de 
edad, fue seriamente lesionada, necesitando amputársela el día 6 de agosto, 
muriendo la victima el día 8 de agosto como resultado directo de la lesión. 
El padre de la víctima, albacea de la sucesión de ésta, demandó bajo Ja Ley 
de Accidentes Mortales de 1846 como dependiente de su hija y bajo Ja Ley 
de 1934, para obtener una indemnización a favor de la sucesión de su hija. 
C'omo resultado de la acción bajo la Ley de 1846, el Juez Humphreys en pri­
mera instancia otorgó la cantidad de 329 libras y :fracción en relación a la 
cual ::va no hubo litigio. En cuanto a la acción de 19314, el mencionado juez 
otorgó la suma de 500 libras para indemnizar el dolor y sufrimiento padecido 
por Ja víctima así como para indemnizarle la pérdida de Ja pierna. Se ne~ó 
a otorgar una indemnización por la pérdida de esperanza de vida, opinando 
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que dichos daños se basan en el sufrimiento mental causado a la victima poJ'" 
la duración esperada de su vida y que en las circunstancias del caso. no se 
babia probado tal sufrimiento tnental. El demandado apeló en contra de la. 
indemnización cuantificada en 500 libras y la actora contra-apeló en contra 
de la negativa del juez a indemnizar la pérdida de esperanza de vida. 
En la Corte de Apelación, todos los miembros de la misma estuvieron de 
acuerdo en que el juez est&iia equivocado al considerar que la razón para. 
no dar la indemnización reclamada era la que tomó en cuenta. Sin embargo, 
la mayoría -los Justicias Slesser y Greene- consideró que no se podia 
otorgar dicha indemnización después de la muerte de la victima. El Justicia. 
Greer consideró que el derecho a la indemnización surgió a :favor de la vícti­
ma en el momento de producirse la lesión y que tal derecho pasaba a la suce­
sión. Todos estuvieron de acuerdo en que la indemnización por la pérdida de· 
la pierna debía reducirse al período de cuatro días, reduciendo el monto por· 
'dicha pérdida y por el dolor y sufrimiento padecidos a la suma de 22 libras­
También concordaron en estimar que si la indemnización reclamada por la.. 
pérdida de esperanza de vida pudiera ser otorgada, ésta debería consistir 
en la suma de 1,000 libras. Como resultado, la indemnización otorgada por el• 
juez de primera instancia fue reducida de la cantidad de 500 libras a la de 
22 libras, fallándose a favor del demandado, hasta ese grado, en cuanto a. 
su apelación y en contra de la actora, en cuanto a su contra-apelación.. La. 
actora apeló ante la Cámara de los Lores en contra del :fallo de la Corte de 
Apelación en relación a la apelación del demandado y a su contra-apelación .. 

97 .-[19371 A. C., 838 - H. L. 
98 .-Opin. LORD WRIGHT, párr. 10, Rose v. Ford cit. 
99 .-La actora ganó la apelación ante la Cámara de los Lores referente a su con'­

tra-apelación ante la Corte de Apelación, obteniendo la cantidad de 1,000 
libras por la pérdida de esperanza de vida, quedando intacta la suma de 2Z 
libras por los encabezados de pérdida de pierna y dolor y sufrimiento. 

100.-(19351 1 K. B., 354 - C. A. 
101.-Los hechos: el actor demandó a los esposos Lovell pidiendo una indemniza· 

ción por los daños personales,. de naturaleza bastante grave que sufrió, al' 
conducir la Sra. Lovell su automóvil de manera negligente, causando una 
colisión con el autotnóvil del actor. La negligencia de los demandados fue· 
admitida 'Y la indemnización de los daños susceptibles de cálculo exacto :fue 
fijada, por común acuerdo de las pa:rtes, en 400 libras. El Juez Acton, al de­
cidir en primera instancia, concluyó qlle la vida del actor quedó material­
tnente reducida en cuanto a su duración, esperando vivir como resultado del: 
accidente, de acuerdo con la declaración de los médicos, no Ynás de un año .. 
Manifestó que le era muy difí,lcil calcular la indemnización adecuada para 
estos casos y que para obtener la suma debida debería proceder corno proce-­
deria un jurado especialmente designado para resolver la cuestión. Consideró 
que no babia duda que el actor había sufrido terriblemente como resultado· 
del accidente y que tampoco habla duda de que continuaría sufriendo hasta. 
el día de su muerte, aunque el dolor agudo ya había pasado. Agregó que tam­
poco había duda que el actor había perdido la posibilidad de gozar de una;. 
vejez vigorosa y feliz.¡ capaz, de ser ·gozada en todos sus aspectos, la que­
hubiera podido haber gozado, de acuerdo con las declaraciones médicas, si no-­
hubiera ocurrido el accidente. Terminó por otorgarle al actor una indemniza­
ción de 4,000 libras. Los demandados apelaron. 

102.-WRIGHT CECIL A., Cases on the ·Law of To.rts, (Londres, 1963), p. 631 
103.-11938¡ 1 K. B. 786 
104.-Morgan v. Scoulding ¡1938] 1 K. B., 789 
105 .-El Juez Lewis hizo referencia expresa al caso Rose v. F!ord, al otorgar Ja· 

suma de 1,000 libras. 
106.-(1941¡ A. C .• 157 - House of Lords. 
107.-Benham v. Gambling [1941] A. C., 165 
108.-LORD ROMER, VlZ:CONDE MAUGHAM, LORD RUSSEL OF KILLOWEN,. 

LORD WRIGHT y iLORD PORTER. 
109.-(1962] 1 Q. B., 638 - C. A. 
110.-HERRING cit. por UPJOHN, 'Vise ''· Kay cit., pp. 638 ee. 
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112.-En entre~ista personal cit., 13 de septiembre de 1968 
113.-Nisi Prius, 1808, l. Camp. 493 
114.-WRIGHT, o. c., p. 612 
115.-IX & X Victoria, Chspter 93 
;116.-(19171 A. C. 38; v. WRIGHT, o. c., p. 613 
117.-(1852) 18 Q. B. 93 
J.18.-Exchequer Reporta. Easter Term, 21 Victoria. (1858) 3 H. & N. 211, 213-214 
119.-(1860) 29 L. J. Ex., 25 
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CAPITULO IV 
FAMILIA ROMANISTA.-Teoría General de los Actos Ilícitos: 

Escuelas Europeas. 



Ya que este ensayo se ocupa -además del estudio del Derecho in­
glés en relación al tema de la responsabilidad por la muerte en los actos 
ilícitos- del estudio de un sistema de Derecho que forma parte de la 
familia romanista, siendo este sistema el del Derecho mexicano, hemos 
pensado conducente el llevar a cabo un estudio, por demás breve, de las 
escuelas de pensamiento jurídico que más han contribuido en su desarro­
Jlo y formación actual en lo relativo a los actos ilícitos en general y, es­
pecíficamente, a la responsabilidad que pueda surgir por el daño a la 
vida de la víctima como consecuencia de un acto ilícito. 

Por Jo tanto, este capítulo se ocupará del estudio de las escuelas 
francesa. alemana e italiana, procurando presentar, en lo posible, el úl­
timo adelanto de cada una. 

De tal manera, esperamos facilitar una más completa comprensión 
del sistema de Derecho mexicano en cuanto al tema de este ensayo. 
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Al iniciar el estudio de la escuela francesa en relación a los actos 
ilícitos, nos darnos cuenta que tuvo su base en la doctrina clásica de 
Pothier respecto al delito y al cuasi-delito. (') 

Examinando las :fuentes de las obligaciones, Bonnecase al darse cuen­
ta de la gran transformación que han sufrido, nos informa que "han sido 
resultado más bien de un movimiento doctrinal y de la jurisprudencia, 
que de reformas legislativas". (2) Este autor considera que el Código 
Civil :francés recogió, por lo menos :formalmente. la teoría de Pothier en 
cuanto a las fuentes de las obligaciones al considerar al contrato, cuasi­
contrato, delito, cuasi-delito y a la ley como tales. Para ilustrar este 
punto de vista nos transcribe el artículo 1,383 del mencionado ordena­
miento: "Todos son 1·esponsables del perjuicio que han causado, no so­
lamente por una acción suya. sino también por su negligencia o impru­
dencia". (') 

La opinión de Bonnecase se entiende aún más fácilmente si nos :fi­
jamos en el hecho de que el mencionado Código, dentro de la reglamen­
tación que da a la responsabilidad civil, reproduce casi literalmente lo ex­
presado por Pothier. ('•) 

Bonnecase considera que el estudio de las categorías jurídicas que 
nos ocupan debe ser referido al concepto de acto jurídico, así como al 
de hecho jurídico. (•) Tomando cada una de las :fuentes de las obligacio­
nes y estudiándolas desde el punto de vista del acto y del hecho jurídi­
co, Bonnecase nos dice que el contrato se absorbe en la noción de acto 
jurídico y este último en la noción de hecho jurídico en el sentido gene­
ral del mismo, pero que la noción de hecho jurídico, en su sentido espe­
cial. "comprende en sí las nociones de cuasicontrato, de delito y de cua­
sidelito". (•) 

Después aclara nuestro autor que considera que la clasificación de 
las fuentes corno quedó expuesta no es exacta. Ninguna de las fuentes 
mencionadas es autónoma, pues se fundan unas en otras, en forma re­
cíproca, presentando una muy estrecha interdependencia para poder sos­
tener, de manera firme y constante, su tipificación aislada. ( 7 ) · 

Pasando a estudiar los hechos jurídicos. en su sentido estricto. nues­
tro autor ve tres categorías distintas de los mismos: hechos meramente 
materiales, hechos voluntarios lícitos y hechos voluntarios ilícitos. Entre 
los últimos, según su opinión, se encuentran los delitos y los cuasideli­
tos. Para terminar con este punto, diremos que el autor que hemos venido 
estudiando no le da mayor importancia al grado de voluntad que inter­
viene en los dos renglones de responsabilidad extracontractual que nos 
ocupan, puesto que se pueden caracterizar en la negligencia o irnpruden-
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cia. creando obligaciones y que. tratándose de hechos jurídicos, la prue­
ba de dicho grado de voluntad se puede establecer a través ne todos los 
medios probatorios. no existiendo restricción alguna como la hay tratán­
dose de los actos jurídicos. (•) 

De lo anterior podemos entender por qué la mayoría de los trata­
distas mexicanos de la materia hablan de hechos ilícitos al referirse a la 
fuente de obligaciones que estudiamos. 

El principio de la responsabilidad delictual en el Derecho francés se 
encuentra consagrado en el Código .Civil al establecer este ordenamiento 
que todo hecho del hombre que cause un dafio a otro obliga a aquél por 
cuya culpa se produce a repararlo. ( 9 ) 

Colín y Capitant nos afirman que debe intervenir la culpa del agen­
te para que éste sea obligado a reparar el daño. El artículo 1,383 nos fi­
ja la extensión de esta culpa, pudiendo consistir o manifestarse en un 
hecho activo o en una simple abstención u omisión. La distinción que 
hizo Pothier entre delito y cuasidelito, basándola en la existencia o au­
sencia del dolo o malignidad, ya no importa en la práctica, puesto que 
siempre que haya un dafio causado a otro culposamente. habrá la obli­
gación de repararlo por parte del culpable. ( 1 º) 

Los mismos autores, al explicar la teoría clásica francesa de la res­
ponsabilidad delictual, basándose sobre las ideas directrices del Código 
Civil, nos hablan de la idea de culpa. Afirman que quien demande la re­
paración de un daiio sufrido debe comprobar la culpa del agente, pudien­
do éste escapar de la responsabilidad si comprueba que el daño no le es im­
putable desde el punto de vista de la culpa, como en los casos de goce 
de un derecho, o cuando la verdadera causa del daño es un caso fortui­
to. o se debe a fuerza mayor, .o que el daiio se debe a la culpa de la víc­
tima misma. En caso de que exista concurrencia de culpas. se reduce 
proporcionalmente la responsabilidad del agente. La excepción de estas 
reglas la vemos en los casos en que el daiio es ocasionado, no por la cul­
pa personal del responsable, sino por los hechos de personas bajo su vi­
gilancia o custodia. o por los animales que le pertenezcan, o por cosas 
materiales (construcciones, árboles. maquinaria industrial, etc.) de su 
propiedad. En estos casos se basa la responsabilidad en una presunción 
de culpa del responsable que puede ser destruida mediante pruebas con­
ducentes. ( 11 ) 

Los autores que hemos venido estudiando, al hablar de la teoría de 
la responsabilidad objetiva, nos dicen que desde fines del siglo XIX se 
vino presentando una tendencia a eliminar el concepto de culpa en la 
responsabilidad delictual, de tal :forma que el hombre es resnonsable de 
todo perjuicio. efecto de sus actos, concurra la culpa o no. Unicamente 
será necesario probar el daño y el nexo de causa a efecto entre el daño 
y el hecho. para que surja la responsabilidad. Así. cada uno responde 
del riesgo creado por sus actos. "El concepto del riesgo será llamado a 
reemplazar aquél de la culpa como fuente de obligación". ( 12

) 

Nos explican que la doctrina ha tratado de introducir el concepto de 
la responsabilidad objetiva dándole un nuevo giro a la interpretación 
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de las disposiciones del Código, haciendo ver, los partidarios de esta teo­
ría, que no es incompatible con el texto de las mismas y, sobre todo, ha­
ciendo ver que los textos ya le hacen lugar a la idea de responsabilidad 
legal, independiente de una culpa demostrada. Consideran que en los ca­
sos en que la Ley crea presunciones de culpa. está dando soluciones rea­
les a hipótesis ficticias, preguntándose si no sería mejor establecer la 
responsabilidad del propietario, por ejemplo (daño causado por bienes 
de su propiedad), sin necesidad de que éste tenga culpa o no. Arguyen 
que todo ésto se puede basar en los artículos 1,384, 1,385 y 1,386 del or­
denamiento civil. Para terminar, interpretan el artículo 1,382 de tal for­
ma que el principio de la culpa aparece de una forma :incidental en dicha 
disposición, de tal suerte que lo principal es el hecho, o sea, el hecho del 
hombre es la fuente de su obligación, mas no su culpa. (") 

Nuestros autores no aceptan la aplicación generalizada de la teoría 
de la responsabilidad objetiva porque "no ,conduciría a nada menos que 
a matar toda iniciativa. a suprimir la concepción individualista del Dere­
cho civil, la cual es su fundamento mismo". ("') 

Examinando la responsabilidad civil clásica, es decir, la ligada al 
concepto de culpa, concordamos con Josserand que encuentra cuatro con­
diciones o elementos de Ja responsabilidad: 

1.--Culpa delictual; 

2.-Daño; 

3.-Relación de causalidad entre una y otro; y, 

4.--Capacidad delictual. (' 5 ) 

J osserand considera que la víctima debe alegar lesión a un derecho, 
lesión a un interés no basta. Debe, además, probar que el culpable no 
actuó en ejercicio de un derecho más fuerte. Aquí es cuando un acto se 
vuelve ilícito. cuando al lesionar un derecho de otro, no puede uno alegar 
un derecho más fuerte, o, por lo menos, de igual valor; se produce una 
"ruptura del equilibrio jurídico: es la condena a pagar los daños que lo 
restablecerá". ( • 6) 

De lo visto arriba, nuestro autor pasa a ver la teoría del abuso de 
los derechos. No es posible admitir el absolutismo de los derechos tanto 
desde un punto de vista jurídico como desde un punto de vista social. 
Cada derecho, producto de la sociedad, tiene su función y razón de ser 
y si el titular pretende cambiar ésto, abusa del derecho, comete una cul­
pa de naturaleza y se hace merecedor de una responsabilidad. La teoría 
del abuso de los derechos no es otra cosa más que la expresión concreta 
de la relatividad de los derechos. ( 17

) Nuestro autor sostiene la opinión 
de "que nosotros utilicemos los derechos que nos confieren los poderes 
públicos queda bajo nuestra responsabilidad, responsabilidad que es pues­
ta en marcha, dado el caso. en virtud de los artículos 1,382 y 1,383". (' •) 

Planiol no acepta la teoría porque considera que descansa en un jue­
go de palabras contradictorio puesto que si una persona hace uso de su 
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derecho, su acto es lícito; se sigue que cuando ese acto es ilícito. resulta 
-que esa persona se ha sobrepasado en su derecho y está actuando sin de­
recho. "El derecho cesa donde el abuso comienza". (••) 

Josserand defiende el punto diciendo que hay dos concepciones di­
:ferentes de la palabra derecho: el conjunto de Ja regla social, Ja juricidad; 
y, el derecho subjetivo, visto aisladamente. Se puede aceptar la teoría del 
abuso si se toma en cuenta est.a dualidad en la palabra derecho puesto que 
así " ... se puede tener para sí tal derecho detern1inado y tener, sin em­
bargo, contra sí todo el derecho entero". ( 20) 

Enseguida pasamos al estudio del segundo elemento de la responsa­
biHdad civiJ. o sea, el daño. 

Los hermanos Mazeaud nos dicen que, en Ja actualidad, las nociones 
-de daño y de perjuicio son sinónimas. Afirman Ja necesidad del daño pa­
ra que exista acción, porque si no hay daño no hay interés y si no hay 
interés, no habrá acción. Nos hablan de la posibilidad de que el daño se 
presente en la :fo1·ma de un perjuicio moral, o, de un perjuicio material, 
o, de ambos. Consideran que el perjuicio material es "la lesión de los de­
rechos pecuniarios de una persona". ( 21

) 

Consideran que, como caracteres :fundamentales del perjuicio, éste 
debe ser cierto, por un lado y, por el otro, debe no haber sido reparado 
;\'ª· Lo segundo se nos ofrece como senciIJo para entender, se reduce a 
decir que cuando Ja víctin1a ha sido indemnizada desaparece el perjuicio. 
En cuanto al p1·irnero, "no se necesita. . . que sea actual el perjuicio; el 
:futuro perjuicio cierto debe ser reparado", con Ja consecuencia de que 
'"el perjucio eventual, hipotético, no debe ser reparado". (2 2 ), aceptán­
dose por Ja jurisprudencia que Ja pérdida de una posibilidad sí encierra 
un perjuicio y éste debe ser reparado. dependiendo el monto de la repa­
ración en Ja mayor o menor probabilidad comprobada. 

En cuanto al enunciado que exige que el perjuicio no debe haber 
sido ya reparado, se presentan varios problemas: 

A veces es difícil saber si Ja indemnización que se hace puede ser 
-considerada como total y definitiva. Aquí se trata del problema de Ja 
agravación del perjuicio y situaciones conexas. Se puede modificar una 
sentencia que ordena una indemnización, siempre y cuando se indemni­
<:e un daño distinto al originalmente indemnizado. Esto lo podemos en­
tender mejor si pensamos en el caso de Ja indemnización a una persona 
que queda tuerta y, posterio.rrnente. queda ciega corno resultado de un 
acto ilícito. También puede suceder que es seguro el hecho de que el 
daño se vaya a agravar. En tal caso, el juez, al :fijar la cuantía, debe 
tener esa circunsta11cia en cuenta, pero si no lo hace, puede revisar su 
decisión. Igualmente. puede suceder que el juez ordene el pago de una 
renta vitalicia que, con el alza del costo de la vida. ya no indemnice com­
pletamente el perjuicio sufrido. En tal caso se debe establecer que dicha 
renta vitalicia varíe con el índice de costo de Ja vida o con Ja tabla de­
partamental de sueldos. (2') 

También se nos puede presentar el problema de la acumulación de 
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las inde:rnnizaciones. Suponga:rnos que la vícti:rna percibe una inde:rnni­
zación proveniente de un contrato de seguro, o de la seguridad social, O· 
que percibe pensiones de alguna entidad colectiva. El principio general es. 
que no se deberán acu:rnular varias inde:rnnizaciones por un :mismo per­
juicio. ( 2

'") 

Pasando a examinar el daño :moral, nuestros autores nos informan 
que se pueden distinguir dos tipos del mis:rno: el perjuicio :moral que va 
unido al perjuicio :material, de tal suerte que. al indemnizar el segundo, 
se está reparando el pri:rnero; y, el perjuicio :moral distinto a todo per­
juicio :material, sin ningún nexo con éste. Nos definen el perjuicio mo­
ral diciendo que es "aquél que no se traduce en una pérdida de dinero,. 
porque atenta contra un derecho extrapatri:rnonial". ( 25 ) 

En cuanto a la posibilidad de reparar el perjuicio moral, consideran 
que el Código Civil "no excluye en ningún texto la reparación del per-
juicio moral". (26) . 

Parte de la doctrina trata de excluir la reparación del perjuicio mo­
ral arguyendo que el Código, en su articulo 1,382, habla de "reparar" y 
que el perjuicio :moral es irreparable con el dinero. "Pero, reparar no es 
borrar. Borrar un perjuicio material suele ser tan i:rnposible como borrar 
un perjuicio moral: ¿se devolverá a un ciego su capacidad de trabajo?; 
¿se reconstituirá un cuadro que se ha quemado?" ( 27 ) 

Por otro lado, se objeta la reparación del daño moral diciendo que la 
tarea del juez es muy difícil, si no imposible, para calcular la indemni­
zación por tratarse de un bien no valuable en dinero. Los Mazeaud acep­
tan que la tarea del juez sea difícil, pero no que sea imposible. puesto 
que lo que se trata de hacer es conseguir un equivalente al valor moral 
destruido. Se busca que la víctima pueda obtene1·. con la reparación, un 
equivalente y si aquella puede conseguir alguna satisfacción moral con 
el dinero, cabe admitir, "en el sentido exacto de la palabra, una repara­
ción del perjuicio moral". ( 2 ª) 

En cuanto a la jurisprudencia. nos explican los Mazeaud que la Cor­
te de Casación admite la reparación del daño moral aun cuando éste sea 
co:rnpletamerite distinto al daño material (pesar causado por la muerte 
de un ser querido y, aun, por la enfermedad de un hijo). exigiéndose "un 
interés afectivo, nacido de un vínculo de parentesco carnal o por afini­
dad'', para poder ejercer una acción como la que estudiamos. ( 29 ) 

El Consejo de Estado, como principio general. niega la 1·eparación 
del daño moral pero admite excepciones en los casos en que el perjuicio 
moral consiste en perjuicio corporal, así como cuando existe lesión de los 
sentimientos afectivos basándose en "las perturbaciones de todo géne· 
ro" que el fallecimiento causa a los parientes del difunto para admitir 
su acción". ( 30

) 

Gabriel Marty y Pierre Raynaud, hablando del tercer elemento de 
la responsabilidad civil nos dicen que para que ésta pueda ser retenida 
es necesario comproba~ un nexo de ~ausalidad entre el hecho dañoso o 
culpa y el daño sufrido. Nos afirman que como se trata de comprobar un 
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hecho jurídico, hay libertad de pruebas y se admite hasta la presunción 
de hecho. Terminando con este breve resumen. nos dicen que tanto la 
doctrina como la jurisprudencia exigen la prueba de este nexo causal, sur­
giendo problemas complejos de causalidad cuando el daño es resultado 
de la acción de un grupo de personas: si no se pudiera determinar la 
culpa de álguien, se debiera llegar a la consecuencia de que no se ha es­
tablecido la responsabilidad. Para evitar ésto, la jurisprudencia ha re­
currido a la investigación para ver si la acción del grupo en conjunto 
no tiene carácter culposo, por su carácter delictual, o para ver si no hay 
una falta de organización y vigilancia, para. de tal manera, encontrar 
Ja responsabilidad común de todos. Asimismo, la jurisprudencia ha adop­
tado la idea de un cuidado común de las cosas que pueden contribuir al 
daño. ( 3 ') 

En cuanto al último elemento de la responsabilidad civil, el de la ca­
pacidad o imputabibilidad, Savatier nos dice que "la existencia de un 
deber no basta para rendir responsable al agente si éste estaba en la im­
posibilidad de conocerlo y cumplirlo". ( 32 ) Se deduce que para que una 
persona pueda ser tenida como responsable de un acto ilícito es necesa­
rio que haya violado un deber de manera intencional, o, si teniendo los 
medios para conocer dicho deber y cumplir con él. faltó al mismo debido 
a su imprudencia o negligencia. 

Se puede hablar de caso fortuito o fuerza mayor, que convierte al 
daño en imprevisible o inevitable. excluyendo la culpa de los agentes del 
daño puesto que "no hay. . . culpa, a pesar de la participación de una 
persona en la causa de un daño, si esta persona no tenía los medios de 
prever aquél o de evitarlo". ( 33 ) 

·Nuestro autor nos dice que una parte de la doctrina ha querido con­
siderar al demente como responsable, desnaturalizado el concepto de cul­
pa de tal suerte que, gracias al extremo alcanzado por dicha desnatura­
lización. se cae dentro de la teoría del riesgo. Para evitar ésto hay que 
recordar que " ... aquél que no tenga conciencia de sus actos no puede 
ser considerado como culpable". ( 04 ) Sin embargo, la víctima tiene dos 
recursos para lograr la reparación del daño que haya sufrido de manos 
de un incapaz: si el demente se ha convertido en tal por sus excesos, es 
responsable del daño que cause en su demencia. "Por otra parte, a la res­
ponsabilidad del demente o del menor se substituye, en general, la del 
guardián que debería impedirle, por su vigilancia. el dañar a otro". ( 35

) 

206 



SEGUNDA PARTE 

Escuela Alemana 



Antes de entrar de lleno en la teoría general de los actos ilícitos en 
la escuela alemana, se nos hace apropiado hacer el estudio del deber de 
indemnizar daños, siguiendo en muchos puntos los lineamientos que mar­
ca J. W. Hedemann en su obra Tratado de Derecho Civil. Este estudio 
preliminar nos resuelve muchos problemas relativos al tema principal de 
nuestro estudio . 

.Como supuestos de hecho del deber de indemnizar daños, podemos 
ver una gran profusión de acontecimientos vitales, así como lesiones cor­
porales, ataques contra el honor y muchos más. Al encontrarnos frente 
a una situación parecida nos percatamos del nacimiento de una obliga­
ción cuyo contenido puede variar según las circunstancias del caso con­
creto. Aquí podemos confundirnos y decir que tanto Ja obligación contrac­
tual como la extracontractual son iguales. en relación al deber de indem­
nizar daños. Pero existe una diferencia: en Ja relación extracontractual, 
Ja obligación surge al producirse el daño: en Ja relación contractual, la 
obligación es preexistente a los daños. ( 06) 

No debemos pensar que basta con acreditar un supuesto de hecho 
para que surja Ja obligación de indemnizar un daño. Hedemann nos dice 
que "para que surja el deber de indemnizar. además. . . ha de concurrir 
Ja llamada relación o nexo causal. Aque11o en que se apoye Ja pretensión 
ha de haber sido la causa decisiva para la concurrencia del daño. . . El 
punto de partida son las sencillas palabras "por", "a través de", es de­
cir, que la acción ha de ser cometida por aquél a quien se reclama la in­
demnización". (37) 

Nuestro autor nos dice que existen dos teorías que se avocan a Ja 
explicación de la relación causal: la teoría de Ja condición y Ja teoría de 
la ci;.usalidad adecuada. ( 3 ª) 

Sin embargo, no basta probar el supuesto de hecho y el nexo cau­
sal. Debe también probarse Ja culpa como fundamento del deber de in­
demniz.ar. Esta culpa se puede manifestar tanto en la forma de dolo co­
mo en la forma de la simple negligencia.· Comprobándose cualquiera de 
las dos formas de culpa se tiene responsabilidad plena. ( 39

) 

En cuanto a los daños, éstos se pueden presentar en dos formas dis­
tintas. Se pueden presentar en Ja forma de daños patrimoniales, en cuyo 
caso su reparación consistirá en una restitución o en una indemnización 
en dinero. De igual forma. el daño se nos puede presentar como daño mo­
ral pero, en contraste con los daños patrimoniales, la reparación de es­
te 'último por medio de una indemnización en dinero es negada. estable­
ciéndose, aunque no expresamente, la restitución "in natura". (•0

) 
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En segundo lugar, debe existir la lesión de un bien sujeto a la pro­
tección jurídica. ( 47) 

Como tercer presupuesto de los actos ilícitos tenemos la culpa. Nos 
podemos preguntar si el BGB está basado sobre la teoría de la causa­
ción, o sobre la teoría de la culpabilidad. Si concluímos que está basado 
sobre la teoría de la causación, debemos dejar establecido que rige un 
sistema sobre la teoría de la culpabilidad, debemos sacar como coro­
lario que establece un régimen de responsabilidad subjetiva. La doc­
trina. en alguno de sus sectores, arguyendo desde un punto de vista 
de solidaridad social, trata de establecer una responsabilidad por riesgo 
como principio general. No podemos concordar con este sector; creemos 
que el BGB se basa sobre la culpabilidad que no es otra cosa que la causa 
v la culpa unidas. ( 4 ª) 

Como último presupuesto tenemos a la antijuricidad. Este presupues­
to se reduce al hecho de que la lesión debe ser contraria a derecho no 
puede existir circunstancia ql1e la convierta jurídicamente admisible. ' 

Enneccerus, Kipp y Wolff afirman qu.e "los actos positivos que le­
sionan derechos ajenos. . . están prohibidos, por regla general, y por 
tanto son contrarios a derecho. Por ende la antijuricidad sólo se excluy-'! 
cuando por excepción tales actos están permitidos. La existencia de se­
mejante excepción tiene que probarla aquél que la afirme". Terminan di 
ciendo que "las omisiones sólo son contrarias a derecho si existe un 
deber de obrar, sea un deber especial de vigilancia, como el que incum­
be, por ejemplo, a los padres, tutores o niñe1·as, sea un deber que pro­
ceda admitir conforme a la opinión del tráfico, de ordenar ciertas rela.. 
ciones de la vida de tal manera que se eviten en lo posible los peligros 
para los demás". ( 4 q) 

A continuación, Hedemann se ocupa de los supuestos de hecho, tanto 
los generales como los especiales. para la indemnización de daños deri­
vada de la comisión de un acto ilicito. (•0 ) 

El primer supuesto con el cual nos ocuparemos es el que se carac­
teriza por la lesión de bienes juridicos inalienables. Desde luego debemos 
excluir de esta categoría a las relaciones de crédito, o sea, las relaciones 
obligacionales. La doctrina, no sin ardua discusión, excluye al patrimonio 
considerado como unidad. En esta categoría podemos incluir el derecho 
al nombre así como la protección a la firma. Desde luego, el trabajo en· 
cuentra la debida protección en este apartado. Para poder asegurar la 
libre competencia, se protege el ejercicio de la industria ajena. El dere­
cho de propiedad se excluye en los casos en que éste se protege mediante 
la "reí vindicatio". Para terminar. aquí se encuentran protegidos la vida, 
el cuerpo, la salud y la libertad. 

Enseguida, examinamos las lesiones que se traducen en la violación 
de disposiciones protectoras. Si bien quedó excluido el patrimonio consi­
derado como unidad de la protección concedida a los derechos inaliena­
bles. es aquí donde recibe su protección, junto con el honor, a través de 
las normas penales, administrativas, etc. Existe una gran cantidad de 
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disposiciones administrativas (tráfico urbano, higiene de viviendas, fá­
bricas. etc.) cuya sola violación produce responsabilidad. Aquí se hace caso 
omiso de la culpabilidad, "basta con que la simple infracción de la ley 
protectora constituya por sí misma el dolo o la negligencia del agente". 
( 51 ) De este enunciado tenemos la consecuencia de que "sólo las personas 
a cuya protección está encaminada la ley correspondiente son las que 
pueden derivar del articulo 823, 11 acciones de indemnización. pero no 
las personas extrañas". {52 ) 

De la lectura del artículo 826 del BGB se desprende que se puede 
configurar el tercer supuesto de hecho general, o principal, al surgir una 
infracción de las buenas costumbres, cometiéndose, así. un acto ilícito. 
Este supuesto lleva a caho una función complementaria y su importan­
cia radica en el hecho de que cuando la más generosa interpretación o 
la más atrevida construcción fracasan para establecer la responsabilidad 
del agente, surge como último auxilio para remediar las injusticias más 
manifiestas. Este supuesto de hecho debe descansar sobre el dolo y no 
nada más sobre la negligencia o imprudencia, debe existir. por decirlo 
así. una conciencia de causación del daño, siendo el juez quien va a 
añadir la calificativa de inmoralidad al decidir el caso. 

Los supuestos especiales de hecho están consignados en el BGB y 
se trata de los siguientes casos: lesión al crédito económico de una per­
sona; lesión al honor de una mujer; daños causados por el derrumba­
miento de un edificio ; responsabilidad de los funcionarios que cometen 
una violación del deber de su cargo; daño causado por animales ; y, res­
ponsabilidad de la persona que ostenta un derecho de caza, precisamente 
por el daño causado por el animal dedicado a la cacería. { 5 3) 

Enseguida, pasaremos a estudiar la extensión y contenido de la pre­
tensión de indemnización de daños. 

Desde el punto de vista de la legitimación activa, o sea, del acreedor, 
el principio general, como lo ha reconocido la jurisprudencia (R.G., vol. 92, 
p. 404) es que. siendo el perjudicado el que exige la indemnización, se 
considera como tal sólo quien lo haya sido primero. Dicho de otra forma 
.. dicha facultad (exigir indemnización) se limita en principio al direc­
tan1ente perjudicado por el acto ilícito". ( 54) 

Pero vemos que la ley ha ampliado esta facultad en dos casos por 
demás interesantes. 

En los casos de muerte, el directamente perjudicado es el occiso, sin 
embargo, se autoriza que terceras personas demanden los gastos de en­
tierro y "pueden reclamar contra el menoscabo sufrido aquellas personas 
que ti~nen derech~ a alim~ntos". En este último caso vemos a la esposa, 
al mando, a los h1Jos legítimos y naturales y a los padres. La otra situa­
ción se constituye por el caso de las personas que contaban con el tra­
bajo de la víctima, que por ministerio de ley tuviesen derecho, corno "con­
secuencia de "gobierno de la casa o de su establecimiento mercantil" a 
los servicios del sujeto :fallecido o privado de libertad". {55) ' 

Las ideas que acabamos de exponer arriba se confirman al estudiar 
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el BGB. que establece que en caso de muerte la indemnizaci61! debe ir~­
cluir los gastos de entierro y que el responsable deber~ c:ubr1r los a)i.­
mentos a quienes ai c~ciso (perjudicado directo del acto 11i~1to) los ~e~i.a, 
durante la duración p· .. ·esumible de la vida del ahora occiso. El Codigo 
continúa diciendo que en caso de muerte, lesión al ~uerpo .º en la sa!ud, 
o privación de libertad estando la víctima (perjudi.cado directo) obhga;-­
do para con tercero a· pr~starle ::ius . servicios, el obligado a 11!- ~ndem~i­
zación ha de prestar una i.ndemni.zaci.ón al tercero por los servicios d.eJa­
dos de recibir, haciendo dicho pago en forma de renta. ( 56

) 

Desde el punto de vista de la legitimación pasiva, o sea, del deudor, 
se considera que es causante del daño la persona que la causalidad ade­
cuada y la culpa designen. Pero nos encontramos con el problema de la 
pluralidad de agentes. Si nos encontramos -frente a un cuadro de actua­
ción causal común. de tal manera que la causa se integra por la suma 
de las acciones de todos, se establece que todos responden por el todo, 
de :forma solidaria. En esta solución se incluyen a los que inducen a la 
acción, así como a los cómplices. La misma solución se da al caso en que 
todos participan en una actividad peligrosa sin poder establecerse quién 
es el responsable, pero se sobreentiende que la causa del daño puede ser 
el resultado de la acción de uno solo. ( 57

) 

Otro problema que se nos presenta es el de la responsabilidad del 
encargado de un asunto. El artículo 831 del BGB establece que el dueño, 
es responsable del daño causado por sus empleados a no ser que pruebe 
que ejercitó el cuidado exigible al caso o que aun ejercitándolo no se 
hubiera evitado el daño. 

En este caso. Hedemann distingue tres presupuestos positivos. Dice 
que el primero consiste en que el agente debe haber sido nombrado para 
un negocio u ocupación. "lo cual supone un cierto grado de dependencia 
frente al que da la ocupación". ( 5 ª) 

Como segundo presupuesto positivo nos dice que el daño debe haber 
sido causado en ejecución del negocio o encargo y que el tercer presu­
puesto consiste en que dicho daño debe haber sido causado de tnodo con­
trario a derecho. 

Como presupuesto negativo considera la ausencia de descarga o ex­
cusa y ésta se da cuando el dueño no logra comprobar que utilizó dili­
gencia suficiente o que el daño no se hubiera evitado aun desplegando la 
debida diligencia. 

Hedemann concluye diciendo que en la mayoría de los casos tanto 
el agente como el dueño responden de la obligación de indemnización en 
la :forma de deudores solidarios. ( 50 ) 

Como último problema de la legitimación pasiva tenemos el relati­
vo a la responsabilidad por el daño causado por los agentes que deben 
ser vigilados. Aqui se trata de la responsabilidad de los padres tutores 
Y maestros. ( 60

) El articulo 882 del BGB nos dice que estas per~onas de­
jan de ser responsables si comprueban que cumplieron debidamente con 
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su obligación de vigilancia o si comprueban que el dafio se hubiera pro­
ducido aún cumpliendo con el deber de vigilancia. 

En cuanto al contenido de la relación obligacional encaminada a ob­
tener la reparación del daño, éste puede consistir en ya sea una restitu­
ción o en una indemnización en dinero, debiendo dicha reparación exten­
derse a los perjuicios que el acto ilícito suponga para la profesión o la 
prosperidad del perjudicado. Asimismo, si la capacidad de trabajo es dis­
minuida o suprimida, o aumentan las necesidades del perjudicado, como 
consecuencia de una lesión al cuerpo o en la salud, la indemnización de­
be hacerse en dinero en forma de renta, pero, existiendo motivo impor­
tante, puede exigirse una compensación en capital en lugar de la renta. 
Del hecho de que el lesionado reciba alimentos de tercera persona no se 
desprende que cesará esta obligación de parte del responsable. ( • 1 ) 

En cuanto a la indemnización de los daños morales, ésta es recha­
zada en principio. Como se trata de la apreciación del dolor para poder 
otorgar lo que llaman el ••schmerzensgeld", o sea, dinero del dolor, se ve 
que dicha tarea es difícil. "En la doctrina se ha propuesto, ocasionalmen­
te, la formulación de tasas mínimas" para facilitar dicha tarea. (• 2

) 

El uso de estas tasas mínimas no es permitido, según la opinión de 
David T. Donaldson, puesto que la libertad del juez resultaría infringi­
da si la ley lo obligara a otorgar determinada cantidad. Nos informa que, 
de hecho, el uso de dichas tablas está de moda a pesar de la prohibición. 
(•3) 

Recurriendo al Código, nos damos cuenta que establece que en el 
caso de lesión en el cuerpo o en la salud, así como en el caso de privación 
de libertad, el perjudicado puede exigir también una indemnización equi­
tativa en dinero a causa del dafio que no sea patrimonial. Agrega que 
dicha pretensión no es transmisible y no pasa a los herederos, a no ser 
que haya sido reconocida o que se haya convertido ya en litis pendente. 
Termina diciendo que una pretensión semejante corresponde a una mu­
jer contra la cual es cometido un delito o contravención que pugne con 
la moral, o que es seducida a permitir la cohabitación extra-matrimonial 
a base de astucia, intimidación o abuso de una relación de dependencia 
por parte del seductor. (H) 

Debemos aclarar, como lo hacen Enneccerus, Kipp y Wolff, que el 
llamado dinero del dolor no ha "de interpretarse como pena, sino como 
pretensión de indemnización". ( • 5

) 

Sobre este tema, el del "dinero del dolor", Larenz nos dice que "todo 
aquello que produce en una persona un dolor corporal o nloral, o le oca­
sione indignación o mortificación, le afecta quizá más intensamente que 
el menoscabo patrimonial; pero no puede ser expresado, como éste, en 
una suma de dinero ni compensado mediante el pago de la misma ... Al 
perjudicado de este modo solamente es posible concederle una especie 
de satisfacción en forma de una compensación económica fijada según 
la equidad que represente al menos una compensación indirecta por la 
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injusticia sufrida, en cuanto le confiere la posibilidad de aplicarla a su 
arbitrio". ( 6 •) 

Nos damos cuenta que esta pretensión se limita a los casos en que 
la responsabilidad se basa en un acto ilicito, mas no en el riesgo. Apar­
te de los casos que señala el artículo 847, se admite en los casos de "pre. 
tensión de desfloración" de la novia abandonada. ( 67 ) 

En los casos que se basan en una privación de libertad, debemos en­
tender que el supuesto de hecho para esta situación se tipifica como la 
privación de "la libre disposición sobre la propia persona en el sentido 
de libertad de movimiento corporal, pero no en un sentido más amplio 
de libertad de determinación". (••) 

Enneccerus, Kipp y Wolff nos dicen que esta acción "sólo compete 
al perjudicado inmediato, no al mediato, y se dirige a una indemnización, 
o mejor dicho, compensación equitativa en metálico". (••) 

Larenz, al comentar sobre esta pretensión de indemnización, anali­
zando el artículo 847 del BGB, nos dice que "no es transmisible "ínter 
vivos" ni "mortis causa"; va adherida, por tanto, a la persona del ofen· 
dido, a menos que haya reconocido su transmisibilidad en virtud de con­
trato o que estuviese ya pendiente la litis". ( 70

) 

Por daños morales, pues, habrá de "comprender. . . el menoscabo o 
pérdidas sufridas, tanto en el bienestar físico (dolores sufridos en el or­
ganismo humano) como en el "equilibrio" psíquico; por tanto, el dolor 
afectivo o anímico, las penas, los disgustos, la desaparición de la "alegría 
de vivir". ( 71) 

En general, se puede decir que para calcular el daño moral se to­
man en cuenta "los dolores padecidos, la merma en la reputación y la 
deformidad producida u otro daño corporal permanente. . . mas también 
el sufrimiento moral producido por la lesión". ( 72 ) 

Larenz nos informa que la doctrina, en general, considera que la si­
tuación patrimonial del agente, así como el grado de culpa, no tienen re­
levancia para fijar el monto que, por indemnización de este tipo de da­
ños, se habrá de pagar. ( 73 ) Pero, continúa, "en contra de esta posición 
la anterior jurisprudencia se mostró inclinada a tener en cuenta todos 
estos factoi:es dentro del marco de la "equidad y justicia" de la compen­
sación". ( 74 ) 

El mismo autor propone una tercera posición que consiste en "pro­
porcionar al lesionado o perjudicado una satisfacción por la aflicción y 
la ofensa que se le causó, que le otorgue no ciertamente una indemniza­
ción propiamente iiicha o un equivalente mensurable por la pérdida de 
su tranquilidad y placer de vivir, pero sí una cierta compensación por la 
ofensa sufrida y por la injusticia contra él personalmente cometida". ( 75 ) 

El tantas veces mencionado Larenz nos informa que el Bundesge­
richtshof actualmente ha adoptado este criterio puesto que se "declara 
que el dinero del dolor tiene una doble función: en tanto que sea posible, 
persigue compensar al perjudicadc. por el menoscabo sufrido en su vida, 
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1 
y, además. cuando no sea posible una compensación e incluso pre:ferente­
mente, se le concede una satis:facción "por lo que el agente ha hecho al 
perjudicado". Para determinar la cuantía del dinero del dolor, han de 
tenerse en cuenta, por lo tanto, "todas las circunstancias que contribu­
yan a caracterizar especialmente el caso dañoso en concreto". ( 76) 

Para concluir con este tema, diremos que se deben tornar en cuenta 
los siguientes datos, por orden de importancia: 

1.-El volumen del perjuicio o menoscabo su:frido; 
2.-El grado de culpabilidad; 
3.-La situación económica del agente; y, 
4.-EJ Bundesgerichtshof ha adoptado, no sin crítica en contra, el 

tener en cuenta si el agente tiene a su :favor un seguro de responsabilidad 
civil, puesto que éste representa para él un valor patrimonial presente. 
(77) 

Para terminar con el estudio de Ja escuela alemana en relación a los 
actos ilícitos, Hedemann nos in:forma que existe lo que se llama 1a acción 
de abstención que no es otra cosa que una acción judicial preventiva para 
evitar que el daño se presente. AcJara que está limitada a los casos en 
"donde Ja infracción conduciría a la indemnización de daños". ( 71) 

El Reichsgericht formuló otra limitación, exigiendo que ya existiera 
infracción previa de igual índole, pero nuestro autor no considera a este 
requisito como correcto. puesto que "si amenaza un peligro serio, aunque 
sea por primera vez, ha de poder intervenirse in~ediatamente". (n) 
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TERCERA PARTE 

Escuela Italiana 



Empezaremos el estudio de esta escuela diciendo, como lo hace Bru­
gi, citando al Código italiano, que "las obligaciones derivan de Ja Ley, del 
contrato o cuasi contrato, del delito o cuasi delito". Nos explica que, di­
cho "en otras palabras: Ley y acto del hombre (negocio jurídico y aún 
acto ilícito) dan vida a las obJigaciones". (• 0 ) 

Nuestro autor cree prudente aclarar que "en Jas relaciones entre 
personas no ligadas por vínculo contractual, el acto ilícito toma el nom­
b1:e de delito y cuasi delito y es una de las causas de obligación". ("') 

Haciendo Historia, nos recuerda que el Derecho Romano tenía con­
sagrados casos específicos de responsabilidad en este renglón, de tal for 
ma que presentaba una reglamentación de tipo casuista. Posteriormen­
te, fue "el Derecho canónicc;" el que "contribuyó a formar el concepto 
general de acto ilícito como fuente de obligación". (• 2 ) 

Sobre la distinción entre delito y cuasi delito, opina que "si basta 
un grado de culpa, aunque sea mínimo, para obligar al resarcimiento de 
daños, Ja distinción enti·e actos ilícitos que derivan del dolo (delitos) o 
de negligencia o de imp1·udencia (cuasi delitos) es, en gran parte, doc­
trinal y descansa en las ideas especiales de Jos romanos. La negligencia, 
que es fundamental en el cuasi delito, hace que se 2·esponda no sólo del 
daño derivado de un acto propio, sino del causado por actos de personas 
por las cuales se debe responder o por cosas que se tienen en custodia". 
(•3) 

En otra parte de su obra, Brugi se refiere al concepto de los hechos 
jurídicos diciendo que "toda la diversidad de hechos jurídicos puede re­
ducirse a dos clases :fundamentales, según que las consecuencias de De­
recho dependan en la voluntad de quien los realiza o sean independien­
tes de esta voluntad por derivar, más bien, del mismo orden jurídico .. ~ 
en Ja segunda predominan los actos ilícitos". ( 04 ) 

Aclarando el papel de la voluntad en el acto ilícito, nos informa que 
"también es necesaria la voluntad en el acto ilícito, y si bien ésta no se 
encamina constantemente a una finalidad jurídica, no puede decirse que 
el autor del acto ignore ciertas consecuencias de Derecho, puesto que, 
por el carácter obligatorio de la Ley. cada cual debe imputarse a sí mis·· 
mo el no conocerla". ( 85

) 

Termina definiendo el acto ilícito como "un acto positivo, o una omi·· 
sión. por el cual álguien, con propósito determinado o negligencia impu­
table al mismo, viola normas jurídicas". ( 86 ) 

Visintini afirma que el Código Civil italiano no tipifica casos de ac­
tos ilícitos aislados como en otros sistemas de Derecho, sino da una fórmu-
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la general
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en su artículo 2043 que hace derivar la obligación de resarcir el 
daiio de ' cualquier hecho doloso o culposo. que ocasione a otro un daño 
injusto", quedando como elemento nuevo el "daño injusto", que fue in­
troducido respetando vieja tradición en la que sólo los daños culpables 
se consideraban resarcibles y que, según doctrina acreditada, constituye 
uno de los criterios para decir que determinada conducta puede ser im­
putada a un sujeto. (•7) 

Efectivamente, al estudiar el Código nos damos cuenta que en tér­
minos bastante claros queda establecida la obligación de resarcir daño.s 
cuando éstos son injustamente causados por el hecho doloso o culposo del 
obligado. (•8 ) 

.Como resultado de los múltiples casós en que se quiere ver la obli­
gación de resarcir daños, la doctrina y la jurisprudencia han establecido 
como requisitos del ilícito civil. presupuestos de responsabilidad, los si­
guientes: 

1.-Un acto doloso o culposo; 

2.-Un daño injusto; y, 

3.-Un nexo de causalidad entre el acto y el daño. (••) 

Brugi hace un estudio de los caracteres fundamentales del acto ilí­
cito (• 0

), considerando, en primer lugar, que el acto debe ser imputable 
al autor. Examinando el Código nos damos cuenta que para que exista 
la imputabilidad del autor no se requiere la plena capacidad jurídica, si­
no un suficiente discernimiento, puesto que el ordenamiento que estudia­
mos se refiere a la "capacidad de entender y querer". ('") 

Barassi, hablando de la imputabilidad, y viendo que la responsabili­
dad subjetiva surge por la violación de un deber correlativo a un derecho 
subjetivo primario, concluye, excluyéndose toda duda, que debe contar­
se con la imputabilidad subjetiva del agente como presupuesto correlati­
vo de su obligación de resarcir el daño. ( 02 ) 

Sobre este. punto, Visintini nos informa que la Corte de Casación 
ha definido la imputabilidad como "la actitud del sujeto agente a deter­
minarse psicológicamente en relación al ambiente social y al ordenamien­
to jurídico en el cual vive". ( 03 ) Agrega que en Derecho civil, el juez de­
termina si el menor puede ser imputable o no, sin importar la edad de 
éste. En derecho penal, no se considera imputable al menor de catorc~ 
años. En ambas ramas del Derecho se considera a la imputabilidad co­
mo la posibilidad de entender y querer los efectos de un acto. En la sen­
tencia que cita Visintini se ve la tendencia de la jurisprudencia hacia la 
unificación del concepto estudiado en ambas ramas del Derecho. (• 4

) 

Como segundo carácter fundamental del acto ilícito vemos que se 
deben violar las normas jurídicas generales o especiales surgiendo así la 
antijuricidad. Pero debemos tener en cuenta que no es responsable quien 
ocasiona el daño por legítima defensa de sí o de otro. De la misma ma­
nera, cuando quien ha causado el daño se había visto en la necesidad de 
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salvarse a si mismo o a otro de un peligro actual de un daño grave a la 
persona, y el peligro no ha sido causado por él voluntariamente, ni era de 
otra forma evitable, se concibe que la víctima obtenga una indemniza­
ción cuya medida sea remitida a una apreciación equitativa de parte del 
juez. (• 5 ) 

Al respecto, Ruggiero nos explica que "no hay dafio siempre que 
en el ejercicio legitimo del propio derecho (añádase sin abuso) álguien 
lesiona un interés o derecho ajenos; en este caso, se puede afirmar que, 
más bien que la falta de perjuicio, se da la falta de lesión, es decir, de 
iniuria, que es un acto contrario a derecho". (•") 

Barassi, hablando de los presupuestos de la culpa, nos habla de la 
violación de una obligación o deber, obligación en la que corresponde al 
dañado un derecho subjetivo en relación al dañante con determinado con­
tenido, la violación del cual produce el daño. Aquí hablamos de culpa en 
sentido lato (dolo y culpa) ya que la distinción entre delito y cuasi de­
lito no tiene importancia en relación con el Código. ("') 

Visintini, uniendo el concepto de responsabilidad por hecho ilícito 
con el de lesión de "un derecho subjetivo reconocido y protegido por un:a 
norma del ordenamiento", e interpretando "el término "injusto" referi­
do al dafio en el artículo 2043 del Código Civil, ya no en el sentido de 
"antijurídico" (contra ius), sino en aquél bien distinto de "no justifica­
do" (no iure), "llega a la conclusión de que el daño resarcible es aquél 
que se sufre sin autorización legal, sin que haya causa de justificación. 
(••) 

En la doctrina vemos todavía otro intento de establecer lo que es 
la antijuricidad en el dafio. Scognamiglio dice que cuando estudiamos el 
concepto ilícito partimos de un principio indisputable "que, constituyen­
do las normas jurídicas otras tantas reglas que vinculan las relaciones 
e intereses de la realidad social, un estado de hecho que es contrastante 
no puede más que calificarse de tal modo ilícito" ( .. ) 

Nos asegura que de aquí se le quiere dar a la idea arriba expuesta 
un contenido más especifico, y se habla de Ja antijuricidad. Surge de 
inmediato el problema de determinar cómo y en qué sentido se requiere, 
para que un hecho tenga i:elevancia jurídica, de la antijuricidad. ('ºº) 

La doctrina aún no se pone de acuerdo sobre el mismo objeto de la 
calificativa antijurídico. Una corriente habla de la antijuricidad subje­
tiva considerando el acto del hombre en cuanto transgrede el pracepto 
jurídico. Otra corriente se preocupa por el hecho contrario a derecho ha­
blando de antijuricidad objetiva. ('º'> 

Revisando la enumeración de los requisitos del ilícito civil, Visintini 
nos dice que la. definición que exige un acto doloso o culposo, un daño 
injusto y un nexo.de causal.idad resulta un poco estrecha, puesto que pa­
rece limitarse al acto ilícito que consiste en una acción humana y hay 
:fuentes de responsabilidad civil que no se refieren a un acto humano; 
habiendo, también, casos de responsabilidad sin culpa en actos permi-

- 221 -



tidos por la Ley y considerados lícitos. Se llega al punto de deber sepa­
rar los conceptos de ilícito y responsabilidad. ('º 2 ) 

Nos aclara que la Ley habla de hecho ilícito para distinguirlo del 
acto ilícito, habiéndose sustituído, en la doctrina y jurisprudencia, por 
el de acto ilícito pensando que el término "hecho" hace pensar en el he­
cho natural, viendo que también "en los casos que se prescinde de la ac­
tividad humana para la ilicitud. en el origen de la responsabilidad siem­
pre hay actividad humana". (' 0 3) 

Continúa nuestro autor informándonos que la doctrina más recien­
te separa a la responsabilidad de la culpa y ve una doble previsión en 
el artículo 2043: una general, que basa la resarcibilidad del daño en la 
injusticia del mismo y no en la conducta; la otra, que hace a la culpa 
uno de los criterios para determincU" la responsabilidad. La primera pone 
en un primer plano a la lesión objetiva, o sea, la posición del dañado y 
no la del agente. ('º 4

) 

La consecuencia de lo anterior es que el juez se encuentra con am­
plias facultades para determinar cuáles son los casos en que existe res­
ponsabilidad. Existe cierta reacción de la doctrina para limitarlas, pero 
vemos que los jueces mismos se limitan. puesto que se preocupan por 
remitirse a las normas positivas y no solamente al principio general de 
"neminein Jaedere". ('º 5 ) 

De cualquier forma se ve, en la doctrina, "como la idea de lesión al 
derecho subjetivo tiende de nuevo a esfumarse en la otra de la violación 
de la norma", al decir de Scognamiglio. ( 10

•) 

La doctrina ahora habla de antijuricidad en sentido formal (que co­
rresponde al momento de la transgresión al precepto) y en sentido ma­
terial (que se refiere al contraste entre el hecho y los valores e intei:e­
ses tutelados en la norma). Nuestro autor prefiere el concepto formal, 
puesto que el material conduce a un contenido de "antisocialidad". ('º 7

) 

1'Tuestro autor concluye diciendo que "la idea de la disformidad del 
hecho con el derecho, o sea, de la misma antijuricidad, constituye en la 
situación ractual1 un criterio demasiado vago y equívoco. . . para poder 
servir a fundar la configuración [que se busca] en términos unitarios 
[del los hechos que asumen para el derecho la relevancia característica 
de la ilicitud". ('ºª) 

Entrando ahora a examinar la culpa, Barassi nos dice que la respon­
sabilidad subjetiva es el tipo de responsabilidad normal establecida en 
el Código y que, aparte de un daño antijurídico, exige la culpa del agen­
te. ( 10•) 

Nos dice que la culpa consiste en no haber advertido (cuándo se de­
bía advertir: culpa en sentido estricto) o en haber advertido la antiju­
ricidad (violación de una norma y lesión de un interés) de un acto o 
actitud propio y que se debió evitar, sin haberlo hecho, produciéndose 
el daño. Dicha obligación, o deber, no está escrita en la Ley, pero existe 
y si se viola surge una responsabilidad puramente subjetiva o con ten-
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dencias subjetivas. "Se trata de los mencionados derechos primarios de­
rivados de la necesidad de una ordenada convivencia social". ( 11º) Más 
adelante ( 111). nos explica que si bien la responsabilidad subjetiva se 
basa en la violación de un deber, la responsabilidad objetiva se basa en 
la violación de un derecho subjetivo de la víctima. De esta forma, nos 
damos cuenta cómo se caracteriza, básicamente, el concepto de dolo y de 
negligencia o imprudencia para la doctrina. 

Hablando de la concurrencia de culpa por parte del perjudicado, Bru­
gi nos explica que ésta exime de responsabilidad al agente. siempre y 
cuando éste no haya obrado con dolo. De tal suerte que "si el causante 
del daño no está totalmente inmune de culpa, le incumbe responsabilidad, 
pero limitada por la negligencia del perjudicado" . .Continúa diciendo que 
"en cambio, cuando dos personas no ligadas entre sí por vínculo contrac­
tual resultan perjudicadas recíprocamente por un acaecimiento único ori­
ginado por dolo o culpa de uno o de otro, la obligación de resarcimiento 
del daiío cesa a causa de la indivisibilidad del hecho daiíoso, salvo siem­
pre el derecho de terceros, y se dice que existe culpa común, una llamada 
compensación de culpas". ( 112

) 

Enseguida pasamos a ver la responsabilidad por hecho ajeno (el 
padre, en su defecto, la madre, por da:ños causados por sus hijos menores 
que vivan con ellos ; tutores por los da:ños de sus pupilos; preceptores y 
artesanos, por el de sus alumnos y aprendices durante el tiempo que es­
tén sujetos a su vigilancia; los dueños y comitentes, por el de sus domés· 
ticos y comisionistas en el ejercicio de las funciones encomendadas) y 
por hecho de cosa o de animal (daño causado por animal, ya sea que se 
extravíe, ya sea que huya: el dueño o quien se vale de él; dueño de edi­
ficio en ruina). Ruggiero nos dice que nos encontramos frente a princi­
pios distintos. "Si, en general, puede decirse que es uno y el mismo aquél 
sobre que se basa toda responsabilidad procedente de cuasi delito: la cul­
pa, en el caso de daños causados por animales o por el edificio, la base 
no es precisamente la culpa, porque del animal extraviado o perdido o 
del edificio mal construido se responde, aún cuando pudiera probarse que 
se hizo lo necesario para evitar el da:ño. En realidad, se trata de respon· 
sabilidad objetiva, de una aplicación del principio, según el cual quien 
obtiene las ventajas de una cosa debe sufrir sus riesgos; la responsabi­
lidad deriva del hecho de ser propietario o usuario de la cosa". ( 113) El 
Código reglamenta ampliamente los casos mencionados. ( 114

) 

El mismo ordenamiento se preocupa de manera específica con el pro· 
blema de los daños causados por los conductores de vehículos que no cir­
culen sobre vías férreas. ( 116 ) Dispone que dichos conductores responden 
de los daños producidos. a uersonas o a cosas. en la circulación del ve­
hiculo, si no prueba haber hecho todo lo posible para evitar el daño. En 
caso de encuentro de autos se presume, salvo prueba en contrario, que 
cada chofer concurrió a producir el daño de los automóviles. El propie­
tario del coche, o, dado el caso, el usufructuario o adquiriente con pacto 
de reserva de dominio, es responsable solidariamente con el conductor, 
si no prueba que la circulación del vehículo se realizó contra su volun­
tad. En todo caso las personas indicadas son responsables de los daños 
derivados de los vicios de construcción o defecto de mantenimiento. 
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Para terminar con este estudio. diremos que quien ocasione daño 
a otro en el desarrollo de una actividad peligrosa, por su naturaleza o por 
la naturaleza de los medios empleados, es obligado al resarcimiento, si no 
prueba el haber adoptado todas las medidas idóneas para evitar el da­
ño. ( 116) 

Barassi nos explica Jo anterior diciendo que puede suceder que el 
~et~ responsable objetivamente no sea antijurídico, puede ser que sub­
.;;etivamente no exista nada reprobable, pero visto el daño a otro, así co­
mo las circunstancias del caso. éstos pueden ser tales que induzcan a la 
Ley, "en nombre de una más equitativa justicia distributiva", que la res­
ponsabilidad sea conexa sin otro requisito. objetivamente, al hecho que 
Ja ha producido, sin que importe que el agente no se traslimitó en su 
derecho. ('17) 

Afirma que es "la realidad objetiva de un daño injusto derivado de 
algún modo del responsable o de su esfera patrimonial (en los pocos ca­
sos consentidos en la Ley) lo que determina Ja necesidad de eliminar 
el daño". ( 11•) 

Concluye que Ja responsabilidad objetiva puede recaer al autor mis­
mo del daño o a otra persona, cuando el daño derive de terceras perso­
nas o de las cosas. (" 9

) 

En cuanto a la responsabilidad de personas morales, Brugi nos dice 
que es aceptada en Jos casos en que el daño sea causado por sus repre­
sentantes. Afirma que "existe una tendencia favorable al resarcimiento 
de daños por el Estado", pasando a ~aminar la responsabilidad de ésta, 
Ja mayor persona moral, "o, al menos a su cooperación en las reparacio­
nes necesarias en algún caso de Jos expresados". Se refiere a los casos 
en que los particulares sufren daño como resultado de Ja omisión de ac­
tuar por parte del Estado a través de alguna de sus dependencias. ("º) 

En cuanto a la posible responsabilidad por un daño surgido por Ja 
inacción del presunto responsable, el mismo autor nos dice que "nadie 
puede ser considerado i·esponsable de no haber hecho lo que no tenía 
obligación de hacer. . . Tal vez la idea naciente de que se abusa del De­
recho cuando se disfruta en ~entido anti-social, así como el creciente sen­
timiento de solidaridad social, podrán llevar hasta el reconocimiento de 
una culpa no contractual por omisión (no apagué el incendio que podía 
apagar, no cuidé de recoger una cosa extraviada, etc.)". ( 121

) 

Hemos visto, pues, que en ciertos casos la responsabilidad se des­
prende del riesgo creado al gozar de las cosas, teniendo su justificación 
en una solidaridad social que se traduce en una indemnización de carác­
ter equitativo; en cambio, "la base de responsabilidad en todos los de­
más casos la constituye la culpa". De tal suerte, volvemos a remarcar, 
que el principio general para atribuir la responsabilidad en el Derecho 
italiano lo sigue constituyendo la culpa, principio general que admite ex­
cepciones basadas en la responsabilidad objetiva que, al decir del mismo 
Ruggiero, hace funcionar la culpa a través de una presunción que admi· 
te prueba en contrario. (' 22

) 
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Para el caso de que varias personas causen el daño, el C6digo es­
ta~lece. que t~as responden solidariamente y _que quien ha resarcido eJ. 
dan~ tiene acción contra los demás en la medida de la culpa y la canti­
dad del daño que se les atribuya. Existiendo duda sobre la proporción. 
mencionada, la culpa individual se considerará igual a todas. ( 123) 

Brugi nos dice que el acto ilícito tiene como consecuencia juridica, 
en primer término, la obligación de resarcir el daño. Aclara que ésta no 
es la única consecuencia del acto ilícito puesto que "a veces deriva del 
acto ilícito, la pérdida de un derecho (fraudes aduanales, etc.)". ( 12•) 

Este mismo autor nos dice que el daño, en sentido propio, "tiene· 
diversas definiciones: el criterio más lógico consiste en conectar el con­
cepto, por antítesis, con los bienes patrimoniales o extrapatrimoniales que 
forman el bienestar de los individuos y en cuya merma el daño opera". 
(

12
•) Como consecuencia de lo dicho, Brugi pasa a definir el daño di­

ciendo que es "todo lo que se sufre sin deberlo sufrir en el patrimonio;. 
la salud o el honor a causa de acto ilícito de otro". ( 12 b) 

Sobre la valuación del daño, el Código dispone que ésta se hace com··· 
prendiendo la pérdida sufrida y la ganancia faltante, en cuanto sean con­
secuencia inmediata y directa del acto ilícito. La ganancia faltante s~ 
valoriza por el juez haciendo una apreciación equitativa de las circuns­
tancias del caso. En caso de que el daño no pueda ser probado en su 
monto preciso, será calculado por el juez haciendo una apreciación equi­
tativa. Si concurre el hecho culposo de la víctima para ocasionar el da-· 
ño. el resarcimiento se disminuye según la gravedad de la culpa y la. 
importancia de las consecuencias que de ella se derivan. El resarcimien,,.. 
to no es debido por los daños que la víctima hubiera podido evitar usan:­
do una diligencia ordinaria. Cuando los daños a las personas tienen ca­
rácter permanente, la liquidación puede ser hecha por el juez, teniendo 
cuenta de la condición de las partes o de la naturaleza del daño, bajo 
la forma de una renta vitalicia, ordenándose que el cumplimiento sea de­
bidamente garantizado. (' 2 7

) 

Brugi se ocupa del daño moral y nos dice que éste es el "que nos 
priva de otros bienes distintos de los patrimoniales afectados por aquél 
(daño) · este daño no difiere, en sí, del patrimonial; es un iniuria, co­
mo lo ~s éste. y por ello, dentro de ciertos límites, tiene el mismo fun-
dament_o jurídico". ( 12•) . 

Sobre este punto, Visintini nos informa que la doctrina y la juris­
prudencia definen este daño en via negativa, contraponiéndolo al daño· 
susceptible de valuación económica. Así, "daños no patrimoniales son 
los daños morales puros, ésto es, aquellos que no tienen ni directamente· 
ni indirectamente consecuencias patrimoniales valuables económicamen-· 
te y se identifican con la perturbación injusta de las condiciones de áni-
mo de la víctima. e) ___ _ 

La diferencia entre daño moral y daño material, para Brugi, bási:.... 
camente estriba "en la evaluación externa o liquidación por decirlo asi;. 
los bienes patrimoniales tienen un valor en cambio; los no patrimonia-
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Para el caso de que varias personas causen el daño, el Código es­
ta~lece. que tcw:Jas responden solidJ1-riamente y que quien ha resarcido el 
dan~ tiene acción contra los demas en la :medida de la culpa y la canti­
dad Clel daño que se les atribuya. Existiendo duda sobre la proporción. 
mencionada, la culpa individual se considerará igual a todas. ( 12>) 

Brugi nos dice que el acto ilícito tiene como consecuencia juridica, 
en primer término. la obligación de resarcir el daño. Aclara que ésta no 
es la única consecuencia del acto ilícito puesto que "a veces deriva del 
acto ilícito, la pérdida de un derecho (fraudes aduanales, etc.)". ( 124) 

Este mismo autor nos dice que el daño, en sentido propio, "tiene­
diversas definiciones: el criterio más lógico consiste en conectar el con­
cepto, por antitesis, con los bienes patrimoniales o extrapatrimoniales que: 
forman el bienestar de los individuos y en cuya merma el daño opera". 
(

125
) Como consecuencia de lo dicho. Brugi pasa a definir el daño di­

ciendo que es "todo lo que se sufre sin deberlo sufrir en el patrimonio;. 
la salud o el honor a causa de acto ilícito de otro". ( 12 •) 

Sobre la valuación del daño, el Código dispone que ésta se hace com·-· 
prendiendo la pérdida sufrida y la ganancia faltante, en cuanto sean con­
secuencia inmediata y directa del acto ilícito. La ganancia faltante sa 
valoriza por el juez haciendo una apreciación equitativa de las circuns­
tancias del caso. En caso de que el daño no pueda ser probado en su 
monto preciso, será calculado por el juez haciendo una apreciación equi­
tativa. Si concurre el hecho culposo de la víctima para ocasionar el da-· 
ño. el resarcimiento se disminuye según la gravedad de la culpa y la. 
i:rnportancia de las consecuencias que de ella se derivan. El resarcimien,..:... 
to no es debido por los daños que la victima hubiera podido evitar usan:­
do una diligencia ordinaria. Cuando los daños a las personas tienen ca­
rácter permanente, la liquidación puede ser hecha por el juez~ teniendo 
cuenta de la condición tle las partes o de la naturaleza del aaño, bajó 
la forma de una renta vitalicia, ordenándose que el cumplimiento sea de­
bidamente garantizado. ( 127

) 

Brugi se ocupa del daño moral y nos dice que éste es el "que nos 
priva de otros bienes distintos de los patrimoniales afectados por aquél 
(daño) ; este daño no difiere, en sí, del patrimonial; es un iniuria, co­
mo lo es éste. y por ello, denti·o de ciertos límites, tiene el mismo fun-
damento juridico". ( 120 ) · 

Sobre este punto, Visintini nos informa que la doctrina y la juris­
prudencia definen este daño en vía negativa, contraponiéndolo al daño· 
susceptible de valuación económica. Así, "daños no patrimoniales son 
los daños morales puros, ésto es, aquellos que no tienen ni directamente· 
ni indirectamente consecuencias patrimoniales valuables económicamen-· 
te y se identifican con la perturbación injusta de las condiciones de áni-
mo de la víctima. e) ___ _ 

La diferencia entre daño moral y daño mate1·ial, para Brugi, bási:... 
camente estriba "en la evaluación externa o liquidación por decirlo asi;. 
los bienes patrimoniales tienen un valor en cambio; los no patrimonia-
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les, como la salud, la paz, la libertad, el descanso, etc., carecen de ese 
valor; no obstante, son bienes principales del individuo y, aunque in­
va1orizab1es, deben estar sujetos a representación pecuniaria por el mis­
mo motivo que nos servimos de ésta cuando no tenemos otro medio de 
alcanzar un :fin jurídico. ¿No se hace todo fungible y divisible con el 
dinero? Calificaremos de daño moral un dolor sufrido injustamente: así, 
los sufrimientos de ánimo, las aflicciones padecidas". ("º) 

El mismo autor nos informa que el daño moral puede tener conse­
cuencias patrimoniales que deben ser resarcidas, pero que el resarcimien­
to no debe quedarse nada más ahí, porque "el daño moral, aún consi­
derado en sí mismo, ésto es, con independencia de sus consecuencias pa­
trimoniales, constituye un perjuicio tal del individuo, que no puede ser 
descuidado por el juez, si queremos que se tutelen en verdad todos los 
derechos de la persona humana". ( 131

) 

La doctrina nos hace ver que Jos daños no patrimoniales no se li­
mitan al daño moral (sufrimiento que responde a un estado de ánimo 
del sujeto); sino que comprenden todos los perjuicios no patrimoniales 
(disminución del prestigio. etc.), si bien es cierto que estos últimos pue­
den traer como consecuencias daños patrimoniales. Adriano de Cupis, 
visto Jo anterior, llega a Ja conclusión de que el "sujeto pasivo de daño 
no patrimonial lo puede ser también la persona jurídica" que si bien no 
puede gozar de sentimientos, puede indudablemente gozar de bienes no 
patrimoniales de otra especie. ( 132) 

.__ El daño no patrimonial debe ser resarcido sólo en los casos deter­
:niinados en las leyes, de tal manera que el resarcimiento en estos casos 
:se considera como Ja excepción. Examinando el Código de Procedimien­
tos Civiles, vemos que por el uso de expresiones inconvenientes u ofen­
sivas en promociones, el juez le puede otorgar a la parte ofendida una 
surna·-como resarcimiento de los daños también no patrimoniales sufri­
dos cuando dichas expresiones ofensivas no guardan relación con el ob­
jeto de Ja causa. EJ Código Penal recoge esta disposición ampliándola 
para incluir toda promoción ante autoridad ya sea judicial o adminis­
trativa, agregando que el juez que conozca del asunto, puede, aparte de 
medidas disciplinarias, ordenar que dichos escritos o promociones sean 
suprimidos o anulados, en todo o en parte y ordenar que se pague una 
suma a la parte ofendida a título de reparación de daños no patrimonia­
les. En caso de que los escritos ofensivos no se puedan suprimir o anu­
lar, se hará mención de eUos en Ja sentencia guardando relación especí­
fica con las circunstancias que estudiamos. Para terminar con este aná­
lisis de legislación. diremos que el mismo Código Penal establece que 
toda infracción obliga a las restituciones de acuerdo con las leyes civiles 
y que toda infracción que haya causado un daño, sea o no, patrimonial, 
obJiga a la reparación al culpable y a Ja persona que, según las leyes ci­
viles. deben responder de su hecho. ( 133) 

Comentando ésto, Visintini dice que de Ja definición que da la ju­
risprudencia y de Ja que da el Código, que Jimita la acción por daños no 
patrimoniales a los hechos ilícitos que se consideran deJitos y a otros ex­
presamente establecidos en Ja Ley, se nota una preocupación por limitar 
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esta acción para asegurar el resarcimiento, por ejemplo, en Jos casos dt:! 
daño estético, daño a Ja vida de parientes, etc. (" .. ) 

La posibilidad del daño moral en el caso de Ja muerte nos Ja afirma, 
al decir que el daño a Ja vida de un pariente. aparte de redundar en per~ 
juicio patrimonial, puede causar un grave daño moral. Nos informa que 
ésto quedó confirmado en Ja jurisprudencia (App. Génova, 21-5-1968). 
(136) 

Para determinar el monto a pagarse como resarcimiento del daíío 
moral, no pudiendo hacerse de manera definitiva, se hará un resarcimien­
to equitativo, sin querer decir que el juez queda en absoluta libertad pa­
ra :fijarlo. La jurisprudencia requiere que Jos siguientes elementos se 
tengan en cuenta: 

1.-La gravedad de Ja o:fensa.-EI juez, "en su apreciación del da­
ño no patrimonial debe proporcionar la medida del resarcimiento a Ja 
gravedad del hecho Y. por consecuencia, del dolor sufrido". ( 136) 

2.-Grado de sensibilidad del ofendido.-EJ juez debe saber el gra­
do de sensibilidad que pueden presentar los parientes para llegar a una 
indemnización equitativa. ( 137) 

3.-Relaci6n de parentesco, edad, salud, sexo de la víctima.-Se de­
ben tener en cuenta todos estos datos para lograr que la indemnización 
que se otorga sea equitativa. El hijo adulterino tiene derecho a recibir 
Ja misma suma que el hijo legítimo. ( 13 ª) 

4.-Condiciones económicas de las partes.-Estos datos deben tener­
se en cuenta "en el sentido de que se debe tener cuenta de Ja capacidad 
económica del obligado y de la necesidad del dañado". Nuestro autor nos 
dice que la doctrina no está muy conforme con este dato y que, si mu­
cho, Ja condición económica de las partes tiene un peso o importancia 
marginal en Ja valuación del daño moral. ( 139) 

5.--Concurrencia de culpa del dañado.-Se trata de saber si la cul­
pa concurrente de Ja víctima debe reducir Ja suma que por daños mora­
les se debe pagar. Nos dice nuestro autor que en torno de este punto, la 
jurisprudencia está dividida. (' .. º) 

6.-Proporcionalidad entre el monto por daños no patrimoniales y 
el daño patrimonial sufrido por Ja víctima.-En general, se puede decir 
que la jurisprudencia no exige una relación estrecha entre una y otra; 
puede darse el caso en que únicamente se presenten daííos morales; en 
tal sentido, está Cass .• 29,7,1955, No. 2442. ( 1 

.. 
1

) 

Inimputabilidad del autor de] delito.-Nuestro autor nos dice que 
Ja jurisprudencia, en general, ha adoptado Ja decisión de no resarcir un 
daño no patrimonial que sea causado por un inimputable (menor de ca­
torce años en derecho Penal), con la consecuencia de que "en tal hipó­
tesis no puede reconocerse relevancia jurídica a los daños no patrimo­
niales que sean referibles a la acción ilícita del menor, aunque si éste 
sea retenido capaz de entender y querer según las normas de derecho 
civil, en ésto no coinciden con lo penal". ( 1 

.. 
2

) 
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NOTAS PARA EL CAPITULO CUARTO 

1.-V. POTHIER. Tratado de las Obligaciones, T. 1, trad. S. M. S., (Barcelona, 
sin :fecha), pp. 101-103 

'2.-Elementos de Derecho Civil, T. 11, trad. José M. Cajica, Jr., (Puebla, 1945), 
p. 212 

3.-0. c., pp. 217-218 
4!.-Cf'r. arts. 138<!.-1386 Cc.:1.e Civil des Francais. 
5.-0. c., T. I, pp. 164-165 nos da las sigs. de:fs.: acto jurídico es "una :mani:festa­

ción exterior de voluntad, bilateral o unilateral, cuyo objeto directo es en­
gendrar, :fundado en una regla de Derecho o en una institución jurídica, en 
contra o en f'avor de una o de varias personas, un estado, es decir,. una situa­
ción jurídica permanente y general, o por el contrario, un e:fecto jurídico li­
tnitado que se reduce a la formación, modificación o extinción de una rela­
ción de derecho... Hecho juridico, en sentido general, sirve para "designar 
un acontecimiento engendrado por la actividad humana, o puramente :mate­
rial, to1nndo en consideración por el ~erecho, para hacer derivar de él, en 
contra o en provecho de una o de varias personas, un estado, es decir, una. 
situación jurídica general y permanente, o por el contrario, un efecto jurí­
dico limitado''. Hecho jurídico, en sentido especial, es un "acontecimiento pu­
ramente material,. tal como el nacimiento o la í'iliaci6n, o acciones más o­
lllenos voluntarias, que fundadas en una regla de Derecho, generan situacio­
nes o efectos jurídicos, aun cuando el sujeto de este acontecimiento o de estas. 
acciones no haya tenido, ni podido tener el deseo de colocarse bajo el imperio· 
del Derecho". 

6.-0. c., T. 11 cit., p. 218 
7.-ldem, pp. 218-219 
8.-lbid., pp. 230-231 
9.-C:fr. art. 1382 

10.-COLIN Y CAPITANT, Cours Elémentaire de Droit Civil . Fran~ais, T. 11,. 
(París, 1921), p. 361 

11.-0. c., pp. 366-367 
12.-COLIN y CAPITANT, o. c., p. 367 
13 .-Idem, pp. 369-372 
14.-Ibid., p. 372 
15.-.JOSSERAND LOUIS, Cours de Droit Civil Positif Fran~ais, T. 11, (París,. 

1930), pp. 201-206 
16.-0. c., p. 204 
17 .-Idem, pp. 206-214. La teoría en sí no es nueva, la conocemos desde el Dere­

cho Romano; lo nuevo consiste en la influencia enorme que ha tenido en la. 
1 práctica y, además,. en los indicios a los que se recurre .Para caracterizar,. 

diagnosticar e identificar el acto abusivo. El Derecho Romano identificaba 
al abuso del derecho con la intención de :molestar; un acto era ilícito, abu­
sando de un derecho, cuando el daño causado era el fin del acto. En nuestros 
días, en la práctica este criterio aún ocupa el primer lugar, pero la doctrina 
quiere cambiar este criterio intencional por uno funcional: se abusa de un 
derecl10 cuando se desvía al mismo de su :función. De lo anterior llegamos 
al concepto de motivo legitimo: se investiga el motivo que tuvo el agente al 
actuar y si aquél concuerda con la Íunción del derecho ejercitado, nos encon­
tramos frente a un :motivo legítimo y no ha haLido abuso del derecho; de lo 
contrario, la responsabilidad del agente está en juego. De tal manera, nos 

228 -

.. 



enco!".tramos con un gran número de motivos ilegítimos, tan variados como 
variadas son las funciones de los distintos derechos qltle pueden entrar en 
juego en la vida jurídica: así vemos la colusión, el eoncierto fraudulento, 
:fraude a la ley, la intención de dañar, la mala fe y, al fondo a,, la escala, 
la simple culpa que se 1·esume en la utilización anormal de un derecho, de 
una forma inadecuada a su espíritu; la negligencia. la imprudencia se pre­
sentan como culpa en la concepción o en la ejecución, trauuciéndose en una 
desviación del derecho en relación a su destino regular. La teoría del abuso 
del derecho tiene innumerables aplicaciones, pero especialmente dentro del 
campo .del de1·ccho de propiedad, del ejercicio de las vías de de1·echo, de la 
patria potestad, dentro de las -garantías individuales mismas, el derecho de 
Jos contratos, etc. Sin embargo, existen derechos que se pueden ejercitar de 
cualquier mane1·a, sin que sobrevenga responsabilidad por sus consecuencias, 
no. tienen límite en su ejercicio. Ejemplo: el derecho de los padres a oponer­
se al matrimonio de los hijos; el derecho de la mujer de rechazar la carga 
de la tutela; el derecho del propietario de cortar ramas y raíces de árbol de 
:fundo vecino que invaden al suyo; el derecho del co-propíetario de demandar 
la partición. etc. 

18 .-Loe. cit_ p. 211 
19.-Traité Elementaire de DrPit Civil, T. 11, (París, 1939), pp. 312-313 
20.-0. c., p. 212. En cuanto a la posibilidad de que la teoría pueda prestarse a 

la arbitrariedad, JO SS ERAN O acepta que existe la posibilidad de que el juez 
se convierta en 6rga.no de censura, "peroº, nos dice, "la búsqueda de los mó­
viles y de la intención constitu·ye la moneda corriente de los debates y de 
las decisiones judiciales'', de tal suerte que el juez, realmente no recibiría Tnás 
libertad de acción de la que ya tiene en la. práctica. Termina diciendo que 
la teoría del abuso :forma parte de la teoria de la responsabilidad delictual 
y que las objeciones de este género van realmente dirigidas a la última y 
que .. no prueban nada porque probarían demasiado, y hasta lo absurdo" (pp. 
212-21:3). 

21.--JLecciones de Derecho Civil, Part. seg., Vol. 11, trad. Luis Alcalá-Zamora y 
Castillo, (Buenos Aires, 1960), p. 61. V., o. c., pp. 58-80 

22 .-MAZE.AUD H. et al, o. c., p. 62 
23 .-Idem, pp. 68-80, 401-404 
24·.-lbid., pp. 58-80. En el problema de acutaulación de indemnización con segu­

ro, nos dicen que se trata de averiguar si por aplicación del seguro queda 
indemnizada la víctima o sus herederos. La jurisprudencia ha dicho que no, 
que el asegurador cumple un contrato, el asegurado "conserva, pues, su de­
recho para ejercitar una acción contra el autor del daño" (p. 64). El ase­
gurado puede ceder su acción en contra del autor del daño a favor del ase­
gurado-r y., en los seguros contra daños, dicha cesión se sobrentiende. que. 
dando prohibida dicha cesión en los seguros de personas. En caso de que el 
seguro no pague todos los daños, la víctima puede demandar al responsable 
por la diferencia. Hay casos en que la víctima recibe prestaciones de la. segu­
ridad social: la ley ha establecido para estos casos un sistema parecido .al 
de los seguros contra daños. La victima puede demandar al autor del daño 
en la medida que el daño supere a las prestaciones recibidas. E1n materia 
laboral, la ley le ha concedido acción a la Caja de S'eguridad Social para 
recuperar lo que haya pa'gado cuando el autor del dsño sea un tercero a la 
relación laboral. En casos de acumulación con pensiones recibidas de una 
colectividad pública y dichas pensiones sean las llamadas de ··guerra, la vic­
tima puede demandar únicamente por el perjuicio que no sea cubierto por la 
pensión. Para las pensiones que no. sean de guerra, también el Estado se 
subroga en la acción del perjudicado, pero como este último no necesita dar 
a saber su calidad de pensionado al deman¡dar, puede demandar y obtener 
pago del daño por el responsable y, así, el Estado se queda sin posibilidad 
de recuperar lo pagado por la pensión. Nuestros autores recomiendan inter­
vención legislativa para remediar esto. 

25 .-Loe. cit., p, 68 
26 .-MAZEAUD H. et al, o. c., p. 69 
27 .-Loe. cit. 
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28.-0. c., p. 70 
29.-ldem, p. 365 
30.-MAZEAUD H. et al, o. c., p. 71 
31.-Droit. Civil, T. 11, Vol. 1: Les Obligat.ions, (París, 1962), pp. 515-525. En cuan­

to a cuál teoría se aplica para determinar el nexo de causalidad, nos dicen 
que debemos descartar la teoría de la causalidad de STEW ARfl' -Ml·LL por­
que, a pesar de ser lógicamente exacta, es inutilizable por el jurista, puesto 
que se tendría que incluir cuanta condicióru tuviese influencia en el daño para 
hacer un estudio completo, llegando prácticamente a la causalidad universal, 
con constataciones sin valor práctico. Tampoco es :fácil la adpoción del con­
cepto de causalidad derivado de la :metodología de las ciencias que descarta 
condiciones irrelevantes, según leyes constantes y necesarias, reteniendo úni­
camente aquellas que producen repetidamente los resultados analizados. No 
se puede adoptar porque la reconstrucción de accidentes y den::.ás experimentos 
necesarios harían tardados y costosos los juicios sobre esta Yilateria. Además, 
la causalidad, dentro del mundo de la responsabilidad, no es :material nada 
:más. sino influye la capacidad del hombre para determinar sus actos, de tal 
:forma que la causa final seguido se mezcla con la causa eficiente. Primero 
se aplicó en Francia la teorla de la equivalencia de las condiciones (si nin­
guna de las condiciones puede causar por si sola el daño, todas se conside­
ran equivalentes para la causa del :mismo, si las causas relativas al hecho 
son cumplidas. de tal suerte que estas últinias son consideradas como causa 
sine qua non). Pero esta teoría bastó mientras le. responsabilidad se basó en 
la culpa. Con el gran desarrollo de la responsabilidad objetllva, a base del 
riesgo o de la garantía, un criterio inás exigente se hizo necesario. En el cam­
po de la responsabilidad por el hecho de las cosas inanimadas, en caso de 
colisión de dos objetos, la presencial de ambos en el mismo lugar es condición 
sine qua non, es razonable retener, como causal, a la acci6n de una de las 
dos, y la acci6n de la otra como Ynero instrumento, llegando aquí a la apli­
cación de la causa adecuada y determinante (de todas las condiciones se 
toma nada más la que determino. el daño). Podemos distinguir otros dos gru­
pos de decisiones: el primer grupo se ve en relación a los casos de respon­
sabilidad. por daños causados con el automóvil de una persona, cuando dicho 
objeto ha sido robado, haciendo cesar la obligación de ,:;ouidado del dueño para 
evitar el robo, de tal forma que ya. no se le tiene cvnio responsable de l_os 
daños causados por el ladrón con su vehículo, aun cuando se haya efectuado 
el robo por su nelgligencia o imprudencia.. El segundo, lo vemos en los casos 
en que se ha negado a la fuerza mayor un efecto eX)Onerador co:m.pleto, ad­
mitiendo cierto grado de responsabilidad .. Si aparte de la acción natural, la 
acción humana es condición necesaria del daño, se tiene la responsabilidad, 
pero en la dosis que Tesulte de una elección de causas que no perniitiría la 
teoría de la equivalencia de condiciones. Debe concluirse que la jurispruden­
cia actual no se encuentra sistematizada y que preSenta soluciones variadas. 

32.-Cours de Droit Civil, T. U, (París, 1944), p. 116 
33.-SAVATIE'R., o. c., p. 117 
34.-Loc. cit. 
35.-ldem 
36.-HElDEM·ANN J. W., Tratado de Derecho Civil, Vol. 111: Derecho de Obliga­

ciones, trad. Jaime Santos Briz, (Madrid, 1958), pp. 112-113 
37 .-HEDEMANN, o. c., p. 113 
38.-iLo. teoría de la condición hace una aplicación de la máx.~mo. "conditio sine 

qua non"'. Dentro de un marco de hecho concreto se pueden determinar va­
rias condiciones pertinentes al caso, las cuales tienen una misma importan­
cia para el resultado :final, pudiéndose llegar a la conclusión ya. conocida de 
que, en estos casos, la causa de la. causa es causa de lo causado. Esta teoria 
encuentra su aplicación positiva en el Derecho Penal alemán. P!ara ex¡plicar 
la teoría HEDEMANN emplea un eje:rnplo en el cual una persona es ame­
nazado. de muerte y, al huir del sujeto que la. amenaza, corre por un puente 
mal construido que se desplomo. y muere ahogado el amenazado, sin que el 
responsable: de la amenaza le pusiera mnno encirnn. Para el Derecho Penal, 
aplicando la teoría que estudintnos, el sujeto que prof'iri6 la ntnenaza es res-
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ponsable de la muerte de la victima. En la teoría de la causalidad adecuada 
'

1la cuestión a resolver consiste en determinar s.i la. concurrencia del daño 
era de esperar en la esi:era del curso normal de los acontecirn>entos o si, por 
el contrario, queda fuera de este 11osible cálculo". Se nos hace fácil ver que 
"esta doctrina recibe una mayor perfección si utilizamos, además, la nota 
científica del pronóstico", debiendo aclarar que el cálculo de las probabilida­
des debe ser realizado desde un punto de vista objetivo, o sea, empleando 
la dili-gencia del hombre normal como punto de referencia al caso especifico 
y no la diligencia del sujeto activo del daiio. Refiriéndonos al ejemplo men­
cionado al explicar la teoría de la condición, diremos que el sujeto que pro­
:firió la amenaza, desde un plUnto de vista civil, no es responsable, puesto 
que en el curso normal de los acontecimientos no es previ,.ible que el puente 
estuviese mal construído y que, por ende, se desplomaría al paso del ame­
nazado (HEDEMANN, o. c., l>P- 114-115). 

39.-HEIDEMANN, o. c., p. 116. Ell autor nos hace saber que el principio de la 
culpa, principio general, tiene sus! excepciones en Derecho alemán. Afirma 
que "el que ocasione· un riesgo por :medio del ejerciciOI lícito de una industria 
(por consiguiente, sin culpa) u otra empresa análoga, debe responder det 
daño que por ello se ocasione a un tercero, aunque ni a él (ni a sus depen­
dientes) le a:fecte culpa alguna por el hecho dañoso. Es, pues, la asunción 
de una garantia en cierto modo impuesta por el legislador en los casos de 
accidentes" (o_ c., p. 117)-

40.-HEDEMANN, o. c., p. 119. V. reglament. daños BGB en MF.ILON INFANTE 
CARLOS, Código Civil Alemán, Traducción y Notas, (Barcelona, 1955); c:fr. 
arts. 249-251, 253 BGB cit-

41.-HEDEMANN, o. c., p. 119. V_ reglamento. daños BGB en MELON INFANTE 
42.-HEDEMANN, o. c., p. 120 
43--0. c., p. 124 
44.-cfr. art. 252 
45.-Cfr. art. 823 
46. -O. c., pp. 512-521 
47 .-V. BGB cit., arts. 824-826, en relación bienes protegidos. 
48.-V. HGB cit., arts. 827-829 
49 .-Tratado de Derecho Civil, T. II: Derecho de Obligaciones, Vol. II: Doctrina 

Especial, revisión 11 Heinrich Lehmann, trad. Bias Pérez González y José. 
Alguer, (Barcelona, 1935), p. 636 

50 .-O. c., pp. 522-541 
61.-HEDEMANN, o. c., p. 529 
52 .-Idem, p. 531 
53 .-Cfr. arts. 824-825, 833-838, BGB cit. 
64 .-HEDEMANN, o. c., P- B-412 
55.-ldem, p. 543 
56.-Cfr. arts. 844-845 
57 .-Cfr. art. 830, BGB cit_ 
58.-0. c., p. 546 
59 .-ldem, p. 547 
60.-HEDEMANN, o. c., p. 548 
61.-Cfr. arts. 842-843, BGB cit. 
62.-HEDEMANN, o. c., p. 550 
63.-Zum Problem der Sicheren Bemessung des Schrnerzensgeldes, en "Archiv Für 

Die Civilistische Praxis", Vol. 166, 5-6, (Tübingen, 1966), PP- 478-479 
64.-Cfr_ art. 847 
65.-0. c., p. 691 
66.-J>erecho de Obligaciones, T. I, trad. Jaime Santos Briz, (Madrid, 1969), pp. 

231-232 
67 .-LARENZ, o. c., p. 232 
68 .-ENNE'CCERUS et al, o. c., p. 635 
69.-ldem, p. 691 
70.-0. c., T. 11 cit., pp. 639-640 
71.-LARENZ. o. c., T. 11 cit.. p. 640 
72.-ENNECCERU:S et al, o. c., p. 691 
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74.-Loc. cit. 
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76 .-Idem, p. 642 

. 77 .-Ibid., pp. 642-643 
78.-0. c., p. 551 
79.-HEDE'l\1"ANN, o. c., p. 552 

• 80.-Instituciones de Derecho Civil, trad. Jaime Simo Bo:farull, (MéxS.co, 1946), 
p. 284 

· 81.-BRUGI, o. c., p. 311 
82.-Loc. cit. 
83.-F:RUGI, o. c., p. 312 
84.-0. c., p. 96 
85.-Loc. cit • 

.-86.-BRUGI, o. c .. p. 136 
87 .-La Responsabilitii Ch·ilc NeJla Giurisprudenza, (Padova, 1967), p. 1 
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1946), cfr. art. 2043, C. C. 
89.-VJSINTINI, o. c., p. 2 
90.-0. c., p . .137-140 
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CAPITULO V 
Familia Romanista.-El Derecho Mexicano: Derecho Civil. 



En este capítulo nos proponemos estudiar la responsabilidad por la. 
muerte en los actos ilícitos tal como se nos presenta en el Derecho me­
xicano, sistema de Derecho de la familia romanista que, para los efec­
tos de este ensayo, entra en comparación con el sistema de Derecho in­
glés, sistema que hemos escogido de entre aquellos que forman la fami­
lia del Common Law. 
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PRIMERA PARTE 

Análisis y Critica de la Legislación en Vigor: 

A.-Teoría General de los Actos Ilícitos. 
B.-Reparación del Daño. 
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A.-Teoria General de los Actos Ilicitos. 

En esta parte nos proponemos estudiar ls. reglamentación que el 
Código Civil para el Distrito y Territorios Federales establece en rela­
ción a la responsabilidad por daños derivados de los actos ilícitos, men­
cionando, en los casos que ésto sea posible, los antecedentes legislativos 
remitiéndonos a los Códigos de la materia de los años de 1870 y 1884. 

El principio general de la responsabilidad por daños causados por 
actos ilícitos lo establece el articulo 1910 (') que dice: "El que obrando 
ilicitamente o contra las buenas costumbres cause daño a otro, está obli­
gado a repararlo, a menos que demuestre que el daño se produjo como 
consecuencia de culpa o negligencia de la víctima". 

Nos damos cuenta que la responsabilidad se funda en la culpa del 
autor del daño, ya sea ésta en forma de dolo o en forma de negligencia 
o imprudencia puesto que el Código exige que el responsable haya ac­
tuado de manera ilicita o contra las buenas costumbres. En caso de con­
currencia de culpa de parte de la victima, con la calificativa de inexcu­
sable, el autor del daño, más bien dicho, el presunto responsable, queda 
liberado de la obligación de reparar. 

De esta forma. se confirma nuestra posición de que el ordenamien­
to civil que empezamos a estudiar se funda en la responsabilidad sub­
jetiva, como principio general. admitiendo. como veremos más tarde, la 
responsabilidad objetiva como excepción a la regla general. 

El articulo 1912 consagra la teoría del abuso del derecho puesto que 
establece la obligación de reparar el daño causado al ejercitar un derecho 
cuando se demuestre que se ejercitó el mencionado derecho con el solo 
fin de causar el daño, sin utilidad para el titular del derecho. 

Para el problema de la concurrencia de autores del daño, el articulo 
1917 establece que "las personas que han causado en común un daño, son 
-responsables solidariamente hacia la víctima po-r la reparación a que es­
tán obligadas". ( 2

) 

Enseguida pasaremos a estudiar las disposiciones relativas a la im­
putabilidad. 

El articulo 1911; establece. como principio general. que el incapaz es 
responsable del daño que cause y debe repararlo, pe-ro establece un con­
junto de excepciones a esta regla general de tal manera extenso que ha­
ce prácticamente inoperante el principio general. Ya que el Código no dis­
tingue entre menores y dementes. sino habla de "incapaz ... debemos con. 
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cluir que tanto los menores como los dementes está:n obligados a reparar 
el daño que causen. 

Como excepción a la regla general que acabamos de enunciar. el 
Código dispone que los que ejercen la patria potestad tienen obligación 
de responder de los daños causados por los actos de los menores que es­
tén bajo su poder y que habiten con ellos. Dicha responsabilidad ces:i. 
cuando el daño se produce estando el menor bajo la vigilancia y autori­
dad de otras personas, como directores de colegios, de talleres, etc., pues 
entonces esas personas serán responsables. Esta responsabilidad se apli­
ca a los tutores, respecto de los incapacitados que tienen a su cargo. Ter­
mina el Código diciendo que ninguna de estas personas será responsable 
si demuestra que le :fue imposible evitar el daño. sin consistir esta im­
posibilidad en el hecho de que el daño se produjo fuera de su presencia, si 
aparece que no han ejercido suficiente vigilancia sobre los incapacita­
dos. ( 3 ) 

De lo anterior, podemos concluir que el incapaz que no habite con 
quien ejerce sobre él la patria potestad y no sujeto a la vigilancia y au­
toridad de directores de escuelas, maestros de talleres, o tutor o cura­
dor, está obligado a reparar el daño que pueda causar. 

En cuanto a las personas morales, éstas son responsables de los da­
ños y perjuicios que causen sus representantes legales en el ejercicio de 
sus funciones. (•) Esta disposición se nos hace correcta, puesto que el 
legislador, al tratar esta materia, ha evitado que un ente jurídico im­
putable escape de una :fuente amplia de obligaciones. 

Para terminar con el estudio relativo a la imputabilidad, diremos que 
el artículo 1928 establece la responsabilidad subsidiaria del Estado por 
el daño causado por sus :funcionarios en el ejercicio de las funciones que 
les estén encomendadas. Para que el Estado efectivamente deba hacer la 
reparación correspondiente se necesita que el autor del daño carezca de 
bienes o que los que tenga no alcancen para cubrirla. 

Igualmente, el .Código establece la responsabilidad por daños cau­
sados por acto ajeno, basándola en una presunción de culpa que admite 
prueba en contrario. 

I.,os maestros artesanos, patrones y dueños de establecimientos :mer­
cantiles y los jefes de casa o los dueños de hoteles o casas de hospedaje 
son responsables de los daños y perjuicios causados por sus operarios, 
obreros o dependientes o sirvientes en el ejercicio de sus :funciones o 
encargo. "La presunción de culpa se puede destruir si se comprueba que, 
habiendo ejercitado la vigilancia debida, les fue in1posible evitar el da­
ño, o que en la comisión del daño no se les puede imputar ninguna culpa 
o negligencia. ( 5

) 

El artículo 1926 dispone que, en los casos estudiados, el que sufra 
el daño puede exigir la reparación directamente del responsable, de tal 
manera que aquí la responsabilidad no es subsidiaria como en el caso de 
la responsabilidad del Estado. Desde luego, el que paga el daño cau-
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sado por sus sirvientes. empleados u operarios, puede repetir de ellos 
lo que hubiere pagado. ( 6 ) 

En cuanto a la responsabilidad objetiva, o sea, aquella basada en 
la idea del riesgo, que quien se aprovecha de una cosa debe responder 
del dafio causado por el riesgo creado, el Código la plasma en el artículo 
1913 que dice: "Cuando una persona hace uso de mecanismos, inst:-:umen­
tos, aparat:os o substancias peligrosos por sí mismos. por la velocidad 
que desarrollen, por su naturaleza explosiva o inflamable, por la energía 
de la corriente eléctrica que conduzcan o por otras causas análogas, está 
obligado a responder del dafio que cause, aunque no obre ilícitamente, a 
no ser que demuestre que ese dafio se produjo por culpa o negligencia 
inexcusable de la víctima". 

Debernos recordar que esta responsabilidad tiene el carácter de ex­
cepción frente a la responsabilidad subjetiva. basada en la culpa, pero, 
dada la complejidad de la vida moderna, tiene una amplia aplicación. 

El mismo Código aclara que cuando sin el empleo de mecanismos, 
instrumentos, etc., a que se refiere el artículo 1913, y sin culpa o ne­
gligencia de ninguna de las partes, se producen dafios. cada una de ellas 
soportará los mismos sin derecho a indemnización. (7) De esta manera 
confirma que la responsabilidad basada en culpa es la regla general para 
la reparación de dafios y perjuicios. 

El Código, objeto del estudio que hemos venido realizando, estable­
ce la responsabilidad por los daños y perjuicios causados por las cosas, 
responsabilidad que, obviamente, encuentra su fundamento en la idea 
del riesgo. 

El artículo 1931• dispone que el propietario de un edificio es respon­
sable de los dafios que resulten de la ruina de todo o parte de él. Esta 
disposición acusa cierto resabio de la idea de culpa puesto que requiere 
que la ruina del edificio sobrevenga de una falta de reparaciones nece­
sarias o por vicios de construcción, para que el propietario sea tenido 
como responsable. ( •) 

Después, el artículo 1932 dispone que los propietarios responderán 
de los dafios causados: 

"I.-Por la explosión de máquinas, o por la inflamación de substan­
cias explosivas ; 

II.-Por el humo o gases que sean nocivos a las personas o a las 
propiedades ; 

III.-Por la caída de sus árboles, cuando no sea ocasionada por fuer­
za mayor; 

IV.-Por las emanaciones de cloacas o depósitos de materias infec­
tantes; 
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V .-Por loa depósitos de agua que humedezcan la pared del vecino 
o derramen sobre la propiedad de éste; 

VI.-Por el peso o :movimiento de las máquinas, por las aglomera­
ciones de materias o animales nocivos a la salud, o por cualquiera causa 
que sin derecho origine algún daño". (•) 

En esta disposición se ve ya :menos la idea de culpa como fundamen­
to de la responsabilidad y :más la idea del riesgo acoplada al concepto 
moderno de ilicitud consistente en la antijuricidad del daño. 

Para terminar con esta parte de nuestro estudio, vemos que el ar­
ticulo 1933 establece la responsabilidad de los jefes de familia que ha­
biten una casa o parte de ella. por los daños causados por las cosas que 
se arrojen o cayeren de la misma. Aquí, lo :mismo que en el artículo 1931, 
se puede ver la influencia de la idea de culpa. 

Para terminar con el análisis de las hipótesis de responsabilidad ba­
sadas, hasta cierto limite, en la idea del riesgo, veremos la responsabi­
lidad por los daños causados por animales. 

El articulo 1929 hace responsable al dueño de un animal por el da­
ño causado por éste, salvo si prueba alguna de las siguientes circunstan­
cias: 

"I.-Que lo guardaba y vigilaba con el cuidado necesario ; 

lI.-Que el animal fue provocado; 

III.-Que hubo imprudencia por parte del ofendido; 

IV .-Que el hecho resulta de caso fortuito o de fuerza mayor". 

La primer circunstancia revela una presunción de culpa que puede 
ser destruída. La segunda y la tercera acusan culpa por parte del ofen­
dido y atentos al artículo 1910. en su parte final. comprendemos por qué 
se libera el dueño de la responsabilidad de reparar el daño. 

Pol.· otra parte, el Código dispone que si el animal que hubiere cau­
sado el daño fuere excitado por un i:ercero, la responsabilidad es de és­
te y no del dueño del animal. ('º) En este caso, se ve claramente a la 
culpa co:mo la base de la responsabilidad. 

Antes de pasar a estudiar las disposiciones relativas a la reparación 
del daño, hemos creS:do prudente llevar a cabo el estudio de las disposi­
ciones relativas al daño en si. 

El Código reglamenta el daño en la parte relativa al incumplimiento 
de las obligaciones. 

El artículo 2108 recoge la definición clásica de daño diciendo que es 
"la pérdida o menoscabo sufrido en el patrimonio por la :falta de cumpli­
miento de una obligación". ( ") En cuanto al perjuicio, el artículo 2109 
lo define diciendo que es "la privación de cualquiera ganancia lícita que 
debiera haberse obtenido con el cumplimiento de la obligación". ( 12 ) 
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I 
Enseguida, vemos que el artículo 2110 dispone que los daños y per­

juicios deben ser consecuencia inmediata y directa de la :falta de cumpli­
miento de Ja obligación. ya sea que se hayan causado o que necesaria­
mente deban causarse. (") De esta manera se elimina la responsabilidad 
por daños y perjuicios que, en cuanto a su realización, no constituyen 
más que una mera posibilidad. 

En cuanto al daño derivado del caso fortuito, el artículo 2111 dis­
pone que nadie está obligado al caso fortuito a no ser que el responsable 
ha dado causa o contribuído a él, o que ha aceptado expresamente esa 
responsabilidad, o que Ja ley se Ja impone. (' 4 ) 

El Código se ocupa por dar reglas para la valuación del daño a las 
cosas para fijar el monto que se deberá pagar por concepto de daños. 

El artículo 2112 establece que el dueño de una cosa que ha sido per­
dido o que ha sufrido un deterioro tan grave que, a juicio de peritos, no 
pueda destinarse al uso natural a Ja que está destinada, deberá ser in­
demnizado de todo el valor legítimo de ella. (' 5 ) Enseguida, el artículo 
2118 aclara que cuando el deterioro sea menos grave, el dueño será in­
demnizado sólo por el importe de éste. ('º) Continúa el Código diciendo 
que el precio de Ja cosa será el que tendría al ser devuelta al dueño, ex­
cepto en Jos casos en que Ja ley o el pacto señalen otra época. (' 7) Asi­
mismo, cuando se estima el deterioro de una cosa, se debe atender no 
solamente a Ja disminución que aquél causó en el precio de ésta, sino tam­
bién a los gastos necesarios para Ja reparación. ( ' 0 ) 

Para terminar con las reglas para valuar el daño a las cosas, men­
cionamos el artículo 2116 que no pe1·mite tener en cuenta el valor afec­
tivo de la cosa, al fijar el valor y el deterioro de la misma, a no ser que 
se pruebe que el responsable destruyó o deterioró la cosa con el objeto 
de lastimar Ja afección del dueño, no pudiéndose otorgar una indemniza­
ción por este tipo de daño mayor a la tercera parte del valor común de 
Ja cosa. ( 19

) 

Para terminar con esta parte de nuestro estudio, vemos que el ar­
tículo 2117 autoriza que la responsabilidad civil sea regulada por con­
venio de las partes, exceptuando, claro está, los casos en que Ja ley ex­
presamente diga otra cosa. ( 20) 
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B.-Reparación del Daño. 

Para continuar con este trabajo, veremos la reglamentación de la 
reparación del daiio establecida por el legislador civil. -

El artículo 1915 establece que la reparación del daiío debe consistir 
en el restablecimiento de la situación anterior a él, y cuando ello sea im­
posible, en el pago de daiíos y perjuicios. A continuación fija las siguien­
tes reglas: 

"!.-Cuando el daño se cause a las personas y produzca la muerte 
o incapacidad total. parcial o temporal, el monto de la indemnización se 
fijará aplicando las cuotas que establece la Ley Federal del Trabajo. 
según las circunstancias de la víctima. y tomando por base la utilidad 
o salario que perciba. 

II.-Cuando la utilidad o salario exceda de veinticinco pesos diarios, 
no se tomará en cuenta sino esa suma para fijar la indemnización. 

IlI.--Si la víctima no percibe utilidad o salario, o no pudiere deter­
minarse éste, el pago se acordará tomando como base el salario mínimo. 

IV.-Los créditos por indemnización cuando la víctima fuere un asa­
lariado son intransferibles, y se cubrirán preferentemente en forma de 
pensión o pagos sucesivos. 

V.-Las anteriores disposiciones se observarán en el caso del ar­
tículo 2647 de este Código". ( 21 ) 

Estamos de acuerdo con la regla establecida en la fracción 1, en 
cuanto establece que en casos de muerte o de una de las incapacidades 
que enumera se tengan en cuenta las circunstancias de la víctima y se 
tome por base la utilidad o salario que perciba. No aprobamos la remi­
sión que la misma fracción hace a la Ley Federal del Trabajo, ordena­
miento que se inspira en una concepción social del Derecho destinada a 
la tutela de determinada clase social, concepción del Derecho completa­
mente distinta a la del Derecho civil que está avocada a la tutela del 
libre juego de la voluntad humana. 

Examinando la Ley Federal del Trabajo, en relación a la indemni­
zación en caso de muerte vemos que el artículo 296 establece lo siguien­
te: "Cuando el riesgo realizado traiga como consecuencia la muerte del 
trabajador, la indemnización comprenderá: 

I.-Un mes de sueldo por concepto de gastos funerarios, y, 

II.-El pago de las cantidades que fija el artículo 298 en favor de 
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las personas que dependieron económicamente del difunto. de acuerdo 
con el artículo siguiente". 

El articulo 298 de la mencionada Ley dispone que .. en caso de muer­
te. del trabajador, la indemnización que corresponda a las personas a 
que se refiere el artículo anterior. será la cantidad equivalente al im­
porte de setecientos treinta días de salario". 

Con ésto se puede entender mejor por qué desaprobamos de la re­
misión, que hace el Código Civil a la Ley Federal del Trabajo para el 
efecto de :fijar el monto de la indemnización, en caso de muerte de la 
víctima de un acto ilícito civil. Recordemos que el ordenamiento laboral 
respondió a una necesidad histórico-social del trabajador que se encon­
traba en un estado de indefensión ante su patrón, de tal manera que el 
Derecho del TJ.·abajo le propinó una garantía mínima, garantía que pue­
de aumentar al través de los medios contractuales que le puso a su al­
cance; el trabajador puede regular la materia de indemnizaciones en ca­
so de muerte con su patrón, con antelación a la realización del riesgo 
que le produce la muerte, pero es legalmente imposible establecer una 
indemnización menor a la consignada en la Ley ; la indemnización ahí 
consignada es la mínima que se podrá otorgar. es el punto de partida. 
En cambio, la víctima de un acto ilícito se encuentra imposibilitado para 
regular la indemnización por muerte con el responsable d.el acto ilícito que 
produzca ésta --con antelación a la realización del mencionado acto- pre­
cisamente porque la fuente de la obligación de reparar el daño es el acto 
ilicito mismo, resultando que la indemnización fijada en la ley laboral 
es la máxima que se puede otorgar en Derecho Civil en caso de muerte. 
La víctima se puede proteger con un contrato de seguro de vida, pero la 
indemnización que ahi se paga no es una reparación de daño, sino la 
contraprestación a cargo de la aseguradora derivada del contrato en cues­
tión. 

A mayor abundamiento, si consideramos que la indemnización tie­
ne como fin la reparación del daño sufrido, y se puede hablar aquí con 
toda propiedad de reparación. puesto que se trata de daño material -pa­
trimonial, pecuniario- derivado de la muerte de la víctima, no podemos 
aceptar el limite de tiempo de dos años (setecientos treinta dias) esta­
blecido por la mencionada Ley laboral, puesto que es factible, y lo cier­
to es que comúnmente lo es así, que el daño material de que hablamo:;; 
tenga una proyección temporal más allá de este lapso de tiempo. A la 
vez. el hecho de fijar el monto de la indemnización, en estos casos, mul­
tiplicando el salario por setecientos treinta días, puede resultar en una 
injusticia para el obligado a pagarla, puesto que el daño de que habla­
mos puede tener una proyección en el tiempo menor a la de dos años. 

En cuanto a la :fracción ll del articulo 1915 del Código Civil, que 
limita la base para fijar el monto de la indemnización a la cantidad de 
veinticinco pesos diarios. tampoco recibe nuestra aprobación haciéndose 
acreedora a la misma crítica que la :fracción anterior, en cuanto a la :fun­
ción de la reparación del daño. Se trata de indemnizar todo el daño su­
:frido, no solamente una parte. En este caso no nos viene en mente nin· 
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gún argumento jurídico válido para reducir la base para fijar el monto 
de Ja reparación. 

En cuanto a la fracción III del citado artículo, podemos concebir el 
caso de que Ja víctima no percibía salario ni utilidad, pero que existía 
la marcada probabilidad -no mera posibilidad- de que lo hiciera y que 
resulte afect:ado, sufriendo así un daño, quien. en ese marco futuro pro­
bable, beneficiara de dicho salario o utilidad. En relación a Ja parte de 
la fracción que estudiamos que alude al caso en que no se pudiera de­
terminar el salario o utilidad que percibía la víctima, aprobamos que se 
tome como base el salario mínimo, tanto en este caso corno en el anterior, 
puesto que en el primero se debe probar que la víctima seguramente tra­
bajaría. sin poderse establecer cuánto ganaría y, en el segundo caso, se 
probó que trabajaba sin poderse establecer cuánto ganaba y, dado el 
cuadro jurídico mexicano respecto al trabajo, por lo :menos percibía el 
salario mínimo con la posibilidad, no la probabilidad, de ganar :más. 

Interrumpimos aquí nuestros comentarios sobre el artículo 1915 del 
Código Civil para estudiar el punto relativo al titular de Ja acción en caso 
de :muerte para, después, continuar con nuestro análisis y crítica. 

Se aplica el criterio derivado de Ja Ley Federal del Trabajo, en sa 
artículo 297, para determinar quién es titular de la acción en casos de 
muerte corno consecuencia de un acto ilícito civil. Dicho artículo, en su 
parte relativa dice: "Tendrán derecho a recibir la indemnización en los 
casos de muerte: 

I.-La esposa y los hijos legítimos o naturales que sean menores de 
dieciséis años y los ascendientes, a menos que se pruebe que no depen­
dían económicamente del trabajador. La inden1nización se repartirá por 
partes iguales entre estas personas, y, 

IJ.-A falta de hijos, esposa y ascendientes, en los términos de Ja 
fracción anterior. la indemnización se repartirá ~ntre las personas que 
económicamente dependían parcial o totalmente del trabajador y en Ja 
proporción en que dependían del mismo, según lo decida la Junta de Con­
ciliación y Arbitraje en vista de las pruebas rendidas". 

La denotación del titular de la acción en estos casos, Ja podernos re­
sumir, pues, en Ja palabra "'familia", mas no la familia "civil", sino la 
"familia natural". ésto es, aquél núcleo social que dependía económica­
mente del occiso. Se elimina a la familia "civil" porque se olvida del oc­
ciso mismo, a éste no se le da acción corno resultado de la aplicación de 
la Ley Federal del Trabajo, se permite que la aplicación de una Ley ex­
traña al ámbito civil le niegue Ja acción al directamente perjudicado en 
los casos de muerte en loa actos ilícitos, Ja víctima misma que bien puede 
morir :mucho después de Ja realización del acto ilícito que finalmente lo 
mata. 

Si nos fijamos en el hecho de que un hombre sano tiene, no sola· 
mente la posibilidad, sino la probabilidad de vivir hasta determinada edad, 
probabilidad que se desprende del cálculo de Ja ciencia estadística, plas­
mado en tablas actuariales de duración promedio de vida, y que durante 
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ese lapso indudablemente va a disfrutar de los resultados patrimoniales 
de su actividad, ya sea que ésta sea remunerada en forma de salario o 
de utilidades, debemos concluír que el acto ilícito que le corta la vida, 
aparte del daño material y moral que le causa a sus allegados y depen­
dientes económicos, le causa a él, en lo personal. un daño no solamente 
moral que. aparte de ser invaluable, es imposible de compensar, sino tam­
bién un daño evidentemente patrimonial, o material. que se traduce en 
la pérdida, en última instancia, de la remuneración que por su actividad 
necesariamente habría de recibir de no ser que tuviera lugar el acto ilí­
cito que le quita la vida. También es cierto que la víctima, si continua·· 
ra viviendo, no aprovecharía toda la remuneración de su actividad pues­
to que los que dependían econ61nicamente de él lo continuarían haciendo, 
por lo menos durante determinado tiempo, pero aprovecharía parte de 
esta suma. parte fácil de determinar con todos los medios legales de 
prueba. 

De esta manera. podemos vislumbrar la posibilidad jurídica de que 
nazca. también, una acción a favor de la víctima directa de un caso de 
muerte causada por acto ilícito y que su ejercicio, como es lógico, que­
de a cargo de su sucesión, a través del albacea, y que se indemnice la pér­
dida patrimonial que la víctima personalmente sufrió por su muerte. Aquí 
sería la familia "civil" la que indirectamente sería afectada y la que be­
neficiaría de la acción. puesto que la familia "natural" se beneficiaría de 
la manera que actualmente se aplica el Derecho en estos casos. El hecho 
de que en determinados c:asos, si no la mayoría de las veces, la familia 
"civil" y la familia "natural'' fuesen las mismas personas, no tiene re­
levancia jurídica, siempre y cuando el total de las indemnizaciones no 
excediera el total de la remuneración de la actividad del occiso. 

Después de este intermedio, regresamos a nuestros comentarios res­
pecto al artículo 1915 del Código Civil. continuando con la fracción IV 
que establece que los créditos por indemnización cuando la víctima fuere 
un asalariado serán intransferibles. Esto lo podemos entender si recor­
damos el sentido tutelar del derecho laboral especialmente en relación al 
salario. De la Cueva nos dice que las indemnizaciones son salarios y que 
los daños que vienen a indemnizar se reflejan en una disminución de la 
capacidad d~ ganancia de la víctima como trabajador ( 22), es decir como 
asalariado. Al convertir en intransferibles las indemnizaciones de asa­
lariados, se está garantizando un medio de vida a la víctima y a sus de­
pendientes económicos, aceptando, nosotros, en esta instancia. una mues­
tra de ese nuevo "Derecho Privado Social" de que habla la exposición 
de motivos del Código, al iniciar sus comentarios sobre el Libro Cuarto. 

La. fracción V simplemente sujeta a los porteadores a las disposi­
ciones del artículo 1915 en los casos de daños a las personas. 

En cuanto a la reparación del daño moral, el artículo 1916 dispone 
que el juez puede acordar. en favor de la víctima de un hecho ilícito, o 
de su familia, si aquélla muere, una indemnización equitativa, a título de 
reparación moral, que pagará el responsable del hecho. El Juez no puede 
fijar una suma mayor a la tercera parte del monto de los daños mate-
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riales, pero dentro de ese límite, está libre para :fijar la cantidad que le 
parezca equitativa. El Estado no está obligado a la reparación del da­
ño moral. ( ,., ) 

Del estudio de este articulo, nos damos cuenta que no se repara el 
daño moral en los casos de responsabilidad objetiva, aunque, de hecho, 
éste se puede presentar en tales hipótesis. Posiblemente se explique és­
to, si vemos aquí un intento del legislador para establecer una especie 
de pena al responsable subjetivamente, o, por otra parte, de aligerar la 
carga del responsable de un daño que obró sin culpa. Desgraciadamente, 
el estudio de la exposición de motivos del Código que se analiza no nos 
ilumina sobre ésto. 

Para terminar con este análisis y crítica del Código Civil en rela­
ción a nuestro tema, nos falta únicamente por ver la disposición relati­
va a la prescripción. El artículo 1934 establece que la acción para exigir 
la reparación de los daños causados, en relación a actos ilícitos, pres­
cribe en dos a:ños contados a partir del día en que se haya causado el 
dafio. 
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SEGUNDA PARTE 

Doctrina mexicana pertinente: 

A.-Teoría General de los Actos Ilícitos. 
B.-La Reparación del Daño en los .Casos de Muerte. 



A.-Teoria General de los Actos Ilícitos. 

Hemos considerado adecuado el hacer una breve referencia a la doc­
trina imperante en México durante el siglo XIX, antes de la promulga­
ción del Código Civil de 1870. 

Roa Bárcena nos dice que "se entiende por culpa la acción u omi­
sión perjudicial a otro en que uno incurre por ignorancia, impericia o 
negligencia". ( 24 ) Aún se hacía la distinción entre culpa lata, leve y le­
vísima, pero de la lectura de sus comentarios al 1·especto, nos damos cuen­
ta que solamente tenía importancia dicha distinción en relación a los 
contratos. ( 25 ) 

En cuanto al dolo. se expresó de la siguiente manera: "Se entiende 
por dolo. . . el propósito de dañar a otra persona injustamente". ( 2

•) 

Entrando al estudio de los cuasidelitos y delitos, nos dice que "se 
entiende por cuasidelito la acción ilícita que causa daño a otro, pero que 
se ha hecho sin intención de dañar ; o todo acto en que se causa daño 
por descuido, imprudencia o impericia". Continúa diciendo que el "cua­
sidelito produce la obligación de satisfacer los daños y perjuicios que 
hubiere ocasionado". ( 27

) 

En cuanto al concepto de los daños y perJu1c1os, éste no era otro 
miis que el de damnum emergens y lucrum cessans. ( 2 ª) 

D.entro de la noción de cuasidelito quedaba encuadrada la responsa­
bilidad del juez por los daños y perjuicios causados por una sentencia da­
da injustamente por ignorancia; la responsabilidad del que tirara algo a 
la calle y causara daño a un transeúnte; la del dueño de un animal o 
quien se aproveche del mismo, por el daño causado por aquél; el duefio 
de un edificio. por los daños causados por su 1·uina; el que tuviera col­
gada alguna cosa donde pudiera caer y causar daño, por éste ; el posa­
dero o naviero, por el daño causado por sus criados; por el daño causa­
do, el que tuviera personas a su cargo, o cosas en su poder, siempre que 
de su parte hubiese alguna culpa. ( 2 •) 

Nuestro autor concluía que el "cuasidelito se diferencía de la culpa 
en que ésta se refiere más bien a los contratos, y aquél se dirige a cir­
cunstancias o hechos aislados". ( 30 ) 

Posteriormente, pasa al estudio del delito y se refiere a las Leyes 
de las Siete Partidas para definirlo. ( 3

') Nos dice que delito es "toda in­
fracción libre, volunta1·ia y maliciosa de una ley que prohibe u ordena 
algo bajo pena". ( 32 ) De esta definición y del resto de sus comentarios 
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se desprende claramente que nuestro autor se refería únicamente al de­
lito penal, mas no al delito civil, como lo llegó a considerar la doctrina 
clásica francesa. ('3 ) 

Pasemos ahora a estudiar la doctrina moderna mexicana, la que se 
mueve en torno al Código Civil de 1928. En relación a la responsabilidad 
por los actos ilícitos bien pocos son los tratadistas mexicanos que se han 
ocupado de este tema. 

El artículo 1910 establece la obligación de reparar el daño causado 
cuando se ha obrado con culpa. derivándose esta aseveración del hecho 
de que el citado ordenamiento se refiere al que obre "ilícitamente o con. 
tra las buenas costumbres". 

La doctrina que estudiamos se refiere al hecho jurídico basándose 
siempre en la doctrina francesa clásica relativa al acto y hecho jurídi· 
co. ( 34

) 

De esta forma, pasamos al estudio del concepto de hecho ilícito. 

Para Gutiérrez y González, el hecho ilícito es "toda conducta huma­
na culpable, por dolo o negligencia, que pugna con un deber jurídico, lo 
acordado por las partes. o con una manifestación unilateral de voluntad 
sancionada por la ley''. ( 35 ) 

De esta definición se desprende que, para el autor que estudiamos, 
hay tres tipos de hechos ilícitos: los que pugnan contra un contrato, con­
tra una declaración unilateral de voluntad y, el que nos interesa, el que 
se constituye por "la conducta humana culpable. por dolo o negligencia. 
que pugna con lo determinado por UIJ. deber jurídico, plasmado en una 
ley de orden público o dictado por las buenas costumbres". ('") 

Comparando la anterior definición con el concepto clásico francés de 
acto y hecho jurídico, el mismo Gutiérrez y González concluye que se tra­
ta de un hecho jurídico estricto sensu ilícito. ( 37

) A continuación, y co­
mo consecuencia de dicha conclusión, nuestro autor critica al Código por 
hablar de "actos ilícitos", cuando en todo lo demás se basa en la teoría 
francesa de referencia. ('ª) 

Nosotros pensamos que el uso de los vocablos "actos ilícitos" tiene 
cabida. si tenemos en cuenta la moderna teoría italiana respecto la an­
tijuricidad ( 39

), doctrina que ha recibido acogida dentro de la teoría ar­
gentina al respecto. ( 40

) 

Enseguida, examinaremos el concepto de culpa dentro de la doctrina 
mexicana. 

Gutiérrez y González nos dice que la culpa es la "conducta humana 
consciente e intencional, o inconsciente por negligencia que causa un da· 
ño, y que el derecho considera para los efectos de responsabilizar a quien 
la produjo". (4') 

Borja simple y sencillamente nos dice que "causar un daño o perjui­
cio sin derecho es obrar con culpa o :falta". ('42

) 
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Rojina opina que el concepto de ilicitud consagrado en el artículo 
1830 de nuestro Código, que dice: "es ilícito el hecho que es contrario 
a las leyes de orden público o a las buenas costumbres", es e·quivalente 
a Ja culpa exti.·acontractual a que se refiere el artículo 1910. ('") Expli­
cando que "nuestros Códigos .Civiles, a diferencia del Código Francés, 
no han definido la culpa equiparándola a Ja imprudencia o a la simple 
negligencia". ( H) 

En otra parte de su obra, Rojina nos dice que la doctrina de la cul · 
pa "se funda en un elemento de carácter psicológico: Ja intención de da­
ñar como base principal del delito, es decir, obrar con dolo o bien pro­
ceder sin intención de dañar, pero con culpa porque no se hayan tornado 
las precauciones necesarias, porque se incurra en descuido, negligencia 
o falta de previsión, lo que constituye Ja base de Ja responsabilidad en 
los Harnados cuasidelitos, tanto desde el punto de vista penal como ci­
vil". ( 45

) 

Borja concluye, después de examinar Ja doctrina y nuestra legisla-· 
ción, que nuestro derecho se basa en la doctrina de la culpa. ( 4

•) 

De esta manera, vemos cómo nuestros tratadistas están de acuerda 
en considerar que la culpa es la espina dorsal de nuestro derecho en cuan­
to a la responsabilidad civil, atribuida ésta en caso de un hecho civil,. 
todo con base en la doctrina clásica francesa. 

En cuanto a los casos en que hay responsabilidad por el daño cau;... 
sado por terceros, por animales, o por cosas. Rojina opina que "cuando• 
se atribuye responsabilidad a los padres, tutores, patrones, etc., se pre­
sume una culpa por falta de vigilancia del menor o del incapaz, o por· 
una elección torpe respecto del trabajador o sirviente, o del represen­
tante legal de una sociedad. Cuando se atribuye responsabilidad por los 
dafios causados por los animales o las cosas que nos pertenecen. también 
el derecho presume una culpa: no haber cuidado o vigilado debidamente 
al animal, o no haber tomado las precauciones necesarias para que la 
cosa no produjera daño, bien fuera por su estado ruinoso o por falta de 
reparaciones". ( 4 7) 

De lo estudiado arriba, podemos vislumbrar cuáles son los elemen­
tos de la responsabiJidad por hechos ilícitos, de acuerdo con Gutiérrez. 
y González. Este autor considera que son seis: 

1.-Una acción o una omisión. 

2.-Daño o perjuicio. 

3.-ReJación de casualidad entre uno y otro. 

4.-Imputab]e al deudor. 

5.-ReaJizado por él, por cosas de las que sea poseedor, o por per­
sonas bajo su cuidado. 

6.-En ciertos casos, que el deudor esté en mora. ( 4 ª) 
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Hablando del primer elemento, el autor que examinamos nos dice 
que "los hechos ilícitos pueden consistir: 

1.-En una acción. haciendo lo contrario a lo que un deber jurídico 
determina o a lo establecido en una obligación previa o bien; 

2.-No observando lo que el deber jurídico, la obligación previa con·· 
tractual o una declaración unilateral de voluntad manda, lo cual es una 
omisión". (<•) 

En cuanto al seguiido elemento, el dafio, Rojina nos informa que 
"Ja existencia de un daño es una condición sine qua non de la responsa­
bilidad civil, pues es evidente que para que exista la obligación de re­
parar. es necesario que se cause un daño". ( 50 ) 

Gutiérrez y González nos da la definición de daño más elaborada 
que, a nuestro juicio. nos ofrece la doctrina: "Daño es la pérdida o "!lle· 
noscabo sufrido en el patrimonio por hechos lícitos o ilícitos, que la ley 
considera para responsabilizar a su autor". ( 51 ) 

Igualmente. presentamos Ja definición de perjuicio que el mismo 
·autor nos da: "Perjuicio es la privación de cualquier ganancia lícita, que 
debiera haberse obtenido de no haberse realizado el hecho lícito o ilícito, 
que la ley estima como generadora de responsabilidad para su autor" 
(52) 

Del análisis d.e estas definiciones nos podemos dar cuenta de dos 
cosas: la primera, que se refieren al dafio y al perjuicio pecunario y, la 
segunda, que en su contenido no varían de la definición clásica de am­
bos conceptos, nada m~ís que ahora no se refieren al incumplimiento de 
un contrato, sino a la realización de "un hecho lícito o ilícito". 

Pero el dafio no nada más se presenta en forma pecunaria, sino ·que 
también se pueden afectar los valores espirituales de una persona. La 
doctrina mexicana ha dado diversas definiciones del dafio moral ( 53), pre­
sentando nosotros, en este momento, únicamente las dos más sencillas, 
puesto que trataremos el problema de la reparación de este dafio un poco 
más adelante. 

Dafio moral, para Borja, "es el perjuicio extrapatrimonial, no eco­
nómico". ( 54

) Rojina es un poco :más explícito y nos explica que "es toda 
lesión sufrida por la víctima en sus valores espirituales: honor, honra, 
sentimientos y afecciones". ( 55

) 

Bor;ia. basándose en los hermanos Mazeaud, distingue dos catego­
rías de dafio :moral: 

"Por una parte. los que tocan a lo que se ha llamado parte social 
del patrimonio moral: hieren a un individuo en su honor, su reputación, 
su consideración ; por otra parte los que tocan a la parte afectiva del 
patrimonio moral; hieren a un individuo en sus afectos: se trata, por 
ejemplo, del dolor experimentado por la muerte de una persona que os 
es que1:ida". (••) 
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Continuando con el estudio de los elementos de la responsabilidad 
civil, nos toca ver la relación de causalidad entre la culpa y el daño. 

Gutiérrez y González nos dice que "los daños y los perjuicios que 
se causen, deben ser consecuencia directa e inmediata de la conducta ili­
cita de acción u omisión, y no presentarse como una consecuencia indi­
recta o tnediata". ( 57 ) 

Al respecto, Rojina considera que "para que pueda determinarse la 
responsabilidad civil a cargo de un cierto sujeto es necesario que no sólo 
sea culpable del daño, sino además causante del mismo". (••) Esto trae 
como consecuencia que "la relación de causalidad origina el problema 
relativo a determinar si todo daño originado por un cierto hecho, debe 
ser reparado". (•q) 

El mismo autor considera que la relación de causalidad no debe ser 
apreciada desde un punto de vista subjetivo por el juez. sino más bien 
"ha de apreciarse en forma objetiva por el juez, es decir, debe ser ne­
cesaria". (•0 ) 

Nuestro autor explica que en materia de culpa contractual .los daños 
deben ser directos e inmediatos para que se dé lugar a la reparación de 
los mismos, y que dicho criterio se aplica en materia de culpa extracon. 
tractual. ( •' ) 

Visto lo anterior, nos preguntamos en qué circunstancias se puede 
alegar que no hay nexo causal entre la culpa y el daño, para los efectos 
del derecho mexicano. El tantas veces citado Rojina nos informa que 
"para el derecho habrá falta de causa. cuando el daño se produzca por 
culpa de la víctima, hecho de tercero, caso fortuito o fuerza mayor". (• 2 ) 

Cuando nos encontramos frente a un caso en que han intervenido 
una pluralidad de causas, podemos concluir en que todas participaron 
en el mismo grado para ocasiona~ el daño, o podemos decidir que la úni­
ca que tiene relevancia jurídica es aquella que efectivamente originó el 
daño. Rojina nos resuelve el problema diciendo que "en principio puede 
decirse que el agente sólo será responsable cuando su culpa sea la de­
terminante del daño". ( •3) 

Examinando el cuarto elemento, la imputabilidad, Gutiérrez y Gon­
zález nos dice que ésto "quiere decir que al deudor lo considera la ley 
como el que debe soportar la reacción del ordenamiento jurídico ante el 
hecho dañoso". (•4

) 

El quinto elemento es aquél que exige que el hecho lo realice el deu­
dor. las cosas que posee, o personas bajo su custodia. Al respecto, el men­
cionado Gutiérrez y González nos informa que "la responsabilidad por 
el hecho ilícito, recae sobre una persona. no sólo cuando ella realizó ma­
terialmente la conducta ilícita, sino también en aquellos casos en que se 
produce el daño por cosas que posee, o bien por personas bajo su custo­
dia". (••) Borja nos explica que en estos últimos casos, la responsabilidad 
:funciona a través de una presunción de falta de vigilancia o en una cul­
pa en la elección. (• 0 ) 
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Gutiérrez y González considera un sexto elemento de la responsa­
bilidad por hecho ilícito, que el deudor esté en mora. Esto lo entende­
mos si recordamos que en su definición de hecho ilícito ve tres distintos 
tipos del mismo. y este elemento tiene referencia a los casos en que la 
conducta humana va en contra de lo mandado por las partes en materia 
contractual, o cuando va en contra de una declaración unilateral de vo-
luntad. (º') · 

Terminado el estudio relativo al concepto de hecho ilícito y a los 
elementos de la responsabilidad basada en la culpa del agente, pasamos 
a estudiar la doctrina relativa al abuso de los derechos. 

Rojina ha dicho que "en el abuso de los derechos partimos de la 
existencia de un derecho, del ejercicio del mismo y de la comisión de 
la comisión de un dafio por ese hecho, pero suponemos que hay un abuso 
en el ejercicio. de aquí que en un principio se haya hablado del uso abu­
sivo de los derechos". (••) 

Junto con nuestro autor. nos preguntamos: "¿bastará para poder 
definir la existencia de un abuso y, por lo tanto, de un hecho ilícito par­
tir del simple ámbito que resulta del ordenamiento jurídico, fijando los 
alcances del derecho? ¿O es necesario recurrir a un dato subjetivo, ama­
la fe. la intención de dafiar, el propósito de ejercitar inútilmente el de­
recho sólo con el afán de perjudicar a tercero?" (º") 

El mismo autor estudia la teoría de Bonnecase al respecto, conclu­
yendo que dicho tratadista francés insistió en la presencia de tanto un 
dato subjetivo, interpretado éste como la intención de dañar, como un 
dato objetivo, considerado como el ejercicio inútil del derecho. Como con­
secuencia, Rojina opina que nuestro Código, en su artículo 1912, aceptó 
la teoría de Bonnecase. "De manera que comprende, primero, el ejercicio 
con dolo, 'si se demuestra que el derecho sólo se ejercitó a fin de cau­
sar el dafio', y que el ej.ercicio fue inútil". ( 70 ) En el mismo sentido opi­
na Borja. agregando que nuestro Código también se basó en el Código 
alemán. (7') 

Enseguida, Rojina comenta que "en el artfrulo 840 se aplica esta 
regla en parte a la propiedad: 'No es lícito ejercitar el derecho de pro­
piedad de manera que su ejercicio no dé otro resultado por causar per­
juicio a un tercero, sin utilidad para el propietario'. Podemos decir que 
la norma general para el ejercicio de todo derecho, está consagrada por 
el artículo 1912, comprendiendo los derechos principalmente patrimonia­
les y la norma especial se estatuye en el artículo 840, para el abuso de 
la propiedad". ( 72 ) 

Aclara el mismo autor que en el artículo 840 no se hace mención ex­
pres~ del elemento sub,J<:tivo, ~ntención. de dafiar, y que, por lo tanto. 
podra haber responsabihdad sin necesidad de probar la existencia de 
e~te elemento, pero únicamente en el caso del abuso del derecho de pro­
piedad. ( 73 ) 

Sobre el tema que nos ocupa, Francisco H. Ruiz opina que "cada de-
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recho. . . tiene un :fin social que debe realizar, :fin social que se ha te­
nido en cuenta para que la ley garantice su existencia, y su ejercicio. Bien 
puede suceder que el acto de usar el derecho se circunscriba a la esfera 
de acción que .determina la ley y por lo mismo, no se da el derecho en 
una extensión mayor que la legal, pues si asi fuera, ya no habría abuso 
de derecho, sino actuación sin derecho. 

Pero puede suceder también que al ejercitarse el derecho, no se haya 
tenido en cuenta o se haya contrariado, el fin social a cuyo logro está des­
tinado. ·No hay entonces una extralimitación del derecho, porque se usa 
en su extensión, pero hay una desnaturalización del derecho, porque se 
usa para un :fin distinto de aquél por el cual, y sólo por el cual, ha sido 
establecido y protegido. El fin antisocial perseguido al actuar el dere­
cho, junto con el daño que se produce al obrar de esa manera, constituyen 
el abuso del derecho". ( 74 ) 

Nosotros pensamos que, aparte de los artículos citados, el Código 
establece una regla aún más amplia que la establecida en el artículo 1912. 
Lo hace cuando habla de que "los habitantes del Distrito y de los Terri­
torios Federales tienen obligación de ejercer sus actividades y de usar 
y disponer de sus bienes, en forma que no perjudique a la colectividad". 
(

75
) En efecto, creemos que, teniendo en cuenta lo dicho por Francisco 

H. Ruiz, se puede interpretar que aquí el .Código lo que está haciendo 
es prohibir el abuso del derecho, tratando de evitar que se desnaturalice 
el mismo de la función social que el legislador le quiso dar. Pero ésto no 
es materia directa de nuestro estudio. 

Siguiendo adelante con nuestro estudio y comentario de la doctrina, 
pasamos al tema de la responsabilidad objetiva. 

Gutiérrez y González considera que la responsabilidad objetiva "es 
la conducta que impone el derecho de reparar los daños y perjuicios cau­
sados por objetos y mecanismos peligrosos en sí mismos, al poseedor le­
gal de éstos, aunque no haya obrado ilícitamente". ('") 

Esta responsabilidad se origina en el positivismo penal de Ferri Y 
pasó, con éxito, al campo civil a :fines del siglo XIX. En dicho siglo se 
desarrolla la gran industria aumentando los accidentes. Los obreros eran, 
principalmente, las víctimas de dichos accidentes, quienes debían probar 
la culpa del patrón para que se les reparara el daño. Las más de las ve­
ces no lo podían lograr y quedaban sin posibilidades de indemnización. 
Ante ésto. primero se pensó en tener responsable al patrón por usar má· 
quinas defectuosas, pero no se desplazó la carga de la prueba y se que­
dó en la misma situación penosa para el obrero. Después, se intentó de­
mostrar que el patrón estaba obligado a garantizar la seguridad del tra­
bajador, pero la doctrina francesa no lo aceptó. Posteriormente, se bus­
có establecer la responsabilidad directa del patrón, sin culpa. Se habló 
de una responsabilidad "ob rem", independiente de culpa, de tal forma 
que desde que una cosa causa un perjuicio, su guardián es responsable, 
haya o no cometido culpa. Por fin, en el año de 1898, el legislador fran­
cés intervino y estableció la teoría del riesgo creado que, poco a poco, se 
consagró en el mundo jurídico. ( 77

) 
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Gutiérrez y González sostiene que la responsabilidad objetiva se vis­
lumbró en México con anterioridad a las ideas de Ferri, en el Código Ci­
vil de 1870, en su artículo 1595, que disponía que existiera responsabi· 
lidad éivil por los daños que causaran los establecimientos industriales 
"ya en razón del peso y movimiento de las máquinas", apreciándose "una 
idea de riesgo objetivo. pero eJlo no fue sino visión, pues no se llevó ade­
lante el desarrollo de estas ideas". ('º) Concluye que no fue sino hasta 
la Constitución de 1917 que se plasmó esta idea, en el articulo 123, res­
pecto al riesgo profesional, de donde se inspiró el legislador civil para 
crear Ja responsabilidad objetiva civil. ( 79

) 

Rojina, comentando sobre la responsabilidad que estudiamos, dice 
que "se parte de la. hipótesis de que la fuente de obligaciones es el uso 
lícito de cosas peligrosas. que por el hecho de causar un daño, obligan al 
que se sirva de eUas, que puede ser el propietario, el usufructuario, el 
arrendatario, o el usuario en general, a reparar el daño causado". (ªº) 

Para Francisco H. Ruiz, la i·esponsabilidad por el riesgo creado es 
"la contrapartida del provecho que produce el empleo de cosas peligro­
sas. El empleo de estas cosas por sí mismo, no puede constituir una cul­
pa, nada hay de reprochable en él; pero siempre crea un riesgo que, 
cuando origina daños sirve de :fundamento a la responsabilidad". Conti­
núa explicando que esta responsabilidad tiene un "doble fundamento: 
el económico, conforme al principio que las ganancias y las pérdidas de­
ben corresponderse; el social, por aplicación del principio de solidaridad 
en el reparto de las pérdidas". (ª') 

Borja, basándose en lo que dice Bonnecase. opina que "como en esta 
especie de responsabilidad carece de influencia la ilicitud o licitud del he­
cho que causa el daño. la persona perjudicada puede exigir la indemniza­
ción correspondiente, con total independencia del proceso penal que pue­
da existir y de la sentencia que en él se pronuncie; su derecho se basa 
sólo en el hecho perjudicial, sin tener en cuenta concepto alguno de culpa 
o de delito". {ª 2

) 

Desde que nuestro Derecho establece que la responsabilidad obje­
tiva. surge únicamente en los casos en que los daños se han causado co­
mo resultado. del uso de cosas peligrosas, Rojina se preocupa por deter­
minar cómo debe apreciarse la peligrosidad de las cosas. Concluye que 
"debe apreciarse tornando en cuenta la naturaleza funcional de la cosa; 
es decir. no la cosa independientemente de su función. sino la cosa fun­
cionando". (ª3) Hace ver que los edificios, por razón de su peso, son co­
sas peligrosas para los efectos de nuestro derecho, especialmente si te­
nemos en cuenta el subsuelo de México. ( 04

) 

Para terminar con los comentarios de Rojina sobre la responsabilidad 
objetiva, diremos que hace resaltar la necesidad de que el daño que se 
va a reparar sea patrimonial, para que exista dicha responsabilidad; Ja 
reparación del daño moral queda excluida en estos casos, dentro de nues­
tro ordenamiento jurídico. (ª') 

Debe advertirse que no ha lugar a responsabilidad objetiva cuan-
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do no existe una relación de causalidad entre el d.afio patrimonial sufrido 
y el uso de objeto peligroso. Si el dafio .es imputable a un tercero que, 
por su conducta, origina una causa para que el uso de objeto peligroso, 
a su vez, cause el daño, no hay responsabilidad objetiva por parte del 
usuario. Igualmente. no existe responsabilidad objetiva cuando intervie­
ne culpa de la víctima. ( ª") 

Gutiérrez y Gonzúlez considera loable la actitud del legislador al 
adoptar la responsabilidad objetiva, "pero", agrega, "es del todo des­
afortunada la inclusión que de esa norma hizo en el capítulo destinado 
a 'De las obligaciones que nacen de los actos ilícitos'. ( 87

) Funda su 
crítica en el hecho de que el artículo 1913 hace generar una "responsabili­
dad por el daño causado, 'aunque no se obre ilícitamente', esto es, que 
en él para nada interesa la idea de culpa, y sin embargo se incluyó pre­
cisamente en el capítulo en donde se regula la fuente de obligaciones que 
se funda sobre una base de culpa". (ª8 ) 

No consideramos necesario el aislamiento de esta norma del capítulo 
relativo a los hechos ilícitos, en caso de reformarse el Código, o de dic­
tarse uno nuevo, como lo recomienda Gutiérrez y González. (••) 

En efecto, a la luz de la doctrina moderna italiana ('º), se puede 
entender que un acto sea ilícito por el dafio que produce, produciéndose 
este acto, como regla general, por la culpa del agente, y en casos excep­
cionales, sin culpa del mismo, a través de la teoría del riesgo creado. 
Así, se entiende que un acto es ilícito por el daño que causa. dafio que 
la víctima no debe sufrir en derecho. 

En cuanto a que sean "hechos" o "actos" ilícitos, consideramos que 
se deben denominar "actos", por lo siguiente: 

Debemos partir de la presunción de que conocemos el derecho qu:e 
nos rige. Esta presunción en el Derecho mexicano es una presunción ju­
ris et de jure, que se desprende de la lectura de los artículos tercero, pá­
rrafo primero, y sexto, en su parte inicial, de nuestro Código Civil, eni 
cuanto dicen que: ":Las leyes, reglamentos, circulares o cualesquiera otras' 
disposiciones de observancia general, obligan y surten sus efectos tres-· 
días después de su publicación en el periódico oficial"; y, "La voluntad 
de los particulares no puede eximir de la observancia de la ley, ni alte­
rarla o modificarla". 

Por lo tanto. para el derecho, conocemos nuestras normas y nos oblí­
gan, y ninguna manifestación de nuestra voluntad nos puede excluir de 
su aplicación y efectos. 

Ahora, refiriéndonos a la teoría clásica sobre el acto y hecho jurí­
dico, la distinción entre éstos estriba. en que el autor del acto "quiere" 
los efectos jurídicos, actúa teniendo en cuenta los efectos jurídicos de 
su acción, de una manera consciente. los acepta voluntariamente, porque 
es de su voluntad que surjan; en el hecho jurídico, en sentido estricto, 
el agente "no quiere" los efectos jurídicos de su conducta, aunque "quie­
re" la conducta, entendiéndose por conducta la acción u omisión. 
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Si este "no quiere" se interpreta en el sentido de que ignoraba las 
-consecuencias jurídicas de su conducta y. por lo tanto, estuvo en la im­
posibilidad de hacer una manifestación de volición respecto de ellas, no 
podemos aceptarlo, debido a la p1·esunción -que no admite prueba en 
contrario- de que todos conocemos nuestro Derecho y, por ende, cono­
·cemos las consecuencias que ese Derecho atribuye a nuestra conducta, 
ya sea a través de disposiciones de orden general. ya sea a través de or­
denamientos específicos. Por otra parte, si este "no quiere" se interpre­
ta en el sentido de que no acepta las consecuencias jurídicas que, en De­
recho, conoce, tampoco es aceptable porque, como vimos, la observancia 
de la ley no depende de la voluntad de los particulares. 

De tal manera, concluímos, que si una persona realiza determinada 
acción u omite hacer algo, y dicha conducta produce un daño a tercero. 
estamos frente a un ''acto jurídico ilícito", porque el agente deseó la 
conducta, ya sea dolosa o culposamente, y aceptó los efectos jurídicos; 
porque del conocimiento que se presume que tiene de la ley, se despren­
de que conoce los efectos de su conducta, y si después de este conocimien · 
:to "quiere" la conducta. "quiere" los ei:ectos jurídicos. 

En todo rigor terminológico, debe hablarse de un .. acto antijurídi­
<:o ilícito", cuando la conducta del hombre en cuestión contraviene lo dis­
puesto por el Derecho y causa un daño a otro, daño que la víctima no 
está obligado a sufrir de acuerdo con el mismo ordenanliento jurídico. 
De la misma nianera, debemos hablar de "acto jurídico ilícito", cuando 
la conducta en cuestión no contravenga el Derecho, pero que cause un 
.daño a tercero, daño que no está obligado a sufrir la víctima. 

Así, estudiando una situación i:áctica, debemos dividirla en su cau­
-sa, es decir, la conducta. y en su efecto, o sea, el daño resultado de di­
cha conducta; fijándonos si la conducta contrasta o no con lo estable­
cido por el Derecho, para luego decidir si el daño debe ser tolerado o 
no, por la víctima. 

Para terminar, visto lo anterior. creemos que está correcta la in­
serción, que hizo el legislador, de la norma relativa a la responsabilidad 
objetiva civil dentro del capitulo dedicado a las obligaciones que se de­
rivan de los actos ilícitos .. Cobra :fuerza esta opinión si nos fijamos en 
que la obligación de reparar el daño surge cuando existe un daño; óbre­
se con culpa o sin culpa, sea jurídica la conducta o antijurídica, pero ha­
biendo daño. el acto es ilícito, y debe ser reparado aquél. Que el legisla­
dor haya limitado el camp9 de acción de la responsabilidad objetiva a los 
casos en que medie el uso de cosas peligrosas, se puede explicar s;. re­
cordamos que en 1928 la. teoría del riesgo creado era aún nueva y tenía 
aceptación limitada; pero pensamos que conforme se va. desarrollando 
el cúmulo de 1~ actividad humana, se va ampliando la aplicación de la 
responsabilidad objetiva a través de una interpretación cada vez más 
-extensiva de la Suprema. Corte como resultado de esa solidaridad social 
que tomó en cuenta el legislador al dictar nuestro Código Civil. 

- 264-



B.-Repar.ación del Daño. 

Ahora nos toca estudiar la doctrina en relación a la reparación del 
daño, tanto pecuniario como moral. 

Respecto al artículo 1915 que dispone que la reparación del daño 
debe consistir en el restablecimiento de la situación anterior a él, y cuan­
do ello resulte imposible, en el pago de daños y perjuicios, Gutiérrez y 
González considera que el legislador quiso "con esta norma, poner a la 
víctima del hecho ilícito, en la posición más parecida a la que tenía antes 
de que sufriera las consecuencias de la conducta ilícita, y de ahí la idea 
de que se restablezca a la situación anterior, y sólo de no ser ello posi­
ble. se traduce la indemnización en el pago de daños y perjuicios". ( 9

') 

Borja opina que el mencionado artículo se inspira en la doctrina de 
Rossel, la que cita como sigue: "Las indemnizaciones de daños y perjui­
cios, ya lo hemos indicado, no consistirán necesariamente en dinero ; po­
drán afectar las formas más diversas, pudiendo el autor del acto ser con­
denado a restablecer los bienes a estado anterior. . . o a suprimir obras, 
bajo reserva de las indemnizaciones de daños y perjuicios complementa­
rios; o aún, y siempre bajo la misma reserva, la parte lesionada podrá 
ser autorizada a ejecutar los trabajos de restablecimiento o de supresión 
a expensas del deudor ; o en fin, éste podrá no ser condenado sino a pa­
gar una indemnización -en capital, pensión o renta- que representen 
el perjuicio causado. . . En cuanto al daño, comprenderá la pérdida y la 
falta de ganancias ocasionadas por el acto ilícito, el damnum emergens 
y el lucrum cessans ... " ( 92

) 

Respecto· la reparación del daño causado a las cosas, Rojina expresa 
acertadamente su reglamentación: "cuando los daños se causan a la:;, 
cosas. se aplica la primera parte del artículo 1915 para imponer una re­
paración total. Tanto en la responsabilidad por culpa, como en la objeti­
va, la indemnización es igual tratándose de daños causados a las cosas. 
Se debe reparar íntegramente el daño causado: primero en especie, si es 
posible, es decir, volver las cosas a las mismas condiciones en que se en­
contraban antes del daño. Si no fuese posible esta reparación en especie, 
entonces se exigirá en dinero, pero en uno y en otro caso, se tiene de­
recho al pago total". ( 9 3) Como consecuencia de estas consideraciones, "no 
es. . . a una cantidad a lo que tiene derecho Ja víctima, en primer térmi­
no". ( 9 .. ) 

Siguiendo con Rojina al pasar a ver la reparación de daños a las 
personas, nos damos cuenta que el Código Civil "acepta. . . las cuotas que 
fija la Ley Federal del Trabajo para los riesgos profesionales que sólo 
conceden una reparación parcial". ( 95

) 
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El mismo autor comenta lo siguiente: "Notemos que dice el pr.ecep­
to que se aplican las cuotas de la Ley Federa del Trabajo, no la regula­
ción de la misma, porque mal interpretado el artículo, da lugar a que se 
quiera invocar para definir quiénes son los que tienen derecho a exigir la 
indemnización del daño en el caso de muerte de la víctima y en esa ley 
se da preferencia a los parientes que puedan justificar su entroncamien­
to, pero siempre y cuando hayan dependido económicamente de aquélla. 
Esto permitió a la Suprema Corte tomar como base la dependencia eco­
nómica, apoyándose en la Ley del Trabajo, en nuestro concepto de ma­
n.era indebida, porque la fracción I del artículo 1915, solo aplica las cuo­
tas, no el criterio del repetido ordenainiento, pues éste por su naturalezd. 
misma, se funda en un criterio de dependencia económica para que aque­
llas personas que dependan del trabajador que ha muerto por un riesgo 
profesional, reciban la indemnización ; en cambio, en el derecho civil, de­
ben serlo los herederos, según las normas del derecho hereditario". (qb) 

Nosotros no estamos de acuerdo con Rojina cuando dice que deben 
ser los herederos los que tengan derecho a la indemnización. Deben ser 
los herederos los que reciban la indemnización que únicamente repare el 
daño material sufrido por la víctima como lo explicamos al referirno,z 
a la legislación en vigor ; en cuanto a lo demás, deben ser las personas 
que, según el Código Civil y no la Ley del Trabajo, son las que también 
sufren daño material por el hecho de la muerte de la víctima: por ejem­
plo, los que recibían pensión alimenticia y otros que, no ligados con la 
victima por obligación como la alimenticia, recibían lícitamente una por­
ción del producto de la actividad del finado, de una manera regular Y 
constante, de tal suerte que la muerte de la víctima les produce un daño 
material directo e inmediato. Para mejor entender lo que afirmamos, se 
debe recordar que en los casos de muerte, lo que se está indemnizando 
no es la muerte en sí, sino los efectos que produce esa muerte. 

Refiriéndose al mismo artículo 1915, Gutiérrez y González opina que 
"su texto es hoy injusto por anticuado, en especial cuando se refiere a la 
reparación del daño cuando éste se produce en la integridad corporal de 
la victima". (H) 

Incomprensiblemente para nosotros, considera justa la remisión a 
la Ley Federal del Trabajo y únicamente considera qu"' el :mencionado 
articulo es injusto en sus fracciones 11 y III, por limitar la cantidad que 
se debe tomar como base a $25.00 diarios, la primera, y por aplicar el 
salario mínimo, la segunda. (q•) 

Estamos de acuerdo con su crítica en relación a la fracción 11 (qq), 
así como su recomendación, para remediar la injusticia vista, de que se 
use el salario efectivo como base. ('ºº) 

Se nos figura que en relación a su crítica y recomendación en cuanto 
a la fracción III -que allí el artículo se refiere al profesional libre Y que 
se emplee la declaración de impuesto sobre la renta ( 101)- no le pod.emos 
dar cabida, puesto que si nos fijamos en la interpretación que le ha dado 
la Suprema .Corte ( 102 ) en que, efectivamente, la víctima no percibe ni 
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sueldo ni utilidad, el único criterio a seguir es la aplicac~ón del salario 
mínimo. 

. Por otra parte, de que la víctima sea un profesionista libre, o per­
siga u~a actividad sin remuneración :fija, no signi:fica que no se puede 
deternnnar dicha remuneración: simple y sencillamente significa que ha­
brá. de recurrir a otros medios de prueba distintos a una inspección ocu. 
~ar en la nómina donde trabaja, pudiendo emplearse la declaración de 
impuesto sobre la renta, como lo recomienda, mas no en forma exclusiva. 

Para terminar con este punto, si del uso de todos los medios lega­
les de prueba, aún no se puede determinar su salario o utilidad. entonces 
pensamos correcto que se tome al salario mínimo como base, habiéndose 
probado que la víctima sí trabajaba, puesto que si no trabajaba, se de­
be probar la probabilidad de que trabajara en el :futuro, cayendo, según 
nuestro criterio, en el caso de la primera parte de la fracción que se 
examina del artículo 1915. 

Rojina considera que el "artículo 1915 es una consagración palmaria 
de una injusticia, por cuanto que se equiparan tres situaciones totalmen­
te distintas que merecen, por siguiente, tratamientos diferentes: Pri­
mera: la responsabilidad por hecho ilícito, en donde no sólo debe haber 
reparación del daño patrimonial y moral, sino que debe existir una in 
demnización total. En ésto justamente radica la sanción, para que el que 
procede ilícitamente, cubra totalmente los daños causados. No sólo a las 
cosas, sino a las personas. Segunda: la indemnización por hecho licito 
que implica el uso de cosas peligrosas. Aquí ya no podemos considerar 
con un criterio sano de justicia que la reparación debe ser total. Parti­
mos de la licitud del hecho y admitimos el principio lógico de que aquél 
que causa un daño, debe repararlo. Por consiguiente, a pesar de la li­
citud del hecho, debe reparar el daño causado, pero considerando que no 
hubo culpa o dolo, la reparación debe ser parcial. Tercera: la indemniza­
ción por riesgo profesional". ('º') 

Concordamos con sus ideas cuando critica el mencionado artículo. 
en cuanto a la reparación parcial otorgada en la primera situación, con 
siderando que debe ser total. ('º~) 

En cuanto a la resolución dada a la segunda hipótesis, la critica por­
que "toma el criterio de la Ley del Trabajo, para una hipótesis totalmen­
te distinta, en la que la indemnización se funda en que el obrero está 
asociado a la empresa, y si sufre un daño por un riesgo profesional debe, 
en unión con el patrón. sufrir las consecuencias de ese daño y, por con­
siguiente, es justo dividir entre ambos el menoscabo sufrido. De aquí 
que la Ley del Trabajo contenga bases que son notoriamente insuficien­
tes para poder reparar un daño causado a persona que no mantiene nin­
guna relación jurídica con el causante del mismo''. ('º") 

Sostiene que la reparación debe ser parcial, pero siempre mayor qu...? 
la otorgada por la Ley del Trabajo, en caso de riesgo profesional; cuan­
do el daño resulte del uso de cosas peligrosas que beneficie a la colec­
tividad, debe ser menor la indemnización en comparación al caso en que 
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-el uso de cosas peligrosas beneficie únicamente al propietario. Pero siem . 
pre ha de ser parcial la indemnización, por tratarse de un daño causado 
.en ausencia de dolo o culpa. ('º 6 ) 

Estamos de acuerdo en que sea reprobable la equiparación de res·· 
ponsabilidad objetiva con el riesgo profesional, para efectos de la indem­
nización, pero no creemos conducente aceptar que la reparación debe se.e 
parcial. Todo se reduce a saber por qué surge la responsabilidad civil: 
porque álguien actuó con culpa y violó una norma o buena costumbre, 
·O porque a dicha persona le es imputable un daño a otro, daño que la 
víctima no debió sufrir en derecho. 

Nuestro Código habla de "Obligaciones que nacen de los actos ilí­
·citos", y dentro de su reglamentación habla de la obligación de reparar 
un daño, mas no de expurgar una culpa. La responsabilidad civil se re­
duce a la reparación del daño. Reconoce como fuentes de la obligación de 
reparar el daño a dos situaciones distintas: una, donde interviene la cul­
pa del agente, la otra donde no interviene dicha culpa, basándose en la 
idea de que quien se aprovecha de una cosa creando un riesgo, debe re­
parar el daño que cause por la realización de dicho riesgo. Así, creemos 
nosotros, todas las situaciones en que se cause un daño injusto, son san­
·cionadas por nuestro ordenamiento jurídico. 

El sostener que no se debe reparar todo el daño, simplemente por­
<que el agente no obró con culpa, da lugar a interpretar que lo que se 
está sancionando, con la responsabilidad civil, es que una persona obre 
·con culpa, lo cual no es cierto; puesto que, dado el caso en que una per­
·sona obre con culpa, contra lo que la ley o las buenas costumbres exijan, 
pero sin causar daño a nadie, no surge la responsabilidad civil ; es posi­
ble que surja una responsabilidad penal, si dicha conducta está tipificada 
-como delito penal. 

A nuestro buen entendimiento, el concepto de culpa se refiere a la 
·voluntad del honl.bre. a su estado volitivo respecto determinada situación 
o conducta, que puede traducirse en un daño, en una relación de causa 
'ª efecto, siendo la causa la manifestación exterior de dicho estado voli­
tivo. y el daño, el efecto. La responsabilidad civil repara el efecto, no 
castiga directamente la causa, puesto que si así lo hiciere, habría res. 
ponsabilidad civil, en ausencia de daño: se pagaría lo que se llama indem­
nización punitiva en el Derecho inglés. 

A mayor abundamiento. si se castigara la culpa, se tendría que to. 
mar en cuenta la vetusta distinción entre culpa grave, leve y levísima, 
lo que no se hace en materia de responsabilidad civil derivada de actos 
'ilícitos. 

Ahora bien, en cuanto a que debe ser parcial la reparación, cuando 
.el daño se produce en .una situación en que el uso de la cosa peligrosa 
aprovecha a la colectividad, si le somos fieles a la teoría del riesgo, de­
bemos concluir que, en este caso, estamos de acuerdo, porque al sacar 
·provecho de dicho uso, se está aceptando parte del riesgo. Pero debemos 
-recordar que, hoy en día, raro es el caso en que la colectividad aprovecha 
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un riesgo sin remunerar el serv1c10 que lo crea y, por lo tanto pensamos. 
que la carga del riesgo regresa a quien lo produce. • 

En cuanto a la reparación del daiio moral, ya hemos dicho que este· 
daiio se ha definido como el "perjuicio extrapatrimonial no económico .. 
(

107), tipificado por Rojina como una lesión sufrida en 'Jos "valores es­
pirituales: honor. honra, sentimientos y afecciones". ('ºª) 

Creemos que de los cuatro valores enumerados por Rojina, podemos 
llegar a dos nada más : honor y sentimientos, puesto que pensamos que· 
la h?n:i:a es efecto del honor, y las afecciones son una especie del género 
sentimientos. 

Gutiérrez y González considera que el daiio moral es "el dolor cierto 
Y actual sufrido por una persona en su consideración social (honor, repu­
tación) , en sus afectos familiares o en su presencia social físico-estética, 
con motivo de un hecho ilícito o un riesgo creado y que la ley considera. 
para responsabilizar a su autor". (' 09 ) 

De lo anterior creemos ver la función de la indemnización por con­
cepto de reparación de dafio moral : 

1.-Daiio en su consideración social. Aquí el daiio se refleja en una 
deshonra, una atribución injusta de una mala reputación. En este caso 
pensamos que más que una indemnización en dinero, la reparación del 
dafio se puede lograr a través de la publicación de la sentencia en la que· 
se atribuye responsabilidad civil. Pero, como en la mayoría de los casos 
de este tipo el dafio moral llega a acarrear consigo un dafio material, se 
otorga una indemnización en efectivo que. si no se pres.anta el dafio ma­
terial, compensa aunque sea imperfectamente, la vergüenza pasada por 
la víctima. Dentro de este primer tipo se ve la. reparación del daño moral 
en el caso de la novia abandonada establecido en el artículo 143 de nues­
tro Código Civil. 

2.-Dolor sufrido en sus afectos familiares. Aquí entendernos la tris­
teza causada por la muerte, efecto del acto ilícito. Creemos que aquí la 
función ele la reparación del daño moral toma la forma de un consuelo· 
que otorga el juez. 

3.-Daño en su presencia social físico-estética. Creemos nosotros ver 
aquí los encabezados de e.olor físico y angustia mental, derivados de una 
lesión física en manera directa, el primero; Y. el segundo, del desfigu. 
ramiento en la víctima misma, pudiéndose presentar dicho desequilibrio 
psíquico en los familia.res del mismo, como consecuencia del mencionado 
desfiguramiento. ( "º) Igualmente, aquí se trata de compensar un daiio 
irreparable, ofreciendo un equivalente. En cierta forma. se trata de la 
positivización del viejo dicho que establece que "el dolor con pan es me­
nosH. 

Rojina nos hace ver que del estudio del artículo 1916 se destaca que 
la reparación del daño moral está sujeta a la existencia de un dafio :ma­
terial, pues aquélla no puede exceder de la tercera parte de éste. (111) 
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Para Borja, la primera parte del citado ordenamiento procede del 
Código suizo de las obligaciones. El hecho de que el agente debe pagar 
una suma de dinero por haber lesionado en su patrimonio espiritual a 
la víctima, sirve de consuelo. "La satisfacción que de él resulta, y el 
hecho de saber que esta suma de dinero se ha tomado al culpable. de­
ben mitigar la amargura de la ofensa y calmar en cierta medida el de­
seo de venganza que no ha desaparecido a pesar del cristianismo y de 
1a civilización". ( 112

) 

Gutiérrez y González examina diferentes teorías en relación a la 
posibilidad de reparar el daño y las reduce a tres diferentes: una, que 
niega la reparación del daño moral ; otra, la mixta, que acepta 1a repa­
ración, pero supeditada a la reparación del daño pecuniario y, por últi­
YllO. la que reconoce la reparación del daño moral. (' 13 ) 

Nuestro Código adopta la tesis mixta. que acepta la reparación del 
daño moral, supeditada ésta a la reparación del daño material. 

Al respecto, Rojina dice lo siguiente: "Estamos de acuerdo en que 
se trata de una satisfacción muy imperfecta y que jamás podrá alcan­
zarse ln. reparación total como suele ocurrir tratándose de daños patri­
moniales, pero sería injusto que ante la imposibilidad .de alcanzar ese 
resultado, la víctima quedase desamparada. Quienes niegan la proceden­
cia de la re-paración -por daño moral, alegando que jamás podrá traducir­
se en dinero un valor espiritual, olvidan que se cometería una mayor 
injusticia si ante la imposibilidad de una reparación perfecta, el derecho 
no impusiera por lo menos una reparación imperfecta". (•H) 

Gutiérrez y González critica el ordenamiento que examinamos por­
que supedita la reparación del daño moral a la reparación del daño pe­
cuniario, -por limita1· la reparación a la tercera parte del monto del da­
ño pecuniario, diciendo que "equivale en verdad a negar la reparación" 

( 115 ) Equivale a negar la 1·eparación estudiada, en caso de ausencia de 
daño material y, por eso. estamos de acuerdo con su crítica. Creemos 
que el articulo quedaria mejor si, en lugar de limitar el monto de la 
reparación, autorizara al juez el referirse al monto de la reparación ma­
terial, en los casos en que ésta existiera, para tener un dato objetivo 
que, en algo, le podría facilitar su labor. 

El mismo autor también critica al 
:forma -potestativa el indemnizar el daño 
cultad discrecional para otorgarla. (' "') 
servación. 

artículo 1916 porque deja en 
moral, o sea, el juez tiene fa. 
Consideramos justa dicha ob-

De la misma mane1:a. considera reprochable, y estamos de acuerdo, 
que el daño n1oral se 1·epare únicaYnente en los casos en que se obró con 
culpa. (' 17

) La Corte ha confirmado que éste es el sentido de la dispo­
sición al referirse a "hecho ilícito". ( 11 •) 

Para terminar con este punto. Gutiérrez y González no aprueba que 
el artículo excluya al Estado de la obligación de reparar el daño :moral; 
considera que "es absurdo que si el hecho ilícito lo produce un funciona-
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río del Estado, conforme el artículo 1928, ést.e no sea responsable poi." 
el daño moral". ( 119

) 

En relación a la transmisibilidad de la acción civil de responsabili­
dad, Rojina considera que "tratándose de una acción de carácter priva­
do y de contenido patrimonial, es indiscutible que sí pueda ser objeto 
de transmisión por acto entre vivos o por causa de muerte". ( 120 ) 

Para terminar con este estudio de la doctrina mexicana, hemos de 
ver los efectos de la cosa juzgada en materia penal, respecto de la res­
ponsabilidad civil. Rojina observa lo siguiente: "La autoridad de la co­
sa juzgada en materia penal tiene efectos distintos en el orden civil, 
según que sea condenatoria o de absolución. En efecto. si ocurre lo pri­
mero, el juez civil no será competente para conocer de una demanda de 
responsabilidad que se funde en la comisión de un delito. En cambio, si 
la sentencia es absolutoria, cabe la posibilidad de que para los efectos 
civiles sí exista un hecho ilícito que sea fuente de obligaciones. Puede 
suceder que a pesar de que un hecho haya sido calificado civilmente 
como ilícito, el Ministerio Público intent.e la acción penal por estimar 
que constituye un delito, caso en el cual la jurisdicción penal no se verá 
impedida para resolver sobre la naturaleza delictuosa del hecho, a pesar 
de que el juez civil lo hubiere calificado como sjmplemente ilícito para 
los efectos relativos a la reparación del dafio". ( 121

) 

De esta manera, damos por concluido el estudio de la doctrina del 
sistema de derecho mexicano respecto a los actos ilícitos, y dentro de 
este tema, la solución que se le da al problema de la responsabilidad por 
la muerte. 

En todo momento hemos procurado ceñirnos exclusivamente a lo 
que dícen nuestros tratadistas, no por un desviado sentimiento naciona­
lista, sino por considerar que la doctrina extranjera recibió la debida 
atención. en el Capítulo IV de este ensayo. 
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TERCERA PARTE 

Exposición de la ;Jurisprudencia relativa: 

A.-Ejecutorias sobre la Responsabilidad Civil derivada de los Ac­
tos llicitos en general que afectan la dinámica de la Reparación 
del Daño. · 

B.-Ejecutorias que versan sobre la Reparación del Daño en los 
Casos de Muerte. 
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Si bien es cierto que un número elevado de casos relacionados con 
actos ilícitos han llegado a la consideración de la Suprema Corte de Jus­
ticia de México. lo es también que, para el objeto de este ensayo, no es 
necesario el estudio de las ejecutorias que hayan fijado el alcance de 
todos y cada uno de los puntos relacionados con la teoría general de los 
actos ilícitos en este país, bastando solamente el de las ejecutorias que 
versen directamente sobre nuestro tema, o sobre temas, dentro de la 
teoría general, que puedan afectar la reparación por la muerte en los 
actos ilícitos. 
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A.-Ejecutorias sobre la Responsabilidad Civil derivada de los Actos Ilí­
citos en general que afectan la dinániica de la Reparación del Daño. 

Habiendo visto, al estudiar la legislación en vigor. que el artículo 
1910 establece la obligación de reparar el daño a cargo de quien lo haya 
causado a otro obrando ilícitamente o contra las buenas costumbres, ba­
sada dicha obligación en la teoría de la culpa, como lo veremos al estu­
diar la jurisprudencia relativa a la responsabilidad objetiva, se nos pre­
senta el problema de la concurrencia de causas del daño atribuíbles a 
distintas personas. 

La Tercera Sala de la Suprema Corte ha resuelto el problema de la 
siguiente :manera: "Si en la especie hubo una concurrencia de causas por 
varios autores en común, igualmente esenciales y determinantes para 
que se produjera el daño de donde se deriva la responsabilidad cuya in­
demnización se demanda. es notorio que las personas causantes son so­
lidariamente responsables hacia la víctima, atento lo dispuesto por el 
artículo 1838 del .Código Civil del Estado de Jalisco, idéntico en su con­
tenido al •artículo 1917 del Código Civil del Distrito y Territorios Fede­
rales. ya que nuestra legislación en esa materia es categórica: en lugar 
de arrojar una responsabilidad fragmentaria o dividida sobre sus cau­
santes, establece que cualquiera de ellos es responsable solidariamente, 
sin perjuicio de poder repetir contra los demás lo que hubiese pagado 
por ellos". ( 122) 

La misma regla tiene aplicación en los casos de responsabilidad ob­
jetiva Y. según la misma Sala, "conforme al sistema del Código Civil de 
Nuevo León, esta responsabilidad se extiende a los propietarios. Por tan­
to. si un inmueble construído de materias inflamables se incendió y cau­
só daños a tercero, el propietario debe responder de los mismos en los 
términos de la ley, y de acuerdo con el principio de que quien está a los 
provechos tiene que estar a los perjuicios. Esta responsabilidad del pro­
pietario o arrendador es solidaria con la del arrendatario o agente que 
haya operado la cosa peligrosa, conforme al artículo 1814 del Código Ci­
vil que dispone que las personas que han causado en común un daño, son 
responsables solidariamente hacia la víctima por la reparación a que 
están obligados". ( 1 23

) 

Pasando a ver la responsabilidad objetiva, la Corte, en numerosos 
casos, ha hecho ver claramente que se responde por el daño en ausencia 
de culpa, basándose en la teoría del riesgo, de tal manera que en estoa 
casos. "para que la reparación proceda, basta demostrar la existencia 
del daño y la relación de causa a efecto entre el hecho y el daño sufrido. 
Así, se debe responder de las consecuencias perjudiciales, aunque sé ha-
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ya obrado lícitamente, hábilmente, sin imprudencia o sin negHgencia Y 
con ausencia completa de dolo". (•H) 

En cuanto a las cosas que pueden originar la responsabilidad obje­
tiva. el Tribunal máximo de nuestro país ha dado un criterio bastante 
amplio para poder determinarlas diciendo que: "hay cosas y actividades 
gue aunque peligrosas para loa terceros. la ley las tolera por considera· 
ciones de interés general, a causa de la utilidad que prestan a Ja colec­
tividad y porque los males que pueden causar, además de ser reparables, 
en la mayoría de loa casos son mucho menores que los beneficios que d~ 
ellos se obtiene, mas si su ejercicio autorizado y por lo tanto lícito, cau­
sa daño a terceros. el que los ejerce en su provecho tiene que reparar­
los". Continúa diciendo que deben considerarse como peligrosas, aparte 
de las cosas establecidas en el artículo 1913 del Código .Civil del Distri­
to y Territorios Federales, todas las que "por diversos motivos pueden 
ser consideradas como tales, pudiendo serlo tanto los bienes inmuebles 
que también pueden calificarse de peligrosos por el riesgo que crean 
para los demás". de tal suerte, que se puede admitir gue los daños. de­
rivados de Ja construcción de un edificio, en propiedades vecinas, "de­
termina(n) una 1·esponsabilidad de naturaleza objetiva o por el riesgo 
creado". ( 125) 

En relación a los casos de responsabilidad objetiva derivada del uso 
de vehículos, considerados como cosas peligrosas. el hecho de que el pro­
pietario no haya sido la persona que guiaba cuando se causó el daño, 
como regla general. se ha considerado como irrelevante para atribuir di­
cha responsabilidad al mencionado propieta1·io. ( 12

•) 

De Ja lectura del ordenamiento correspondiente a la responsabilidad 
objetiva en nuestro Código, podemos ver que dicha responsabilidad se 
excluye si el obligado a reparar prueba que el daño se debe a la culpa 
o negligencia inexcusable de Ja víctima. 

Como recordamos que el artículo 1911 del Código que hemos estu­
diado establece, como i·eg1a general que adn1ite numerosas excepciones, 
ía obligación del incapaz de reparar el daño que haya causado, nos pre­
guntamos si se puede arguír Ja culpa o negligencia inexcusable de la 
víctima. siendo ésta un incapaz. La Corte, a nuestro parecer, aparenta 
que sí Jo ha aceptado. siempre y cuando no carezca del discernimiento 
necesario para el caso en cuestión. Al afecto, ha dicho lo siguiente : "El 
hecho material de hacer uso de mecanismos, instrumentos, aparatos o 
sustancias pe1ig1·osas por sí mismos, aunque se obre lícitamente, sin cul­
pa alguna. produce Ja obligación de responder del daño que se cause y 
sólo se excluye tal obligación, si se demuestra que el daño se produjo 
por culpa o negligencia inexcusable de la víctima; pero siendo ésta· un 
niño de tres años de edad, 1o último resulta imposible, toda vez que, por 
su edad. carecía de discernimiento que permitiera suponer su culpa". ( 1 

•
7 j 

AJ no referirse a Ja edad que la ley exige para que una persona s~ 
considera mayor de edad. siendo ésta Ja de veintiún años. sino al dis­
cernimiento que permita suponer culpa, creemos que, por Jo menos tra­
tándose de menores, Ja Corte acepta que, en determinados casos, Ja cul­
pa o negligencia inexcusable de un menor excluya 1a responsabilidad ob­
jetiva. 
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B.-Ejecutorias que versan sobre Ja Reparación del Daño en Jos Casos 
de Muerte. 

Pas;ando a) estudio de Ja reparación deJ daño, diremos que Ja Corte 
h_a confirmado Ja definición de daños y perjuicios establecida en Jos ar­
tI<:uJos 2108 y 2109 de nuestro Código .CiviJ, diciendo que Jos daños "es­
triban en. Ja; pérdida o menoscabo sufl·ido en e) patrimonio por Ja faJta 
de cumphmiento de una obligación" y que el perjuicio es "Ja privación 
de cualquier ganancia Jícita que debiera haberse obtenido con el cumpli­
miento de la obligación". (' 2 ª) 

Ya entrando específicamente a) problema de Ja reparación del da­
no causado como consecuencia de un acto ilícito que causa Ja muerte a 
Ja víctima, "según Jo dispuesto por el artículo 1915, reformado de) Có­
digo Civil del Distrito Federal, Ja reparación deJ daño debe computarse 
aplicando las cuotas que establece Ja Ley Federal del Trabajo, según las 
circunstancias de Ja víctima y tomando como base Ja utilidad que per­
cibía ésta". (• 2 •) 

En cuanto al problema de determinar quién es el titular de Ja acción 
de reparación del daño material cuando Ja víctima de un acto ilícito, o 
de daños que dan Jugar a responsabilidad objetiva, ha muerto, Ja Supre­
ma Corte ha decidido que "basta que se demuestre Ja dependencia eco­
nómica para tener derecho a Ja indemnización, según Jo ha establecido 
esta SaJa al interpretar los artículos 1913, 1915 y 1916 del Código Civil, 
pues el derecho a Ja indemnización no corresponde al occiso y, por tan­
to, a sus causahabientes o herederos universales, sino que corresponde 
directamente a su "fa1nilia". como ordena el citado artículo 1916, o sea 
el conjunto de ascendientes, descendientes o concubina que hacían vida 
en común con el finado y a quienes económicamente sostenía de su pe­
culio". ( " 0

) 

No estamos de acuerdo con esta interpretación desde el momento 
en que se desprende de la simple lectura del artículo 1916 que dicho or­
denan1iento se refiere única y exclusivamente a la reparación del daño 
moral que el Juez puede otorgar a Ja víctima de un hecho ilícito, o a su 
familia, si ésta muere, independientemente de la reparación material. Con­
cordamos con la exclusión de la víctima en cuanto a Ja reparación mo­
ral. puesto que el daño de ese tipo se puede considerar como personalí· 
simo y, por Jo tanto, es irreparable, desde el :momento en que aquéJJa 
muere. 

Nos atrevemos a decir que Ja Corte, al interpretar de esta :manera 
Jos citados ordenamientos, ha actuado confundiendo y fusionando el da-
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ño inoral de la vfctiina con el daño material de la :misma. traducido éste 
en Ja imposibilidad de aprovechar para sí aquella porción de Ja remune­
ración que recibía y que seguiría recibiendo a cambio de su esfuerzo, 
porción que no distribuía y que no distribuiría entre aquelJas personas 
que dependían económicamente de él. Repetimos que dicho daño mate­
rial es rácil de establecerse y que la acción para su reparación sí le co­
rresponde a Ja víctima o a sus herederos. 

La Corte ha continuado a darle esta interpretación al .Código Civil 
en relación al problema que nos ocupa, dejando asentado, en repetidas 
ocasiones, que Ja acción por reparación del daño material en los casos de 
:muerte corresponde únicamente a la familia, no a Jos herederos (" 1 ), 

dejando trunca Ja reparación misma; dejándose sin aplicación, en par­
te, los artículos 1910 y 1913 cuando establecen la obligación de reparm: 
e] daño, puesto que estos artículos no limitan ni la reparación, ni la ac­
ción ·a determinadas personas. La única limitación que aparece la con­
signa el artículo 1916 en relación a la reparación del daño moral. 

El artículo 1915 del Código Civil dispone que el monto de la repa­
ración material en casos de muerte se establecerá de acuerdo con la Ley 
Federal del Trabajo, teniendo como base Ja utilidad o salario de la víc­
tima y que, en caso de que este último no pudiere determinarse. se apli­
cará el salario mínimo. Enseguida agrega que cuando dicho salario o 
utilidad exceda la cantidad de veinticinco pesos diarios, se tendrá esta 
cantidad como base para fijar la indemnización. 

Se nos ocurre que la víctima percibiera un salario y, además, perci­
biera propinas o emolumentos parecidos. Al respecto, se ha decidido que 
"si Ja víctima del daño que produjo la muerte, percibia un salario y 
además como provecho o fruto de su trabajo, una utilidad por concepto 
de "propinas", que son cantidades de dinero con que se remunera un 
buen servicio, ambos ingresos deben tomarse en cuenta para fijar la 
indemnización con cuyo pago se reparará ese daño, en la inteligencia de 
que cuando sumados salario y utilidades, excedan de $25.00 diarios, no 
se tomará en cuenta sino esta cantidad". ( ' 02 ) 

Ya hemos criticado el hecho de que la Ley limite la base para fijar 
Ja indemnización, puesto que el propósito de una acción de daños y per­
juicios es la reparación del daño sufrido y no la reparación de solamen­
te parte de ese daño. 

Para continuar con esta exposición, vemos que la Corte, al decidir 
en casos relativos a la muerte de una persona que no percibe utilidad, 
o salario, o no pudiere determinarse éste. pidiéndose el pago de la in­
demnización correspondiente, aplica la Fracción III del artículo 1915, to­
mando como base el salario mínimo. (' 33 ) 

Debemos apuntar que con el advenimiento de un salario :mínimo que, 
en general, es más alto que el límite máximo, la Corte deberá decidir 
si se aplica efectivamente el salario mínimo, o si le da aplicación al lí­
mite máximo, agravando aún más la injusticia que nosotros encontrarnos. 

Para terminar con el estudio de ejeCJ.!torias que iluminan probJe. 
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mas respecto a la reparación del daño material por muerte, veremos la 
solución dada a la circunstancia en que se demanda la reparación de di­
cho daño por muerte de menores que no perciben utilidad. 

Al respecto, la Corte ha dicho que "el bien mayor de un padre es 
la vida del hijo y su muerte redunda en un evidente perjuicio que re­
basa. por limitado, el concepto de daños y perjuicios empleado por la 
ley para referirse a la responsabilidad de una de las partes por el in­
cumplimiento de la obligación convenida". Continuó especificando que 
el hecho de que el hijo no perciba ingreso alguno no significa que el pa­
dre no sufrió perjuicio patrimonial, "pues el menor constituye en el :fu­
turo un apoyo económico para la familia". Aclara que, aunque el per-· 
juicio debe ser cierto, "no debe confundirse esta certeza como absoluta­
mente necesaria. . . debe entenderse en el sentido de probabilidad o es­
tabilidad suficiente". Llegó la Corte a afirmar que la dependencia eco­
nómica no es el criterio del Código .Civil para obtener la indemnización, 
"basta la sola causación de un daño, para tener derecho los :familiares, 
en caso de deceso de la víctima, a la indemnización que establece el ar­
tículo 1915'', ( 134

) contradiciéndose. así, en cuanto las decisiones en que 
considera que la dependencia económica debe probarse para que la fa· 
milia tenga derecho a la indemnización mencionada. 

Pasando al examen de la reparación del daño moral. establecida en 
el artículo 1916 del Código Civil, vemos que la Corte ha dicho que "es 
indudable que según los preceptos de nuestra Ley, la obligación de re­
parar el daño comprende tanto el material como el moral, y también un 
autor de doctrina afirma que ese daño o perjuicio puede transcender, no 
sólo al patrimonio, sino también al aspecto moral. abarcando en este con­
cepto, toda la serie de trastornos morales que pueden producirse a la 
victima de un delito y a sus familiares. Como la dificultad de la prueba 
es insuperable para la demostración del daño causado en el aspecto mo, 
ral, debe quedar al prudente arbitrio del juzgador, para hacer su esti­
mación, atendiendo a todas las circunstancias del hecho, y al daño ma­
terial, para de allí de1:ivar o imponer, de acuerdo con su criterio y buen 
juicio, la obligación de pagar una cantidad que pueda reparar el daño 
moral causado". (' 3 s) 

Como se puede ver, el .Juez goza de completa libertad para valuar 
el daño moral, pero, como veremos más adelante, tiene un límite máximo 
en cuanto al monto que fije, referido éste al daño material. 

El daño moral cuya reparación se pide debe ser consecuencia de un 
hecho ilícito, o sea, que la responsabilidad que se atribuya, para exigir 
dicha reparación, sea basada en la teoría de la culpa. Sobre ésto. la Corte 
ha sido terminante: "La indemnización equitativa, a título de repara­
ción moral. . . solamente la puede acordar, o determinar el .Juzgador, 
cuando el hecho gene1·ador del daño, ha sido un hecho ilícito. y tratán­
dose del daño que se produce por un edificio a una construcción vecina, 
nuestra Ley hace responsable al propietario, de su reparación material ... 
sin comprender daños morales, que son los que hieren el honor, a la 
1·eputación. afectos o sentimientos, y no se afectan en la especie". Ter-
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mina diciendo que "la construcción de un edificio, en razón de que por 
su peso o por cualquier causa, ha originado algún daño, sin derecho ; pero 
también, por no ser ilícito, no comprende indemnización alguna. a título 
de reparación moral". ( 1 3 •) 

Como se desprende de la lectura del artículo 1916, el monto que por 
reparación moral se fije por el juez, no puede exceder de la tercera par­
te del daño material. La corte ha mantenido firme esta disposición, cree­
mos nosotros. por considerar provechoso para la labor del juez, valuan­
do un daño de tipo subjetivo, el que éste tenga un punto de referencia ob­
jetivo, como lo es el daño material. ( 137) 

Como consecuencia de Jo anterior, el actor que reclame la repara­
ción de un daño moral, deberá aducir pruebas que permitan fijar el mon­
to de dicha reparación. La Corte ha exigido que se presente pruebas que 
permitan fijar económicamente la cuantía de los daños morales. ( 03

") 

Además, como el monto del daño moral se fija teniendo en cuenta 
el daño material. el monto de este último debe ser probado. "Según el 
artículo 1837 del Código Civil, vigente en el Estado de Jalisco. la indem­
nización de Ja reparación moral no podrá exceder de Ja tercera parte de 
lo que importa Ja responsabilidad civil. . . por lo que, es indispensable 
acreditar plenamente la cuantía y extensión del daño material, puest·:> 
que el monto del daño moral se estima, conforme a Ja Ley. en relación 
con el daño material". ( 1 3 •) 

Para terminar con la exposición de la jurisprudencia relativa al pro­
blema que nos ocupa, veremos si el juez está obligado a otorgar una in­
demnización del daño moral cada vez que se le solicite, o si, por el con­
trario, puede dejar de hacerlo. La Corte, al respecto, ha dicho que "en 
las ejecutorias de amparo no se puede imponer a la autoridad respon­
sable la obligación de acordar en favor de las víctimas de un hecho ilí­
cito. una indemnización por el daño moral de que habla el artículo 1916 
del Código Civil del Distrito Federal, ya que éste sólo concede al juz­
gador una mera facultad discrecional, para que aplique alguna cantidad 
como indemnización compensatoria del daño moral". ( 14º) 
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22.-0. c., pp. 164-165 
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el daño moral en los siguientes términos: "También pagará el prometido 
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tidas significa "inter_ .. en latín; debemos considerar al perjuicio como 
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derecho objetivo •y que específicamente, el desacuerdo del acto con una norma 
determinada nos da la ilicitud (loe. cit.). De esto podemos inferir que de la 
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dades :futuras de su patrimonio, 'POr e:fectos directos o indirectos del daño 
material producido por el hecho iltclto" (p. 4'70). Como crttica a la definición 
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CAPITULO VI 
COMPARACION DE LOS ASPECTOS MAS IMPORTANTES DE LOS 

SISTEMAS DE DERECHO ESTUDIADOS EN RELACION 
A NUESTRO TEMA. 



En este ensayo hemos presentado Ja Teoría General del Tort, den­
tro del Derecho inglés ( 1). así como Ja solución dada por ese sistema de 
Derecho al problema de Ja reparación del daño en los casos de muerte, 
solución que se encuentra dentro del llamado Derecho de Torts ( 2

). Igual­
mente, hemos presentado Ja exposición de Ja Teoría General de los ac­
tos Ilícitos, dentro del Derecho mexicano, junto con Ja reglamentación 
de Ja reparación del daño, prevista por tal sistema de Derecho. con es­
pecial atención a Jos casos de muerte ("); haciendo explicación previa 
de las escuelas europeus, de Ja Familia Romanista, qne influyeron en 
el desarrollo y vida del Derecho mexicano. ("•) 

En este Capítulo nos proponen1os llevar a cabo un coment.ario com­
parativo en relación a determinados puntos que interesan al objeto ele 
este estudio, examinando· los problemas de hecho y de derecho concomi­
tantes a Ja necesaria reparación del daño cuando se ha pJ.•oducido Ja mue:i·­
te de una persona como consecuencia de una conducta ilícita civil. 



PRIMERA PARTE 

El Problema de Hecho: Es el Mismo en Ambos Sistemas de Derecho 



' 1 

1 

El mencionado problema de hecho es el mismo en ambos sistemas 
de Derecho: Ja muerte sufrida ilícitamente por una persona trae consigo 
un desequilibrio -tanto material como moral- dentro del ámbito social y 
económico de Ja víctima que debe ser reparado hasta el grado en que ésto 
sea posible. 

En los dos sistemas jurídicos estudiados se presenta la misma si­
tuación f'iictica: un ser humano pierde la vida como consecuencia de Ja 
conducta de una pe1·sona, o como consecuencia del hecho de algún ani­
mal o cosa perteneciente a una persona. pero en circunstancias tales que 
no se permite Ja tipificación de un delito. En Jos dos ámbitos legales se 
debe establecer Ja relación causal entre dicha conducta, o hecho, y la 
muerte. 

Como- consecuencia de esa conducta, en primer lugar, la víctima mis­
ma sufre un daño moral irreparable y un dafío material considerable; en 
segundo lugar, lm; parientes y dependientes económicos de Ja víctima se 
ven seriamente afectados en su estado anímico y en su situación econó­
mica. ya sea ésta presente, o futura. 

Este es el problema de hecho que deberá ser resuelto por el Dere­
cho d.e ambos países a cuyo estudio se dedic~ este ensayo. 

La solución jurídica dada al problema, de hecho constituye el pro­
blema de Derecho y es ahí donde desaparece la identidad de factores. 



i 

¡ 

I ¡ 
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SEGUNDA PARTE 

El Problema. de Ja Aplicación del Derecho: 

A.-Daños que se reparan: daño material y daño moral. 

B.-Métodos para fijar Ja Cuantía de la Indemnización del Daño Ma­
terial en Inglaterra y en México: Sistema de Ja Estimación Ju­
dicial y Sistema de Tarifas. 

C.-Criterio Estimativo del Organo Judicial, ante el Daño Moral,. 
en Inglaterra y en 1\'Iéxico: Criterio objetiYo y Criterio subje­
tivo. 

D.-Situación Jurídica de la Sucesión de la Víctima, en :;:elación al: 
da:ño material :futuro. en Inglaterra y en México: Desampa1·0. 

E.-Proyecci6n Concreta del Valor Justicia en Inglaterra y en Mé-­
xico en relación al tema que nos ocupa. 



En esta Parte nos avocamos al comentario comparativo de las so-
1 uciones dadas por los sistemas de De1·echo inglés y mexicano al proble-. 
ma ele hecho como quedó descrito en la Primera Parte de este Capítulo. 

Desde luego. no repetiremos la exposición del orden jurídico de ca­
da país, sino que solamente comentaremos las soluciones encontradas y 
únicamente en relación a los puntos que tienen relevancia con el :fin de 
ei;te ensayo. 



A.-Daños que se reparan: daño material y daño moral. 

Continuando con nuestros comentarios comparativos pasamos a ver 
los daños que se reparan, en los casos de muerte ilícita, en los sistemas 
de derecho inglés y mexicano. 

Veremos primei:o la reparación del daño material llevada a cabo en 
los dos sistemas de Derecho para, después, ver la reparación del daiio 
moral. 

Recordando lo expuesto anteriormente (•), vemos que el Derecho 
inglés, a través de las Leyes de Accidentes Mortales, de 1846 a 1959, 
impone una amplia reparación del daño material, teniendo como bene­
ficiar!9s de la acción civil a una exhaustiva lista de personas que con­
sidera como dependientes de la víctima. Debemos hacer mención del he­
cho que los tribunales ingleses han determinado que únicamente se puede 
reparar el daño pecuniario -incluyendo los gastos funerarios cuando 
son costeados por alguno o algunos de los dependientes de la víctima­
mas no el daño moral tratándose de la aplicación de las Leyes mencio­
nadas. Esto nos lo explicamos si recordamos que el viejo common law 
no concedía acción, basada en la muerte. a los dependientes de la vícti­
ma, y que las Leyes de Accidentes Mortales -de 1846 a 1959- han re­
cibido una interpretación estricta eliminando toda posibilidad de indem­
nizar el daño moral presentado éste en forma de angustia mental o tris­
teza por la muerte de un ser querido. 

En cuanto a la indemnización del daño material ordenada por la 
Ley de Reformas (Disposiciones Misceláneas), de 1934, reparará el da­
ño pecuniario que sufra la víctima desde el momento en que es lesionada 
hasta el momento en que muere. La sucesión de la víctima entabla la 
acción, pero no hay reparación de daño pecuniario a partir de la fecha 
de la muerte hasta el fin del lapso normal probable de vida de la vícti­
ma. La sucesión puede pedir una indemnización por la reducción en la 
duración esperada el.e vida de la víctima, pero el daño que se repara 
es moral. 

Así, nos damos cuenta que el Derecho inglés indemniza el daño pe­
cuniario sufrido tanto por la víctima como, por sus dependientes. No 
existe límite para :fijar el monto de esta indemnización, en especial en 
relación con la acción de los dependientes. En cuanto a la indemnización 
del daño pecuniario de la víctima, que se traduce en el daño pecuniario 
de sus herederos. ésta se limita en cuanto que no tiene proyección al 
futuro: se indemniza el daño producido mas no el que dentro de toda 
probabilidad se ha ele producir. 
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Para tern1inar, recordamos que del monto que se otorga bajo las 
Leyes de Accidentes Mortales, de 1846 a 1959, se deduce lo otorgado 
bajo la Ley de Reformas (Disposiciones Misceláneas), de 1934 siempre 
Y cuando haya identidad de beneficiarios bajo ambas Leyes. Esto nos 
parece injusto si nos fijamos en el hecho que por la Ley mencionada de 
1934 se está indemnizando un daño que se puede considerar moral cuan­
do se indemniza la pérdida de esperanza de vida y que la suma por este 
concepto otorgada deberá ser reducida de la suma otorgada a los depen­
<lientes de la víctima. bajo las Leyes de 1846 a 1959 que examinamos, 
al indemnizar un daño meramente pecuniario. 

Es obvio que lo que el legislador inglés pretendió era el evitar el 
doble pago de una indemnización, pero por lo confuso del idioma emplea­
do, los tribunales han llegado a la lamentable situación en la que el 
daño pecuniario no es totalmente reparado. 

Pasando a ver el mismo punto en el Derecho mexicano (•) y con. 
cretamente en el Código Civil para el Distrito y Territorios Federales, 
vemos que el daño pecuniario es i:eparado conforme a la Ley Federal del 
Trabajo, de tal suerte que se pagan los gastos funerarios y se remite a 
una tarifa que ordena el pago de 730 días de salario siempre y cuando 
esta último no exceda de Ja canti<lad de $25.00 M.N., límite máximo fi­
jado por el Código en cuestión. 

Debido a una desafortunada interpretación jurisprudencia! de la Su­
prema Corte, Ja acción de reparación del daño en estos casos únicamente 
compete a los dependientes económicos de la víctima, de tal suerte que 
el daiio pecuniario que le resulte a la sucesión de la víctima no recibirá 
reparación alguna. Esto es reprobable por dos razones: primero, puede 
suceder que los herederos de la víctima y sus dependientes económicos 
no sean las Inisrnas personas, quedando el daño pecuniario de los pri­
meros sin reparación; y segundo, puesto que hablamos de daño pecunia­
rio. diremos que Ja víctima dentro de su ámbito social mientras tenía 
vida, representaba una unidad económica que producía provecho a los 
qµe económican1ente dependían de él y, además, que producía provecho 
n su persona misma, traducido este provecho en su patrimonio pei:sonal 
por limitado que fuere. Aho:i·a bien, este patrimonio personal. en dere­
cho, pasa a su sucesión para ser dividido entre sus herederos, mas no 
entre sus dependientes económicos. Dicho patrimonio personal se ve afec­
tado en cuanto a su incremento en el futuro por la mue1·te de la víctima 
y, por ende, la sucesión sufre un daiio pecuniario que no recibe repara­
ción. 

De esta forma. concluímos que se repara parcialment.c el daño pe­
cuniario sufrido por los dependientes económicos como resultado de una 
limitación a1·bitra1·ia legislativa; y que, además. el daño pecuniario su­
:frido por la sucesión de Ja victima no es reparado, debido en parte al 
silencio del legislador y por otra parte, a la interpretación errónea que 
le ha dado la Suprema Corte al Código Civil en cuestión por lo que a 
este tema respecta. 

Siguiendo adelante con nuestro estudio, pasamos a comparar Ja re-
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paración del daño mo1·aJ en Jos sistemas de Derecho que hemos analiza­
do. (') 

El Derecho inglés no concede Ja reparación del daño moral sufrido 
por Jos dependientes de Ja víctima. Como quedó asentado en el .Capítulo· 
!II de ~ste_ ensayo. los jueces ingleses han sido enfáticos al negar una 
1ndemn1zac16n de este tipo al aplicar las Leyes de Accidentes Mortales, 
de 1846 a 1959. En repetidas ocasiones han dicho que Jo procedente es 
reparar eJ daño pecuniario sufrido y no otorgar un consuelo, en forma 
monetaria, por Jos sentimientos de afección que se hayan lesionado por 
1~ muerte de Ja víctima. Esto se explica si recordamos que lo que el Ie­
g_islador tuvo en cuenta para crear la acción concedida en las Leyes men­
cionadas fue la dependencia económica de las personas enumeradas y no 
su relación de afección o parentesco para designarlas como beneficiarias. 
De cualquier manera, el daño moral que estas personas hayan sufrido 
no tiene reparación. 

En cuanto a la Ley de Reformas (Disposiciones Misceláneas), de 
1934. Ja situación es distinta. Esta Ley ordena que pasen Jas causas de 
acción que tuviera Ja víctima mientras vivía, a su sucesión al producirse 
su muerte. De esta forma, el daño moral sufrido por Ja víctima, entre 
el momento de su lesión y eJ momento de su muerte, o sea, el dolor y 
sufrimiento padecido. tendrá su debida reparación en derecho. 

Pero, además de Jo expuesto, Ja prüctica judicial ha creado un nue­
vo cariz aJ encabezado de daños conocido como "pérdida de esperanza de 
vida", es decir, reducción en Ja duración probable esperada de vida. En 
efecto, debido a Ja célebre opinión del Vizconde Simón (º) quedó decidido 
que Ja pérdida de esperanza de vida. ul ser indemnizada, deberá consi­
derarse como Ja pérdida ele perspectiva de felicidad, que Jo que se indem­
nizaría sería la reducción en el caudal posible de felicidad :futura de la 
víctima. Este daño, en su repa1·ación, recibió trato distinto conforme pa­
só eJ tiempo y en el año de 1967 la C[tmara de los Lores fijó Ja cantidad 
de 500 libras esterlinas como cantidad mitxima que se puede otorgar por 
este concepto, de tal suerte que aquí, por primera vez. quedó i·estringida 
Ja función del juez inglés, en cuanto a Ja estimación de un daño, por una 
decisión judicial que, al decir de Jolowicz (•). en cuyos efectos se asi­
mila a Ja jurisprudencia definida de nuestra Suprema Corte. 

Así vemos que Ja reparación del daño moral en las circunstancias. 
que nos inte1·esan, en eJ Derecho inglés, es bastante insatisfactoria: el 
daño :moral de Jos :familiares de Ja víctima queda sin reparación, y el da­
ño moral sufrido por la víctima, relacionado específicamente con Ja muer­
te, está limitado, en su reparación, a Ja suma de 500 libras esterlinas. 

Comparando la reparación del daño moral ordenada por el derecho 
inglés con aquella ordenada por el Código Civil para el Distrito y Terri­
torios Federales, vemos que el Código mencionado Ja establece en :favor 
de los í"amilinres de la víctima en Jos casos de muerte de ésta, de tal 
suerte que el daño moral sufrido por Ja víctima en sí no es reparado. En 
cuanto al nlonto que deberún recibir los :familia1·es por concepto de in-
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demnización del daño ·moral, éste no deberá exceder de la tercera parte 
de lo que se otorgue por concepto de indemnización del daño material. 
Esta limitación, derivada de una referencia arbitraria al daño material 
:fijada por el legislador. nos parece a todas luces injusta, puesto que ante 
la magnitud de la pél.·dida de un ser querido, el daño material, las más 
clc las veces, ocupa un lugar secundario. 

Para terminar, el artículo 1916 del ordenamiento civil estudiado, ex­
cluye la reparación del daño moral de los familiares de la víctima cuando 
el respon¡.mble obró sin culpa, lo cual es incorr.ecto ya que la función de 
la responsabilidad civil es reparar un daño y no castigar una culpa. 

De esta manera podemos dejar asentado que el Código Civil para 
el Distrito y Territorios Feclerales no 1·epara el daño moral de la víctima, 
pero sí prevée la. reparación a los familiares de éste, aunque limitando 
el monto de la indemnización con referencia al monto de la indemnización 
<lel daño material, y excluyéndola. por completo cuando el responsable 
ha obrado sin culpa. 

Llevando a cabo una estimación comparativa en cuanto a los daños 
que se reparan diremos que, por lo que al daño material respecta, de los 
dos sistemas de indemnización el que se nos presenta como el menos rna. 
lo -no hablamos de mejor por no aprobar enteramente de ninguno de 
los dos- es el inglés. Mantenemos esta opinión porque ninguno de los 
i;;istemas de derecho pern1ite la indemnización del daño pecuniario pos­
terior a la muerte que ha el.e i;;ufrir la sucesión de la víctima_ En cuanto 
n la. reparación <lel daño pecuniario que sufren los dependientes de la 
víctima, ambos sisten1as la establecen pero únicamente de manera }"lar· 
cial. estableciendo el Derecho inglés un sistema mús liberal que el esta­
blecido por el sistema de derecho mexicano_ 

Ambos sistemas reclaman re·forma legislativa: Lord Devlin ya la 
pidió en el afio de 1967 para el derecho inglés; el fin de este ensayo es 
pedirla para el cle1:echo vigente en el Distrito Federal. 

En cuanto a la i.·eparación del clañ.o n1oral sufrido por los familiares 
de la víctima. pensani.os que, jurídicamente, el menos malo -otra vez nos 
vemos forzados a usar la misma frase y }"lor las mismas razones- es el 
mexicano. Nuesb·a. opinión la fundamos en el hecho de que el Derecho 
inglés no repara el daño moral de los familiai·es de la víctima mientras 
que el Derecho mexicano sí lo hace. Desaprobamos la solución mexicana 
cuando ésta lini.ita el monto de la reparación moral a la tercera parte 
del monto de la reparación material, y cuando la excluye en los casos 
en que el responsable no ha obrado con culpa. Si se trata de compensar 
un dolor con un equivalente en dinero -medio material- no entende­
mos por qué se le ha de negar al daño moral la impoi·tancia que se le 
reconoce al daño material, especialmente cuando el medio empleado para 
repai·ar ambos es matei·ial. Además, como ya hemos apuntado, la fun­
ción de la responsabilidad civil es reparar y no castigar. 

En cuanto u la 1·eparación del daño moral sufrido por la víctima 
misma, el Derecho inglés la concede siendo la sucesión de la víctima la 
encn1·gada de promover el juicio. Es loable el esfuerzo del Derecho inglés 
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en este aspecto. y creemos que la crítica que se le puede enderezar, b3-
sada en Ja lógica jurídica, -de que si se trata de compensar un dano 
moral, se debe tratar de hacerlo en relación a la persona que lo sufre Y 
no en beneficio de terceras personas que no han sufrido el daño mora), 
y que en este caso quien recibe Ja indemnización no es Ja víctima misma 
sino sus herederos- puede ser rebatida. En efecto, recordemos que el 
Derecho inglés, en este aspecto. estú ordenando la supervivencia de una 
acción personalísima de la víctima y que lo que sucede es que el conte­
nido pecuniario de una acción por daño moral se considera como parte 
de Ja masa hereditaria y que pasa a la sucesión para que ésta la i.·ealice, 
si Je es posible. No se trata de crear una acción en beneficio de la suce­
sión como resultado de la muerte, sino de mantener una acción en vigor 
tt pesar de la muerte. 

Por su parte, el derecho mexicano, específicamente el del Distrito 
Federal. no repara el daño moral sufrido por la víctima, basándose en la 
estr.icta lógica jurídica descrita como posible crítica al Derecho inglés. 
Desde el punto de vista de la técnica jurídica pensamos correcta esta so­
lución, recordando que el legislador mexicano se apega a un criterio sub­
jetivo; pe1·0 debemos concluir que, desde el punto de vista de la estima­
tiva jurídica, es superior al mexicano pues trata. por más burdo que sea 
el intento, ele :reparar este el daño más dificil de todos para su correcta 
valuación. 

En este último aspecto no nos atrevemos a recomendar una reforma 
a nuesti·o Código Civil -por lo menos aún no- por considerar que este 
tipo de elaboraciones jurídico-económicas son a.lenas a nuestra filoso­
fía. Si bien es cierto que hemos progresado mucho en Jos aspectos so­
cio-económicos. también lo es, creemos nosotros, que por el momento no 
hemos logrado la sofisticación ideológica necesaria para pugnar por la 
adopción de criterios objetivos en relación a daiios estrictamente mora­
les. Posiblemente con el desarroJJo econón1ico del país se puedan adoptar 
técnicas jurídicas que permitan la adopción de criterios objetivos y todo, 
pensamos nosotros. a través del mecanismo adecuado que ofrece el De­
recho de Seguros. 
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B.-Métodos para Fijar la Cuantía de la IndeIDnización del Daño Mate­
rial en Inglaterra y en México: Sistema de la Estimación .Judicial y 
Sistema de Tarifas. 

Debemos recordar que en el Derecho inglés ('º) los dependientes de 
Ja víctima son indemnizados, en virtud de las Leyes de Accidentes Mor­
tales, de 1846 a 1959, por la pérdida de una esperanza razonable de be­
neficio pecuniario. Dicha esperanza razonable surgía de la continuación 
de la vida de la víctima y la pérdida resulta por la muerte de Ja misma. 

Para calcular el monto de la indemnización se procede a establecer 
los ,ingresos de la víctima. se deducen Jos gastos personales, multiplicán­
dose el resultado por un número indeterminado de aiíos -número que 
varía de caso en caso-- y el total se distribuye entre los dependientes 
de acuerdo con el daiío que cada uno haya sufrido. Al otorgar determi­
nada suma a cada dependiente deberán tenerse en cuenta las variables, 
tales como la probabilidad de que se vuelva a casar la viuda, etc. Igual­
mente, se tienen en cuenta la duración probable de Ja capacidad de tra­
bajo de la víctima, la posibilidad de que dicha capacidad varíe creciente 
o decrecientcmente, la duración probable de vida de los dependientes, así 
como la duración probable de continuada ayuda que recibirían éstos úl­
timos, de la víctima. 

Todos estos elementos los maneja libremente el Juez hasta el gra­
do que él estima que han sido comprobados, de tal suerte que únicamen· 
te en raras ocasiones coinciden dos indemnizaciones otorgadas en casos 
distintos. Las indemnizaciones se calculan, pues, aplicando el sistema 
de la libre estimación judicial sobre el mérito de los hechos probados. 

Por otro lado y en virtud de la Ley de Reformas (Disposiciones Mis­
celáneas). de 1934 ( 11 ). se aplica el mismo sistema para indemnizar los 
daños materiales sufridos por la víctima desde el momento del tort has­
ta aquél en que muere. Será, pues, la estimación judicial sobre los hechos 
probados la que determine el monto que reparará la pérdida de utilida­
des o salarios de la víctima en el lapso mencionado arriba, así como los 
gastos médicos y de hospitalización, si se han causado, y los gastos del 
funeral cuando los paga la sucesión. Estos daiíos, con excepción de los 
gastos del funeral, no se derivan directamente de la muerte, sino más 
bien de la incapacidad para trabajar que le resulta a Ja víctima como 
consecuencia del t.ort que ha sufrido. 

Comparando el sistema del Derecho inglés con el sistema utilizado 
por el Derecho mexicano, concretamente en cuanto a la indemnización 
del daiío material de los dependientes económicos, vemos que el Código 
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Civil para el Distrito y Territorios Federales ( 12 ) no permite la libre es­
timación judicial, sino :más bien establece un sistema de tarifa. Así ve­
mos que las indemnizaciones otorgadas en los casos de muerte son el re­
sultado del manejo de elementos que siempre serán los mismos sin im­
portar que los hechos comprobados puedan ser distintos según los casos 
que se decidan. En la práctica. se puede decir que todo lo que el Juez 
necesita saber es que determinada persona ha muerto como resultado de 
la conducta de un tercero, que la víctima trabajaba, o que probablemen­
te trabajaría, y que las personas que exigen la indemnización dependían, 
o que probablemente dependerían, económicamente de la víctima. para 
que proceda a hacer la :multiplicación de 730 días por la cantidad de $25.00 
M.N. y dividir el total entre los actores en la proporción que proceda. Se 
puede decir que el único momento en que interviene la libre estitnación 
judicial es aquél en que el Juez deberá decidir en qué proporción se habrá 
de dividir la suma global otorgada; entonces sí hay diversidad de indem­
nizaciones, pero la suma global jamás variará de caso en caso. Desde 
luego, existe la posibilidad de que la víctima no fuera empleado de al­
guna persona, que trabajara por su cuenta, y que únicamente se logre 
probar que -tenía ingresos :menores. en su promedio, a los $25.00 M.N. 
diarios. En este respecto concedemos que sí existe la estimación judi­
cial libre, pero esta ilusión es destruíüa. cuando se aplica el otro factor 
de la multiplicación, o sea, los 730 días fijados por la Ley Federal del 
Trabajo: este factor sí es invariable. 

Haciendo un juicio comparativo, pensamos que el sistema de la li­
b1·e estimación judicial es "lilUcho más aceptable que el sistema de tarifa. 
Por lo tanto, recomendamos la adopción del sistema de la libre estima­
ción judicial del daño material para calcular el monto de la indemniza­
ción respectiva dentro del ordenamiento civil para el Distrito Federal y 
Territorios para buscar una más adecuada reparación del daño en cues­
tión. 

A la crítica que seguramente se opondrá. basada en argumentos eco­
nómicos, contestaremos que si bien es cierto que no estamos en condi­
ciones de adoptar un sistema que produzca indemnizaciones enormes, tam­
bién lo es que éstas no se producirían si los jueces efectivamente toma­
ran en cuenta todos los factores variables de los casos que se les pre­
sentaran, especialmente si se fijan en el hecho de que la dependencia 
económica de los hijos ·-que en la mayoría de los casos, junto con la 
viuda, son los únicos dependientes económicos de la víctima- es rela­
tivamente breve dentro de nuestro medio social. 

Por otro lado, el Derecho es un reflejo de la cultura del hombre, cul­
tura que no es inmutable sino, por esencia, cambiante en su contenido, 
siendo el económico uno de los factores que componen la cultura del hom­
bre que, sin lugar a dudas, ha presentado un desarrollo considerable en 
nuestro medio en los últimos treinta años. En este aspecto nuestro De­
recho se ha anquilosado de tal suerte que ya no refleja la verdad eco­
nómica de nuestro presente Y. mucho menos, de nuestro futuro. 

Además, debemos hacer notar que el sistema de tarifa es nocivo 
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al valor Justicia, no solamente en relación con el acreedor de una indem­
nización, sino también en relación con el obligado a pagarla que por lo 
inflexible del sistema en sí, puede verse obligado a pagar una suma ma­
yor a la que, en Justicia debería pagar. Puede suceder que la dependen­
cia económica comprobada únicamente se prolongue. de hecho, durante 
un lapso menor a los 730 días marcados por la Ley Federal del Trabajo. 

Por estas consideraciones recomendamos la adopción del sistema de 
la estimación libre, llevada a cabo por el órgano judicial, del monto de 
las indemnizaciones. abrogando el límite máximo cuantitativo existente 
en el Código Civil para el Distrito y Territorios Federales -uno de los 
factores de la tarifa- complementándose con la eliminación de la remi­
sión que el mismo ordenamiento establece a la Ley Federal del Trabajo 
en cuanto al limite temporal que actualmente se debe tener en cuenta­
el segundo factor de la tarifa en vigor. Desde luego, la referencia al sa­
lario mínimo, cuando quede comprobado que la víctima trabajaba, o que 
probablemente trabajaría, pero sin poderse establecer el monto de sus 
utilidades o salario, debe subsistir. 

Debe tenerse en cuenta que la adopción de este sistema traería con­
sigo, como consecuencia de consideraciones prácticas económicas, un nue­
vo auge de actividad dentro de la rama económica reglamentada por el 
derecho de seguros de tal suerte que. a la postre, resultaría un incremen­
to en el desarrollo económico que tanto anhelamos. 
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C.-Criterio Estimativo del Organo ;Judicial. ante el Daño Moral, en In­
glaterra y en J.\lléxico: Criterio objetivn y Criterio subjetivo. 

En este inciso nos proponemos comparar los criterios adoptados por 
los sistemas de Derecho que estudiamos para proceder al Cálculo del mon-_ 
to de la indemnización del daño moral. · 

Como vimos, el Derecho inglés no permite la reparación del daño 
moral sufrido por los familiares de la víctima en los casos de muerte {' 3 ). 

La única indemnización de daño moral que se puede otorgar en el De­
recho inglés en los casos en que ha habido muerte, se presenta en vir­
tud de la Ley de Reformas {Disposiciones Misceláneas), de 1934. cuando 
la sucesión de la víctima ejerce la acción pidiendo que se indemnice la 
reducción en la duración esperada de vida de la víctima. 

Aquí suecede que terceras personas -los herederos- se beneficia-· 
rán de una acción por daño moral sufrido por la víctima; el autor de la 
sucesión. Esto se explica si recordamos, una vez más, que la acción surge 
a favor de la víctima misma y sobrevive la muerte de ésta, quedando 
su ejercicio en manos de la sucesión. 

El carácter moral del daño quedó plenamente establecido gracias a 
los comentarios del Vizconde Simón al decidirse el caso Benhain. v. G3llllibl­
ing ( 14

). Consideró que lo que se indemniza en estos casos es la pérdida 
de la perspectiva de una vida eminentemente feliz. 

El mismo Vizconde Simon estableció que el criterio para fijar esta 
indemnización no es subjetivo -no importa saber o determinar si la víc­
tima tenía la capacidad. o habilidad, para apreciar que su vida futura 
le traería la felicidad- sino que el criterio a seguir debe ser objetivo: 
la prueba bajo este punto de vista será determinar qué clase de futuro 
podría haber gozado la víctima y compensar la pérdida de ese futuro. 

Se trata de medir con un metro objetivo un valor completamente 
inmaterial para convertir el resultado en dinero. 

El mismo Simon recomendó que las sumas otorgadas por este con­
cepto sean siempre reducidas, pero se presentó una tendencia a aumen­
tarlas cada vez más, hasta que la Cámara de los Lores, a través de Lord 
Devlin -decidiendo el caso Naylor v. Yorkshire Electricity BD. en el año 
de 1967 ( 15

)- fijó como cantidad máxima que se puede otorgar, por el 
concepto de daño moral, la cantidad de 500 libras esterlinas. 

Creemos que a pesar del esfuerzo de Simon el Derecho inglés no se 
escapó completamente del criterio subjetivo. puesto que el cálculo aún 
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se refiere a la persona de Ja víctima y más concretamente, a. Ja clase de· 
:futuro que pudiera haber gozado. Pensamos que si fuera verdaderamen­
te objetivo el criterio empleado, éste se referiría a la clase de futuro 
que puede gozar el "hombre medio" -nuestro amigo, el pasajero del 
camión de línea de Ja ciudad de Londres- fijándose determinado valor 
monetario. 

Es nuestra opinión que el criterio empleado tiene su explicación en 
el afán tradicional del juez inglés de efectivamente hacer Justicia en 
el caso concreto. El hecho de haberse limitado el monto a Ja suma de 
500 Jibras esterlinas ya muestra una tendencia de llegar al criterio ver­
daderamente objetivo, pero a pesar de todo, sigue Ja confusión y ya exis. 
te el Hamado a la reforma en voz de Lord Devlin en el momento mismo 
de fijar dicho límite. 

Pasando al examen del criterio empleado por el Código Civil para 
el Distrito y Territorios Federales ( 16

) para indemnizar el daño moral 
de Jos familiares de Ja víctima -único daño moral que se indemniza en 
caso de muerte- vemos que se utiliza el criterio subjetivo. En efecto, 
el juez puede fijar una suma que le parezca equitativa, que considera ade­
cuada al caso ante él, en vista de las pruebas que se le presenten. Deci­
mos que es subjetivo porque el juzgador deberá tener en cuenta hechos 
probados relativos a los sentimientos de personas aún con vida, sin po­
der referirse a una unidad de medida objetiva -no puede comparar lo 
que podría ser idealmente con lo que le es comprobado, únicamente pue 
de deter.minar Jo que es y valuarlo. 

Desde Juego, en estos casos el juez está tratando de valuar algo in­
conmensurable. pero deberá referir un valor moral a un valor material 
para poder fijar una suma en dinero. El legislador, tratando de resolver 
este problema, lo refirió al daño material, estableciendo que la suma que 
se otorgue por concepto de indemnización de daño moral no podrá ex­
ceder de lo que se otorgue por concepto de indemnización de daño mate­
rial. Es loable el esfuerzo del legislador al tratar da darle una referencia 
material al juez que deberá resolver un problema que, permaneciendo 
en Jo subjetivo, no tiene solución ni remotamente adecuada. pero pen­
samos que la referencia empleada es incorrecta por no poderse establecer 
lógicamente una relación valorativa adecuada entre los dos conceptos. 

Aceptamos que se fije una referencia n1aterial, pero pensamos que 
ésta no debe guardar relación alguna con la indemnización del daño n1a­
terial: que se fije una suma arbitraria -que en todo caso ha de ser ar­
bitraria- que rep1·esente el máximo dafio moral para los casos de muer­
te y que el juez, después de estudiar las pruebas rendidas, use esta uni­
dad para medir el daño moral que se le coDJprobó. 

Aún así va a tener problemas el juez, pero su función consiste pre­
cisamente en resolver problemas; y si. en la pr{tctica, se Jlega a solu- . 
ciones iguales a las que en el presente se llega. por lo menos ésto será 
en aplicación, creemos nosotros, de una mejor técnica jurídica. 
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D.-Situación Jurídica. de la. Sucesión de la Víctima, en Relación al Daño 
Material Futuro, en Inglaterra y en México: Desant.paro. 

En ~ste inciso nos dedicaremos a examinar la posibilidad que tiene 
la sucesión de la victima para obtener la indemnización del daño mate­
rial que sufre en virtud de la muerte de ésta. 

Viendo el Derecho inglés ( 17 ). recordamos que el viejo cont.mon law 
establece que no se puede ejercer ninguna acción que tenga como fun­
damento la muerte de una persona, o sea, la muerte no era ni causa de 
acción en tort, ni constituía un tort en si. Además, las acciones que pu­
diera ejercer la víctima mientras vivía, dejaban de existir con su muerte. 

Con la promulgación de la Ley de Re-formas (Disposiciones Misce­
láneas). de 1934 se crearon excepciones a esta regla de tal manera que 
la sucesión de una persona podía ejercer las acciones en tort que hubie­
ran surgido a favor del autor de la sucesión hasta el momento de su muer­
te, estableciéndose que las acciones de la víctima sobrevivían Ja muerte 
de ésta. 

Desgraciadamente, los únicos daños materiales posteriores a la niuer­
te de la victima suf1·idos por la sucesión de ésta que, en virtud de la 
mencionada Ley de 1934, pueden ser indemnizados son los gastos de fu­
neral, cuando éstos han sido efectivamente pagados por la sucesión. De­
cirnos desgraciadamente porque la pérdida de salarios. o utilidades, fu­
turos, en la proporción que aprovecharían a la victima en sí y. por en­
de. a. su sucesión, quedaron excluidos de la posibilidad de ser indemni­
zados. A raíz de ésto, Jolowicz. opina (' ª) que se explica la tendencia de 
elevar el monto de la indemnización po1· la reducción en la duración es­
perada de vida de la víctima. daño moral indemnizado en aplicación de 
la Ynencionada Ley de 1934, con la consecuencia de la i:eacción por parte 
de la. Cámara de los Lores al fijar el limite máximo ya estudiado ( 1

•). 

Así vemos que por disposición legislativa no se indemniza el daño 
pecuniario futuro sufrido por la sucesión de la víctima dentro del sis­
tema de Derecho inglés. 

Comparando la solución dada por el Derecho inglés con la solución 
dada por el Código Civil para el Distrito y Territorios Federales en vi­
gor. recordamos que este último guarda silencio respecto de los benefi­
ciarios de la acción establecida en su artículo 1915 ( 20

). El mismo orde­
namiento dispone la aplicación de las cuotas de la Ley Federal del Tra­
bajo para reparar el daño pecuniario futuro: 730 días de salario, limi­
tado a $25.00 'M.N. diarios. De lo anterio1· se desprende una reparación 
que. en la mayoría de los casos, únicamente será parcial. 
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Además, existe una contradicción en el mismo artículo 1915: dispo­
ne, por un lado, que se tenga como base el salario, o utilidad, para el cálcu­
lo de la indemnización y cuando éste sea !lllayor de $25.00, que no se to­
llle en cuenta sino esa cantidad; por otro lado, dispone que cuando la víc­
tima no percibiese salario, o utilidad, o no pudiese determinarse éste, 
la base será el salario mínimo. La contradicción surge cuando nos fija­
mos en .el hecho de que el salario mínimo para el Distrito Federal es su­
perior a la cantidad de $25.00. Por lo menos en este aspecto urge ·ta re-
forma del Código Civil. -

Pero, siguiendo adelante, nos fijamos en el hecho de que la Suprema 
_Corte decidió -en forma errónea, pensamos nosotros, por basarse en un 
criterio derivado de la legislación laboral y no civil- que los beneficia­
rios de la acción establecida en el mencionado artículo 1915 lo son los de­
pendientes económicos de la víctima ( 21 ). 

En conclusión, vemos que el dafio pecuniario futuro, en virtud de! 
silencio del legislador y de la jurisprudencia de la Corte, queda sin re­
paración alguna en cuanto es sufrido por la sucesión de la víctima. Ur­
ge, pues. la reforma legislativa en relación al Código Civil para est;able­
cer la indemnización omitida . 

.Como conclusión estimativa que se puede derivar de la comparación 
de este aspecto de nuestro tema de estudio, podemos decir que tanto 
el sistema de Derecho inglés.- como el sistema de Derecho mexicano se 
olvidan de la proyección concreta del valor Justicia, pero que en ambos 
casos existe la posibilidad de enmienda, estableciendo soluciones acor­
des al médio· socio-económico en que tendrían aplicación. 
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E.-Proyección Concreta del Valor .Justicia en Inglaterra y en México 
·en Relación al Tema que nos Ocupa. 

En este inciso tratamos de determinar si el órgano judicial, tanto 
en Inglaterra como en México, cumple con el cometido de hacer Justicia 
en el caso concreto y, en el caso de la afirmativa, determinar en qué 
grado. Dicho de otra manera, nos preocupamos por saber si el menciona­
·do órgano judicial se basa en los hechos de cada caso particular para 
dar una solución que efectivamente sea la correcta y que, por consecuen­
cia, sea la única solución para el caso en cuestión. Se trata de saber si 
efectivamente se tutelan los derechos del hombre dándole a cada quien lo 
suyo, o, si se producen sentencias mecanizadas, llegando a idénticas solu­
ciones de D.erecho a distintas situaciones de hecho. 

Hemos visto, al estudiar el Derecho inglés, que en virtud de lo dis­
puesto por las Leyes de Accidentes Mortales, de 1846 a 1959 y por la 
Ley de Reformas (Disposiciones Misceláneas), de 1934 ( 22), el órgano 
judicial inglés debe ordenar la reparación del daño que estime se halla 
comprobado. con la única Iimi+ación -limitación impuesta por la Cáma­
ra de los Loi·es decidiendo como Suprema Corte- de que la indemniza­
ción por la pérdida de esperanza de vida, vista como la pérdida de pers­
pectiva de felicidad, no debe pasar de la cantidad de 500 libras ester­
linas. Al :fijar el monto de las indemnizaciones, el Juez se basa en los 
datos que se le han probado sin poderse remitir a tarifas ni tasas de 
ninguna especie, o sea, lleva a cabo la estimación libre del daño. 

De lo dicho arriba debemos concluír que. mientras se trate de repa­
i·ar un daño material, el órgano judicial inglés cumple fielmente con el 
ideal de darle a cada quien lo suyo, resolviendo cada caso sobre el méri­
to de los daños probados y ordenando su completa reparación. 

Encontrarnos una cierta n>ecanización de la Justicia. :fijándose un 
límite arbitrario a la función judicial, cuando el tribunal debe decidir en 
relación a la pérdida de perspectiva de felicidad. En efecto, la Cámara 
de los Lores corno hemos mencionado, en el año de 1967- :fijó el límite 
monetario de 500 libras esterlinas en estos casos, de tal manera que en 
la práctica los jueces de primera instancia y la Corte de Apelación -fie­
les a su tradición- tratan de compaginar ese límite máximo con el ideal 
de hacer justicia en el caso concreto. Esto ha traído como consecuencia 
invariable que se otorguen indemnizaciones consistentes en la cantidad 
máxima, acompañadas de argumentos judiciales alusivos a la justicia 
en el caso concreto. 

Debido a esta obvia contraposición entre lo que siempre ha hecho 
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el tribunal inglés -decidir cada caso de acuerdo con las pruebas ap<?r­
tadas-- y esta nueva limitación, J. A. Jolowicz nos in:forma que la mis­
ma Cámara de los Lores, al imponer el límite máximo que mencionamos, 
a través de Lord Devlin, pidió que el Parlamento dictara una nueva Ley 
de Reforma (23). 

Pasando ·a ver la proyección concreta del valor Justicia en el Dis­
trito Federal en México, recordamos que el Código Civil, por remisión 
3.: la Ley Federal del Trabajo, establece un sistema de tarifas para los 
casos en que se deba reparar el daño material resultante de la muerte 
--causada ilícitamente- de una persona ( 24 ). Dicho sistema de tarifa 
impone, como hemos visto, dos tipos de limitación: uno. cuantitativo y 
otro, temporal. Así nos :fijamos que la cantidad máxima que puede :fi­
jar el tribunal mexicano será la que resulte de la multiplicación de 730 
días -limite temporal impuesto por la Ley Federal del T1:abajo ( 2 •)­

por la cantidad de $25.00 M.N.- límite cuantitativo :fijado por el Código 
Civil para el Distrito y Territorios Federales. 

Si nos fijamos en el hecho de que el salario mínimo para el Distrito 
Federal es hoy en día superior a la cantidad máxima :fijada por el Có­
digo Civil estudiado, podremos comprender lo que sucede en la práctica 
judicial: una vez probada la muerte de una persona, y habiéndose com­
probado que trabajaba o que probablemente trabajaría si no hubiese 
muerto, se procede a hacer la multiplicación mencionada y la d:btribución 
del resultado entre los beneficiarios de Ja acción en la proporción que 
proceda. 

En cuanto al daño moral, éste no será reparado en Jos casos en que 
el responsable haya actuado sin culpa y nunca excederá en el monto de 
su indemnización a la tercera parte de la indemnización del daño ma­
terial, o sea, se :fija aquí también un límite máximo que, matemática­
mente, se puede conocer de antemano prácticamente en cualquier caso. 

De lo visto, en la práctica. existe una mecanización de la justicia 
por lo que a nuestro tema se refiere en el Distrito y Territorios Federales 
de México, puesto que la aplicación del derecho positivo del mencionado 
Distrito hace inadmisible la probabilidad de que se trate cada caso como 
único en sus hechos. Desde luego, admitimos la posibilidad, remota en el 
mejor de los casos, de que una indemnización otorgada aplicando el me­
canismo descrito coincida e:fectivamente con el ideal de darle a cada 
quien lo suyo, 

En un juicio estimativo jurídico, referido éste al valor Justicia pro­
yectado al caso concreto, en relación al terna que nos interesa, debemos 
establecer que la proyección mencionada dentro del sistema de Derecho 
inglés es superior a la proyección buscada dentro del sistema de Derecho 
mexicano. 

Esta disparidad valorativa puede hacerse desaparecer si el legisla­
dor :mexicano elimina la remisión que hace el Código Civil para el Dis­
trito y Territorios Federales a la Ley Federal del Trabajo, y si elimina, 
además, el límite máximo cuantitativo que fija el mismo Código Civil 
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en relación al daño material. En cuanto al daño moi.·al. creemos. que la 
solución adecuada se encontraría ·eliminando la referencia que actualmen­
te se hace al daño material y permitiendo su reparación en los casos en 
que el responsable haya actuado sin culpa. De esta manera se permitiría 
que el órgano judicial, siempre consciente del ámbito socio-económico 
dentro del cual actúa, le diera vida p1·opia a la Justicia en el caso con­
creto. 
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NOTAS PARA EL CAPITULO SEXTO 

1.-Supra, Cap. 11, Parte 111 
2.-SuPra, Cap. 111 
3. -Supra, Cap. V 
4 .-Supra, Cap. IV 
5 .-Supra, Cap. 111, Partes 11, inc. B ss. y 111, inc. B 
6.-Stupra, Cap. V, Parte I 
7.-Supra, Cap. 111, Partes I, inc. A y lII, inc. A. V. tatnbién, supra, Cap. V, 

Parte 1, inc. B 
8.-Supra, Cap. 111, Parte 111, inc. A 
9 .-En entrevista cit. de 13 de septietnbre de 1968 

10.-Supra, Cap. III, Parte I, inc. B 
11.-Supra, Cap. III, Parte I, inc. A 
12.-Supra, Cap. V, Parte I, inc. B 
13 .-Supra, Cap. 111, Partes 1, inc. A y III, lnc. A 
14.-(1941] A. C. 1'57 - House of CLords. 
15.-Según infortnes proporcionados por J. A. JOLOWCZ, en entrevista cit., de 

13 de septiembre de 1968. 
16.-Supra, Cap. V, Parte 1, inc. B 
17 .-SuPra, Cap. III, Parte I, inc. A 
18. -En entrevista cit., de 13 de septiembre de 1968 
19 .-Supra, Gap. III, Parte III, inc. A 
20.-Supra, Cap. V, Parte l. inc. B 
21.-Supra, Cap. V, Parte III, inc. B 
22.-Supra, Cap. III, Parte 11 
23 .-En entrevista cit., de 13 de septiembre de 1968, al hablar acerca del caso 

Naylor v. Yorkshire iElectricity Bd. 
24.-Supra, Cap. V, Parte I 
25 .-Cfr. art. 298, Ley Trabajo cit 
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CONCLUSIONES 



1.-La determinación de la responsabilidad de una persona que haya 
- causado la muerte a otra. en circunstancias tales en. las que no se 
tipifique un. delito, es un problema común al sistema jurídico inglés 
Y al del Distrito y Territorios Federales de México. 

2. -El sistema de Derecho inglés -que forma parte de la llamada Fa­
milia del Comrnon Law- resuelve tal problema en el Derecho de 
Torts, ordenando la reparación del daño material y moral de la 
víctima. y únicamente el daño material de los dependientes eco­
nómicos- de aquella. 

3.-El sistema de Derecho civil vigente en el Distrito y Territorios Fe­
derales de México --que forma parte de la Familia Ronianista- so­
luciona el problema considerando a los actos ilícitos como fuente de 
obligaciones, ordenando la reparación del d~ño material y moral 
de los dependientes económicos de la víctima. 

4.-En ambos sistemas la actora se ve obligada a comprobar tanto la 
muerte de la víctima y las circunstancias en que ésta ocurrió, como 
el hecho de que efectivamente se ha sufrido, y se sigue sufriendo, 
el daño cuya reparación solicita. 

5 .-El sistema de Derecho inglés dispone la reparación total del daño 
pecuniario sufrido por la víctima, entre el momento del Tort y el 
de su muerte. así como la reparación -que resulta parcial- del 
daño pecuniario de los dependientes económicos de aquella. 

6 .-El .Cód. Civ. Dist. y Territ. Feds. de México dispone la reparación 
del daño material, pero -debido a Jurisprudencia definida de nues­
tra Suprema Corte totalmente errónea- únicamente para los de­
pendientes económicos de la víctima. 

7 .-El daño pecuniario a la sucesión de la víctima -que se deriva .de 
la suspensión del ahorro o inversión del de cujus, debido a su muer­
te prematura -no es reparado por ninguno de los sistemas de 
Derechos estudiados. 

8 .-El sistema de Derecho inglés -a través del Parlamento que re­
:formó al viejo common law- dispone la reparación del daño moral 
sufrido por la víctima, pero ordena que se deduzca el monto de 
esta indemnización de aquél referente a la indemnización del daño 
pecuniario de los dependientes económicos, lo cual resulta injusto. 

9.-El Cód. Civ. Dist. y Territ. Feds. de México prevée la reparación 
del daño moral ·a la familia de la víctima (art. 1916), pero la. ex· 
cluye cuando el responsable haya actuado sin culpa, lo cual es in-
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correcto ya que Ja función de Ja responsabilidad civil es reparar un 
daño. :mas no sancionar una culpa. 

10.-EJ sistema de Derecho inglés con Ja reparación del daiio moral de 
Ja víctima, pretende compensar Ja pérdida de la perspectiva de una 
vida eminentemente feliz. 

11.-El sistema de Derecho civil vigente en el Distrito y Territorios Fe· 
derales de México intenta consolar a la familia de Ja víctima -se 
han lesionado sus sentimientos de afección- reparando ·el daño 
moral que ésta ha sufrido. 

12. -Ambos sistemas de Derecho limitan el monto de la indemnización 
del daño :moral con el fin de guiar al tribunal que ha de :fijarlo, 
pero la referencia al monto de la indemnización del daiio material 
empleada por el Cód. Civ. Dist. y Territ. Feds. de México resulta 
reprobable desde el punto de vista de la técnica jurídica, puesto 
que no hay relación estimativa directa entre ambos tipos de daño. 

18 .-. Para fijar la cuantía de Ja indemnización del daño material, el sis­
tema de Derecho inglés utiliza Ja libre estimación judicial de Jos 
elementos de prueba aportados por las partes, lo que permite que 
efectivamente se repare el daño de una manera adecuada al caso 
concreto. 

14 .-Para fijar el monto de 1a indemnización del daiio material. el Cód . 
. Civ. Dist. y Territ. Feds. de ·México remite al juez al sistema de 
tarifas de Ja Ley Federal del Trabajo que permite únicamente una 
reparación parcial injusta. 

15. -Tal sistema de tarifas, al determinar el monto de una indemniza­
ción de daño material, dispone que Ja base para su cálculo sea. el 
salario de Ja víctima fijando una cantidad máxima diaria, cuando 
el salario mínimo legal es superior a ese límite; igualmente, le da 
a ese daiio una p1·oyección invariable hacia el futuro, revelándose 
inflexible e inadecuado para 1og1·ar su fin y, consecuentemente, in­
justo para acreedor y deudor. 

16.-El sistema de Derecho inglés aplica ún criterio objetivo -la pers­
pectiva que puede tener el hombre medio en Inglaterra de gozar 
una vida eminentemente feliz- para valuar el daiio moral a Ja 
víctima, mismo que no podrá exceder a determinada cantidad d~ 
dinero, pero dicho criterio no está exento de consideraciones de ti­
po subjetivo, rindiendo confusa su aplicación. 

17 .-El C6d. Civ. Dist. y Territ. Feds. de México aplica un cri~erio sub­
jetivo para valuar el daño moral a Ja familia de la víctima, pero 
emplea para limitar la cuantía de la indemnización que resulte, una 
inco1·recta referencia al monto de la indemnización del da:ño ma­
terial. 

18.-El sistema de Derecho inglés permite una más amplia realización 
del valor Justicia -considerado en su concepto fo1·mal de recono-
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cimiento universal- que la permitida por el sistema vigente en et. 
Distrito y Territorios Federales de México. en vista de la · mecani­
zación impuesta por la práctica judicial, mecanización que ·no per­
núte tratar a cada caso como único en sus hechos. 

19 .-Debe reestructurarse la acción de i.·eparación del daño material -
consignada en el artículo l.915 del Cód. Civ. Dist. y Territ. Feds. 
de México- de tal manera que se prevea la reparación del dañ.o 
material de los dependientes económicos y de la sucesión de la víc­
~ima, t~niendo al salario íntegro coni.o base para el cálculo de la 
indemnización de ambos beneficiarios y eliminando la remisión a la 
Ley Federal del Trabajo. Para tal ~1ecto se propone la siguiente 
redacción del mencionado texto legal : 

"Artículo 1915.-La reparación. del daño debe consistir en e}. 
restablecimiento de la situación anterior a él, y cuando ello sea. 
imposible. en el i:iago de daños y perjuicios: 

!.-Cuando el daño se cause a las personas y produzca la ni.uer­
te o incapacidad total, pai.·cial o temporal. el monto de la indemni­
zación se fijai.·á según las circunstancias ele la víctima y tomando 
por base la utilidad o salario que perciba. 

11.-Cuando el daño produzca la muerte, la acción consignada 
en el presente artículo será a favor de los dependientes económi­
cos y de la sucesión de la víctima, en la propoi.·ción en que los pri­
meros dependían económicamente de ésta; correspondiéndole a la. 
sucesión la porción de la utilidad o salario que la víctima habría 
aprovechado personalmente, descontándose de esta cantidad lo que 
habría gastado para cubrir sus necesidades cotidianas. 

III.-Si la víctima no percibe utilidad o salario, o no pudiere 
determinarse éste. el pago se acordará tomando como base el sa­
lario mínimo. 

IV.-Los créditos por indemnización cuando la víctima :fuere un. 
asalariado son intransferibles, y se cubrirán preferentemente en 
forma de pensión o pagos sucesivos. 

V .-Las anteriores disposiciones se observarán en el caso de}. 
artículo 2647 de este Código". 

20 .-Debe reformarse el articulo 1916 del Cód. Civ. Dist. y Territ. Feds. 
de México estableciendo la reparación del daño moral de la familia 
de la víctima, haya obrado el responsable con o sin culpa, eliminan­
do la referencia al monto de la indemnización del daño material y 
fijando una cantidad arbitraria que le sirva al juez como represen­
tación monetaria del máximo dafio moral que pueda sufrir la fa­
milia. .Con tal objeto se propone la siguiente redacción del artículo 
en cuestión: 

"Artículo 1916.-Independientemente de los dafios y perjuicios~. 
el juez i:iuede acordar en favor de la víctima, o de su familia. si. 
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aquella muere, una indemnización equitativa, a título de repara­
ción moral, que pagará el responsable. Esa indemnización no podrá 
exceder de la suma de cincuenta mil pesos, moneda nacional. :Lo 
dispuesto en este artículo no se aplicará al Estado en el caso pre, 
visto en el artículo 1928". 
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